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DEDICATORIA 



Señor Don Gregorio Pacheco: 



Respetado amigo : 

Cuando este libro vea la luz pública y llegue á 
sus manos, habrá Vd. descendido del alto cargo á 
que lo elevara el voto de nuestros conciudadanos. 
Van, pues, estas pajinas A encontrarlo en el seno 
de la vida privada, al cual la amistad sincera 
puede llevar su ofrenda sin mengua para el que 
la presenta ni desconfianza para el que la recibe. 

Ha tenido Vd . ocasión de apreciar la indepen- 
dencia de mi carácter durante el tiempo que me- 
diaron entre nosotros relaciones oficiales impues- 
tas por las dificiles funciones que en servicio de 
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nuestra patria hemos tenido el honor de desem- 
peñar; ellas le habrán comprobado, y Vd. bien 
lo sabe, que nunca he llevado las flores de la 
lisonja á la montana por donde nace el sol , ni 
las he ofrecido tampoco en la casa del poder á 
cuyas puertas espera la ambición su gaje. 

Ahora que Vd. ha pasado á confundirse en 
la masa del pueblo, en la cual reside la fuerza, 
la enerjía y el poder de la nación, puedo lle- 
garme sin escrúpulo á poner en sus manos estas 
pajinas trazadas por el estímulo y el aliento que 
Vd. les ha prestado. 

A nadie con mas justicia podría yo ofrecer este 
imperfecto trabajo. Vd. acojió con entusiasmo 
hace mas de un año la idea que habia conce- 
bido de proyectar la redacción de un Código de 
Derecho internacional privado conducente á de- 
finir los conflictos que incesantemente se pro- 
ducen en nuestra América por causa de las 
diferencias de su lejislacion. Usted me estimuló 
con particular empeño á emprender un estudio, 
que aunque deficiente, pudiera servir de punto 
inicial para otros de esta índole. Ofrecí á Vd. 
consagrar mis pocas horas de reposo á esta ím- 
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proba tarea, y aunque en esfera mas limitada de 
lo que me habia propuesto, hoy cumplo con el 
compromiso que contraje. 

Dígnese, Vd., pues, respetado amigo, acojer 
este ensayo en el cual á Vd. le cabe la parte del 
estimulo y á mi la de su imperfecta ejecución. 

Soy su siempre respetuoso servidor. 

S. Vaca Guzman. 



Buenos Aires, Junio i 5 de 1888. 
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INTRODUCCIÓN 



Sumario: — I. Estado indefinido del derecho internacional privado, sus 
efectos. — II. Influencia retardataria de las teorías penales en la regla- 
mentación del derecho internacional penal. — III. Conflictos que ori- 
gina la lejislacion positiva en su alcance exterior. Base de solución; 
excepciones. — IV. Los internacionalistas europeos; alcance de sus es- 
tudios. Importancia capital atribuida á la extradición en el derecho 
criminal; su verdadero carácter. — V. Facilidad que la lejislacion posi- 
tiva de Hispano-América ofrece para la reglamentación del derecho 
internacional penal; proyecto de Mr. Dudley-Field en Estados Uni- 
dos. Su importancia. — VI. Objeto y plan de esta obra. 



Una de las ramas del derecho de gentes que desde al- 
gún tiempo á esta parte viene siendo objeto de frecuen- 
tes é importantes estudios, es sin duda la que se rela- 
ciona con la sanción de las leyes penales en la esfera 
lejítima de cada jurisdicción. El análisis y desenvolvi- 
miento de tan ardua cuanto trascendental materia puede 
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conceptuarse como de reciente data, aún cuando sus orí- 
genes puedan hacerse remontar á la formación del dere- 
cho penal positivo, cuyas fuentes no van mas allá del 

siglo XVIII. 

Las nuevas formas que las instituciones políticas han 
venido adquiriendo como consecuencia de la procla- 
mación de principios liberales, humanos y justos ; el 
contacto cada vez mas íntimo de los pueblos, resultante 
de la facilidad en los medios de comunicación y de la 
vinculación de sus intereses económicos; los progresos 
del derecho internacional público, que aunque mera- 
mente consuetudinario viene imponiendo preceptos de 
carácter universal, todos estos agentes rozándose y en- 
lazándose incesantemente han llegado á complicar las 
conexiones del derecho civil, del derecho comercial y 
del derecho criminal en la vastísima esfera de las rela- 
ciones internacionales. 

A medida que este contacto se ha hecho mas continuo, 
los conflictos del derecho internacional privado han sur- 
jido y multiplicádose como consecuencia de las diferen- 
tes lejislaciones que han entrado en inevitables colisio- 
nes. Este choque de principios y doctrinas distintas ha 
puesto de manifiesto la necesidad de establecer reglas 
fijas que establezcan medios de solución, ya que no sea 
posible arribar á una conciliación absoluta mediante la 
sanción de un Código general que rija todas las relaciones 
internacionales en el orden civil, comercial y criminal. 
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Pero, ha sido imposible arribar hasta ahora á un 
acuerdo que conduzca á tan necesario como benéfico re- 
sultado, porque la pugna de los principios fundamenta- 
les de ¡cada lejislacion y la diferencia de teorías, ha 
opuesto una barrera persistente , difícil de vencer mien- 
tras no se establezcan preceptos que, sin afectar el 
fondo de ninguna lejislacion, hagan posible la concilia- 
ción de aquellos para determinar con fijeza las relacio- 
nes de carácter privado entre las naciones. 

Los estudios que en este sentido se han hecho hasta 
el presente, noblemente inspirados, por cierto, no han 
alcanzado el éxito apetecido, arribándose por todo re- 
sultado á la aceptación de algunas reglas generales, que 
siendo fruto del estudio de la lejislacion comparada, re- 
visten carácter deductivo, y, por lo mismo, se hallan su- 
jetas á controversias que desvirtúan la calidad impera- 
tiva que les es necesaria. 

Sin embargo, no seria justo desconocer la alta impor- 
tancia que el examen comparativo tiene en si, ni negar 
la influencia fecunda que entraña y ejerce. Ese análisis 
ha venido preparando el camino de soluciones que con- 
duzcan á la fácil reglamentación del derecho interna- 
cional privado en sus distintas ramas; en este concepto, 
podría decirse que la lejislacion positiva vencerá el 
obstáculo opuesto por el doctrinarismo abstracto, que 
tiene que resignar su idealismo exajerado ante el im- 
perio del derecho escrito, que es el que determina y 
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regula las condiciones morales y sociales del hombre. 
En apoyo de esta previsión conviene exponer la natu- 
raleza y tendencia de aquel y el carácter y progresos al- 
canzados por este. 



II 



Las dos distintas teorías en que se considera basado 
el derecho penal positivo han ejercido poderosa influen- 
cia en la esfera internacional, retardando su reglamen- 
tación. Todo cuanto se ha dicho al estudiar la lejisla- 
cion positiva, se ha aducido también como fundamento 
cuando se ha tratado de determinar la jurisdicción pe- 
nal internacional. La amplitud del objeto ha dado tam- 
bién á aquellas un vuelo mas estenso, y por consiguiente 
las dificultades se han acrecentado. 

Los adeptos de las teorías absolutas, que fundan el de- 
recho penal en el principio de la expiación y que espiri- 
tualizándolas les dan un orijen superior y divino, hacen 
de la acción represiva un derecho universal que corres- 
ponde á todos los pueblos y que debe ejercitarse donde 
quiera que se encuentre un delincuente que no haya 
caido bajo el imperio de las leyes. 

Los prosélitos de las teorías relativas, que derivan el 
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derecho penal, ya sea de la utilidad, ya de la necesidad, 
tomando por fundamento común el interés de la socie- 
dad, localizan el poder jurisdiccional, haciendo de la 
ley nacional una reguladora de la capacidad moral del 
hombre, ley á la cual atribuyen un imperio inseparable 
del individuo donde quiera que se encuentre. 

Se ha combatido, y con mucho fundamento, la apli- 
cación de las teorías absolutas en la esfera del derecho 
internacional, prevaleciendo las teorías relativas, aún 
cuando ellas no dejan de ofrecer peligros y dificultades. 

Llevadas unas y otras á tan vasto teatro, para que las 
primeras fueren susceptibles de aplicación justa, era 
necesario establecer previamente preceptos penales uni- 
formes en todos los pueblos de la tierra, pues, en 
presencia de las diferencias que hoy existen, la sanción 
penal produciría lainequidad y la injusticia; ahora bien, 
la adopción de un código universal en materia represiva, 
es un hecho irrealizable ; la lejislacion criminal, variable 
por su naturaleza, tiene que modelarse según las condi- 
ciones de cada país, según sus. principios de moral y 
y aún según las necesidades de cada época. "No se 
encuentra nada de justo ó de injusto, decía Pascal, que 
no cambie de calidad al cambiar de clima. Tres grados 
de elevación del polo trastornan toda la jurisprudencia". 

Agrégase á esto, que la aceptación de las teorías abso- 
lutas, cuyo ejercicio se considera como una delegación, 
de un poder sobrehumano é infalible que se impone 
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obligatoriamente á todos los pueblos, constituyéndolos 
en persecutores de todo crimen, no podria menos de 
afectar la individualidad territorial, limitando el libre 
ejercicio del poder lejislativo de cada soberanía. 

Estas consideraciones de fácil amplificación, y pres- 
cindiendo del examen filosófico de doctrina tan vasta, 
evidencian la imposibilidad de su aceptación y aplicación 
práctica en el radio estenso del derecho penal interna- 
cional. 

Por lo que hace á las segundas, siendo las leyes pe- 
nales una emanación de la autoridad tutelar del Estado 
con el objeto de mantener el derecho y el orden social, 
su naturaleza circunscrita le dá un caráter positivo, que 
aleja el temor del error ó la injusticia, otorgando á la 
vez á cada soberanía toda la independencia que le es 
necesaria para su régimen en el orden moral. 

Pero, el imperio atribuido á la ley local sobre el sub- 
dito, para el cual ha sido dictada, ha enjendrado colisio- 
nes en cuanto aquel ha caido bajo el radio de otra juris- 
dicción. De aquí el oríjen de todos los conflictos 
internacionales de carácter privado. 

En efecto, los crímenes perpetrados dentro de una 
soberanía determinada caen bajo la sanción de sus leyes; 
mas, cuando la condición personal entra en ejercicio, la 
colisión se produce ante las prescripciones distintas de 
dos distintas jurisdiciones. De una parte la ley penal 
nacional, que regula la capacidad moral, y que se ha 
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equiparado al estatuto personal en el régimen civil, 
obliga al subdito de un Estado á ajustar su conducta á 
dichas leyes ó á ser castigado por ellas, si las viola ; de 
otra, la ley del lugar de residencia le impone igualmente 
sus preceptos, y le sujeta á su sanción. ¿A cuál de estas 
dos leyes habrá de someterse el residente? ¿ Por cuál de 
ellas habrá de ser juzgado en caso de delincuencia? 

He aquí el punto de partida relativo á los conflictos 
del derecho ; conflictos que toman diversas faces según 
el territorio en que se producen, según la nacionalidad 
de la victima, la del ájente, ó los efectos exteriores que 
produce cada infracción. 

Conviene establecer aquí el principio general que por 
nuestra parte hemos adoptado, buscando la solución de 
las diversas cuestiones que surgen sobre tales modifica- 
ciones, sin menoscabo de las leyes de ninguna sobera- 
nía, y sin agravar la condición del agente criminal. 



III 



La legislación positiva ha establecido como base fun- 
damental para determinar la jurisdicción internacional, 
el principio de la territorialidad de las leyes, esto es, su 
imperio dentro del Estado que las ha dictado, en virtud 
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de lo cual ejercen su sanción sobre las infracciones 
cometidas : 

Por un nacional contra otro ; 

Por un nacional contra un extranjero y vice-versa : 

Por un extranjero contra otro extranjero : 

Por un nacional ó extranjero contra el Estado. 

Pero ese mismo principio, que parece hubiese de tener 
eficacia sin restricciones, se modifica y adquiere un 
carácter relativo y discutible : 

I o pqj. razón de la nacionalidad del agente ó de la 
víctima ; 

2* En cuanto la delincuencia del nacional se produce 
en ageno territorio ; 

3® En razón del territorio dentro del cual tienen efecto 
los crímenes perpetrados desde el exterior. 

En el primero y segundo casos entran en colisión con 
relación al agente, la ley nacional, que según la doctrina 
más generalizada, reviste un carácter personal, y la ley 
territorial que se impone por razón de la jurisdicción. 

En el tercero, el conflicto procede, no tanto por razón 
de la nacionalidad del infractor, sino por causa de la 
violación de dos distintas leyes. 

De aquí que el principio general queda desvirtuado 
por este choque de preceptos é intereses diversos, que 
recaen sobre un mismo sujeto. 

Una detenida observación demuestra que estas coli- 
siones no tienen otro origen que el efecto exterior que se 
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atribuye á la ley nacional, por el cual se estiende la 
acción jurisdiccional más allá de sus límites territoriales. 
El reputado criminalista F. Hélie, sostiene : *' que la ley 
penal es personal en el sentido de que ella sigue á los 
ciudadanos aún sobre el territorio extrangero ; le sigue 
para reglar su capacidad moral, como el estatuto perso- 
nal regla su capacidad civil". Esta idea ha prevalecido 
en la lejislacion positiva de muchos códigos europeos. 
En efecto, varios de ellos, como el de Francia é Italia, 
aceptando el principio enunciado, establecen preceptos 
represivos para crímenes cometidos por nacionales fuera 
del territorio, y algunos, yendo aún más allá, extienden 
su acción penal á los mismos extranjeros. 

Ahora bien, á nuestro juicio, el derecho internacional 
no puede modificar las leyes de ninguna soberanía ; 
su misión debe limitarse á la estricta determinación 
jurisdiccional, bajo cuyo imperio cae una infracción, 
fijando cuando más, el verdadero y justo alcance que 
debe tener la aplicación exterritorial de la lejislacion de 
cada Estado. Obedeciendo á este concepto, se impone 
desde luego la necesidad de eliminar el imperio que se 
atribuye á la ley sobre el nacional fuera del territorio, 
así como los privilegios que coartan la acción jurisdic- 
cional de cada Estado. 

Apoyados en este criterio, hemos aceptado por nues- 
tra parte, el viejo principio de la territorialidad, pero 
sin excluir por eso el ejercicio de las acciones exte- 
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ñores, á que dieren lugar los efectos de una infracción ^ 
La base, pues, de nuestro sistema reposa en que la 
jurisdicción se determina, no por la ley nacional del 
delincuente, ni exclusivamente por la del territorio, sino 
por la del lugar en el cual el crimen produce sus efectos, 
es decir, por la ley ó leyes que han sido violadas. Como 
es evidente que toda infracción se produce dentro de un 
territorio, es desde luego en este donde se manifiestan 
mediatamente sus efectos, sin lugar á duda, y de ahí 
que prevalezca como regla general la jurisdicción terri- 
torial. Mas como el mismo crimen puede afectar otras 
leyes, herir otros intereses, es lógico deducir que quepa 
á otras soberanías el mismo derecho de represión y de 
defensa que les corresponde y que en la esfera interna- 
cional no puede ser delegado. 

Este principio excluye, por consiguiente, la ficción de 
la exterritorialidad en materia penal respecto de los 
Agentes Diplomáticos, cuyas inmunidades no pueden en 
el terreno del derecho y de la razón eximirlos de la san- 
ción penal de las leyes que hubiesen violado en el 
extranjero ; é impone la extradición de nacionales, evi- 
tando el riesgo de la impunidad, alejando el escándala 
y el peligro de la permanencia en el Estado de un crimi- 
nal no susceptible de expulsión y acaso no sujeto al 
imperio de la justicia. Tanto en el uno como en el otra 
caso desaparecen los conflictos procedentes de la aplica- 
ción de la ley penal en cuanto á su fondo, satisfaciéndose 
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las exijencias de la vindicta pública en el territorio 
mismo en el cual la infracción altera el orden público. 

Conceptuamos que el sistema expuesto, si no salva 
todas las dificultades que hoy dia existen en la determi- 
nación de la jurisdicción internacional en materia crimi- 
nal, al menos limita su número y facilita muchas 
soluciones. Ha sido necesario establecer excepciones 
que indudablemente se separan del rigorismo é invaria- 
bilidad de aquel, pero estas escepciones se imponen 
por necesidades imperiosas é inevitables. En esta deli- 
cada y grave materia que se enlaza con tantos y tan 
variados intereses y tan diversos preceptos, estamos 
convencidos de que es imposible establecer una regla fija 
é inmutable sin dar margen á muchas injusticias unas 
veces y tolerar la impunidad de los crímenes en otras, 
por consecuencia de la diferencia de lejislaciones y de 
las constantes reformas que en ellas se operan. 

El derecho penal internacional reglamentado debe 
propender, por una parte, á dar entera eficacia á las leyes 
de cada soberanía, sea cual fuere el espíritu de los prin- 
cipios que le han servido de base ; otorgar al régimen 
jurisdiccional una autoridad clara y eficaz en protección 
del interés general de los pueblos cuyas relaciones deter- 
mina, y concurrir, en la esfera de lo posible, á hacer 
realizable aquella idea de Beccaria de que, la certidum- 
bre de los malhechores de no encontrar una pulgada de 
tierra que asegure su impunidad sería una manera eficaz 
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de prevenir los crímenes. En este supuesto, considera- 
mos que el derecho internacional tiene que inspirarse, 
no en una escuela ó teoría determinada y esclusiva, sino 
que tomando en consideración los conceptos morales de 
justicia que presiden la organización délas agrupaciones 
humanas, á la vez que la necesidad de protejerlas y la 
conveniencia de reprimir la violación de sus preceptos, 
su acción distributiva y común debe inspirarse en este 
conjunto de principios que, complementándose, deter- 
minan equitativamente el ejercicio de las leyes penales. 



IV 



Hemos dicho anteriormente queá pesar de ser harto 
conocida la necesidad de reglamentar el derecho penal 
internacional, los estudios de la lejislacion comparada 
no han dado todavía fruto en este sentido. En efecto, 
los internacionalistas europeos que estudian esta mate- 
ria no han formulado hasta el presente un cuerpo de 
conclusiones que pudiese adoptarse como base de debate 
para arribar á una solución positiva. Ya sea que hayan 
considerado las dificultades de la materia como insupe- 
rables ; ya que conceptúen difícil la conexión de los 
elementos que ofrece el derecho penal positivo con el 
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derecho de gentes, dentro de un medio fijo y justo, la 
verdad es que aún no se ha tentado la redacción de un 
código ó reglamento especial sobre esta materia. 

Los estudios llevados á cabo, principalmente por 
Fiore, que es el que con mas extensión ha tratado esta 
rama del derecho, por Deloume, Brocher y otros, son de 
carácter teórico ó comparativo, deduciendo de los pre- 
ceptos de distintas lejislaciones las reglas que se consi- 
deran como principios reconocidos en la esfera interna- 
cional. Pero acontece que como el criterio de cada 
autor es distinto, las reglas aceptadas por los unos son 
rechazadas por los otros, lo cual mantiene la incerti- 
dumbre en este orden. 

A falta de prescripciones generales y fijas, diversos 
Estados han dado mucha extensión á sus leyes penales 
en cuanto á sus efectos exterritoriales, y otros, para 
salvar los vacíos de su lejislacion, han tomado á veces 
como regla las decisiones de sus tribunales. De aquí la 
razón por qué la mayor parte de los publicistas europeos 
estudian el derecho internacional penal bajo el punto de 
vista de la lejislacion especial de cada país, tomando en 
consideración en casos dudosos, la práctica ó las decisio- 
nes de otros Estados para determinar tal ó cual solución. 
Es decir, que hasta el presente se ha realizado tan solo 
una labor de interpretación para decidir casos de interés 
puramente local, no habiéndose tentado establecer reglas 
generales comunes á todas las naciones del viejo mundo. 
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Asi, la cuestión de jurisdicción ó competencia, base 
fundamental del derecho criminal internacional, se juzga 
y determina por la lejislacion de cada país, lo que 
importa mantener la colisión qx^mctíjíSqí» de las diferen- 
cias que entraña la lejislacion de otro ü otros Estados. 

La única sección que se ha traducido en preceptos 
fijos y definidos ha sido la relativa á la extradición, pero 
nó como principio general sino en la esfera circunscrita 
de las relaciones de dos ó más Estados : es decir, que 
para arribarse á reglas positivas se ha apelado á la cele- 
bración de tratados especiales, que tienen todos los 
caracteres instables de los pactos temporarios. La gene- 
ralidad de los publicistas atribuyendo á la extradición 
una trascendencia capital, han llegado á considerarla 
como la piedra angular del derecho penal, y aún se 
observa que algunos subordinan á ella la cuestión de 
competencia, pues al estudiar dicho arbitrio, de carácter 
ejecutivo, afrontan secundariamente las cuestiones que 
determinan la jurisdicción. 

Es lógico presumir que este error de apreciación pro- 
cede de la aplicación práctica que se ha dado á la extra- 
dición, que se ha impuesto como necesidad perentoria, 
aplazándose, ó no atribuyéndose igual importancia á las 
demás ramificaciones del derecho penal, que han que- 
dado hasta ahora relegadas al campo de la conjetura, de 
la deducción y del debate teórico. 

Entretanto, cuando se abarca en su conjunto el dere- 
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oho penal, se observa que el orden de las estipulaciones 
internacionales ha sido invertido ; es la fijación de la 
jurisdicción internacional la que debe servir de 
base para reglamentar la extradición, y nó lo contrario, 
pues esta no es otra cosa que la consecuencia de la 
determinación de la competencia territorial, un medio 
aprehensivo, ó un auxiliar de carácter ejecutivo. Ningún 
Estado entrega en efecto un sindicado mientras no se 
establezca el derecho que asiste á otro que lo reclama ; 
este derecho emana de la jurisdicción, del imperio de 
una ley sobre el delincuente. Analizado el procedi- 
miento, condiciones y objeto que autorizan la extradi- 
ción, se vé que son dos los elementos que la hacen efectiva 
ó que la imposibilitan ; como elemento fundamental 
aparece el derecho territorial que la hace posible ; como 
elemento accidental, las condiciones del derecho de asilo 
las restringen. El uno se ejercita en nombre de la viola- 
ción de las leyes de una soberanía ; el otro se opone en 
nombre de otra soberanía que exige la comprobación de 
la competencia, esto es del derecho lejítimo que cada Es- 
tado presume tener sobre el asilado, en un territorio den- 
tro del cual las leyes extranjeras no tienen imperio. En 
apoyo de nuestro juicio, baste recordar que en los tratados 
se consignan siempre cláusulas que determinan la exten- 
sión del asilo, exceptuando los delitos no pasibles de ex- 
tradición, y se establecen las condiciones sin las cuales no 
pueden ser entregados á un Estado los asilados en otro. 
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Mas, establecidas por el derecho internacional las reglas 
que hayan de determinar la jurisdicción y las condicio- 
nes del asilo, la reglamentación de la extradición surge 
por sí propia como una consecuencia necesaria, puesto 
que ella no consiste en otra cosa que en la negativa del 
asilo y la entrega del sindicado á la soberanía que lo 
reclama. Penetrados de la lógica de este criterio, juzga- 
mos que la base del derecho penal internacional reposa 
en el deslinde de jurisdicciones, y en el alcance que se 
atribuya al derecho de asilo, quedando todas las demás 
ramas que lo constituyen subordinadas á ambos ele- 
mentos. Es decir, que para que el derecho penal pueda 
desenvolverse sin obstáculos, en la esfera internacional, 
se hace indispensable seguir el mismo método que ha 
encaminado la reglamentación de la lejislacion interna 
de cada soberanía; esto es, señalar los límites déla com- 
petencia territorial, fijar sus excepciones, y prescribir 
después los medios de hacer efectiva la aplicación de las 
leyes. Toda convención internacional que no se base en 
este régimen, adolecerá de instabilidad, dejando subsis- 
tentes los conflictos que se desea evitar. 
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V 



Afortunadamente, en América no se oponen muchas 
dificultades para la realización de este propósjitci.. Por 
una parte la identidad de su régimen pórWieor y la 
armonía relativa de su lejislacion penal, facilitan el resul- 
tado : por otra, esa lejislacion no ha consignado en la 
mayor parte de sus códigos preceptos de carácter exter- 
ritorial que entren en pugna y puedan menoscabar la 
lejislacion de otra soberanía. Una observación impar- 
cial reconoce desde luego un vacío en este silencio, que 
si en el estado actual puede agravar los conflictos inter- 
nacionales por la diversa interpretación á que se presta 
cada caso, en cambio deja expedito el camino para la 
adopción de reglas generales que traduzcan en precep- 
tos positivos los principios que constituyen ó deben 
constituir el derecho internacional penal americano. 

Raros son, en efecto, los códigos que en América han 
lejislado sobre las infracciones cometidas fuera del ter- 
ritorio, no pudiendo aseverarse, por tanto, que de esas 
disposiciones se desprenda la aceptación de la teoría de 
la responsabilidad moral fuera de los limites del Estado, 
teoría que, como hemos visto, multiplica los conflictos 
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de las naciones europeas, por causa del influjo que ejerce 
en su lejislacion positiva. 

Como los códigos americanos han tomando por base 
la lejislacion europea, modificándola incidentalmente 
según la organización política, los progresos y las nece- 
sidades de cada Estado, acontece actualmente lo que 
ocurrió en aquellos cuando los conflictos internacionales 
hacian necesaria una solución ; ó s^ resuelven tales coli- 
siones por deducción, tomando como regla principios 
generales, ó bien las decisiones de otros países, ó se 
dictan leyes especiales que pongan siempre á cubierto 
la lejislacion territorial. Los códigos europeos en mate- 
ria penal han venido modificándose desde hace cerca de 
medio siglo, ya en su conjunto' mediante su reforma 
general, ya en sus detalles, por medio de leyes y dispo- 
siciones especiales destinadas á llenar los vacíos que 
aquella dejaba en lo referente á las infracciones que 
caen bajo la reglamentación del derecho internacional. 
En América el proceder es y tiene que ser análogo hasta 
que el acuerdo de un grupo de Estados más ó menos 
numeroso arribe á un resultado común que haga inne- 
cesarias las reformas continuas y transitorias que tiene 
que soportar su lejislacion penal para determinar las 
relaciones internacionales en materia criminal. 

Bien poco se ha ensayado al respecto, sea porque las 
dificultades de la comunicación han hecho raras y poco 
frecuentes las colisiones de derecho, sea porque los 
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pactos de extradición han venido á suplir, aunque im- 
perfectamente, ios vacíos existentes ; pero hoy dia que 
las relaciones internacionales se hacen más fáciles, que 
su vinculación es más estrecha, y qu^, por consiguiente, 
los accidentes de perturbación en el orden moral son 
más frecuentes, la reglamentación del derecho interna- 
cional penal se impone como una necesidad y como una 
consecuencia indiscutible. 

La única tentativa llevada á cabo en Híspano-América 
ha sido la proyectada por el Congreso de Jurisconsultos 
que se reunió en Lima en 1879, con el objeto de esta- 
blecer reglas de Derecho internacional privado. En el 
Tratado formulado por los Plenipotenciarios que com- 
ponian aquella corporación, se consagra un título especial 
á la reglamentación del derecho penal; pero no solo 
aquel es en estremo deficiente y circunscrito, sino que 
el espíritu de sus disposiciones complica la cuestión 
jurisdiccional haciendo prevalecer el principio de la jus- 
ticia absoluta, llegando hasta establecer la delegación 
del poder de una jurisdicción en manos de otra ! 

Aquella laudable tentativa ha quedado como un re- 
cuerdo histórico sin haber producido ningún fruto (i). 

Otra iniciativa en este orden es la realizada por Mr. 
David Dudley-Field en Estados Unidos, quien formuló 



(i) Consignamos en el Apéndice el texto del Título de que hacemos 
mérito, así como el comentario relativo al mismo reeultsdef por el Presi- 
sidente del Congreso doctor don Antonio Arenas. ^^^^^^"^^^^^ 
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un ** Código internacional ", en el cual el autor se ocupa 
del asilo y expulsión, de la extradición y de la jurisdicción 
criminal (i). Hacemos notar de paso que él coloca lastres 
primeras materias (asilo, expulsión y extradición) en la 
esfera del derecho público, y la última (jurisdicción) en 
la del derecho internacional privado, lo cual constituye, 
á nuestro juicio, un error evidente, por cuanto aquellos 
cuatro ramos, según dejamos expuesto, son los compo- 
nentes ó elementos constitutivos del derecho penal 
privado. 

Examinadas las prescripciones que Dudley-Field pro- 
pone sobre esta materia se observan* notables vacíos, 
revelando que su autor, á pesar de su ilustración y gene- 
roso propósito, ha carecido de la base de un estudio 
serio, que deslinde con exactitud lo que cae bajo el do- 
minio del derecho público y lo que pertenece al derecho 
internacional privado, siendo tal la confusión que existe 
al respecto, que disposiciones penales concernientes á 
este último y que se hallan comprendidas entre las 
infracciones contra el Estado, penadas por la lejislacion 
positiva de cada país, como la falsificación de sellos de 
Estado, de monedas, timbres postales, etc., etc., son 



(i) a fin de que pueda consultarse fácilmente el Proyecto de Mr. 
Dudley-Field al respecto, hemos traducido y consignamos en el Apéndice 
de este trabajo los capítulos concernientes á la lejislacion penal, con los 
comentarios que los acompañan, dejando al juicio ilustrado del lector su 
examen y apreciación. 
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calificadas como delitos internacionales y sujetas, por 
tanto, á la sanción del derecho de gentes ! 

En general, las disposiciones de que hacemos mérito 
acusan falta de un análisis detenido de la materia, pues 
el autor propone á veces reglas ajenas al progreso del de- 
recho internacional ó contrarias aún á la eficacia que se 
debe á las leyes de cada soberanía, como, por ejemplo, 
las relativas á las inmunidades otorgadas á los Agentes 
Diplomáticos que han violado la ley criminal de un Es- 
tado, y otros semejantes. Agregúese á esto un silencio 
absoluto respecto de muchas cuestiones que han debido 
reglamentarse metódicamente, y que no lo han sido, y 
se comprenderá lo imperfecto de esta tentativa, que con- 
sideramos no llena los fines que el derecho internacio- 
nal, como regulador de las relaciones de los pueblos, 
debe realizar. 



VI 



Por nuestra parte emprendemos la ardua y bien difí- 
cil obra, cuyo vacio señalamos, no con pretensiones de 
competencia ni abrigando la ilusión de alcanzar re- 
sultados que satisfagan las exigencias de tan compli- 
cado conjunto de problemas; hacemos un mero en- 
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sayo proponiendo un plan de reglamentación con su- 
jeción á un método claro que establezca la hilacion lógi- 
ca que tienen entre sí las distintas ramas del derecho in- 
ternacional penal; formulamos preceptos conducentes á 
facilitar la solución de los conflictos que se producen, 
tomando por base las ideas liberales de nuestra época, 
tendentes á eliminar privilegios y excepciones que des- 
virtúan ó anulan la eficacia del derecho criminal positi- 
vo; y finalmente, procuramos que esas reglas tengan por 
norma la independencia que se debe á cada soberanía en 
la aplicación de sus leyes. 

De conformidad á este criterio, desenvolveremos nues- 
tro proyecto en este orden. 

I. Jurisdicción internacional. 

En esta sección procuramos deslindar lo que corres- 
ponde á la jurisdicción territorial y á la jurisdicción ma- 
rítima, determinando explícitamente las excepciones que 
surjen, resultantes de la naturaleza de los hechos ó de la 
condición del Jugaren que ellos se producen. 

II. Reincidencia y prescripción. 

En cuanto á la primera la aceptamos en la esfera inter- 
nacional, nó como ejercicio jurisdiccional ó ejecutivo, 
sino como elemento necesario á la calificación de los de- 
litos ; y por lo que hace ala segunda, dejamos á la lejis- 
lacion de cada pais todo el imperio de sus leyes. 

III. Asilo y expulsión. 

Respecto de estas dos secciones, de tan estrecha vin- 



DE DERECHO INTERNACIONAL PENAL 3 1 

culacion, hemos procurado que el ejercicio de ellas guar- 
de armonía con las prescripciones constitucionales de 
cada Estado, que son las que amparan y garantizan los 
derechos de residencia, y que á la vez se subordinan á 
las disposiciones de seguridad pública que cada sobera- 
nía dicta para su régimen interno y defensa de sus in- 
tereses. 

IV. Extradición. 

En lo concerniente á esta materia, cuya reglamenta- 
ción es más definida aunque poco uniforme en sus de- 
talles, como consecuencia del derecho jurisdiccional, su 
reglamentación, subordinándose á este, se simplifica y 
precisa, á la vez que se restrinje su alcance en el terreno 
de lo pertinente y de lo útil, especificándose las infrac- 
ciones que pueden autorizarla á fin de evitar la relaja- 
ción procedente de la desmedida extensión que en mu- 
chas partes se le ha dado, produciendo inconvenientes 
mayores, acaso, que los beneficios que deba producir. 

Con el objeto de dar á conocer el alcance de las dispo- 
siciones proyectadas y la tendencia de su espíritu, expo- 
nemos al pié de cada artículo los fundamentos ó consi- 
deraciones que lo motivan, consignando, al final de ellos, 
el texto general de \as reglas establecidas, cuyo sentido 
será mejor apreciado después de que hayan sido conoci- 
dos los fundamentos que les sirven de base. 

Tal es el cuadro dentro del cual encerramos nuestro 
proyecto. 
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Como nuestro ensayo no tiene carácter didáctico ai 
puramente teórico, siendo destinado ai examen de per- 
sonas en las cuales suponemos un conocimiento per- 
fecto de la materia, hemos procurado Jaconizar la ex- 
presión de fundamentos, conceptuando que ellector ilus- 
trado suplirá fácilmente, y acaso con más precisioa 
y acierto que nosotros, el desarrollo de que aquellos 
son susceptibles. — Esta presunción, nos ha inducido, 
igualmente, á consignar en la parte demostrativa po- 
cas citas y referencias, aduciéndolas tan solo en los 
casos que las hemos creido indispensables para apoyar 
decisiones que sin el prestigio de la opinión autorizada 
de publicistas de reconocida competencia, habrían quizá 
conccptuádose como aventuradas, puramente teóricas y 
tal vez, inadmisibles. Hemos, asimismo, evitado toda 
relación retrospectiva en cuanto á los oríjenes de cada 
cuestión, á las diversas formas bajo las cuales se ha pre- 
sentado y al desarrollo que han seguido, porque, á nues- 
tro entender, tal estudio, de fácil ejecución, tiene un in- 
terés meramente histórico contribuyendo con poco cau- 
dal utilizable en un trabajo de la índole del que nos 
atrevemos á llevar á cabo. Deseosos de imprimir un ca- 
rácter práctico á esta obra hemos tomado, pues, esta 
rama del derecho de gentes en el estado en que en la 
actualidad se encuentra y tal como la presentan la lejis- 
lacion positiva, los pactos internacionales, las enseñan- 
zas del examen critico y los fines á que debe responder. 
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Habíamos, poco tiempo hace, emprendido la codifica- 
ción del derecho internacional privado en todas sus ra- 
mas, considerando que no seria dificil á los Estados de 
la América latina llegar á un acuerdo á este respecto en 
bien de sus intereses comunes; mas teniendo conoci- 
miento de que un jurisconsulto competente (i) habia ya 
llevado á cabo la reglamentación del derecho interna- 
cional en materia civil y comercial, creímos oportuno li- 
mitar nuestros propósitos circunscribiéndolos al estudio 
del derecho penal, atreviéndonos á llevar, á este res- 
pecto, una iniciativa que aunque bien humilde, puede 
provocar estudios análogos en América, mejor concebi- 
dos, más acertadamente preparados y que puedan dar 
resultados más eficaces que los que haya de alcanzar 
nuestra imperfecta tentativa. 

Por fortuna, el momento se presenta propicio para el 
estudio de esta materia, pues los Exmos. Gobiernos Ar- 
gentino y Uruguayo, en el deseo de estrechar los víncu- 
los de los Estados de la América del Sud mediante la 
adopción de reglas que eviten la colisión que su lejisla- 
cion positiva puede ocasionar, han convocado un Con- 
greso Internacional con el objeto de establecer reglas fi- 
jas en materia de derecho privado. Esa iniciativa, cuya 
trascendencia se alcanza fácilmente, merece la más entu- 
siasta acojida, no solo de parte de las Naciones que de- 

(i) El Dr. D. Gonzalo Ramírez. 
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ben recojer provechosos firutos de su realización, sino de 
cuantos aman el progreso de la ciencia y se interesan por 
el mantenimiento de la armonía y la solidaridad de ideas 
y propósitos de la América latina. 

No aspiramos por nuestra parte al honor de someter 
este ensayo [al juicio de la ilustre corporación que con 
tan noble objeto debe reunirse próximamente en la du- 
dad de Monteyideo ; de ningún modo ; usamos tan solo 
del derecho que nos asiste para dar á conocer las ideas 
que abrigamos sobre la materia que motiva este libro, 
por si ellas merecen la atención de los hombres de com- 
petencia y estudio y logran provocar labor análoga de 
parte de los publicistas americanos, cuya autorizada opi- 
nión puede conducir á resultados satisfactorios y prác- 
ticos. 

Bajo la impresión de estas ideas y sentimientos, entre- 
gamos al juicio público nuestro trabajo, esperando que la 
critica imparcial escuse la deficiencia de la labor en vista 
de la sinceridad del propósito. 
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TÍTULO I 

DE LA JURISDICCIÓN INTERNACIONAL 
SECCIÓN PRIMERA 

DE LA JURISDICCIÓN TERRITORIAL 

ARTÍCULO 1° 

Los crímenes y delitos cometidos dentro del territorio de 
un Estado^ sea por un nacional ó por un extranjero son 
juzgados y penados por las leyes del territorio en el cual se 
ka producido la in/raccion. 

Uno de los principios que sin excepción alguna ha sido 
consagrado como regla en la lejislacion de todos los 
pueblos cultos, es el que establece que las leyes son 
obligatorias para todos los que habitan el territorio de 
un Estado, sean ciudadanos ó extranjeros, domiciliados 
ó transeúntes. 
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El precepto respecto de los nacionales tiene su fuerza 
imperativa en el mero vinculo de la nacionalidad : el 
nacimiento dentro de un territorio sujeta desde el primer 
momento á la criatura á todas las prescripciones jurídi- 
cas que el Estado ha establecido en bien de sus subditos 
y del interés común del mismo. La nacionalidad crea 
de hecho para con el Estado y para con la comunidad 
social deberes que no pueden eludirse ni aún rompiendo 
eí vínculo nacional cuando las relaciones de derecho se 
ligan con el territorio dentro del cual hayan de surtir 
efecto. Constituyendo las leyes penales una protección 
en favor del interés individual, á la vez que la sanción 
de las reglas de moral que forman la base de toda socie- 
dad, su imperio se ejerce sobre todos cuantos forman 
parte de la entidad política que ha establecido los 
medios de garantir tales intereses. 

Por lo que hace á los que habitan el territorio, sean 
extranjeros domiciliados en él ó meros transeúntes, 
importando las leyes penales igual protección á favor 
suyo, á la vez que el medio de garantir los derechos 
sociales amparados por el Estado, su imperio y su san- 
ción se extiende á todos cuantos alcanzan sus beneficios 
por el mero hecho de habitar el territorio. 

No obstante lo general del principio que venimos exa- 
minando, algunos internacionalistas tachan de inexacto 
su espíritu, fundándose en que la ley nacional de la 
persona puede prohibirle ciertos actos, estableciendo así 
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una sanción penal á toda infracción aún cuando ella áe 
cometa en territorio extranjero. Aducen, por ejemplo, 
que un individuo perteneciente á cualquiera nación que 
prohiba la bigamia no podría ser lícitamente bigamo en 
Constantinopla sin infrinjir la ley nacional á la cual se 
halla sometido el infractor. 

Esta teoría se basa en que así como las leyes civiles 
determinan el estado y capacidad de la persona, dentro 
y fuera del Estado, las leyes penales siguen al individuo 
dondequiera que se encuentre, sujetándolo á las respon- 
sabilidades morales que impone. 

Mr. Durand, después de exponer esta dualidad de 
urisdicciones obrando sobre un solo sujeto, concluye 
reconociendo la prioridad de la jurisdicción territorial 
sobre la de origen, expresándose en estos términos : 

" La ley nacional tiene el derecho de prohibir ciertos 
actos á sus subditos en el interés de la moral ; pero como 
ella no está encargada de hacer respetar el orden público 
fuera de su territorio, no obra sino dentro de un interés 
restrinjido para mantener una justicia subjetiva, sin 
inquietarse de las consecuencias que el hecho incrimi- 
nado puede traer para la sociedad en el lugar en el cual 
se ha cometido. 

'* La sociedad, por el contrario, se halla protejida 
por la ley territorial encargada de mantener el orden 
público. Debe por consiguiente prevalecer sobre la ley na- 
cional del delincuente, puesto que el interés que ella re- 
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presenta se halla encima del que proteje la ley nacional." 
De este principio es forzoso concluirque la ley territo- 
rial, todas las veces que castiga un hecho reprensible 
debería prevalecer sobre la ley nacional del inculpado 
cuando se produjese ya sea conflicto de jurisdicción ó 
conflicto de penalidad. 

Aun cuando consideramos razonadas las conclusiones 
á que arriba el autor citado, juzgamos que los conflictos 
á que hace referencia, tienen por causa el alcance exclu- 
yente que se atribuye á la exterritorialidad de las leyes 
penales,' sobre todo cuando se trata délas infracciones 
con relación á ¡a nacionalidad del delincuente ó de la 
víctima. Admitida aquella,|surje la competencia, porque 
se ponen en pugna dos ó mas jurisdicciones cuyos pre- 
ceptos no siempre son los mismos. Pero, restrinjiendo 
sus alcances el conflicto desaparece. Esta restricción se 
impone de suyo desde el momento en que el extranjero 
penetrando en un territorio estraño se somete de hecho 
al imperio, sanción y protección de las leyes que en él 
rijen. Los preceptos lejislativos impuestos por su nacio- 
nalidad no tienen ni pueden tener eficacia sino dentro 
de los limites de la misma, pues su aplicación exterior 
importaría el menoscabo de otras soberanías dentro de 
las cuales se intentara ejercitarlos. La moral á que 
aquellos se ajusten, emerjentede las condiciones sociales 
y especiales de cada país, no puede llevar su sanción 
fuera del grupo político que los acepta sin atentar á los 
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principios que otros pueblos hayan adoptado conforme 
también á su condición y á sus necesidades. 

Mr. Durand para determinar la aplicación de la ley 
que deba prevalecer prestijia la que representa el dere- 
cho colectivo de la sociedad, es decir, la que ampara el 
mayor número de intereses sobre la que tiene un carác- 
ter subjetivo ó personal. Pero, según lo que acabamos 
de exponer, un principio más elevado se impone y 
señala cuál es ó debe ser la prescripción aplicable ; este 
principio es el de la soberanía territorial, que implica la 
independencia del Estado en cuanto á sus relaciones 
externas y á su réjimen interno. Si se admitiese la 
prioridad de la ley nacional sobre la territorial esa inde- 
pendencia en el réjimen interno se hallaría coartada ó 
restrinjida, pues todas las decisiones de derecho que 
reglan sus medios de seguridad soportarían tantas limi- 
taciones cuantas leyes extranjeras hubiesen de aplicarse 
auna infracción, según la nacionalidad de cada delin- 
cuente. 

El derecho internacional no puede aceptar esta inver- 
sión transgresiva otorgando á la ley nacional un carác- 
ter privilejiadoy excluyentesobre la ley violada dentro de 
una soberanía; pero, como tampoco puede prescindir de 
¡os derechos inherentes áotro ü otros Estados en lo con- 
cerniente al imperio de los preceptos que resguardan 
su seguridad, debe proteger la sanción de aquellos cuando 
los efectos de una infracción llegan á menoscabarlos. En 
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CHtc radio su acción propende á afianzar la lejislacion po- 
sitiva de cada soberanía en la medida de lo justo, lo le- 
gítimo y lo necesario. 

En este concepto, los términos del articulo propuesto, 
establecen como regla jeneral el imperio de la ley terri- 
torial, sin perjuicio de la acción que corresponda á otros 
Estados cuando una misma infracción afecta sus leyes. En 
artículos sucesivos desenvolvemos la naturaleza del ejer- 
ció de este derecho. 

Conceptuamos conveniente expresar aquí que varios 
jurisconsultos, después de admitir el principio que con- 
signamos, han querido establecer una excepción restric- 
tiva respecto de los extranjeros ó transeúntes residentes 
en ajeno territorio, fundándose para ello en que no es 
posible ni justo presumir en el extranjero que entra en 
un territorio el conocimiento de las leyes del país al cual 
arriba. Bajo de este concepto se ha pretendido estable- 
cer que ** para el extranjero la ignorancia de la ley debe 
ser admitida como excusa justificativa, si se trata de 
aplicarle disposiciones puramente reglamentarias, que 
hubiese estado de hecho en la imposibilidad de conocer 
y cuya existencia no puede presentir. 

Juzgamos que esta excepción solo puede ser aplicable 
en los casos de infracciones que importen, nó un crimen 
ó delito, sino una mera contravención á las disposiciones 
de policía que no turben el orden social y no afecten de- 
rechos individuales. Respecto de las infracciones que re- 
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visten carácter criminal, siendo ellas punidas por la le- 
jislacion de todas las naciones, la ignorancia no podría 
servir de excusa ó lenitivo respecto de un extranjero sin 
traer por consecuencia los más irritantes abusos y las 
más chocantes injusticias. Bajo de este concepto, cor- 
responde á las leyes internas de réjimen policial ó edili- 
cio juzgar facultativamente de las infracciones cometidas 
contra sus reglamentos y aplicar, según los casos, con . 
más ó menos benignidad las correcciones impuestas por 
ellos. 

Por su propia naturaleza restrinjida y local juzgamos 
que en las reglas que establecemos, referentes á las in- 
fracciones que originan competencia internacional, no 
puede consignarse una excepción como la indicada, que, 
en el sentido limitado que dejamos espuesto, queda bajo 
la apreciación de las autoridades locales de un país y 
que en sentido mas lato sería de todo punto inadmisible. 



ARTÍCULO 2® 

A los efectos del articulo anterior se reputan como territo- 
rio jurisdiccional todas las posesiones ó lugares de ocupación 
en los cuales ejerce un Estado administración directa, ya sea 
sobre dicho territorio ó sobre los residentes en él, 

• 

Ütil é indispensable nos parece la determinación ante- 
rior para establecer de un modo definido la extensión de 
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la jurisdicción en la esfera del derecho penal. Como muy 
bien dice Fiore : ** las dudas que podrían surjir respecto á 
la autoridad territorial de la ley penal pueden nacer de 
la dificultad que generalmente se ofrece para determi- 
nar el concepto jurídico del territorio en sus relaciones 
con la soberanía. 

"El territorio no quiere decir solamente el espacio com- 
prendido en los límites del Estado, sino también otros 
lugares en que la soberanía ejerce su dominio, su autori- 
dad y su jurisdicción. Puede ser que algunos de estos lu- 
gares se encuentren en el territorio de otro Estado y en este 
caso el ejercicio de los derechos de las dos soberanías 
puede hacer aparecer un conflicto, lo que manifiesta la 
necesidad de determinar los principios según los cuales 
deberá ejercerse en este caso la represión de los delitos. " 

Sin embargo de la necesidad que el autor que citamos 
observa para determinar lo que debe entenderse por ter- 
ritorio jurisdiccional, no establece regla alguna que defina 
lo que por tal territorio se comprenda. El artículo que 
formulamos por nuestra, parte creemos que llena este 
vacío, como vamos á verlo. 

Hemos comprendido en la expresión territorio jurisdic- 
cional todas las posesiones ó lugares sobre los cuales un 
Estado ejerce administración directa. ¿ Cuáles son ó 
pueden ser estas posesiones ? 

El territorio dentro del cual desenvuelve su acción 
independiente la autoridad gubernativa ; 
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Las colonias que el Estado posea fuera de dicho ter- 
ritorio : 

Las aguas territoriales que forman parte de uno 
y otras ; 

El lugar ocupado transitoriamente por un ejército 
extranjero, en ajeno territorio; 

Los buques de guerra ; 

Los buques mercantes en alta mar. 

En vista de esta variedad de asientos jurisdiccionales 
en los cuales un Estado tiene acción propia, considera- 
mos que el término posesión determina claramente 
la extensión de la jurisdicción penal, por cuanto la 
posesión atribuye el imperio á favor del Estado que 
posee, aún cuando ese imperio sea transitorio ó dis- 
cutido. 

Asimismo, la posesión implica la administración di- 
recta por el poseedor, pues no existiendo ésta es evi- 
dente que la posesión no sería real y verdadera aún 
cuando se invocase un título para ello. Como las cues- 
tiones de dominio territorial no siempre son claras y 
definidas entre los Estados, hemos creido que el medio 
de evitar toda duda respecto á la jurisdicción en la esfera 
jurídica, es tomar por base la posesión, que implica la 
administración, esto es, el hecho material, positivo, 
existente en el momento en que se trata de determinar 
el radio dentro del cual se ha producido un hecho jus- 
ticiable. 
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La aplicación del término soberanía, en vez de posesión 
ü ocupación que adoptamos, nos ha parecido menos 
apropiado, pues que aquella comprende un concepto 
más vasto, más lato y hasta cierto punto más vago. 
Así, por ejemplo; no podrá decirse que un Estado ejerza 
soberanía sobre el territorio extranjero que ocupe tran- 
sitoriamente con un ejército, dentro del cual pueda pro- 
ducirse un hecho criminal; el término posesión ú ocupa- 
ción, prescindiendo de la condición de la soberanía que 
pueda corresponder á un Estado, precisa en cambio, sin 
lugar á dudas, el territorio jurisdiccional, sin tomar en 
cuenta la naturaleza de la posesión, dejando á salvo los 
derechos de dominio que sean materia de contención 
entre dos ó más Estados. 



ARTICULO 3° 

Rije el principio establecido en el articulo i^ respecto de 
los hechos delictuosos perpetrados en el recinto de una Lega- 
ción extranjera, ya sea por miembros de su pejsonal ó por 
individuos que no forman parte de ella. 

Mucho se ha discutido acerqa de la extensión y alcance 
de las inmunidades acordadas por el derecho de jentes á 
los ajentes diplomáticos acreditados cerca de un go- 
bierno extranjero. 
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Montesquieu, aceptando la doctrina de Grocio, por la 
cual considera que hay mayor utilidad en respetar los 
privilejios de los embajadores que de castigar los crí- 
menes, y existe mayor peligro en sujetarlos á la justicia 
ordinaria, decía, refiriéndose al caso de la posible apli- 
cación de las leyes del fuero común en la esfera penal : 
*' Se podría imputarles á los Ministros extranjeros crí- 
menes, si pudiesen ser castigados por crímenes ; se les 
podría imputar deudas si pudiesen ser detenidos por 
deudas. Un príncipe que tiene firmeza natural hablaría 
por la boca de un hombre que tendría todo que temer. 
Es necesario, pues, seguir respecto de los embajadores 
las razones del derecho de jentes y no las que derivan 
del derecho político ". 

No obstante la opinión del ilustre autor del Espíritu de 
las leyesj y á pesar de que la doctrina de la exterritoria- 
lidad de los ajentes diplomáticos ha prevalecido largo 
tiempo, encontrando hoy mismo entusiastas defensores, 
las prácticas modernas vienen señalando el verdadero y 
justo límite dentro del cual deben tener cabida los privi- 
lejios de la inmunidad y la ficción de la extraterritoria- 
lidad atribuida á la casa que habita un Ministro extran- 
jero, ** Publicistas, jurisconsultos, lejisladores, dice con 
mucha aportunidad Mr. Garnot, proclaman el principio 
de la inviolabilidad y de la inmunidad jurisdiccional (de 
ios ajentes diplomáticos) y sin embargo, hacen todo es- 
fuerzo para limitar su aplicación, i Singular principio 
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aquel que se puede atenuar apenas es reconocido ! ". 

Pereció, en el siglo xvi, ya había sostenido con mucho 
fundamento que *' la soberanía ofendida por el atentado 
de un embajador no debía abdicar de sus derechos, pues 
de lo contrario, las inmunidades acordadas por el dere- 
cho de jentes le asegurarían la impunidad en daño de 
la nación que ha ofendido. Según esta opinión, la invio- 
labilidad no debe protejer á los Ministros públicos sino 
contra violencias injustas, pero desaparece ante las vio- 
lencias provocadas por el culpable *'. Aceptamos, por 
nuestra parte, esta doctrina equitativa y justa. 

La inmunidad no vá ni puede ir más allá de las ga- 
rantías necesarias para que el ájente pueda desempeñar 
libremente las funciones que le están encomendadas. 
Todo cuanto pasando de este límite se relacione con 
actos de la vida civil ó comercial, cae bajo el imperio de 
las leyes comunes. Diversos casos han establecido en la 
práctica esta doctrina de un modo concluyente y si 
en la esfera de la vida comercial y civil la inmunidad ha 
desaparecido ó tiende á reducirse á sus justos límites, 
{ podría sostenerse que en la esfera criminal, cuyos efec- 
tos son más funestos y más ofensivos al orden y á la 
moral social, se sostuviese aquella? ¿ Fundada en qué 
derecho la ficción de la extraterritorialidad podría am- 
parar al criminal que descendiendo de su alta gerarquia 
infiriese una ofensa á la sociedad en la cual reside, vio- 
lando las leyes que ella se ha dado ? 
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¿ Ni cómo los tribunales extranjeros podrían apreciar 
y juzgar crímenes ó delitos consumados lejos de su ter- 
ritorio, cuya influencia moral, cuya prueba serla difícil 
aquilatar más allá del lugar en el que la infracción ha 
sido cometida ? 

Mr. Blunstchli, adhiriendo al concepto jeneral ex- 
puesto, establece '* que las personas que gozan de la ex- 
territorialidad no se hallan sujetas á la jurisdicción de 
los tribunales criminales del Estado en el cual residen ". 
Según esta regla se deduce que "cuando una persona 
que forma parte del séquito de un soberano ó de un en- 
viado extranjero comete un delito, estos tienen derecho 
de detener al culpable, según el caso {au besoin) y en 
viarlo á su patria para que sea castigado en ella " compi- 
tiendo al Estado dentro del cual se ha perpetrado el cri- 
men el derecho de exijir satisfacción por la vía diplomá- 
tica cuando las personas de dicho séquito han violado 
las leyes del país por actos que caen bajo la acción de 
las leyes penales, pudiendo en ciertos casos exijir la re- 
paración de los daños causados ". 

Finalmente agrega que " cuando es el mismo enviado 
extranjero el culpable por violación á la ley penal, puede 
solicitarse del Estado que aquel representa, llame á su 
territorio y castigue al culpable, pudiendo en casos gra- 
ves el Estado agraviado, remitir al enviado sus pasapor- 
tes y ordenarle deje el país en un breve término, y aún 
en caso de necesidad, especialmente en lo concerniente 
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á actos de hostilidad ó de alta traición, puede hacerlo 
arrestar y retcDerlo hasta que se haga lugar á las recla- 
maciones deducidas. Pero aún en estos casos el Estado 
agraviado no tiene derecho de juzgar al representante 
extranjero (i). 

Si se aceptasen estas prescripciones, tendríamos las si- 
guientes consecuencias : i' Un delincuente juzgado por 
una ley que no ha violado (la del Estado cuya represen- 
tación ejerce), y por tanto, sujeto á penas distintas de las 
fijadas por la ley violada; 2* La sanción moral que en- 
traña la pena produciéndose fuera del lugar donde se 
produjeron la ofensa y la alteración del orden público ; 
3* La posible lenidad en el castigo aplicado por jueces 
nacionales, ó acaso la impunidad misma. No podría 
darse ejemplo de una subversión más completa en el 
ejercicio de la justicia penal. 

El ilustrado codificador considera, sin embargo, que 
el Estado tiene derecho de adoptar las medidas necesa- 
rias para impedir la perpetración de delitos ó infraccio- 
nes por las personas que gozan del privilejio de la exter- 
ritorialidad. 

Desde luego, conviene distinguir la naturaleza de los 
actos criminales que pueden ser perpetrados por un Mi- 
nistro extranjero. Estas infracciones revisten dos carac- 
teres : 

(1) Artículos 141,148, 2og y 210 ác\ Derecho internacional codificado. 



DE DERECHO INTERNACIONAL PENAL 49 

I» Crímenes y delitos privados; 

2^ Crímenes y delitos contra la seguridad del Estado 
en el cual residen. 

En cuanto á los primeros, no creemos que puedan 
adoptarse otras medidas preventivas que las que cada 
Estado establece para todos los residentes en él, no siendo 
suceptible de establecer supervijilancia especial sobre 
los representantes extranjeros, que por el carácter que 
les es propio merecen la más absoluta confianza. 

Por lo que hace á los segundos, la acción previsora 
solo puede ejercitarse en virtud de sospechas fundadas 
respecto del proceder de un Ministro extranjero, en cuyo 
caso es preferible solicitar del país respectivo la remo- 
sion de un ájente en el cual no tiene confianza el Estado 
en el cual se halla acreditado. 

En uno y otro caso las medidas preventivas de que 
habla el autor nos parecen ilusorias. 

En cuanto á las infracciones consumadas, consideramos 
que los crímenes de carácter privado cometidos por un 
Ministro extranjero contra la vida, la propiedad, etc., de las 
personas que habitan un territorio, colocan al infractor 
bajo la sanción directa del fuero común, porque importan 
una violación de las leyes bajo cuyo amparo se encuen- 
tra y que no le es dado violar sin rebajar el carácter que 
inviste. La exterritorialidad no puede llegar hasta permi- 
tir el ejercicio de una jurisdicción penal ajena á las leyes 
violadas, por consideraciones á la persona del delincuen- 

4 
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te. Esto importarla establecer la inequidad de la justicia. 

Otra cosa son las infracciones de carácter público 
contra la seguridad del Estado, su réjimen político, sus 
relaciones extemas, etc. 

En estos casos el ájente, separándose de la norma de 
conducta inherente á la función pública que desempeña, 
compromete al Estado que representa, y afecta intereses 
de orden trascendental. 

Corresponde al Estado del cual depende, condenar 
esas infracciones y reprimirlas, sometiendo ajuicio al 
funcionario infiel, sin perjuicio de las reparaciones debi- 
das al Estado damnificado. 

Es en esta categoría de infracciones de carácter inter- 
nacional por su naturaleza, que conceptuamos lejítima 
la jurisdicción extranjera, no para hacer prevalecer los 
privilejios de la inmunidad sino para someter al sindi- 
cado á sus jueces propios. Todo lo más que en este or- 
den podría permitirse al Estado ofendido, sería la adop- 
ción de medidas de seguridad contra el infractor para 
entregarlo á la justicia de su país. 

Obedeciendo al principio jeneral que dejamos estable- 
cido, por el cual cada infracción debe ser juzgada por las 
leyes del territorio dentro del cual ha sido consumada y 
no debiendo olvidar que los ajentes diplomáticos, por el 
mismo carácter elevado que invisten, deben ser los prime- 
ros en prestar homenaje á las leyes del país en el cual se 
hallan acreditados, aceptamos las conclusiones establecí- 
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das por Fiore á este respecto, haciendo nuestros sus ra- 
ciocinios. 

** Sin duda, dice, puede considerarse la inmunidad de 
la jurisdicción territorial como necesaria para resguar- 
dar la seguridad personal y la independencia del Minis- 
tro y protejerlo contra las violencias ; pero concedién- 
dole la irresponsabilidad penal se produciría un aten- 
tado contra los derechos de jurisdicción que debe tener 
la soberanía nacional y al mismo tiempo una cosa con- 
traria á los verdaderos intereses de la sociedad, de la 
justicia y del orden social. 

'' La independencia de los ajentes diplomáticos en el 
ejercicio de sus funciones descansa sobre principios ra- 
cionales, pero en aquello que se refiere á los crímenes de 
que pudieran hacerse culpables en el lugar de su resi- 
dencia deberán ser juzgados por los tribunales locales. 
La ñccion política de la exterritorialidad no podría tener 
por efecto establecer un hecho contrario á la verdad ha- 
ciendo considerar como ausente á alguien que vive efec- 
tivamente en medio de nosotros. " 

En resumen creemos que la verdadera fórmula en 
cuanto á la condición de los Ministros extranjeros puede 
determinarse por los siguientes términos conque se ex- 
presaba al respecto el duque de Aiguillon : ** Es evi- 
dente que un Ministro pierde su inmunidad y queda 
sujeto á la jurisdicción local cuando se entrega á manio- 
bras ó procederes que pueden ser considerados como 
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un crimen de Estado ó que turban la seguridad pública; 
la inmunidad no puede tener otro efecto que el de apar- 
tar todo lo que pueda impedir al ministerio público el 
ejercicio de sus funciones ". 

Por lo demás, en lo concerniente á la punición de per- 
sonas ajenas al personal de una Legación, además de las 
consideraciones anteriormente expuestas, pueden adu- 
cirse en apoyo de nuestro artículo : i® Que la exterri- 
torialidad confiere inmunidad (relativa), á los que forman 
parte de aquella ; 2^ Que el local de una embajada se 
halla bajo el imperio de las leyes comunes en todo lo 
que no sea concerniente á la libertad de acción del Mi- 
nistro extranjero ó de su séquito. Así, pues, en caso de 
infracción, la autoridad judicial puede entraren el pa- 
lacio de una Legación consultándose los respetos que 
se deben á ésta, y apresar al infractor (i). 



ARTICULO 4° 

La acción represiva que haya lugar contra un Ministro 
extranjero ó un miembro del personal de una Legación solo 
podrá ejercitarse después de obtenido el desafuero del sindi- 
cado ; pero la autoridad competente podrá adoptar las medi- 
das de seguridad necesarias para hacer efectiva aquella. 



(i) En nuestros comentarios sobre el asilo se encontrarán desenvueltas 
estas consideraciones. 
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Bajo dos faces distintas puede considerarse un Ájente 
diplomático que haya caido bajo la jurisdicción del país 
en el cual reside : como funcionario público dependiente 
de un Gobierno extranjero, y por tanto amparado por 
las inmunidades necesarias para el ejercicio de su cargo, 
y como delincuente sujeto á las leyes penales del lugar 
de su residencia. 

En el articulo anterior hemos establecido que en esta 
última condición se halla sujeto á la jurisdicción local ; 
pero, como no es posible prescindir del carácter público 
del Ájente por razón de las altas y delicadas funciones 
que tiene á su cargo, consideramos que para someterlo 
á la justicia ordinaria es necesario separarlo de tal carác- 
ter, tanto por las consideraciones de respeto que se 
debe» al cargo y Gobierno que representa, cuanto por 
que no sería admisible que una autoridad extranjera 
despojara de hecho al Ájente, de una función que no le 
ha conferido y que no puede anular sin menoscabo de 
las atribuciones de una soberanía estraña. 

Pero, como tampoco puede prescindirse de la con- 
dición de delincuencia, y de la necesidad de hacer 
efectiva la sanción de las leyes violadas, en resguar- 
do de la acción jurisdiccional, la autoridad respec- 
tiva puede adoptar todas las medidas necesarias con- 
ducentes a evitar que aquella pudiera ser anulada. Como 
delincuente, el sindicado cae bajo la observación de 
la autoridad nacional ; como funcionario extranjero con- 
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serva su carácter mientras se obtiene el desafuero. 

El desafuero no puede consistir en otra circunstancia 
que la de exoneración del cargo que aquel desempeñaba, 
en virtud de jestion deducida por el Gobierno del Estado 
dentro del cual se ha perpetrado la infracción cerca de 
aquel que constituyó al Ájente. " Nada impediría, dice 
Mr. Garnot, asimilar la inmunidad diplomática á la 
inmunidad parlamentaria. La acción en este caso se 
suspende, pero virtualmente el representante permanece 
bajo la potestad de la ley '*• 

El medio indicado concilla dos intereses de importan- 
cia esencial, que de otro modo se encontrarían en evi- 
dente choque : por una parte respeta dentro de un justo 
límite todo lo que corresponde á la soberanía extranjera, 
y por otra resguarda el imperio de las leyes ultrapasadas 
por un delincuente no sujeto á la acción directa de 
aquella. Una vez que el desafuero se ha producido, la 
condición del Ájente cae de lleno bajo la sanción de las 
leyes locales. 

Respecto de los miembros subalternos de una Lega- 
ción, que gozan de las inmunidades inherentes á ella, 
el desafuero puede ser otorgado por el gefe bajo cuya 
dependencia se encuentra, exonerándose al sindicado 
del cargo que lo colocaba fuera del alcance de la juris- 
dicción territorial. 

La exoneración en uno y otro caso se impone por sí 
misma, pues ningún Estado puede mantener en el 
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desempeño de las elevadas funciones concernientes á la 
representación nacional en el exterior, á funcionarios 
que por sus propios actos han caido bajo la acción de 
las leyes penales comunes y se han hecho indignos del 
respeto y de la confianza pública. 



ARTÍCULO y 



Los delitos cometidos por los Ajenies de un Estado en el 
desempeño de las funciones y deberes del cargo que les esté 
encomendado, se juzgan por la ley penal del Estado del cual 
dependen. 

Bajo la denominación genérica de Ajentes públicos 
comprendemos los Ministros diplomáticos, Cónsules y 
otros funcionarios á quienes confia un Gobierno el 
desempeño de un cargo ó función pública ^ privada. 

Si respecto de las infracciones á la ley local sostene- 
mos la regla establecida en el artículo anterior, por lo 
que hace á las cometidas por los Ajentes públicos de un 
Estado en el desempeño de su cargo y de los deberes 
anexos á él, debe prevalecer el principio contrario ; esto 
es, la competencia única de los Tribunales de la Nación 
en cuyo nombre ó representación obra el sindicado. 

Como el daño que tales infracciones puede causar, solo 



56 REGLAS 

afecta ó compromete al Estado en cuya representación 
se procede: como sus efectos solo pueden menoscabar 
sus intereses, y como por otra parte, tales Ajentes están 
sujetos en el desempeño de sus funciones á las leyes del 
país del cual dependen, son éstas las llamadas á castigar 
la infracción en la medida del daño inferido. Ninguna 
otra autoridad podría intervenir en tales juicios sin 
deprimir la soberanía que corresponde al Estado agra- 
viado ó cuya acción internacional ha sido compro- 
metida. 

Puede acontecer en algunos casos que la infracción no 
solo importe una transgresión de los deberes á que un 
funcionario se halla sujeto sino que importe la violación 
délas leyes del país en el cual reside. Caso: un em- 
pleado puede abusar de documentos y valores que per- 
tenecen al país á cuyo servicio se encuentra, habiendo 
mediante los mismos estafado á terceras personas resi- 
dentes en el país en el cual desempeña sus funciones. 
Desde luego, ocurren dos delitos diferentes : uno perpe- 
trado como funcionario, el cual lo sujeta á la jurisdicción 
del país cuyos intereses representa; otro de carácter 
privado, que daña el interés de terceros con transgresión 
de las leyes locales, las cuales á su vez lo someten á la 
jurisdicción local. ^ ' 

¿Cuál de estas dos jurisdicciones JwtWa' de prevalecer 
para el juzgamiento? Una y otra tienen su esfera de 
acción propia, pues se trata de delitos que aunque per- 
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petrados en un solo acto entrañan distintas responsabili- 
dades. La prioridad en el juicio corresponderá en tal 
caso á aquella jurisdicción dentro de la cual sea prime- 
ramente habido el sindicado, pues no es posible funda- 
damente establecer una regla fija que pueda determinar 
la preferencia en el juicio. 

Tal es el sentido de la excepción consignada en nues- 
tro articulo. 



ARTÍCULO 6° 



Los crímenes, delitos ó tentativas criminales perpetradas 
en un Estado contra el crédito, la soberanía y seguridad de 
otro ó de los residentes en él, serán juzgados como si la 
injraccion ó tentativa se hubiese cometido en el territorio del 
Estado cuyas leyes han sido violadas desde el extranjero. 



La acción del Estado damnificado no impide la que 
corresponda á aquel dentro de cuya jurisdicción se ha 
preparado ^el crimen ó delito, si tales actos se hallan 
sujetos á la represión de sus leyes penales. 

El presente artículo se relaciona con una de las cues- 
tiones que han sido más controvertidas hasta el presente : 
con la de la exterritorialidad de las leyes penales, ó sea 
la extensión de la jurisdicción de un Estado para casti- 
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gar los crímenes cometidos en daño suyo ó de sus sub- 
ditos fuera de su territorio. 

Las doctrinas sostenidas en pro y en contra del prin- 
cipio que establecemos pueden reducirse á dos : la una 
puramente utilitaria, que rechaza la exterritorialidad ; la 
otra que la admite como un principio de derecho común. 
Esta última doctrina, injiriéndose en la lejislacion penal 
moderna de varios países viene preponderando como 
una necesidad, á la vez que como una garantía. 

'* Hay hechos, dice Deloume, patrocinando el principio 
establecido, que aunque cometidos en el extranjero 
son destinados á producir sus efectos directos sobre 
nuestro territorio ; la necesidad de reprimirlos se hace 
sentir enérjicamente, como si ellos fuesen enteramente 
consumados en él. En cuanto á inmoralidad, lejos de 
atenuarse, podría decirse, que se agrava 'de esta espe- 
cie de acechanza que consiste en colocarse al abrigo de 
un obstáculo legal de las fronteras del Estado, como 
se embosca un asesino para dirijir mejor sus tiros y 
alcanzar á su víctima sin peligro para él. 

" Esta hipótesis se realizará, por ejemplo, cuando se 
trata de crímenes que atenten á la seguridad del Esta- 
do, á la falsificación de sellos del Estado, ó de mone- 
das nacionales de curso legal, de papeles nacionales, 
de billetes de banco autorizados por la ley. 

*' Sucederá lo propio si suponemos, en materia de 
intereses privados, el hecho de un tiro disparado del 



DE DERECHO INTERNACIONAL PENAL 59 

Otro lado de la frontera que hiere á otra persona que 
está á éste lado de ella. Admitiríamos la misma solu- 
ción respecto de los actos de complicidad, consumados 
fuera del país con el propósito de facilitar el hecho 
consumado en el pais mismo, pues en este caso puede 
decirse que el resultado directo de la complicidad, su 
efecto, es el crimen mismo que se consuma en nuestro 
territorio. 

" En estas diversas hipótesis creemos que sería útil 
perseguir al Ájente, aún cuando no haya sido preso, y 
pronunciarse contra él condenación por contumacia ó 
rebeldía. El hecho, por los elementos que lo constitu- 
yen, es como si se hubiese cometido sobre el territorio , 
es menester tratarlo como tal. " 

Los párrafos que anteceden importan toda una demos- 
tración. ¿ La extraterritorialidad de la ley importaría en 
los casos del artículo el ejercicio ó acción represiva de 
una soberanía dentro del territorio de otra? En manera 
alguna. Todo lo que se hace necesario conocer para de- 
terminar la jurisdicción penal es el lugar ó territorio 
dentro del cual se ha cometido el crimen ó el lugar en 
que produce sus efectos. El territorio dentro del cual 
el crimen se ha preparado, ó de donde ha procedido, 
aparece en este caso como un elemento auxiliar, como 
medio de seguridad para el delincuente que se halla 
lejos de la acción represiva del Estado cuyas leyes se 
propone violar. 
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¿ Qué sanción penal habrá de aplicarse al ájente qué 
se asila en un territorio para ofender las leyes de otro ? 
¿ Las del país que le sirve de medio de acción ? La acep- 
tación de tal hipótesis seria contraria á todo principio 
de equidad y de justicia : 

lo Porque, como muy bien dice Fiore, *'sea quien 
quiera el que hollare el derecho de otro, debe ser casti- 
gado con arreglo á las leyes que amparan el derecho 
violado " ; 

2** Porque las leyes penales del territorio donde se 
prepara el crimen pueden ser menos severas que las del 
Estado damnificado ó no considerarse como delito una 
infracción castigada por el otro, sirviendo esta lenidad 
de garantía al ájente (i) ; 

3° Porque el Estado que sirve de asilo puede no tener 
interés en castigar un crimen que reputa cometido fuera 
de su territorio y que acaso no ha violado ninguna de 
sus leyes ; 

4° Porque el Estado dentro del cual se ha perpetrado 
la infracción carece de bases seguras para apreciar el 
daño que se haya causado y cuya gravedad y trascen- 



(i) Creemos conveniente consignar aquí un hecho práctico sobre el 
particular. La lejislacion penal argentina no caliñca como' delito la falsifi- 
cación de monedas extranjeras que no tengan curso legal en su territo- 
rio. Habiéndose llevado á cabo varias falsificaciones de moneda boliviana^ 
los culpables fueron absueltos por los Tribunales por no existir pena 
aplicable á tal infracción . Jestionada la extradición de los falsificadores, 
tampoco fué acordada, por reputarse que no existía delincuencia que la 
autorizara, según las leyes argentinas. 
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dencia solo puede apreciar el Estado damnificado. 

** Si consideramos, dice Boocher, estudiando este 
punto, los diversos hechos cuyo punto de partida se en- 
cuentra en un país y su realización efectiva en otro, es 
difícil no considerar esta última faz como principal en to- 
dos los casos en que se trata de un resultado perseguido 
por el Ájente; que haya habido tentativa ó delito con- 
sumado, es en el territorio en el cual la víctima ha sido 
ó debido ser herida que la seguridad pública y el buen 
orden han sido los más directamente y más positiva- 
mente comprometidos ; es justamente allí que la acción 
repulsiva de la l2y debe naturalmente ejercerse. " 

Luego agrega : *' los ataques fraguados ó ejecutados 
en un país contra los derechos de otro, son general- 
mente reconocidos en el continente (europeo) como pu- 
nibles por el Estado, que es objeto de ellos. Es un dere- 
cho de defensa que se apoya sobre un interés incontes- 
table y sobre consideraciones análogas á las que hemos 
expuesto sobre actos que realizándose sobre un territo- 
rio producen su efecto en otro ". 

Las anteriores opiniones que invocamos fundan cla- 
ramente la doctrina que sirve de base al artículo, pu- 
diendo ellas resumirse en estos términos : Los delitos 
cometidos dentro de un territorio, que afectan los dere- 
chos de otro, pueden dirijirse, ya contra el Estado 
mismo, ya contra los que habitan su suelo ó que lo 
abandonan premeditadamente, con intención criminal, 
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como sucede en el caso de un duelo concertado en un 
país y llevado á cabo en otro para eludir el imperio de 
las leyes de aquel. 

En el primer caso, el alcance jurisdiccional del Es- 
tado fuera de su territorio importa un derecho de de- 
fensa ; en el segundo, se ejerce en virtud de la protección 
que debe á cuantos habitan su territorio, así como en 
apoyo de la sanción de sus leyes, cuya violación (im- 
pune) desde el extranjero conduciría á su desprestijio é 
ineficacia. 

La disposición que consignamos sin afectar la sobera- 
nía extranjera, garantiza el imperio de las instituciones 
que cada país se ha dado para su seguridad interna y 
externa . 



ARTÍCULO 7® 

Un hecho producido en el territorio de un Estado que no fue- 
se pasible de pena según sus leyes, pero que lo fuese en la 
Nación en que el crimen produce sus efectos^ solo podrá ser 
juzgado por ésta cuando el delincuente cayese bajo de su ju- 
risdicción. 

La disposición que antecede, así como las que consig- 
namos en seguida, tienen por objeto el más absoluto 
respeto de la jurisdicción de cada Estado dejando que 



DE DERECHO INTERNACIONAL PENAL 6'^ 

el derecho interno se desenvuelva libremente en los casos 
en que haya de ejercitarse. 

Este deslinde es tanto más necesario si se tiene en 
consideración que la lejislacion penal es bien diferente 
en cada país, como que no es más que el resultado de 
su condición social y de sus necesidades peculiares. 

Los pueblos del oriente, por ejemplo, admiten la biga- 
mia, la lejislacion americana no la admite. Un subdito 
arjentino, peruano ó venezolano se vincula fuera del país 
en el cual contrajo matrimonio. Atendiendo á estas dos 
lejislaciones, respecto de la una no hay delito, respecto 
de la otra lo hay. ¿ Podrá éste al cual pertenece el biga- 
mo, ó en el cual se crearon las relaciones conyugales li- 
citas, ejercer acción represiva en el territorio donde con- 
trajo nuevas nupcias ? Como las leyes penales tienen 
efectos puramente territoriales salvo los casos previstos 
en el artículo anterior, su acción no puede ejercerse más 
allá de su territorio. 

Pero, como la infracción cometida fuera de ese terri- 
torio, no por haberse perpetrado en el exterior deja de 
revestir carácter punible respecto de las leyes violadas por 
el delincuente, ellas recobran su imperio en cuanto el 
infractor cae bajo de su jurisdicción. Su aplicación no es 
más que una sanción necesaria y rigorosa á la que se 
hallan sometidos todos cuantos forman ó han formado 
parte de una comunidad social ó política en la cual han 
creado relaciones estables de derecho. No consideramos 
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de más consignar que el sentido y alcance de nuestro ar- 
tículo tiene por objeto determinar la jurisdicción á cuyo 
imperio deben quedar sometidos los delitos que se rela- 
cionan especialmente con el estado civil de las personas 
por cuanto, en lo concerniente á los crímenes comunes, 
todas las lejislaciones se hallan conformes en lo referente 
á su penalidad, que aunque en condiciones variables, 
dan acceso al recurso de extradición, sin excepción al- 
guna. 



ARTÍCULO 80 



El delincuente que se asilase en la Nación a la cual perie- 
7tece la victima y no hubiese sido castigado por el Estado 
dentro del cual se cometió el crimen, y que requerido por 
aquella no ejercitase ninguna acción represiva, podrá ser 
juzgado por la jurisdicción de refujio. 



A primera vista la prescripción consignada parece 
entrañar la usurpación de una jurisdicción ajena. Si el 
crimen de que se trata no ha sido perpetrado en el ter- 
ritorio al cual pertenece la victima ¿ cómo podrá suje- 
tarse al ájente á la sanción penal de leyes que no ha vio- 
lado? La jurisdicción territorial rechaza tal usurpación. 
Pero, hay una consideración trascendental que prevalece 
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sobre esta cuestión de competencia. Es que esa jurisdic- 
ción, en el caso del articulo, no se ha ejercitado, negando 
por este medio (á la víctima) la protección que cada Es- 
tado debe á cuantos se asilan en su territorio. La Nación 
á la cual pertenece aquella, y que no debe aceptar una 
impunidad ultrajante, se apodera y juzga al delincuente 
cumpliendo á su vez el deber de protección que está 
obligada á prestar á sus subditos. 

Diversas opiniones se han emitido sobre el espíritu de 
la regla que formulamos. Mr. Deloume, aceptando en 
principio el espíritu de ella, se expresa así : " Si el he- 
cho por el cual uno de nuestros nacionales ha sido víc- 
tima se ha consumado por un extranjero en el extranjero, 
diremos como respecto del nacional, y con mejores razo- 
nes, que se podrá perseguir este criminal cuando él 
venga por sí mismo á insultar con su presencia á los 
compatriotas, á los amigos y la ley de su víctima ; pero 
entonces tres procedimientos pueden serle aplicados : 
desde que el extranjero, pueda ser expulsado, extraído ó 
en fin castigado ". 

" Si la extradición es solicitada, creemos que ella deba 
ser acordada según los principios especiales de la mate- 
ria ; el crimen no permanecerá impune y la justicia será 
satisfecha según las condiciones en que la víctima 
se haya colocado por sí misma al trasportarse al 
extranjero . 

'* Pero SI la extradición no nos es solicitada, ó si 

5 
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habiendo sido ofrecida por nosotros se rehusa perseguir 
al culpable, ¿ podríamos limitarnos á expulsarlo ? ¿No 
es esta la impunidad asegurada por nuestro proceder á 
un hombre culpable contra uno de los nuestros y que se 
halla en nuestro poder? ¿No es esto el abandono de 
todos los derechos y de todas las garantías de protec- 
ción que debemos á nuestros nacionales ? 

** No obraremos sin duda, sino cuando la justicia 
extranjera, directamente, no pueda ó no quiera cumplir 
su deber ; pero ofrecer asilo y asegurar sobre nuestro 
territorio la impunidad á aquel que ha muerto uno de 
los nuestros, es dar un espectáculo desmoralizador y una 
debilidad que ninguna teoría sabría justificar. " 

El Congreso de jurisconsultos de Lima, en el tratado 
de 1878, apoyándose en la opinión de Ortolan, sobre el 
particular, estableció la competencia de las naciones sig- 
natarias de aquel pacto para juzgará los extranjeros que 
habiendo cometido crímenes graves contra ciudadanos 
de una de las Repúblicas fueran á residir en ella, siempre 
que precediera acusación de parte interesada (artículo 
34, inciso 20). 

Los jurisconsultos italianos, así como M. Molinier y 
otros publicistas participan de igual opinión. 

Mr. Durand fundándose en que la base de la compe- 
tencia penal no es la protección á los particulares, sin6 
que ella obedece á principios jenerales más vastos, emite 
este juicio : ** La pena, dice, tiene un fin más elevado,, 
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ella proteje intereses superiores : los de la moral pública 
y los de la seguridad social. Un Estado no puede pro- 
nunciar una pena sino para garantir estos dos intereses; 
por consiguiente, el crimen cometido por un extranjero 
en el extranjero, turba el orden público y la seguridad 
sobre su propio territorio. Si eso es así, ¿ por qué el 
Estado cuyo subdito ha sido víctima de un crimen no 
solicitaría la extradición del culpable con el mismo titulo 
que el Estado sobre el territorio del cual se ha cometido 
el crimen ? ¿ Acaso todos los Estados no tienen el mismo 
derecho para hacer respetar el orden público y su pro- 
pia seguridad? No se ha hecho nunca y se ha tenido 
razón, pues el crimen no ha vejado en la patria de la 
víctima sino un interés privado, pero no ningún interés 
social que pueda necesitar y justificar una pena". 

Colocándose en este terreno, el autor procura refutar 
las ideas de Mr. Deloume, aunque sin éxito, expresando 
que cuando el Estado dentro de cuya jurisdicción se ha 
cometido el crimen no ha procedido contra el delincuente, 
es necesario *' suponer que alguna razón política le ase- 
gura la impunidad ". 

Los conceptos de Mr. Durand carecen de exactitud á 
nuestro juicio : i° La extradición solicitada por el Esta- 
do al cual pertenece la víctima, que él indica, es impro- 
cedente ó seiía inefectiva, por razón de no haberse 
cometido el crimen que la motiva dentro de la jurisdic- 
ción del Estado requirente ; 2° Las causas ó razones 
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políticas ó de otro orden que se invoque, no pueden 
servir de pretexto para establecer la impunidad de un 
criminal que ha violado leyes de orden público y de segu- 
ridad social. Aceptar tal hipótesis importaría autorizar 
la impunidad de muchos crímenes á la sombra de moti- 
vos políticos que hacen nugatorias las prescripciones 
comunes del derecho penal. 

Entretanto, la doctrina que sostenemos, que es una 
excepción necesaria del principio establecido por la 
jurisdicción territorial, examinada á la luz del interés 
de cada Estado, importa la garantía recíproca de diver- 
sas naciones para no dejar impune en ningún caso, los 
delitos que se cometan dentro de su territorio en la 
persona de los extranjeros que lo habitan : importa 
hacer efectiva, en su caso, la protección que cada Estado 
debe á sus subditos, y finalmente, la represión de deli- 
tos cuya impunidad daría márjen á los más deplorables 
abusos, á la relajación misma de las leyes morales de 
cada país. 

Colocada la cuestión en los términos que proponemos, 
sus efectos no pueden menos de ser de una eficacia evi- 
dente á la vez que equitativa y justiciera. Trátase de 
un crimen comprobado cometido en país extranjero, nó 
juzgado ni perseguido por sus tribunales ; el criminal se 
asila en el territorio de la víctima, ¿ qué proceder cor^ 
responde al Estado al cual pertenece aquella? i^ Reque- 
rir del Estado dentro del cual el crimen se ha perpetrado 
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el castigo del delincuente : 2° Si éste, por consideracio- 
nes políticas ó de otro orden, se muestra remiso al 
juzgamiento, procede entonces la acción protectora del 
Estado al cual pertenece la victima. No es meramente 
el interés privado, como cree Mr. Durand, el único 
comprometido en el hecho producido, es el cumpli- 
miento de las leyes tutelares que cada Estado sanciona 
para garantir la vida y los derechos de cuantos forman 
parte de una nacionalidad, garantía en virtud de la cual 
se han establecido y nacionalizádose en ella, poniéndose 
al amparo de sus leyes protectoras. 

Pero se dirá : la impunidad de un delincuente puede 
ser materia de reclamación por la vía diplomática Este 
temperamento conduciría á establecer una fiscalización 
constante de parte de un Estado sobre otro, creando este 
proceder complicaciones infinitas. Es necesario, ade- 
más, tener en consideración el tiempo que aquella 
demandaría, las dilatorias de que- es susceptible y la po- 
sibilidad ó imposibilidad de que la jestion fuese 
atendida. 

Creemos que los términos de nuestro artículo, que 
establecen que la acción penal subordinada del Estado al 
cual pertenece la víctima debe ejercitarse solo cuando 
aquel dentro cuya jurisdicción se ha perpetrado el cri- 
men no se ejercitase después de requerido^ salva las difi- 
cultades que pueden ocurrir en el caso de que se trata, 
haciendo efectiva la protección que cada Estado debe á 
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SUS subditos dentro y fuera de su territorio. Separán- 
donos de los términos absolutos é incondicionales de la 
cláusula estatuida en el Tratado de Lima de que hemos 
hecho referencia, establecemos por nuestra parte una 
condición previa, necesaria é indispenscible para el ejer- 
cicio de la acción represiva : la de negativa ó escusa de 
enjuiciamiento por la jurisdicción territorial dentro de 
la cual se perpetró el crimen. 



ARTÍCULO 9<> 

El juicio pronunciado y pena aplicada por un Estado 
contra un delincuente, no impide la acción criminal de otro 
ú otros á quienes corresponda igual represión por causa de 
la infracción que ha sido juzgada. 

Muy debatida ha sido la cuestión relativa á la promo- 
ción de uno ó más juicios por distintas jurisdicciones 
concernientes á un mismo crimen ó delito. Se ha obje- 
tado por unos que es anti-jurídico é inhumano que una 
misma infracción sea objeto de diversas persecuciones ; 
otros la admiten con reservas, según la naturaleza de la 
causa que determina la competencia, y otros, en fin, sos- 
tienen que la autoridad de la cosa juzgada no puede 
surtir sus efectos sino respecto de diversos juicios pro- 
nunciados en virtud de una misma ley y dentro de un 
mismo país. 
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Mr. Deloume considera con mucha razón, que la má- 
xima non bis in idem, es una necesidad de procedi- 
miento, y no una regla de fondo, la cual está basada 
mas bien sobre las necesidades de la práctica que sobre 
consideraciones de equidad y de justicia. 

La aplicación de dicha regla no puede tener otro al- 
cance que el concerniente al juicio promovido dentro de 
una jurisdicción determinada, en la cual, por razón de 
una sola acción no es razonable ni justo que concurran 
dos distintos juicios. Mas en la esfera de las relaciones 
internacionales, la máxima es inaplicable, porque ella im- 
portaría desconocer la soberanía de cada Estado en lo 
concerniente á las acciones que, por razón de su dere- 
cho ó de las leyes que ha sancionado, le corresponden. 

Un ejemplo aclarará este concepto. Consúmase la fal- 
sificación de monedas extranjeras en un Estado. Las 
leyes de este han establecido una penalidad inferior á 
la prescrita por los Estados cuya moneda se ha falsifi- 
cado. El delincuente es juzgado y castigado por el Es- 
tado dentro del cual se perpetró la infracción. ¿Este pri- 
mer juicio constituirá una excepción liberatoria respecto 
de aquellos otros Estados que han soportado el daño y 
consecuencias de la falsificación? Tal hipótesis importaría 
subordinar la acción jurisdiccional de éstos á la del pri- 
mero, lo que es inadmisible. Para que el primer juicio 
pudiera invocarse como escepcion de cosa juzgada, sería 
forzoso que la acción de todos los Estados damnificados 
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fuese común y solidaria, lo cual sería un absurdo en la 
esfera del derecho internacional. 

Como cada jurisdicción nacional es autónoma, su ac- 
ción no puede ejercitarse sino por sí misma, indepen- 
dientemente de los derechos que asistan á cualquiera 
otra. Así, en el caso propuesto, el primer juicio seguido 
contra un falsificador, no impide la acción que asiste á 
aquellos cuya moneda ha sido falsificada. Aceptada la 
máxima non bis tn idem^ la sanción de las leyes penales 
de cada Estado en lo concerniente á su seguridad sería 
ineficaz é ilusoria en casos conexos, y por tanto la tole- 
rancia de un ataque á las leyes de orden público que 
sirven de base á su seguridad y réjimen. 

'* En materia de orden público, dice muy bien De- 
loume, la ley de cada nacionalidad, tiene su carácter y 
su fin especial. Por consiguiente, cuando se han pro- 
nunciado dos juicios por dos naciones, cada uno de ellos 
se ha dictado en virtud de su ley nacional. No es la 
misma ley la que se aplica dos veces, sino, lo que es 
muy diferente, dos leyes distintas aplicadas sucesiva- 
mente á un mismo hetho. " 

" Y observémoslo bien, no hay en esto un simple juego 
de palabras. En materia de orden público cada pueblo 
establece leyes protectoras que responden exactamente 
á la medida de sus necesidades. Las leyes penales afec- 
tan este carácter de orden público y es por eso que las 
leyes de los diversos países son generalmente distintas 
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en la medida de su necesidad, y con relación á hechos 
de una misma naturaleza. Estas leyes no pueden por lo 
tanto, ser reemplazadas las unas por las otras, pues la 
represión sería debilitada y la autoridad pública parali- 
zada ; por ejemplo, en Francia si se debiese considerar 
como suficientemente castigado por una reparación in- 
flijida en el extranjero á un hecho cometido contra las 
leyes ó el Estado francés, y que nuestros Códigos casti- 
gan con prisión ó penas más graves todavía. Son nues- 
tras leyes las que deben ser aplicadas, pues solo ellas 
responden exactamente á las necesidades de nuestra se- 
guridad, en vista de la cual han sido dictadas. La má- 
xima non bis in idem conduciría normalmente á un resul- 
tado contrario. " 

Hay un elemento, agregaremos nosotros, que es nece- 
sario tener en cuenta al juzgar la doctrina relativa á la 
promoción de diversos juicios concernientes á una mis- 
ma infracción. Este elemento es que un mismo crimen 
produce diversas responsabilidades cuando afecta los 
intereses de distintos Estados. Y, ¿ cómo podrían estas 
diversas responsabilidades ser juzgadas por una sola y 
misma ley? Cada Estado tiene derecho de buscar la re- 
presión en la medida del efecto producido y del daño 
causado en su territorio. Si los efectos y daños ocasio- 
nados afectan solo intereses meramente particulares que 
no lesionan ningún derecho extrañó, es evidente que la 
máxima non bis in idem puede tener aplicación correcta. 
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Pero cuando saliendo de la esfera circunscrita, de la 
violación de una sola ley, sus efectos hieren preceptos é 
intereses diversos, la aplicación absoluta de aquella re- 
gla sancionaría las irresponsabilidades más peligrosas. 

Asi, en el ejemplo propuesto ; el hecho de la falsifica- 
ción de monedas extranjeras no importa para el Estado 
dentro del cual se produce la infracción más que la vio- 
lación de la ley que prohibe tal hecho ; positivamente no 
existe el daño real ; la aplicación de su ley penal tiene 
en este caso un objeto preventivo. Mas no sucede lo pro- 
pio en los Estados cuya moneda se ha falsificado, á los 
cuales se ha introducido y en los que el fraude, la estafa, 
han producido la perturbación económica y atacado el 
crédito del Estado. Como la infracción reviste un carác- 
ter más grave, la pena lo es igualmente. En el primer 
caso, la responsabilidad es de condición moral ; en el 
segundo es á la vez moral y real, tanto porque se ha 
violado una ley cuanto por el daño que la infracción ha 
causado. 

¿ Podrían estas dos distintas responsabilidades que hie 
ren las leyes de dos distintas soberanías, considerarse 
equitativamente juzgadas por la ley mínima del territorio 
en el cual se perpetró el crimen, y en el cual no produjo 
todos sus efectos ? Aceptada la hipótesis se llegaría á 
esta consecuencia: que en el ejercicio déla acción penal 
se ha operado una delegación de atribuciones por parte 
de una soberanía en favor de aquella en cuyo territorio 
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se preparó el crimen. En suma, que la jurisdicción ter- 
ritorial ha absorbido el derecho defensivo y represivo 
que corresponde á otras, con menoscabo de la autono- 
mía que le es propia. 

La trascendencia de tal hipótesis, adquiere mayor 
gravedad según la naturaleza de los delitos. Considérese 
cuáles serían las consecuencias de ella cuando las in- 
fracciones importasen un ataque á la seguridad interna 
ó externa, financiera, económica ó política de un Estado; 
cuando se atentara contra el estado civil de las perso- 
nas, etc., etc. En todos estos casos el crimen puede pro- 
ducir perturbaciones diversas en soberanías distintas, 
que si fuesen rejidas por una sola ley, conducirían á la 
impunidad de todos los hechos que por razón del terri- 
torio no hubiesen caido bajo la sanción de las leyes de 
este. 

Mr. Fiore, estudiando esta materia luminosamente 
bajo las diferentes faces que presenta, pronunciándose 
por la doctrina que sostenemos, entre otras cosas, dice : 

** La regla de justicia non bis in idem se aplica á las 
sentencias dictadas por la misma soberanía y por apli- 
cación de la misma ley al mismo hecho. El individuo 
que ha violado la ley de nuestro país y que ha sido 
juzgado por la autoridad competente ha pagado su deuda 
y no tenemos derecho á exijirle otra cosa. Pero si hu- 
biese sido juzgado por un tribunal extranjero, conforme 
á la ley extranjera, no podría decirse que su libertad ó 
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SU condenación, seguida de la ejecución de la pena, de- 
berían bastar para restablecer el orden público turbado 
entre nosotros á consecuencia del delito. De otro modo 
debería admitirse la posibilidad de sustituir la ley ex- 
tranjera á la nuestra para determinar la justa reparación 
del desorden causado en nuestro país. 

" Se invoca la máxima non bis in idem, como si por el 
simple hecho de la existencia de una sentencia extran- 
jera se pudiese deducir que el ejercicio de la acción pe- 
nal entre nosotros producirla un doble castigo. Precisa- 
mente, el derecho de jurisdicción territorial es .distinto 
del de la jurisdicción exterritorial ; y estas dos jurisdic- 
ciones ejercen cada una la acción penal con un fin dife- 
rente, bien que en razón del mismo hecho. Y desde 
luego, no siendo iguales las dos sentencias no podría 
decirse que la máxima ha sido violada. " 

El autor expresa con mucha razón que el fin de la pena 
es el restablecimiento del orden social turbado á con- 
secuencia del delito y que no se podría admitir que una 
penalidad, sufrida por aplicación de una ley extranjera, 
pueda tener por efecto restablecer el orden social que ha 
sido turbado dentro del territorio nacional. En conse- 
cuencia, concluye estableciendo que '* cada Estado de- 
bería ser esclusivamente juez en la cuestión de saber cuál 
debe ser la extensión de la acción penal que tiene por 
objeto protejer los derechos lesionados en su territorio, 
que no debería hallarse obligado á poner en manos de 
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una potencia extranjera la protección de estos derechos 
y que desde luego, no se deberla fundar la excepción de 
cosa juzgada sobre una sentencia de otro país". 

De acuerdo con las consideraciones transcritas, debe- 
mos solo espresar que lo que el derecho internacional 
debe evitar es la aplicación de dos distintas penas ; á 
este efecto, diremos con el mismo Fiore : sí se ejercitaren 
nuevas persecuciones, se debe imputar la pena ya su- 
frida, en la nueva condenación, precepto que establece- 
mos en el articulo que sigue. 



ARTICULO 10 



Siempre ^ue, según los casos estatuidos en los artículos & 
y 9° procediese un nuevo juicio y las penas que hubiesen de 
aplicarse^ fuesen más graves que las ya sujridas por el de- 
lincuente, para la aplicación de aquellas se imputarán las 
cumplidas en el primer juicio. 



Establecida como queda la doctrina de la promoción 
de uno ó más juicios, se presenta desde luego, la 
cuestión relativa á la sanción de las penas establecidas 
por la nueva jurisdicción bajo la cual ya hubiese caido 
el delincuente. 

Aún cuando la prosecución de cada juicio haya de ser 
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independiente por su naturaleza, conceptuamos que en 
cuanto á la punición, los efectos de la primera condena- 
ción deben apreciarse por la segunda al solo efecto de 
que no sea aplicado un doble castigo al delincuente. 

Si el segundo juicio tiene por objeto la sanción de pre- 
ceptos que han sido violados, estos deben detenerse 
en el límite que la equidad y la justicia señalan. 

Consultando en nuestro artículo tal fin hemos estable- 
cido que la imputación de la penalidad tendrá lugar 
solo cuando las nuevas penas que hayan de aplicarse 
fuesen más graves que las ya sufridas. Se desprende de 
estos términos que si la infracción se halla rejida por 
iguales penas en las dos ó mas jurisdicciones á que se 
halla sujeto el delincuente, no habrá de aplicarse cas- 
tigo alguno, considerándose suficientemente compur- 
gada la responsabilidad con el castigo impuesto en el 
primer juicio. 

De este naodo la máxima non bis in idem, que á parte 
del sentido jurídico que se le atribuye, tiene por objeto 
evitar una reagravación en el castigo de un hecho puni- 
ble, encuentra su aplicación propia en la esfera de la 
imposición de las penas por distintos juicios. 



ARTICULO II 



Siempí e que por causa de una misma infracción concur- 
riesen dos ó mas jurisdicciones^ la prioridad del juicio 
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corresponde á aquella bajo cuyo imperio inmediato se en- 
cuentra el sindicado. 



Las infracciones cometidas dentro de un Estado con- 
tra el orden ó seguridad de otro pueden ser perseguidas 
por diversos Estados á la vez, según lo que dejamos es- 
tablecido en artículos anteriores. En este caso, concur- 
ren, desde luego, dos ó más jurisdicciones interesadas 
en castigar un delito. ¿ Cuál de ellas habrá de ejercer su 
acción primero que la otra ? Sería aventurado establecer 
ninguna regla de preferencia, porque el crimen, según 
sus circunstancias, puede afectar los intereses de uno y 
otro país, en las mismas proporciones. Conceptuamos 
que esta pugna de diversas soberanías solo puede resol- 
verse otorgando la prioridad del juicio al Estado en 
cuyo poder ha caido el delincuente y sobre el cual le 
es posible ejercitar una acción directa é inmediata. 

Mas, si por razón del territorio en el cual se hubiese 
refujiado el ájente, su aprehensión solo pudiese verifi- 
carse por medio de extradición, la prioridad del juicio 
quedará sujeta á las prescripciones que determinan el 
ejercicio de este recurso. 
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SECCIÓN SEGUNDA 



DE LA JURISDICCIÓN EN AGUAS TERRITORIALES 



ARTÍCULO 12 

Los crímenes y delitos perpetrados d bordo de los buques 
mercantes ó por gentes de su tripulación fuera de los mis- 
mos^ son juzgados y penados por la ley del Estado en cuyas 
aguas territoriales se encuentran. 

El derecho internacional considera los buques que 
pertenecen á una nación, cuyo pabellón llevan, como 
parte de su territorio : de este concepto general ha sur- 
jido la doctrina sostenida por varios publicistas de que 
los buques mercantes que se hallan en las aguas territo- 
riales de un Estado están sujetos á la jurisdicción de la na- 
ción á que corresponden. No obstante, no pudiendo des- 
conocer que el imperio absoluto de aquella afectaría la 
soberanía del Estado en cuyas aguas territoriales se en- 
cuentran, han pretendido establecer una doble jurisdic- 
ción sobre los mismos en lo referente al ejercicio de la 
acción criminal. Así, consideran que los hechos que'afec- 
tan solo al régimen y disciplina interior del buque, y los 
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delitos comunes cometidos á bordo por individuos de la 
tripulación ó equipaje, que en nada alteran el orden y 
tranquilidad del puerto, corresponden á la jurisdicción 
de la nación cuyo pabellón lleva el buque. Por lo que 
hace á los crímenes y delitos perpetrados por individuos 
estraños al mismo, ó que afecten la tranquilidad del 
puerto, tales casos caen bajo la jurisdicción del territo- 
rio marítimo en que el buque se encuentra. 

La excepción establecida en el primer caso no es hoy 
admitida en la práctica como una regla fija y estabfe. 
La Gran Bretaña ha consagrado esplícitamente, contra 
la regla expuesta, que toda infracción, ya sea cometida 
en plena mar en las aguas territoriales que pertenecen á 
las posesiones del Reino, ya sea por un individuo de la 
tripulación ó no, ya sea en un buque extranjero, caen 
bajo la jurisdicción del Almirantazgo británico. (Art. 
2 del Territorial Waters jurisdiction act, de i6 de Agosto 
de 1878). 

La Corte de Casación de Francia ha establecido el 
mismo principio en las siguientes consideraciones, que 
bastan por sí solas para fundar los términos de nuestro 
artículo: **Cada Estado tiene jurisdicción soberana so- 
bre su territorio ; las leyes de policía y seguridad pú- 
blica son obligatorias para todos los que habitan dicho 
territorio ; aún cuando estos sean transeúntes (condi- 
ción en la cual pueden considerarse los buques mercan- 
tes) y se hallen en las aguas territoriales de un Estado. 

6 
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Los buques mercantes al entrar en un puerto extran- 
jero no podrían sustraerse á la jurisdicción territorial, 
(por cuanto el interés del Estado, del cual el puerto 
forma parte, se encuentra comprometido), sin peligra 
para el orden y la dignidad del Gobierno. Todo Estado 
se halla interesado en la represión de los crímenes y de- 
litos que pueden perpetrarse en los puertos de su terri- 
torio, no solo por la gente del equipaje del buque sobre 
personas agenas á él, sino por su tripulación misma, ya 
sea que el hecho comprometa la tranquilidad del puerto, 
ó sea que el hecho constituya un crimen contra el dere- 
cho común, cuya gravedad no permite á nación alguna 
dejar impune sin atentar á los derechos de soberanía 
jurisdiccional y territorial, por cuanto este crimen cons- 
tituye por sí mismo la violación más flagrante de las le- 
yes que cada nación se ha encargado de hacer respetar 
en cualquiera parte de su territorio. Un soberano ex- 
tranjero no tiene ningún interés en reivindicar que se 
haga escepcion de la aplicación de estos principios en 
favor de los buques mercantes, en atención á que tales 
buques, navegando fuera de su territorio para comer- 
ciar, no se hallan ligados con negocios públicos, no se 
ocupan sino de intereses privados y el equipaje que los 
compone no tiene derecho á otra protección que la que 
podría invocar una persona particular. " 

Por lo demás, el réjimen interior administrativo y dis- 
ciplina del buque, quedan siempre bajo la jurisdicción de 
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la nación á que pertenece y en la cual la autoridad terri- 
torial no tiene ni debe tener intervención alguna, salvo 
cuando sea reclamado su auxilio. 

Fiore, si bien admite que los buques mercantes se 
hallan sujetos á la jurisdicción del Estado en cuyas 
aguas territoriales se encuentran, establece, sin embargo, 
la excepción de que en el caso de que se hubiese come- 
tido un delito en aguas territoriales, pero á distancia su- 
ficiente para escluir toda posibilidad de que los habi- 
tantes de la costa hayan podido ser testigos oculares del 
hecho punible, tal delito, en cuanto á la represión, debe 
considerarse como cometido en alta mar, es decir, queda 
sujeto á la jurisdicción nacional del buque. 

El autor se funda para ello en que los delitos cometi- 
dos lejos de la costa, no pudiendo ser vistos desde ella 
no causan alarma alguna en el puerto. 

Consideramos el fundamento nada admisible: la ju- 
risdicción que se atribuye á un Estado dentro de cierto 
límite sobre las aguas que le rodean, importa el señala- 
miento de su frontera marítima, frontera hasta la cual 
alcanza su imperio y su soberanía. Si dentro de esa ju- 
risdicción, territorial ó marítima, se ha perpetrado una 
violación á sus leyes, la sanción de estas tiene que ha- 
cerse efectiva. No es el escándalo ni la mayor ó menor 
alarma que haya producido un hecho criminal en las 
costas lo que determina la jurisdicción y lo que hace ne- 
cesario el castigo, sino un fundamento más alto y más 
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trascendental : la protección que el Estado tiene que 
prestar á todos cuantos se hallen dentro de lo que cons- 
tituye su territorio. La regla que examinamos, basándose 
en el efecto meramente moral que puede producir una 
infracción, no toma en consideración el radio dentro del 
cual se ha perpetrado el crimen, que es lo esencial. Nó 
porque un crimen haya ó no sido apercibido desde la 
costa deja de constituir una violación de las leyes del país 
en cuyas aguas se encuentra un buque. Es la situación 
de este la que determina la jurisdicción, no los efectos 
puramente morales que la infracción pueda producir. 

En este concepto, no gozando los buques mercantes, 
por su naturaleza, de exterritorialidad en las aguas del 
Estado en que se encuentran, la jurisdicción de este 
debe ser absoluta dentro del radio que comprende su 
frontera marítima ó fluvial. 



ARTICULO 13 



Los crímenes y delitos perpetrados á bordo de los buques 
de guerra^ se juzgan por las leyes de la Nación á que perte- 
necen, 

Exceptúanse de esta prescripción^ los crímenes y delitos 
cometidos por las gentes de la tripulación del buque fuera 
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de los mismos, rijiendo en este caso lo establecido en el ar- 
ticulo anterior. 

La regla que establecemos se halla sancionada por la 
práctica de todas las naciones. Constituyendo los bu- 
ques de guerra fortalezas flotantes, que á su vez repre- 
sentan la soberanía del Estado á que pertenecen, su si- 
tuación, cualquiera que ella sea, no modifica ni puede 
alterar su condición especial. Por consecuencia, las in- 
fracciones cometidas á bordo de los mismos, se concep- 
túan como consumadas dentro del territorio al cual per- 
tenece el buque. 

Sin embargo, la exterritorialidad de que gozan no vá 
mas allá del radio interno y hechos producidos dentro 
de él; al penetrar en Jas aguas territoriales de un Es- 
tado quedan sujetos á las leyes de policía y reglamentos 
del puerto, y en cuanto á los actos exteriores, ellos caen 
bajo el imperio de la jurisdicción territorial en la forma 
y casos que establecemos. 

Según la excepción consignada, los hechos punibles 
cometidos fuera del buque por gentes de su personal, 
ya sea en embarcaciones mercantes ó en la costa, que- 
dan sometidos á la jurisdicción del Estado, de pleno de- 
recho. Este imperio se funda en que la exterritorialidad 
de que goza el buque no es extensiva á las gentes de su 
tripulación ó equipaje, fuera del mismo. La inmunidad 
tiene carácter restrinjido y local, y por consiguiente, 
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todos los actos exteriores ilícitos se juzgan por la ley del 
Estado en el cual se producen y en el cual no tiene al- 
cance aquella. 

Por lo demás, todas las transgresiones que importen 
un abuso de las prerogativas de que goza el buque se 
rijen, según su caso y naturaleza, ya dando lugar á 
reclamaciones directas al Soberano á que pertenezca 
el buque, como por ejemplo, cuando se presta asilo 
con fines hostiles; ya reprimiendo directamente los 
actos exteriores que comprometan el orden interno ó 
importen una ofensa al Estado en cuyo territorio se 
encuentran. 



ARTICULO 14 

Sí el Capitán de un buque de guerra, ó el Ministro de la 
Nación d la cual aquel pertenezca solicitaren la protección 
de las autoridades del Estado en cuyas aguas tenitoriales 
se encuentre, la intervención de estas no podrá extenderse 
mas allá de la adopción de las medidas conducentes á la 
seguridad del culpable, y en su caso, al esclarecimiento del 
hecho producido. 

La condición de un buque de guerra no impide la 
intervención de la jurisdicción local cuando ella es soli- 
citada por cualquiera de los Ajenies de quieaes dependa. 
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Esta intervención no procede en tal caso como el ejer- 
cicio de un derecho, sino como la protección que todos 
los Estados se deben mutuamente. Un crimen cometido 
á bordo puede ocasionar muchos otros, una sublevación, 
ó actos de igual naturaleza, que el Capitán no pueda 
reprimir por falta de medios eficaces para ello. Solicitada 
la protección de la autoridad territorial, esta, según 
nuestro artículo, deberá limitarse á la adopción de me- 
didas de seguridad, ó al esclarecimiento del hecho, si 
tal acción fuese denunciada ; pero su intervención con- 
cluye ahí. 

El juzgamiento de los delincuentes, aún cuando éstos 
fuesen trasportados á tierra, corresponde al Estado al 
cual pertenece el buque. 

Como en orden á la aplicación de las leyes de cada 
país no cabe delegación alguna, el enjuiciamiento solo 
puede ejercitarse por los tribunales bajo cuya autoridad 
se encontraron los delincuentes en el acto de producirse 
el hecho criminal. La jurisdicción territorial, atenta la 
condición del bu.^ue, carece de competencia para cono- 
cer de una infracción que se reputa consumada fuera 
de su territorio, aún cuando el hecho haya tenido lugar 
en sus aguas territoriales. 



ARTÍCULO 15 



Los delitos ó crímenes cometidos desde el recinto de un 
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buque de guerra extranjeio sobre las cosías ó aguas territo- 
riales en las cuales se encuentra, se rijen conjorme á lo dis- 

/' ^ 
puesto en el articulo. ^ 

Hemos reconocido la exterritorialidad de los buques 
de guerra en aguas territoriales; partiendo de esta base 
fundamental, todo crimen ó delito perpetrado, en las 
condiciones de nuestro artículo, se reputa como llevado 
acabo desde el territorio de un Estado sobre otro, siendo 
aplicables á este respecto las consideraciones consigna- 
das en nuestro comentario al artículo ^. 

Los crímenes ó delitos contra la seguridad de un 
Estado ó de los que habitan su territorio, pueden, en 
efecto, no solo perpetrarse desde un territorio de una 
nación vecina de otra, sino también desde un buque de 
guerra. 

Asi, puede un criminal diríjir desde á bordo un tiro 
sobre una embarcación ó sobre un individuo de la costa ; 
puede, igualmente, servir el buque de guerra, abusando 
de la inmunidad de que goza, de asilo para la prepara- 
ción de crímenes que deben llevarse á cabo dentro de la 
jurisdicción del Estado en cuyas aguas se encuentra. 

Tales casos, tienen que caer bajo la jurisdicción del 
Estado damnificado, aún cuando el crimen no se haya 
perpetrado desde el recinto de un buque nacional. Entre 
las dos competencias, una territorial, en la cual el crimen 
produce sus efectos, y la otra procedente de la exterrito- 
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rialidad, que ha servido de medio auxiliar y material 
para su ejecución, debe prevalecer la primera. El verda- 
dero país del crimen, como dice Deloume, hablando de 
las infracciones territoriales, no es aquel del cual ha par- 
tido el tiro, sino aquel en el cual se ha hecho la víctima ; 
es este el verdaderamente interesado en la persecución 
y castigo del delincuente. 

Por lo demás, los términos de nuestro artículo solo 
comprenden delitos comunes, más nó aquellos que im- 
porten actos de hostilidad, los cuales pertenecen al do- 
minio del Derecho internacional público y dan márjen á 
reparaciones de carácter distinto á las establecidas en es- 
tas reglas. 



ARTÍCULO 16 



Los crímenes y delitos cometidos á bordo de un buque de 
guerra por individuos no pertenecientes al mismo, se rijen 
por lo establecido en el articulo /®. 



Atenta la condición de los buques de guerra, conside- 
rados como parte del territorio de la Nación á que perte- 
necen, es indudable que si un individuo ajeno á su equi- 
paje, se introduce en él y comete una infracción, tal 
hecho se reputa como perpetrado dentro del territorio 
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á cuyo Estado pertenece el buque, quedando por tanto, 
sujeto á la jurisdicción de aquel, de conformidad al prin- 
cipio jeneral que consagra la jurisdicción territorial en 
materia penal. 



ARTICULO 17 

Se declaran aguas territoriales, á los efectos de la jurisdic- 
ción penal, las comprendidas en la extensión de cinco millas 
desde la costa de tierra firme é islas que Jorman parte del 
territorio de cada Estado, 

Respecto de losriosy lagos interiores, la extensión de las 
aguas territoriales se determina por sus limites internacio- 
nales. 



Grande diverjencia se observa entre los internaciona- 
listas respecto del límite marítimo que deba compren- 
der la jurisdicción de un Estado. Unos señalan como línea 
de respeto la distancia de sesenta millas desde la costa ; 
otros, la comprendida en el espacio recorrido en dos dias 
de viaje desde los puertos ; otros la rejion más profunda 
desde la orilla, esto es, aquella en la cual el escandallo no 
encuentra fondo; algunos han indicado el horizonte 
visual, ó bien el alcance máximo de una bala de canon. 

Esta última opinión se funda en que dicho límite res- 
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ponde á la defensa y á la seguridad de un Estado limí- 
trofe, siendo ese espacio el verdaderamente sometido á 
la soberanía territorial y el único en el cual puede hacer 
respetar sus leyes, castigar á los infractores, impedir el 
acceso de buques extranjeros y dictar las medidas con- 
ducentes á asegurar la independencia del Estado. 

Consideramos por nuestra parte, que este límite ado- 
lece de falta de precisión y exactitud por su propia na- 
turaleza, y mucho más si se tiene en cuenta los progre- 
sos incesantes de la artillería que hacen en extremo 
variable el alcance de sus proyectiles. Al adoptar el me- 
dio indicado, parece que hubiese prevalecido la idea de la 
defensa de las costas, sobre la protección de intereses de 
vital importancia para un Estado, como por ejemplo la 
protección de su comercio, la seguridad de su comuni- 
cación y la garantía de la salud pública. 

Inglaterra y otros Estados han fijado la distancia de 
una milla geográfica (tres millas inglesas) desde el punto 
á donde alcanza el extremo del reflujo. 

Dando más extensión á este límite, nosotros lo fijamos 
en cinco millas inglesas, fundándonos para ello : 

1° En que esa distancia es necesaria para hacer efi- 
caces las medidas sanitarias destinadas á resguardar la 
salud pública ; 2° en que los progresos de la navegación 
han hecho que dentro de esa extensión el movimiento 
marítimo se acreciente, haciéndose necesaria la acción 
represiva en el radio necesario á salvaguardar los intere- 
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ses del comercio y deJ Estado, que en una distancia 
menos extensa quedarían libres de su fiscalización y 
amparo. 

Por lo que hace á los lagos y ríos interiores comunes 
á dos ó más Estados, dada su extensión, las aguas terri- 
toriales no pueden ser otras que las señaladas por los lí- 
mites que entre aquellas se hubiese fijado. 



ARTÍCULO 1 8 



Los crímenes y delitos cometidos á bordo de los buques 
mercantes en alta mar, se juzgan por las leyes del Estado 
al cual pertenece el buque. 



Esta regla, aceptada sin contradicción alguna, tiene 
por fundamento que siendo los mares de dominio uni- 
versal, el derecho de exterritorialidad se ejerce en ellos 
en toda su plenitud sobre los buques de cada Estado . 
Como la territorialidad determina la jurisdicción, el im- 
perio de esta tiene carácter absoluto aún cuando el buque 
en el cual se ha cometido un crimen entre en aguas terri- 
toriales extranjeras. Por lo tanto, ninguna autoridad 
tendría derecho para ejercer actos de policía ó justicia 
por hechos cometidos fuera del radio de su jurisdicción. 
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ARTÍCULO 19 

Los crímenes de piratería quedan sujetos i la jurisdicción 
del Estado bajo cuyo poder caigan los delincuentes. 

Habiéndose considerado los piratas como fuera del 
derecho público, y careciendo los buques de su mando 
del vinculo de la nacionalidad, el interés común ha es- 
tablecido esta universalización de la jurisdicción penal. 

Duddley-Field, enumera asi los casos de piratería : 

I» Apropiación y destrucción, por medio de la violen- 
cia, de un buque cualquiera ó de su carga, ó de una 
parte de su cargamento : 

2<*^Muerte, heridas, robo ó conducción por la fuerza 
de un hombre cualquiera, que se encuentre en otro 
buque ; 

y Asimismo, califica en la misma categoría á los que : 
arrebatan, destruyen, desarreglan, interrumpan ó dete- 
rioran un cable telegráfico oceánico que no les perte- 
nece, ó una parte cualquiera, un aparato ó un accesorio 
de tal cable ó desprende un hilo ; 

4° A los que destruyen ó deterioran un camino de 
hierro internacional, un canal, un faro, ó cualquier obra 
cuya neutralidad perpetua haya sido declarada ; 

5° A los que, fuera del territorio de una nación cual- 
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quiera reducen ó retienen en esclavitud una persona y 
transportan ó reciben un individuo con la intención de 
reducirlo á la esclavitud. 

Por nuestra parte, limitamos el espíritu de nuestro 
artículo al concepto que en el derecho público tiene la 
piratería^ esto es, á las infracciones cometidas en alta 
mar por navios piratas, no admitiendo en igual catego- 
ría los crímenes y delitos enumerados por Duddley- 
Field desde el N° 2 á «5, que por una parte no pueden 
clasificarse como actos de piratería y por otra caen bajo 
la jurisdicción del territorio dentro del cual se ha come- 
tido la infracción. 

Carlos Testa consigna un caso que, sin revestir los 
caracteres de piratería, lo es en el fondo. 

" Puede acontecer, dice, que á bordo de un navio de 
nacionalidad definida, se cometan crímenes de robo ó 
asesinato por miembros del equipaje ; estos crímenes, 
teniendo un carácter individual y no afectando á otros 
buques, quedan sujetos á la jurisdicción penal del país 
al cual pertenece el buque legalmente ; pero si después 
de estos crímenes individuales, la conducta del equipaje 
(tripulación) se agrava hasta el punto que, en su rebe- 
lión, se ampara del navio sin respetar ninguna ley disci- 
plinaria ó internacional y se rebela contra toda especie 
de autoridad, el navio debe en este caso ser considerado 
como que ha perdido el derecho á la protección de su 
pabellón. 
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** La conciencia de la criminalidad, la imposibilidad 
de ocultarla ó disfrazarla, el temor del castigo, son otros 
estímulos que pueden impulsar á la tripulación revolu- 
cionada á recurrir á nuevos y mas peligrosos excesos 
contra los navios que encuentren. En estas condiciones 
anormales el navio es considerado como desnacionalizado; 
es tachado de piratería, lo cual autoriza á toda nación á 
apresarle y hacerle juzgar por sus tribunales. " 

Circunscribiendo nuestro artículo á términos preci- 
sos, la jurisdicción en él estatuida, comprende, pues, los 
crímenes cometidos por navios piratas, desligados de 
todo vínculo nacional, y por aquellos que se consideran 
desnacionalizados en el caso consignado en los párrafos 
que dejamos trascritos. 



TÍTULO II 



DE LA REINCIDENCIA Y PRESCRIPCIÓN 



SECCIÓN PRIMERA 



DE LA REINCIDENCIA 



ARTICULO 20 

La reincidencia en la esfera internacional produce los 
mismos efectos calificativos que en el derecho común, 

Pe7V, ningún crimen ó delito que en el hecho importe 
reincidencia podrá ser juzgado como tal por el Estado den- 
tro del cual ha sido perpetrado^ mientras la autoridad que 
entiende en el juicio no tenga conocimiento legal de la sen- 
tencia anterior pronunciada contra el sindicado. 

Como acontece con la mayor parte de las múltiples 
cuestiones relativas al derecho internacional penal, la 
regla que formulamos, aún cuando redactada en térmi- 
nos más absolutos por diversos tratadistas, ha sido ma- 

7 
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teria de largas y especiosas controversias sin arribarse 
á un resultado claro y definido. 

Varios publicistas consideran que la reincidencia en 
la esfera internacional es inaceptable, tanto porque ella 
importa un exceso ó usurpación de la jurisdicción que 
corresponde al Estado que conoció de un juicio ante- 
rior, cuanto porque contraria al derecho público, pues 
en su concepto, atribuye fuerza ejecutiva á una senten- 
cia extranjera ; agregan, además, que la agravación de 
la pena, inherente á la condición de la reincidencia, no 
es otra cosa que el suplemento de la penalidad relativa 
á un primer juicio ; que el poder represivo se ejerce úni- 
camente dentro de la jurisdicción de cada Estado, y 
finalmente, que las penas que cada nación establece de- 
ben considerarse bastantes para la represión de un hecho 
delictuoso. 

Algunos escritores franceses juzgan que no recono- 
ciéndose dentro de un Estado ningún efecto á los juicios 
extranjeros, en virtud de lo cual puede tener lugar un 
nuevo proceso respecto de un mismo delito, no podría 
el primero servir de elemento para determinar la reinci- 
dencia, por lo cual ésta no es admisible. (Deloume). 

Fiore, á su vez, opina que la agravación de la penali- 
dad, como efecto de la reincidencia, se podría justificar 
en el caso de que ella verse sobre un nuevo delito de la 
misma naturaleza y del mismo género de aquel que fué 
castigado en un juicio anterior. Fúndase para ello en 
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que la reincidencia manifiesta no solo mayor perversidad 
por su perseverancia en el ájente, sino que con su en- 
carnizamiento en atacar un derecho determinado acrece 
la gravedad de la acción de que se ha hecho culpable. 
Agrega á esto consideraciones de orden social, como la 
alarma y el daño causado, los cuales aprecia como un 
hecho positivo. 

El reputado internacionalista basándose en racioci- 
nios de carácter moral y de seguridad pública, concluye 
estableciendo que si se dá esta base á la agravación de 
la pena inherente á la reincidencia, se puede también 
sostener que las sentencias pronunciadas en el extran- 
jero deben tener por resultado servir de fundamento 
para establecerla. ''No sería justo decir, expresa, que 
se comete un exceso de jurisdicción encargando á los 
Tribunales de un país el conocimiento de un delito que 
ha sido cometido en otro. El criminal que ha sufrido 
una penalidad cualquiera por un primer delito perpe- 
trado en el extranjero ha pagado completamente la 
deuda á que estaba obligado respecto á la jurisdicción 
extranjera y no tiene derecho á pedirle nuevas cuentas 
jurisdicción alguna. Se le puede, sin embargo, pre- 
guntar la razón del segundo delito de que se ha hecho 
culpable, apreciando todas las circunstancias especiales 
que agravan su perversidad. " 

Concluye el autor exponiendo que aún cuando se trate 
de una sentencia extranjera, cuando el Juez nacional ha 
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reconocido que esa sentencia ha sido dada por un Tri- 
bunal competente en razón de un delito de la misma 
naturaleza que aquel que viene á cometer en el país de 
refujio y esta sentencia se ha hecho irrevocable, la rein- 
cidencia debería hallarse suficientemente establecida 3^ 
la agravación de la pena justificada. 

Admitiendo, por nuestra parte, la doctrina establecida 
por Fiore, agregaremos, en apoyo de este concepto, las 
siguientes consideraciones : 

!■ ¿Qué es lo que constituye la reincidencia? — La 
repetición de un hecho criminal que anteriormente fué 
castigado como medio de corrección. La reincidencia 
revela no solo pervesidad sino el desprecio que el ájente 
manifiesta por las leyas que ha violado por segunda 
vez ; su persistencia agrava su culpabilidad y la inefi- 
cacia del primer castigo exije una represión más rigu- 
rosa en garantía de la sociedad y de la sanción de sus 
leyes. 

Un hecho que importe reincidencia, ¿dejará de ser tal 
porque el ájente haya perpetrado el segundo delito bajo 
el imperio de una jurisdicción distinta de aquella que 
castigó el primero? Esto conduciría á establecer que en 
la esfera del derecho internacional la repetición de un 
mismo crimen no agrava la responsabilidad del ájente, 
lo cual entrañaría una manifiesta injusticia á la vez que 
una doctrina contraria á los principios de moral uni- 
versal. 
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La reincidencia, colocada en este terreno, condenaría 
á los delincuentes que han reincidido dentro de una 
misma jurisdicción haciendo pesar sobre ellos una pena- 
lidad más grave, colocando en una condición más venta- 
josa al reincidente sujeto al poder de dos distintas juris- 
dicciones. 

Como regla de justicia, la inequidad es manifiesta, 
atribuyendo á las leyes penales un carácter condicional 
que las hace parciales y odiosas. 

2* La base fundamental de los que rechazan la califi- 
cación de reincidencia en la esfera internacional, reposa 
en la limitación de los efectos que atribuyen á la juris- 
dicción territorial. 

Desde luego, se observa que esta argumentación ado- 
lece de inexactitud. Para calificar la reincidencia no se 
toma el hecho criminal (causa fundamental que la de- 
termina), sino el fuero jurisdiccional, dando á éste un 
carácter más trascendental que á aquel. Importa esto 
atribuir á los juicios destinados á castigar un delito una 
cualidad prevaleciente sobre el crimen mismo que de- 
termina el castigo. La jurisdicción modifica la condición 
del delito, lo cual es inadmisible. 

i Qué es lo que un Juez debe tener en vista para la 
calificación de un crimen como reincidencia? La repeti- 
ción de tal crimen después que una infracción análoga 
ha sido juzgada y punida por una autoridad competente. 
^Y podría, por consideraciones de soberanía, llevadas al 
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extremo de una abstracción absoluta, dejar de concep- 
tuarse como tal reincidencia la repetición de un atentado 
por la sola circunstancia de haber sido juzgado por otra 
jurisdicción? La sana razón rechaza esta terji versación 
de las leyes penales, que pierden su carácter ó se modi- 
fican por el hecho de que un delincuente pasa del terri- 
torio de un Estado á otro. 

No es el radio de una autonomía jurisdiccional lo que 
determina la reincidencia, sino el crimen mismo, cuya 
evidencia no puede negarse ni desconocerse, cométase 
donde se cometiese. 

3* Las sentencias extranjeras no pueden tener sanción 
ejecutiva sino dentro de la jurisdicción territorial; lo 
contrario importaría un menoscabo de una soberanía 
extraña. 

El concepto es exacto, pero su aplicación al caso que 
nos ocupa, carece de una base cierta. En efecto, ^ qué 
menoscabo de soberanía puede existir en la calificación 
de un delito relativo á una infracción anterior que ya ha 
sido castigada.^ Para esa calificación la ley toma al 
delincuente en la condición moral en que se encuentra, 
condición inmodificable, puesto que pesa sobre él una 
sentencia condenatoria anterior. ¿Podríala ley prescindir 
de este precedente que coloca al delincuente, de hecho, 
bajo la sanción de una responsabilidad más grave .^ ¿Po- 
dría conceptuarse como una usurpación de ajenas atribu- 
ciones la circunstancia de reconocer en el culpable un 
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reincidente ? Precisamente este reconocimiento importa 
lo contrario, pues, es esa sentencia extranjera, á la que 
se presta entera fé, la que determina la reincidencia. Sin 
ella la agravación de la pena no podría existir; esta 
agravación no es mas que el resultado de un delito con- 
siderado como más grave que el primero por las condi- 
ciones que rodean al ájente. 

Nuestro artículo, reconociendo á cada soberanía la 
jurisdicción propia que le corresponde, establece por esto 
que la reincidencia solo podrá ser calificada como tal 
cuando la autoridad que juzga un delito tenga conoci- 
miento perfecto de un fallo irrevocable anterior, dictado 
por tribunales extranjeros. No es posible que en las rela- 
ciones internacionales de los pueblos, y sobre todo en 
la esfera de la represión de los crímenes los fallos de un 
Estado se consideren por otro como si no existieran, o 
como si sus efectos no fuesen dignos de apreciarse en la 
calificación y juzgamiento de los delitos. Esto conduciría 
á establecer una regla de moral internacional bien dis- 
tinta de aquella que sirve de base á cada agrupación 
política que se ha constituido en autonomía nacional. 



ARTICULO 21 



A los efectos del articulo anterior^ asi como respecto de lo 
dispuesto en el articulo lo, se entiende por conocimiento lega I 
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del primer juicio la agregación al nuevo proceso del testimo- 
nio en forma de la sentencia dictada en última instancia por 
los tribunales del Estado en que aquel fué definitivamente 
fallado. 

Tiende la disposición anterior á dar á las sentencias 
extranjeras toda la sanción y la fuerza que les son pro- 
pias como procedentes de una soberanía independiente. 
Solo el conocimiento legal de ellas puede producir en 
el extranjero los efectos que en la esfera internacional les 
corresponde. Mientras ese conocimiento no tenga lu- 
gar, la condición de un delincuente no puede juzgarse 
sino por las prescripciones de la jurisdicción dentro déla 
cual se encuentra, con prescindencia de todo otro ante- 
cedente. 

La justicia no procede ni por conjeturas, ni por impu- 
taciones, ni por delaciones ó denuncias públicas, por 
fundadas que ellas pudieran ser. Como sus decisiones 
son tan trascendentales, su criterio se forma á la luz de 
la evidencia y se funda en convicciones de la conciencia 
que no dan asidero á la vacilación y la duda. 

Dentro de una sola jurisdicción la evidencia se halla 
constatada en el proceso que ha pasado por la mano de 
los jueces, quienes formaron su criterio judicial en vista 
de las pruebas que él arrojaba. Pero en la esfera interna- 
cional sucede lo contrario. Como cada jurisdicción obra 
aislada é independientemente, ninguna conoce ni está 
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obligada á conocer las decisiones que emanan de otra. 
Este conocimiento solo es real y efectivo cuando consta 
el testimonio de la sentencia que en última instancia 
puso término á la causa, dándole carácter irrevocable. 

Es esta la única prueba, la prueba fundamental que 
una jurisdicción extranjera necesita tomar en considera- 
ción en los casos en que los fallos extranjeros hayan de 
surtir efecto dentro de ella. 

Estos casos son dos, según lo que dejamos consignado : 

1° Cuando se trata de determinar la pena, según lo 
estatuido en el artículo lo, en cuyo caso tiene por objeto 
evitar la aplicación de doble pena á un mismo delito : 

2° Cuando es menester calificar la condición del delin- 
cuente con relación al crimen que motiva el juicio, es de- 
cir, cuando se trata de la agravación de penas por causa 
de reincidencia. 

El testimonio de las sentencias extranjeras, formando 
parte del proceso, determina en uno y otro caso, sea la 
exención de un nuevo castigo, sea la agravación de este. 

Mientras esas decisiones anteriores, que proceden de 
una rama, diremos así, del poder judicial universal, no 
acrediten y establezcan la culpabilidad del ájente, todo 
proceder caería en el abuso y la arbitrariedad. La regla 
establecida en nuestro artículo, evita el error, y otorga, 
á la vez, á los fallos de una jurisdicción extraña, todo el 
imperio que les corresponde, aún fuera de su propio 
radio. 
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SECCIÓN SEGUNDA 



DE LA PRESCRIPCIÓN 



ARTICULO 22 

En iodo crimen ó delito rije la prescripción establecida 
por la jurisdicción (ó jurisdicciones) á la cual queda sujeto 
el delincuente. En consecuencia^ el juicio promovido en un 
Estado no importa la interrupción de la prescripción de la 
acción que corresponde á otro ú otros en los casos que estas 
reglas determinan. 

Dejamos reconocido que cada jurisdicción tiene su 
acción propia é independiente, como que emana del 
imperio de su soberanía. La lejislacion penal de cada 
Estado ni es ni puede 3er modificada ó alterada por el 
derecho externo, por mucho que se preconicen los prin- 
cipios de la justicia absoluta. Según esto, los preceptos 
establecidos por cada Estado para su seguridad interna 
y el réjimen moral de sus subditos, se aplican y tienen 
una sanción esclusiva, que ningún otro interés puede 
alterar en menoscabo suyo. 

La prescripción liberatoria de la pena, que no es más 
que la extinción de la acción pública por el trascurso del 
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tiempo, tiene que rejirse respecto de cada infracción de 
conformidad á la ley ó leyes jurisdiccionales bajo cuyo 
imperio se encontraba el ájente en el momento que dio 
oríjen á aquella. Obrando las leyes penales dentro de 
una periferia determinada, y no siendo admisible la 
acción colectiva, común, ó solidaria de diversas jurisdic- 
ciones respecto de un mismo crimen ó delito, es lójico 
deducir que la desvinculacion que garantiza á cada una 
de ellas su acción propia rija con igual independencia, 
tanto en lo que concierne al juicio y ala punición, cuanto 
en lo que se refiere á la extinción de la acción penal. 

Encontrándose la prescripción en este último caso, es 
lógico establecer que sus efectos extintivos se juzguen de 
conformidad á las leyes que cada Estado ha establecido 
para su seguridad propia. 

Algunos publicistas admiten el principio que dejamos 
consignado haciéndolo derivar como consecuencia de la 
regla que establecen en materia de reincidencia, regla 
en virtud de la cual consideran que las sentencias 
extranjeras no pueden servir en la esfera del derecho 
internacional como base para la calificación de aquella. 

Si aceptáramos esta doctrina nuestro artículo apare- 
cería á primera vista como en contradicción con las 
disposiciones que hemos establecido respecto de la rein- 
cidencia ; pero, examinando una y otra disposición en 
su sentido jenuino y en sus efectos, se vé que lejos de 
existir tal contradicción una y otra se armonizan, siendo 
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ambas una emerjencia lójica del principio general que 
sirve de base á las reglas que establecemos : esto es, al 
que reconoce á cada jurisdicción su acción autonómica 
independiente en materia penal. 

Para mayor claridad vamos á desenvolver nuestro 
concepto. 

Ya hemos dicho que en orden á calificación de una 
infracción admitimos como elemento necesario é indis- 
pensable, en ciertos casos, los fallos dictados en última 
instancia por tribunales extranjeros á efecto de determi- 
nar la reincidencia ó la aplicación de las penas. 

En el caso que nos ocupa, dejamos expuesto que la 
reincidencia no tiene otro efecto que el de determinar la 
condición moral del delincuente. Cuando el derecho 
internacional toma en consideración los fallos extranje- 
ros lo hace respetando siempre la jurisdicción orijinaria, 
prestando á sus decisiones la autoridad que merecen. 
La admisión de la reincidencia en la esfera internacional 
no afecta el derecho de otra soberanía, no lo altera ni 
modifica; por el contrario, acepta sus sanciones como 
incontrovertibles ; tómalas sentencias en su último estado 
inmutable, sin apreciar la naturaleza y condiciones del 
juicio, respetando tales fallos como emanados de un 
poder público revestido de la autoridad suficiente para 
dictarlos ; en suma, solo se toman como antecedente útil 
para la calificación de los delitos. En esto no hay ni 
puede conceptuarse que haya invasión de una jurisdic- 
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cion sobre otra, ni en cuanto al proceso del juicio, ni en 
cuanto á la ejecución de las sentencias que entraña. 

De conformidad con tal doctrina, en el réjimen de la 
prescripción tienen que respetarse, á su vez, las leyes 
que cada Estado ha establecido para determinar el punto 
de partida y el lapso de tiempo necesario para hacer 
cesar la acción pública. Si la acción de una jurisdicción 
pudiese en la esfera internacional servir de elemento 
para interrumpir la prescripción respecto de la que con- 
cierne á otra, tal doctrina entrañaría uno de estos tres 
errores: !• que la acción de las diversas jurisdicciones 
que concurren respecto de un mismo delito, son manco- 
munadas y solidarias, lo cual es inadmisible; 2° que en 
la secuela del proceso las unas tienen efectos suspensivos 
sobre otras, lo cual entraña un verdadero absurdo ; 
30 que la lejislacion penal de cada país sería limitada ó anu- 
lada por la de otro, lo que conduciría á un verdadero 
caos, á la instabilidad de todo precepto represivo. 

Juzgamos que estas consideraciones de fácil aprecia- 
ción, hacen innecesaria toda ampliación sobre el par- 
ticular. 



TÍTULO III 



DEL ASILO Y EXPULSIÓN 



SECCIÓN PRIMERA 



DEL ASILO 



ARTICULO 23 

Ningún delincuente que se asile en el territorio de un 
Estado^ podía ser entregado á las autoridades de otro, sino 
de conformidad d las reglas que rijen la extradición. 

Antes de exponer los fundamentos de nuestro articulo 
conviene examinar la acepción jurídica dada hasta el 
presente á los términos asilo y refujio. Algunos publi- 
cistas conceptúan que ellas expresan ideas distintas, 
estableciendo así esta diferencia : asilo, dicen, es el lugar 
en el cual se está en seguridad contra una persecución, 
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contra un peligro ; rejujio, el lugar al cual se retira para 
estar en seguridad. 

El acreditado publicista C. Calvo, para explicar esta 
diferencia aduce el siguiente ejemplo: *' Un hombre 
perseguido, un navio amenazado por una tempestad 
buscan refujio donde pueden ; entretanto que, un des- 
graciado acepta el asilo que le es ofrecido '\ 

Consideramos por nuestra parte, poco exacta la dife- 
rencia que se trata de establecer entre los términos 
expuestos, diferencia que como puede orijinar muchos 
errores de apreciación en la esfera jurídica, conviene 
definir en su verdadero alcance y significado. 

Si se toma en consideración el sentido general de 
inmunidad, que es común á ambos términos, no puede 
negarse que ellos son sinónimos ; mas en su sentido 
especial entrañan diferencias susceptibles de apreciación 
en el orden jurídico. En efecto, el término asilo^ signi- 
fica lugar de inmunidad, de hospitalidad ; la voz refu- 
jio^ determina igual inmunidad, á la vez que amparo ó 
protección. En su sentido moral, como dice con mucha 
propiedad un notable etimolojista, en el que busca asilo, 
no se vé más que el crimen ; en el que busca un refujio, 
se vé la aflicción, la tribulación, la congoja. Por esto, el 
asilo se considera como sagrado, el rejujio como carita- 
tivo : asilum petitur á sceleratis rejujium ad aflictis, dice 
con mucha propiedad la sentencia latina. 

Establecida como queda la verdadera significación de 
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ambos términos, en el desarrollo de las consideraciones 
referentes á este título, adoptamos la siguiente acepción : 
por asilo consideramos la inmunidad de que un sindi- 
cado goza dentro del territorio de un Estado; por refíijio, 
el lugar determinado que sirve de residencia. 

Dos elementos entraban antes de ahora en el goce del 
derecho de asilo : el elemento relijioso, que ponía al 
delincuente bajo el amparo de los dioses : y el elemento 
político emanado de la soberanía é independencia de 
cada Estado. En la actualidad, este último ha prevale- 
cido, como consecuencia de los derechos de cada autono- 
mía jurisdiccional. 

Algunos publicistas conceptúan que el derecho de asilo 
no existe sino para los delincuentes políticos, opinión 
inexacta, pues el asilo se otorga indistintamente para 
todos los delincuentes que arriban á un territorio, y no 
se suspende sino mediante el ejercicio de los derechos 
de expulsión ó extradición. 

Nuestro artículo consagra este resultado establecido 
por el imperio de los hechos, no como un medio de pro- 
tección en favor del crimen, sino como emerjente de las ga- 
rantías constitucionales acordadas ácada hombre, mien- 
tras su condición moral no sea legalmente establecida. 
Atribuir á cada Estado el deber de entregar á un asilado 
en su territorio mediante una jestion de otro, sería atentar 
contra la libertad individual, abrir puertas al abuso y 
subvertir el orden judicial y jurisdiccionaide las naciones. 

8 
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Para que la suspensión de la inmunidad pueda tener 
efecto es menester que el Estado que presta asilo tenga 
conocimiento legal de la persecución, acusación ó delin- 
cuencia del reclamado ; que esa jestion sea fundada en 
virtud de un pacto de extradición que haga posible y 
lejitima la entrega y que la infracción sea de aquellas que 
autorizan la entrega. 

Mientras estas circunstancias no concurran, cualquier 
acto del Estado requerido importaría : 1° prejuzgar 
acerca de la condición moral de cuantos se asilan en su 
territorio ; 2° subordinar su propia soberanía á una 
soberanía extranjera, constituyéndose en ájente de su 
seguridad y de sus decisiones judiciales. 

La disposición que consignamos basada en los precep- 
tos constitucionales mas liberales y justos, en las atri- 
buciones que corresponden á cada Estado en ejercicio 
de su soberanía, y en lo que las relaciones internaciona- 
les exijen conforme á la justicia, por una parte pone á 
cubierto á cada hombre contra todo procedimiento irre- 
gular ó abusivo que se separe de las formas que son 
necesarias para la aplicación de las leyes penales ; y al 
propio tiempo, deja espedita la acción de la justicia me- 
diante el recurso de extradición. Mientras este no se 
haya ejercitado en su forma propia y legal, el asilo, res- 
pecto de toda reclamación extranjera, tiene que consti- 
tuir una garantía para el refujiado que goza de sus 
beneficios. 
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ARTICULO 24 

El asilo es inviolable para los sindicados de delitos poli- 
ticos^ por infracciones no sujetas á extradición ó que no se 
hallen comprendidas entre los crímenes comunes. 

Una de las conquistas realizadas á principios del pre- 
sente siglo en la esfera del derecho criminal ha sido la 
que atenúa las condiciones y responsabilidad de los deli- 
tos políticos, considerados en siglos anteriores como 
crímenes sujetos á castigos que llegaban hasta la inhu- 
manidad. 

Como consecuencia de esta atenuación, impuesta por 
la corriente de las nuevas ideas relativas al réjimen 
social y político de las naciones, los crímenes calificados 
como atentados contra el réjimen constitucional ó forma 
política de cada Estado encierran la acción represiva de 
éste dentro del radio de su soberanía, quedando anulada 
mas allá de sus límites jurisdiccionales. De este modo 
el asilo ha venido á ser inviolable para los delincuentes 
que logran sustraerse á la acción directa del Estado 
interesado en su castigo. 

La razón de esta atenuación tiene su fundamento en 
la naturaleza misma de este género de infracciones. 

'' La opinión pública, dice Mr. Guizot, reflejando la 
opinión de cada uno no hiere de una manera tan severa 
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al asesino y al condenado político, y esto es justo por 
razón de que la constitución de una nación y las leyes 
políticas no son inmutables como las leyes de la concien- 
cia, únicas absolutas, é igualmente por causa de que la 
inmoralidad de los delitos políticos no es ni tan clara, 
ni tan inmutable como la de los crímenes privados ; ella 
es incesantemente desfigurada ú oscurecida por las vici- 
situJes de las cosas humanas y varía según tos tiempos, 
los acontecimientos, los derechos y los méritos del 
poder. " 

Mr. Weiss, estudiando este tema bajo el punto de vista 
de la extradición, dice: *' El Gobierno que reclama la 
extradición de un refujiado político no presenta ninguna 
garantía de imparcialidad ; reprocha al fugitivo actos de 
agresión contra su existencia ; es d la vez juez y parte de 
su causa y es de temer que en sus represiones obe- 
dezca á sentimientos de venganza mas bien que de 
justicia ". 

Estas consideraciones han hecho que, siendo la infrac- 
ción diferente, la penalidad sea también distinta, ejer- 
ciendo una influencia restrictiva respecto de la acción 
externa del Estado. 

Mas, si bien la inviolabilidad del asilo por crímenes 
políticos ha sido consagrada universalmente, no sucede 
lo propio respecto de aquellos que á la vez revistan un 
doble carácter de delincuencia, esto es, que importen 
un delito político y un crimen común. Por ejemplo, se 
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enconlraria en estas condiciones el promotor de una 
rebelión que para obtener una victoria consumase el ase- 
sinato del gefe de un Estado, del de una Provincia, 6 de 
cualesquiera autoridad normalmente constituida. 

En este caso dos delitos demandan la imposición del 
castigo, el delito político y el crimen común de asesinato. 
La ley penal, en presencia de esta doble infracción, toma 
en cuenta el delito más grave, considerando el otro 
como accesorio ; la delincuencia política desaparece ante 
la gravedad del crimen común. Faustin Hélie dice con 
mucho fundamento : ** Si el ájente no se ha detenido 
ante el homicidio ó el bandidaje para cumplir sus desig- 
nios políticos, es evidente que la criminalidad relativa de 
su intención no podrá protejerlo y que el derecho 
común reivindica sobre el culpable que se ha manchado 
con un crimen ordinario ". 

En este concepto, la inviolabilidad del asilo otorgado 
al delincuente político es improcedente, quedando sujeto 
á la acción de extradición, á que se hallan sometidos los 
sindicados de delitos comunes. 

No se ha podido hasta el presente determinar con 
entera precisión cuáles son los delitos políticos á los que 
pueda otorgarse la inmunidad del asilo ; en la duda, se 
ha indicado por algunos publicistas que el mejor medio 
de establecer el carácter de tales infracciones sería dejar 
á los majistrados judiciales la facultad de apreciar la 
naturaleza. Este arbitrio no salva la dificultad ¿cuál 
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será la base en que hayan de fundarse las decisiones de 
la majistratura en presencia de la vaguedad ü oscuridad 
de las leyes sobre calificación de delitos políticos ? Si sus 
decisiones no se rijen por el espíritu de ninguna ley, ellas 
vienen á ser meramente facultativas, en cuyo caso pue- 
den dar oríjen á inequidades y parcialidades odiosas. 

A nuestro juicio, adoptando la opinión del ilustrado 
comentador del Código penal belga, Mr. Haus, concep- 
tuamos por infracción política, los crímenes ó delitos 
que atentan el orden político de un Estado. "Así, para 
que esta calificación sea aplicable al hecho delictuoso 
que se trata de apreciar no basta que el interés de su 
represión afecte el orden político, ó que el atentado 
turbe este orden o lo ponga en peligro ; es menester 
que su criminalidad dependa exclusivamente de un carác- 
ter político. Si el hecho es punible por sí mismo inde- 
pendientemente del atentado contra el orden político, si 
constituye á la vez una violación del derecho político, y 
del derecho común, tal hecho no es una infracción polí- 
tica propiamente dicha; por tanto en razón de este doble 
carácter la ley lo castigará con más severidad ". 

Ya hemos manifestado, por nuestra parte, que en los 
delitos políticos que á la vez entrañan un delito común 
debe prevalecer la pena aplicable al segundo, por lo 
cual no insistiremos sobre este particular. 

Poniendo de lado esta naturaleza de infracciones, con- 
sideramos conveniente determinar el alcance de núes- 
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tro artículo en lo referente á la calificación de delitos 
políticos. 
Bajo dos caracteres consideramos estas infracciones : 

I. Delitos contra el orden político exterior, los cua- 
les comprenden: i° Los crímenes que ponen en peligro 
la independencia de una nación ó su integridad territo- 
rial; 2° Las infracciones que atentan á las relaciones 
internacionales, provocando actos de recíproca hostili- 
dad : 3° Los crímenes de traición á la patria. Afectando 
tales actos los intereses vitales del Estado, deben consi- 
derarse ajenos al beneficio del asilo. 

II. Delitos contra el orden político interior. Se en- 
cuentra en esta condición: i^ Atentado con el objeto de 
cambiar la forma de gobierno, ó contra cualquiera de 
los Poderes Públicos ; 2° Sedición y excitación á la guerra 
civil ; 3° Usurpación, uso ó abuso de funciones milita- 
res, cuyo ejercicio corresponde al gobierno constituido ; 
4° Atentado contra las prerogativas constitucionales de 
los mandatarios de la nación y los Secretarios de Estado ; 
5° Abuso de autoridad para impedir la ejecución de las 
leyes ; 6° Escritos sediciosos ó ataques contra la autori- 
dad constituida ó cualesquiera de los Poderes Públicos: 
7° Fraudes ó violencias en el ejercicio del sufragio. 

En general, conceptuamos que para que el beneficio del 
asilo pueda ser acordado, la infracción tiene que suje- 
tarse á la calificación establecida por las leyes penales 
del Estado en el cual fueron violadas. 
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Se ha observado en diversos casos que el asilo otor- 
gado á los delincuentes políticos ha sido limitado, lle- 
gando hasta coartarse la libertad del asilado. Así, el 
Gobierno de un Estado vecino de otro, en el cual se han 
refujiado uno ó más sindicados, ha requerido al que 
presta el asilo la internación ó alejamiento de aquellos 
délos puntos de residencia próximos á la frontera, fun- 
dándose para ello en temores de alteración del orden pú- 
blico, requisición á la cual frecuentemente se ha deferido. 

Consideramos, por nuestra parte, que la adopción de 
tales medidas, es contraria á la inmunidad inherente al 
asilo y depresiva para el Estado que la otorga ; funda- 
mos nuestro aserto : 1° En que el señalamiento por parte 
del Estado que otorga el asilo de un territorio determi- 
nado de residencia , importa un ataque á la libertad del 
asilado, á la vez que la imposición de la pena de confi- 
namiento, pues no otra cosa significa la traslación del 
asilado de un punto á otro con prohibición de habitar 
tal ó cual lugar del territorio. Ahora bien, la autoridad 
local carece de competencia para inflijir pena alguna ó 
limitación de la libertad de un refujiado que no ha vio- 
lado ley ninguna dentro de su jurisdicción ; 2° La 
aquiescencia del Estado á la requisición exterior importa 
la ejecución de medidas de seguridad emanadas de una 
soberanía extraña y el prejuzgamiento de los asilados 
sin los elementos legales necesarios para calificar su 
condición moral. 
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Estas consideraciones, de fácil desarrollo, nos inducen 
á sostener que la inviolabilidad del asilo para los sindi- 
cados políticos debe ser absoluta, como lo es para cuan- 
tos habitan un territorio, libres de toda responsabilidad 
interna y externa. Si la tranquilidad de un Estado se 
halla amenazada por la acción de los asilados en otro, 
corresponde á la Nación interesada adoptar las medidas 
de seguridad que impidan la alteración del orden en su 
territorio y al Estado que otorga el asilo usar del dere- 
cho de expulsión solo en los casos que su propia segu- 
ridad lo demande. 



ARTÍCULO 25 

El delincuente que habiendo cometido una infracción en 
el territorio de un Estado se asilase en el recinto de una 
Legación extranjera ó á bordo de un buque mercante surto 
en las aguas territoriales del mismo, podrá ser aprehendido 
en el lugar del refugio por las autoridades locales. 

Hemos procurado establecer en los artículos 3° y 12 
tanto el verdadero alcance de la exterritorialidad de 
que goza la casa de un Ministro extranjero, cuanto las 
condiciones á que se hallan sujetos los buques mercan- 
tes surtos en las aguas territoriales de un Estado. 

Respecto de los últimos, no gozando del privilejio de 
exterritorialidad sino cuando se encuentran en alta mar, 



122 REGLAS 

SU condición se encuentra sujeta á las prescripciones 
generales de todos los lugares que en el territorio de un 
Estado pueden servir de.refujio. La autoridad jurisdic- 
cional, asi como puede penetrar en una casa particular, 
en un establecimiento mercantil situado en su terri- 
torio, mediante las formas legales establecidas para lie- 
var á cabo una pesquiza, puede, también, verificar ésta 
y apresar á un delincuente que se hubiese refujiado en 
un buque mercante. Dentro del territorio de un Estado 
y de sus aguas territoriales no existe, propiamente ha- 
blando, lugar ninguno de asilo que pueda estorbar 6 
impedir la acción aprehensiva que consideren necesaria 
efectuar las autoridades locales. El imperio de la juris- 
dicción penal no reconoce excepción ni restricción al- 
guna. 

Por lo que hace al recinto de una Legación extranjera, 
antes de ahora, en virtud de los excesivos privilejios de 
que gozaban aquellas, llegó á constituirse la morada ó 
casa de una Embajada como territorio de asilo, oriji- 
nando en este orden el privilejio de la exterritorialidad 
sin número de abusos. Limitado en nuestra época este 
privilejio, el asilo ha caducado. Bynkershock observa 
con mucha razón que todas las inmunidades de los Em- 
bajadores no tienen sino un solo y único objeto en vista, el 
cual no es otro que el de garantir el cumplimiento de los 
deberes relativos á sus funciones sin traba ni violencia, 
deduciendo, por tanto, que no es necesario para el 
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cumplimiento de tales deberes que ellos presten abrigo 
á terceras personas contra los atentados de la justicia 
que nada tiene de común con el fin y el objeto de su 
misión. 

Independientemente de esta consideración funda- 
mental, es necesario tener presente : i° Que el domicilio 
de una Legación extranjera no puede lícitamente servir 
de lugar de resguardo contra la violación de las leyes de 
un Estado, sin afectar la jurisdicción del mismo ; 2° Que 
el asilo prestado á un criminal envuelve, en cierto modo, . 
un carácter de parcialidad, de protección al crimen, que 
desvirtúa y afecta el elevado rango de aquella. 

Por lo tanto, puede fundadamente considerarse que 
la negativa de asilo en el asiento de una Legación 
extranjera se impone, tanto en virtud del derecho juris- 
diccional del Estado dentro del cual se ha perpetrado 
una infracción, jurisdicción que ninguna autoridad 
extraña puede limitar ni entorpecer, cuanto por razón 
de los deberes que incumben á una embajada la cual no 
puede protejer la perpetración de crímenes con su am- 
paro sin destruir su prestijio y contrariar los objetos de 
su institución propia. 

Desde luego, sería superfino consignar que la acción 
de la justicia local no podría en ningún caso ejercerse 
violentamente invadiendo el recinto de una Legación 
con el objeto de aprehender á un delincuente. Su pro- 
ceder tiene que tomar en consideración el carácter públi- 
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co que reviste aquella, y emplear, por lo tanto, medios 
prudentes que en ninguna manera afecten el respeto 
que se debe á los Ajentes Diplomáticos extranjeros. Solo 
cuando esas medidas hayan sido infructuosas la autori- 
dad local puede usar del derecho que le corresponde 
como encargada de velar por el orden y la seguridad 
públicas. Consideramos que este procedimiento no es 
susceptible de una reglamentación especial y que él solo 
puede ser determinado por las circunstancias especiales 
de cada caso, teniéndose siempre en vista la inmunidad 
debida al Ájente en todo lo referente al ejercicio de su 
misión. 

Hasta aquí nuestras consideraciones se refieren tan 
solo á los crímenes que caen bajo la sanción del derecho 
común, que excluyen el asilo y que son susceptibles de 
extradición. Surje ahora la cuestión referente á los 
delincuentes políticos. Si tales delincuentes, según lo 
que dejamos establecido en el artículo 24, gozan del be- 
neficio del asilo en el territorio de un Estado, ¿podrán 
invocar dicho beneficio cuando se refujian en un buque 
mercante ó en el recinto de una Legación extranjera ? 

Respecto á los buques destinados al comercio, surtos 
en las aguas territoriales de un Estado, como no gozan 
del privilejio de la exterritorialidad, no cabe duda algu- 
na : no puede existir el asilo allí donde la autoridad local 
ejerce su jurisdicción sin restricción alguna. 

Por lo que hace al recinto de una Legación, ya hemos 
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dicho que la eficacia de la exterritorialidad tiene un 
alcance relativo y limitado, conducente tan solo á res- 
guardar el personal de la misma, para facilitar el libre 
ejercicio de su misión. Bajo de este concepto restrictivo, 
conceptuamos, de acuerdo á la doctrina que venimos 
sosteniendo, que si el privilejiode la exterritorialidad no 
tiene otro alcance, el asilo para los delincuentes políti- 
cos es inadmisible. Tiene por fundamento esta nega- 
tiva : 1° Que no es la mayor ó menor gravedad del delito 
la que sirve de base para el otorgamiento del asilo, sino 
la extensión de los derechos de exterritorialidad ; si esta 
por su objeto y naturaleza no puede prevalecer sobre la 
jurisdicción del Estado en el cual se halla constituida, el 
amparo que ella pudiera acordar implicaría el menos- 
cabo de esa jurisdicción, lo cual es contrario á la sobera- 
nía territorial ; 2° Que el asilo que se otorgara, por 
altamente humanitarios que fuesen los móviles que 
indujeran á concederlo, podría comprometer en muchos 
casos las buenas relaciones entre el Estado que persigue 
á un delincuente y el que, por medio de su Representan- 
te, otorga un derecho de inmunidad al mismo. Como 
las cuestiones políticas son de condición tan grave y 
vidriosa por el apasionamiento que las caracteriza, la 
protección dispensada por un sentimiento humanitario 
puede enjendrar resentimientos, parcialidades y acaso 
ultrajes recíprocos que el interés de los Estados aconseja 
evitar en bien de sus relaciones externas. Extendiendo 
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ciendo la neutralidad del buque queda sujeto á las medi- 
das de defensa y represión que emcinan de la soberanía 
del Estado. 



ARTICULO 27 

Rije la misma regla respeclo de los mdividuos de la ti i- 
fulacion del buque que habiendo cometido una infracción á 
bordo se hubiesen refujiado en el territorio del Estado en cu- 
yas aguas territoriales se encuentra aquel. 

Exceptúanse de esta regla, los acusados de deserción, los 
cuales deberán ser entregados por la autoridad local, me- 
diante reclamación directa del Capitán del buque. 

Son aplicables á esta disposición las consideraciones 
consignadas en el artículo anterior. Sin embargo, esta- 
blecemos como regla especial que la entrega directa de 
los desertores de un buque, asilados en tierra, debe 
prevalecer. 

A este respecto dice Testa, con mucha exactitud : ** La 
reclamación de los refujiados de tierra ó la entrega de 
los desertores de á bordo, cuando ellas se fundan sobre 
razón de conveniencia y de deferencia reciproca pueden 
ser asimiladas á una extradición propiamente dicha; 
hay siempre una especie de extradición que se practica 
según la costumbre, independientemente de la existen- 
cia de los Tratados : ella se reduce á formas mucho más 
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himples, conducentes á responder á las necesidades del 
servicio marítimo: Hablamos de la que se aplica á los 
desertores de á bordo. Se considera generalmente la 
deserción, no como un crimen procedente de una male- 
volencia intencional ü ofensiva para la humanidad, sino 
como una falta debida, en la mayor parte de los casos, 
á la tendencia natural de las gentes de mar á cambiar de 
situación, al atractivo que les ofrece la tierra después de 
una larga reclusión, de las penurias de su oficio de ma- 
rino y de la austeridad de la disciplina de á bordo. 

*' A esta atenuación moral de la falta, agregaremos la 
consideración de la conveniencia general que hay en no 
dejar el navio desprovisto de su personal, lo que impe- 
dida ó atrazaría el servicio. La sencillez de la forma, la 
reciprocidad del acto y la ventaja común que de ello 
resulta, hacen de esta práctica de extradición un uso 
general entre las naciones marítimas. " 

Por lo que concierne á los sindicados de crímenes co- 
munes, su entrega, como ya lo dejamos establecido, es 
facultativa, pudiendo la autoridad local acordar la en- 
trega solo por la vía de extradición, atento el carácter de 
gravedad de aquellos. 
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SECCIÓN SEGUNDA 



DE LA EXPULSIÓN 



ARTÍCULO 28 



La admisión de malhechores y expulsión de criminales se 
rijen de confoi'midad i los preceptos constitucionales y dis- 
posiciones administrativas sobre seguridad pública de cada 
Estado, 

Cuestión largamente controvertida ha sido la relativa 
á la admisión de extranjeros en el territorio de un Esta- 
do, así como la referente á la expulsión de los residentes 
en él. En la esfera de las relaciones civiles y comerciales 
es evidente que ninguna restricción puede oponerse al 
ingreso del extranjero en el territorio de un Estado ; á 
su vez, el derecho de expulsión tampoco puede ejerci- 
tarse sin causas ó motivos que lejitimen el rigor de tal 
medida. Todas las Constituciones de los diversos Esta- 
dos de la América latina prestando el homenaje debido 
á los derechos del hombre, han suprimido las trabas que 
pudieran impedir el acceso del extranjero á su territorio, 
y mientras reside en él le otorgan las mismas garantías 
que al nacional. 

Pero estas libertades ó garantías pretenden algunos 
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publicistas que deben extenderse y aún prestar su pro- 
tección á los sindicados por infracciones criminales. 
Fúndanse para esto en que un Gobierno debe ser muy 
débil y enervado, cuando no puede vijilar al extranjero 
refujiado en el territorio del Estado ; que la policía pre- 
ventiva es cómoda pero contraria á la libertad natural. 
Mas estos mismos idealistas concluyen por reconocer 
que el extranjero puede ser rechazado cuando su perma- 
nencia en un país hiera sus intereses ; que el vago se ha- 
lla bajo el imperio de las leyes policiales, y que el asesino 
debe presumir lo que le espera por consecuencia de la 
consumación de uno ó más crímenes. 

La admisión de los extranjeros en el territorio de una 
Nación se rije por la ley constitucional de la misma, ley 
estable, que otorga el goce de los derechos civiles á los 
hombres que quieran habitarlo y ejercer en él una profe- 
sión ó industria lícita. Sobre este particular no es 
necesario exponer las doctrinas sancionadas hoy dia por 
las cartas políticas de todos los pueblos, las que se tra- 
ducen por hechos positivos y prácticos. Empero, esas 
garantías y franquicias tienen su límite impuesto por las 
necesidades de cada país y por circuntancias que, siendo 
variables, exijen la adopción de medidas que restrinjan 
en una esfera determinada su goce arbitrario ó ilícito. 
Si el Estado, en virtud del derecho de soberanía, es libre 
para adoptar los principios que mejor convengan á su 
régimen interno y á sus relaciones exteriores ; si en ejer- 
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cicio de esa soberanía concede el fácil ingreso á su suelo 
á todos los hombres que quieran establecerse en él, es 
evidente que, consultando su propia seguridad, puede 
limitar el goce de las franquicias que otorgue al extran- 
jero, siempre que esas restricciones no afecten, ni hieran 
derechos perfectos é inmutables. 

Así, la salud pública impone en muchos casos el 
rechazo de buques extranjeros infectados de una epide- 
mia cuya propagación puede ser funesta en un territo- 
rio ; este rechazo nunca podrá, en buena lógica, conside- 
rarse como un ataque á las libertades comerciales ni á 
los derechos individuales de los que se encuentran á 
bordo. Es la imposición de una necesidad general sobre 
intereses especiales. En la esfera del derecho criminal 
el arribo de vagos, malhechores ó criminales convictos 
á un territorio, puede, igualmente, afectar el interés 
general, sea en el orden moral, sea en el orden material ; 
sobre todo, los pueblos fronterizos, faltos de medios de 
seguridad y defensa se hallan expuestos á ser víctimas 
de tropelías y escándalos cuya represión sería tardía ó 
imposible. En estos casos, y otros análogos, solo la 
admmistracion tutelar del Estado puede evitar el mal 
por medio de medidas preventivas que impidan el acceso 
de este elemento pernicioso á su territorio. Pero, estas 
medidas, provocadas por necesidades locales, no pueden 
ser materia de convenciones de derecho internacional ; 
pertenecen á cada soberanía, la cual las dicta de confor- 
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midad á su condición, á los medios de represión de que 
disponga y á las circunstancias especiales de cada caso. 

Se ha sustentado, éindicádose como medio de evitar 
el ingreso de criminales en un país el restablecer nueva- 
mente los pasaportes, pero se ha tropezado con el incon- 
veniente que en la esfera económica ofrece este recurso 
abandonado por todos los Estados de Europa y América. 
En sustitución de tal arbitrio inseguro, háse apelado á 
otra proposición, no menos difícil y engorrosa : la de 
justificar la identidad de los extranjeros que llegan á 
un país, medida que algunos escritores consideran como 
un principio primordial en materia de derecho interna- 
cional penal. 

Según este recurso, todo extranjero que haya perma- 
necido durante algún tiempo en un distrito administra- 
tivo será invitado á presentarse á la autoridad municipal 
ante la que deberá exhibir un certificado procedente de 
la autoridad de su nacimiento ó última residencia, bajo 
pena de dar mar jen á la acción policial represiva. Al 
propio tiempo, será obligado á declarar : i» el lugar de 
su origen ; 2° su nombre y apellido y el de sus padres ; 
3« si no ha estado sujeto á pena alguna en el país de su 
residencia ó en el extranjero ; 4° indicará sus medios de 
existencia y el tiempo aproximativo de su permanencia 
en la comuna en que se encuentra. Asimismo, le será 
comunicada la pena á que queda sujeto en caso de false- 
dad respecto á su declaración de orijen. 
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A estos datos, conducentes á establecer la identidad 
de la persona, se agregan los efectos que debe producir 
aquella, los cuales tienen los mismos caracteres que un 
pasaporte. 

Mr. Garnot considera que la carta de identidad es el 
eje de toda acción judicial, y que por tanto, en el terri- 
torio de un Estado no debiera encontrarse un solo indi- 
viduo cuya identidad sea dudosa. 

Por nuestra parte, conceptuamos que el medio pro- 
puesto no puede elevarse á la categoría de principio 
reglamentario en derecho internacional ; que este y otros 
recursos preventivos son atributivos del réjimen policial 
de cada Estado. El derecho internacional consagra 
principios fundamentales y no puede aceptar como 
reglas de seguridad disposiciones que varían ó se modi- 
fican según los países, las instituciones y las circunstan- 
cias de cada época. Todo lo que á este respecto puede 
establecerse es el respeto recíproco que los Estados se 
deben entre sí respecto de las disposiciones que tengan 
á bien dictar para su seguridad interior. Nuestro artículo 
tiende á dejar establecida esta regla, que no es mas que 
una emanación de la soberanía de cada Estado. 

Adoptamos la misma norma, por razones análogas, en 
lo concerniente al derecho de expulsión. Consideramos 
que esta atribución propia de cada Estado, no es suscep- 
tible de convenciones internacionales, porque su ejerci- 
cio varía según múltiples causas que puedan motivarla y 
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que solo pueden ser apreciadas por el Estado que em- 
plea tal medida para seguridad de sus subditos y del 
orden público. 

La expulsión es considerada generalmente como un 
acto atributivo del Poder Ejecutivo del Estado, razón 
por la cual ha sido combatida, conceptuándose que bajo 
la acción de aquel puede ocasionar muchos abusos. 
Con este motivo se ha pretendido conferir al poder judi- 
cial la atribución de pronunciar la expulsión en vista de 
motivos que la justifiquen ; pero, se ha observado, y con 
mucha razón, que el ejercicio de esta facultad conferida 
á la judicatura, revestiria tal medida de un carácter de 
penalidad que le es del todo ajeno. 

Y en efecto, la expulsión no podría en ningún caso 
considerarse bajo de semejante aspecto: i*» porque la 
imposición de una pena hace presumir un juicio pro- 
movido y fallado por autoridades competentes ; 2® por- 
que dicha medida no es mas que la negativa del asilo, 
que el Estado tiene la facultad de acordar ó negar sin 
asumir jurisdicción represiva sobre el que se refujia en 
su territorio. 

Siendo la expulsión, como con bastante propiedad se 
ha dicho, el ejercicio de un derecho de defensa social, 
ella corresponde al poder administrativo del Estado, esto 
es, al encargado de la custodia del orden público y de la 
prevención de las infracciones que hieran los intereses 
particulares que ampara y proteje. 
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Considerado el derecho de expulsión y su réjimen 
como atribuciones propias de cada Estado, el derecho 
internacional no necesita saber por quién se ejercita ese 
derecho ; ya se pronuncie la expulsión por el poder ad- 
ministrativo, ya por el poder judicial, según la regla- 
mentación que cada nación haya adoptado, todo lo que 
aquel garantiza y tiene que garantir, es la libertad de su 
ejercicio por cada soberanía sin injerirse á fiscalizar la 
forma y condiciones de ella en lo referente al derecho 
criminal ó á los actos que puedan ofender la seguridad 
del Estado. 

La mayor parte de los internacionalistas están confor- 
mes en la legitimidad de la expulsión respecto de los 
vagos, mendigos de profesión, criminales y asilados que 
comprometen el orden público; fúndanse para esto en 
que siendo tales individuos incapaces de entrar en el Es- 
tado como elemento útil, y constituyendo un elemento 
pernicioso, deben necesariamente ser eliminados. 

Mr. Garnot, teniendo en vista la necesidad de precaver 
al Estado contra la invasión de los criminales, sobre los 
cuales no es posible ejercer jurisdicción propia, indica 
la necesidad de establecer una policía internacional que 
haga difícil ó imposible el acceso de aquellos, con cuyo 
motivo expone la necesidad de justificar la identidad de 
los extranjeros que arriban á un país, idea que hemos 
expuesto anteriormente. 

Respondiendo al mismo propósito y considerando que 
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el derecho de expulsión, si bien necesario, puede oca- 
sionar muchos abusos, propone las siguientes bases para 
un acuerdo internacional : 

I. Cada Estado tiene el derecho de exigir de un ex- 
tranjero la justificación del lugar de su orí jen ; 

II. La falta de justificación es considerada como una 
contravención á la ley internacional. La simulación reco- 
nocida es un delito ; 

III. La condenación á ciertos delitos comprende, á la 
expiración de la pena principal, la pena accesoria de ex- 
pulsión, sin que pueda en ningún caso separarse como 
beneficio de circunstancias atenuantes : 

IV. El efecto de la expulsión es temporario ó perpetuo, 
según casos determinados ; 

V. El regreso al territorio durante la duración de la 
pena de expulsión, es castigada con una pena correccio- 
nal, con exclusión perpetua del territorio á la expiración 
de aquella ; 

VI. La reincidencia en la violación del juicio de expul- 
sión comprende la relegación ó trasporte del sindicado 
á lugares determinados por las leyes, excepto los casos 
en que la expulsión sea por causas políticas. 

Consideramos las anteriores bases como inadmisi- 
bles, fundándonos para ello : i^ En que la expulsión se 
considera como una complementacion de otras penas ya 
aplicadas auna infracción, complemento que importando 
un exceso de castigo, sea cual fuese el crimen á que se 
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aplique, importa una iniquidad é injusticia. Las penas 
se establecen en relación á la condición del delito, y toda 
demasía que se establezca, sea á título de prevención ú 
otro cualquiera, imparta^itoa ^ve^^dadera arbitrariedad ; 
2° Según el espíritu de las bases consignadas, se coloca 
la expulsión en la categoría de una pena ; lo cual es des- 
virtuar su naturaleza y objeto. La expulsión no es mas 
que la negativa del asilo, no importa ni puede importar 
una punición como consecuencia de un juicio; se halla 
en las mismas condiciones que cualesquiera otras medi- 
das conducentes á garantir el interés social, como por 
ejemplo, el aislamiento en lugares determinados de uno 
ó más individos que se presumen afectados de una 
enfermedad cuya propagación puede ser peligrosa, el 
rechazo de buques infectados, etc., etc. ; 3° Que el dere- 
cho internacional no puede determinar los casos y con- 
diciones en que diversos Estados puedan y deban expul- 
sar á los que se refujian en su territorio, porque tales 
medidas pertenecen á su réjimen interno, siendo suscep- 
tibles de modificaciones, según circunstancias difíciles 
de preveerse ; 4** Que como regla general, todo cuanto el 
derecho internacional puede y debe establecer es que la 
expulsión de criminales sea reconocida como un derecho 
cuya pleno ejercicio corresponde á cada Estado, sm 
limitación alguna, conforme al réjimen que sus condicio- 
nes especiales determinen. 
Es basado en estas consideraciones, que nuestro 
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artículo consigna una declaración de carácter general, 
sin entrar en una reglamentación que en muchos casos 
menoscabaría la acción pojicial deseada Estado, ó susci- 
taría controversias que icmaoseaibái^a'el Ubre ejercicio 
de su acción administrativa. 



ARTICULO 29 

El derecho de expulsión es igualmente atributivo de los 
buques de guerra surtos en aguas territoriales extranjeras, 
debiendo ejercerse de conformidad á lo prescrito en el arti- 
culo anterior. 



Las consideraciones expuestas anteriormente acerca 
de la exterritorialidad de los buques de guerra fundan 
suficientemente los términos de nuestro artículo. Repu- 
tándose tales buques como parte del territorio de un 
Estado, el principio establecido en la regla que antecede 
bastaría para atribuir á aquellos el derecho de expulsión. 
Mas como el ejercicio de este derecho pertenece, no á 
las autoridades militares (de las cuales depende un 
buque), sino á las de carácter administrativo, tomándose 
por base tal circunstancia, podría desconocerse el dere- 
cho de expulsión de los buques surtos en aguas extran- 
jeras. 

Para evitar toda interpretación equívoca al respecto 
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hemos cpoceptuado conveniente consignar como un 
precepto esplicíto el que dejamos consignado, que no 
es mas que la aceptación de la regla consagrada por las 
prácticas del derecho internacional marítimo. 



ARTICULO 30 

Quedan sujetos á las disposiciones anteriores los delin- 
cuentes políticos que comprometiesen las relaciones exterio- 
res ó él orden interno del Estado que otorga el asilo. 



Duddley-Field, al ocuparse del abuso del asilo (caso de 
nuestro artículo), establece que la persona que use del 
asilo para favorecer ó prestar ayuda á actos hostiles 
contra una nación extranjera, puede ser perseguida 
según las leyes del país en el cual se ha asilado, ó bien 
entregada á la nación ofendida. 

En nuestro artículo 24 hemos consagrado la inviolabi- 
lidad del asilo para los delincuentes políticos ; el goce 
de este beneficio se suspende desde que el asilado abusa 
de la hospitalidad que se le concede. El abuso puede 
afectar: 1» los intereses directos de la nación en que 
reside ; 2® las relaciones exteriores de otra ü otras poten- 
cias ; 3° las del Estado de procedencia del refujiado. 

En el primer caso, como todos los que habitan el ter- 
ritorio que presta el asilo se hallan sujetos al imperio de 
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SUS leyes represivas, es evidente que las infracciones 
cometidas por el refujiado, caen bajo de su jurisdicción, 
siendo, por tanto, supérfluo declarar la existencia de un 
derecho propio de cada soberanía. 

En el segundo, como la alteración de la armonía inter- 
nacional puede tener por oríjen actos de hostilidad de 
uno ó más asilados contra una nación, y como tales actos 
caen, también, bajo la acción jurisdiccional del Estado 
que otorga el asilo, corresponde á este el ejercicio del 
derecho de expulsión como medio de evitar los conflictos 
exteriores. Pero este derecho no puede ser nunca 
imperativo, atenta la autonomía de que gozan las nacio- 
nes, sino meramente facultativo, ejercitándose según 
las condiciones de cada caso. 

Respecto á lo tercero, cuando el abuso del asilo afecte 
el interés del Estado de procedencia del delincuente, la 
comprobación del hecho puede, igualmente, dar por 
resultado la expulsión, en virtud de la reciprocidad á 
que están obligadas las naciones en todo lo concerniente 
á mantener el orden é imperio desús instituciones. 

Mas, ¿ en virtud de qué derecho un delincuente asilado 
en el territorio de un Estado que tramase una conspira- 
ción política contra otro sería entregado á la nación 
contra la cual conspira ? La aceptación de tal regla con- 
duciría á estas conclusiones: i' La negativa del asilo 
para los delincuentes políticos; 2* El ejercicio de la 
acción policial por parte del Estado que sirve de refujio 
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en beneficio de otro Estado ; y La relajación del prin- 
cipio de extradición, que garantiza las formas legales, 
conforme á las que cada delincuente debe ser entregado 
á una nación extranjera. 

Juzgamos que el único arbitrio legal y justo, en los 
casos antes expresados, es el de la expulsión, medida 
de seguridad, que siendo facultativa, no puede sujetarse 
á una reglamentación especial como lo pretende Duddley- 
Field. Cuando los actos de hostilidad contra un Estado 
son tolerados por la nación que sirve de asilo y la acción 
diplomática es impotente para hacerlo cesar, tal proce- 
der acusa solidaridad ofensiva, en cuyo caso, la hostili- 
dad cae bajo la sanción del derecho público. 



TÍTULO IV 



DE LA EXTRADICIÓN 



SECCIÓN PRIMERA 



DEL RÉGIMEN EXTRADICIONAL 



ARTICULO 31 

Toda nación está obligada á entregar á otra los delincuen- 
tes que se refujien en su territorio j siempre que concurran las 
siguientes circunstancias : 

/• Que la nación que reclama el delincuente tenga juris- 
dicción para conocer y Jallar en juicio sobre la infracción 
que motiva el reclamo ; 

2' Que la infracción por su naturaleza autorice la en- 
trega ; 

j' Que la demanda de extradición se funde en sentencia 
condenatoria^ pruebas, principio de pueba, ó auto de pri- 
sión que acrediten: 
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a) La perpetración del crimen ó delito ; 

b) El lugar y fecha en que fué cometido; 

c) La identidad del inculpado. 

Largo y luminoso ha sido el debate sostenido por los 
criminalistas acerca de la lejitimidad ó ilejitimidad de 
la extradición ; las bases de esa inagotable controversia 
no han sido otras que las procedentes de las dos teorías 
en que se apoyan las doctrinas del derecho penal. Los 
adeptos de las teorías absolutas la condenan, llegando 
algunos hasta considerarla *' como un derecho cruel, un 
espediente bárbaro, que nuestras costumbres modernas 
han suavizado, pero que, asimismo, no se solicita, sino 
con repugnancia y no se concede sino con sentimiento". 
(Sapey). Manifestando, al propio tiempo, una compa- 
sión extremada por los delincuentes, consideran que 
hay bastante para ellos con la expatriación ; pero, soste- 
niendo á la vez el imperio de la justicia universal, atri- 
buyen á todas las naciones el derecho de juzgar á los 
criminales que se asilan dentro de un territorio, vinien- 
do por este medio á ser innecesaria la extradición. 
(Brouchaud). ¡ Contradicción inexplicable ! Si el imperio 
de la justicia universal llegase á revestir la eficacia de 
las leyes positivas, la condición de los delincuentes que- 
daría sujeta á una situación arbitraria, y frecuentemente 
injusta, resultante de la diferencia de las leyes ; penales 
á cuya sanción se hallarían sujetos. 
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Como las prescripciones del derecho positivo han 
prevalecido, obedeciendo á la ley lójica de la condición 
de cada pueblo y á la administración independiente de 
la justicia, las teorías absolutas no han podido anular 
el recurso de extradición, el cual ha concluido por acep- 
tarse como un deber á que están obligadas las naciones 
en virtud de sus vínculos solidarios, de su seguridad y 
de la aplicación de las leyes de moral que garantizan la 
estabilidad de las sociedades. " El principio de extradi- 
ción, como muy bien decía M. Rouher, es el principio 
de la solidaridad, de la seguridad recíproca de los go- 
biernos y de los pueblos contra la ubicuidad del mal. " 
Como elemento auxiliar de la justicia, como elemento 
de utilidad social, su ejercicio ha venido á ser indispen- 
sable y necesario. 

Háse considerado la extradición, como un contrato 
sinalagmático, apreciándose este medio aprehensivo, no 
por sus fines sino por su forma y sus efectos mediatos. 
En efecto, ostensiblemente reviste la calidad de un pacto 
explícito ó tácito, ya sea que se traduzca por medio de 
convenciones internacionales entre dos Estados (forma 
común), ó bien que su ejercicio tenga un carácter jene- 
rai lejislativo bajo la base ó condición de la reciprocidad 
(forma especial). 

Pero, tanto bajo de una como de otra forma, se obser- 
va que el réjimen y procedimiento de la extradición 
adolece de falta de unidad absoluta. Basta examinar 

10 
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rápidamente los tratados estipulados entre las naciones 
modernas, ó las leyes dictadas sobre el sistema de la 
reciprocidad para convencerse de esta diverjencia, así 
como de las contradicciones que entre unas y otras exis- 
ten, pudiendo decirse sin temor de equivocación : tantos 
tratados diversos, tantas diferencias de condición y de 
alcance. Esta disparidad es lójica si se considera que los 
pactos de extradición, como emerjentes del réjimen con- 
vencional, han estado sujetos á lo arbitrario, á lo acci- 
dental, á lo variable, inherente á los contratos tempo- 
rarios. 

Mas, cuando el análisis se coloca en una esfera menos 
restrinjida, menos parcial y utilitaria que la que revisten 
los pactos internacionales, se explica fácilmente el por 
qué de la condición limitada y contractual de la extra- 
dición. Entretanto, este recurso, como dice Durand, 
'' no es esencialmente un contrato ; es un acto de policía 
judiciaria que el Estado requerido ejerce sobre el terri- 
torio ; él aprehende un inculpado y lo entrega á la justi- 
cia competente; no hace más que cumplir con un deber. " 
Bajo este punto de vista constituye una obligación cuya 
causa no es otra que el interés de la justicia uni- 
versal. Los tratados reconocen esta obligación, pero atri- 
buyéndole alcances locales y fijándole condiciones espe- 
ciales, según el interés exclusivo de los contratantes. 

Tal procedimiento ha creado las más graves confusio- 
nes en la lejislacion positiva, y lejos de provocar la unifor- 
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midad en ella la ha mantenido petrificada, sustentando 
deplorables errores, pues, la extradición, prescindiendo 
del derecho jurisdiccional que debe servirle de base, ha 
tenido que amoldarse al carácter de leyes á veces dis- 
tintas, estableciendo relaciones defectuosas é instables en 
sus medios de acción. Así, por ejemplo, los pactos sina- 
lagmáticos y leyes jenerales que se celebran ó sancionan 
bajo la condición de reciprocidad han establecido que los 
inculpados que violan la ley de un Estado no podrán ser 
entregados á otro ü otros si las leyes de estos no tienen 
previstas las mismas 6 análogas penas estatuidas por el 
primero. De aquí esta consecuencia : los vacíos de la le- 
jislacion de un país han hecho inefectivas las leyes de 
otro, haciendo imposible la extradición, ó lo que es lo 
mismo, amparando la impunidad á la sombra de las di- 
verjencias de lejislacion. 

Mas, cuando se coloca el recurso de extradición en su 
verdadera esfera de medio auxiliar de la justicia repre- 
siva de cada país, cuyo objeto no esotro que el de devol- 
ver á la jurisdicción de cada Estado los delincuentes que 
pretenden burlar el imperio de sus leyes por medio de la 
evasión ; cuando se la despoja de la condición estrecha 
en que los pactos aislados la han colocado; cuando se la 
reconoce como un deber, no de reciprocidad sino de 
)usticia absoluta, independiente de todo interés compen- 
satorio, su ejercicio adquiere una autoridad y una eficacia 
jeneral que deja á cada Estado la libre ejecución de sus 
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leyes, desembarazándolas de las imposiciones restricti- 
vas que en la esfera internacional paralizan ó limitan sus 
efectos. En esta condición desaparece el carácter restric- 
tivo del contrato y recobra su naturaleza imperativa en 
protección de la sanción independiente de las leyes pe- 
nales de todos los pueblos . 

Es indudable que uno de los más graves obstáculos 
opuestos á la idea que enunciamos ha sido la influencia 
que la reciprocidad ha ejercido en los tratados. Ella apa- 
rece primero como principio jeneral sobre cuya base se 
estipulan todos los pactos; la extradición surte, en con- 
secuencia, sus etectos solo cuando un Estado se obliga á 
entregar á otro los asilados en su territorio ; después pe- 
netra en su estructura intima y concluye por imponerse 
en las prescripciones de detalle. El derecho penal se 
modifica por esta causa en su aplicación externa colo- 
cándose bajo el imperio de tantas leyes cuantos pactos 
celebra una nación con otra ú otras. Pero, siguiendo la 
condición transitoria de todas las convenciones que no 
reposan en principios estables, la experiencia adquirida 
ha venido á demostrar que la reciprocidad, falta de toda 
base jurídica, lo que ha hecho es irregularizar el recurso 
de extradición ó esterilizar la acción directa de la lejis- 
lacion penal de cada Estado. He aquí por qué se levanta 
contra ella la censura del publicismo, tentando eliminar 
este obstáculo que desnaturaliza el carácter obligatorio 
déla extradición. 
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Corresponde á la Inglaterra la iniciativa en este sen- 
tido. En la discusión que tuvo lugar en la Camarade los 
lores con motivo del conflicto ocurrido con los Estados 
Unidos en el asunto Laurence, el Conde de Granville sos- 
tuvo que en vez de celebrarse tratado de extradición, lo 
que correspondía era dictar una ley aplicable álasjestio- 
nes de extradición sin preocuparse de si los demás Es- 
tados respondían á ella en los mismos términos ó no. 
La comisión que con este motivo fué encargada de dicta- 
minar sobre el particular expresó, lo siguiente : " Que el 
interés de Inglaterra de desembarazarse de los crimina- 
les que se refujiaban en su territorio era tan grande que 
no había razón para subordinar la extradición ala condi- 
ción de reciprocidad " ; y de conformidad á la opinión del 
Fiscal general (atiorney) declaró : '*que si un país se 
presta á servir de lugar de asilo á los criminales que se 
refujian en él después de haber violado las leyes inglesas, 
este no era un motivo bastante para rehusar entregarle 
los subditos que se refujiaren en Inglaterra después de 
haber cometido crímenes en el extranjero". 

M. Bernard, apoyado en este y otros antecedentes, á la 
vez que en los principios políticos de nuestra época, sos- 
tiene con mucho fundamento que la abolición del principio 
de reciprocidad no es solamente ventajoso, por cuanto el 
derecho de extradición regirá su marcha ascendente 
hacia su confusión absoluta con la vindicta universal, 
sino que ella es impuesta por la libertad que debe poner 



1 50 REGLAS 

cada Estado para reglamentar la reclamación de sus mal- 
hechores y la entrega de los criminales extranjeros, se- 
gún las exijencias de su seguridad y el carácter de sus 
instituciones. 

De lo expuesto resulta que el derecho de extradición 
tiende á desligarse de las reglas puramente convencio- 
nales que le han dado forma hasta el presente, procura 
romper las trabas opuestas por el imperio de la reciproci- 
dad, y aspira á tomar su puesto de medio protector en 
la esfera del derecho común, constituyéndose como 
un deber imperativo é ineludible en la esfera interna- 
cional. 

El Instituto de Derecho internacional de Bruselas en una 
de las sesiones en que se ventiló la cuestión relativa 
á la caracterización del principio de extradición, aceptó 
esta fórmula propuesta por M. Renault : '* La extradición 
es una operación conforme á la justicia y al interés de 
los Estados, pues que ella tiende á prevenir y á reprimir 
eficazmente las infracciones de la ley penal. " Esta fór- 
mula consagra evidentemente el carácter general obli- 
gatorio de la extradición, independiente de los tratados. 

M. Garnot, precisando aún más el concepto, dice : 
'* Los tratados no son esenciales á la extradición; es 
preciso no ver en ellos más que la reglamentación del 
deber jurídico y reciproco existente entre los Estados ". 

Pero, como no existe una autoridad superior á las 
naciones que pudiera compelerlas á cumplir este deber, 
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se han hecho necesaj'ios los pactos internacionales que 
hagan posible el cumplimiento de esta obligación común, 
que redunda en beneficio de cada soberanía. Lo que los 
tratados hacen no es crear un derecho ni un compro- 
miso, que pueden ser anulados ; lo que hacen es deter- 
minar la manera cómo ha de cumplirse con un deber 
preexistente al pacto y del cual no pueden prescindir sin 
afectar su propia seguridad y comprometer sus pres- 
cripciones penales. 

Es fundados en estas breves consideraciones que he- 
mos creido establecer con mucho fundamento en nuestro 
artículo, que el principio general de la extradición no es 
de carácter accidental ó facultativo, sino permanente é 
imperativo, como toda obligación común que reposa en 
el interés social de cada pueblo y en la conveniencia 
general de todas las naciones. 

Desde luego, el ejercicio de este recurso no puede ser 
arbitrario para el Estado que haya de ponerlo en ejecu- 
ción ni coactivo por parte del que lo reclama ; en el pri- 
mer caso afectaría las leyes constitucionales que garan- 
tizan el asilo á cuantos arriban al territorio de un Estado 
legalmente constituido, 6 menoscabaría el derecho de la 
nación que persigue un delincuente en caso de repulsa ; 
en el segundo, la coacción no puede ejercerse en la esfera 
de las relaciones internacionales, pues, ella heriría la 
soberanía nacional. 

Ni el Estado requirente ni el Estado requerido pueden 
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proceder sin sujetar sus actos á reglas fijas que concilien 
sus derechos de soberanía con el interés de la justicia. 
Así, el primero para demandar la entrega de un incul- 
pado necesita acreditar su competencia, sea por razón 
del territorio, sea por causa de los efectos del crimen 
dentro del mismo; le es, igualmente, obligatorio justi- 
ficar la perpetración del crimen ó delito, acreditar que 
el caso se halla comprendido entre las infracciones que 
el consenso internacional hace susceptibles de extradi- 
ción por su gravedad, y señalar prolijamente los rasgos 
característicos del infractor para evitar errores que pue- 
den ocasionar funestos resultados. 

Por lo que hace al segundo, su acción aprehensiva 
tiene que basarse en antecedentes ciertos, que no dejen 
lugar á duda, y que comprueben la procedencia de la 
extradición para no convertir este recurso de la justicia 
en un verdadero atentado. 

Comprendiendo por nuestra parte la necesidad de 
demarcar las condiciones de esta duplicidad de obliga- 
ciones, separándonos de las fórmulas seguidas hasta el 
presente por los tratados internacionales, hemos procu- 
rado especificar las circunstancias fundamentales que 
autorizan la extradición, y que en aquellos se consignan 
solo en parte ó aparecen diseminadas en cláusulas dis- 
tintas, susceptibles de interpretaciones más ó menos 
latas. 

Es sobre la competencia jurisdiccional, sobre el carác- 
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ter de cada infracción y sobre la prueba que la acredita 
que se basa el réjimen y ejercicio de la extradición, y 
por consiguiente, corresponde al precepto fundamental 
comprender tales requisitos, cuyo alcance se determina 
en artículos sucesivos. 



ARTICULO 32 

La extradición ejerce sus efectos sobre los sindicados, los 
encausados y los sentenciados por hechos punibles, sin que 
en ningún caso pueda impedirla la nacionalidad ni las 
condiciones de fuero del delincuente. 

El espíritu de esta disposición es abolir toda excepción 
que por razón de la nacionalidad ó de las inmunidades 
y privilegios personales pueda hacer inefectiva la apre- 
hensión del inculpado. Las leyes penales serian odiosas 
si no ejerciesen igual imperio sobre todos los delincuen- 
tes y dejarían de ser la expresión de la justicia si por 
razón del territorio ó de la persona hubiese de suspen- 
derse ó modificarse su estricta aplicación. 

La excepción especialmente señalada en los tratados 
internacionales, es la que rechaza la extradición de los 
criminales que se han refugiado en el territorio de la 
nación á que pertenecen. Los fundamentos de esta 
doctrina, ardorosamente combatida, son : 

Que nadie debe ser distraído de sus jueces naturales ; 
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Que el estado debe protección á sus subditos, y por 
tanto, no puede librarlos á la justicia extranjera ; 

Que la calidad de extranjero reagravaría la pena del 
inculpado, siendo, además, sospechosa la justicia de los 
tribunales ajenos á la nacionalidad del ájente. 

Publicistas de alto mérito, como Billot, Bernard, Du- 
rand, Weis, etc., etc., han combatido con lójica muy 
elevada esta argumentación, más especiosa que fundada. 
Resumamos en apoyo del artículo que proponemos, la 
refutación aducida al respecto. 

Primer argumento, — Nadie debe ser distraido de sus 
jueces naturales. Hemos reconocido que la jurisdicción 
penal es esencialmente territorial. Cuando se comete 
una infracción dentro de un territojio ¿ cuáles son los jue- 
ces llamados á juzgarla? Indudablemente, los del lugar de 
la infracción. En su sentido estricto, son estos los jueces 
naturales que deben conocer del delito cometido. Pero, 
para apoyar la tesis enunciada se ha apelado á una base 
falsa : á la doctrina que sostiene que la ley penal es per- 
sonal ; de aquí se ha deducido que hallándose el ex- 
tranjero bajo el imperio de la ley de su patria, donde 
quiera que se encuentre, los jueces naturales llamados 
á juzgar sus actos son los de la nación á que pertenece. 

En el curso de nuestros comentarios hemos demos- 
trado la insubsistencia de esta doctrina, por lo cual con- 
sideramos innecesario entrar de nuevo en su examen. 
Mas, tratándose de definir lo que en rigor haya de en- 
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tenderse por jueces naturales, conviene consignar aquí 
las siguientes opiniones : 

M. Treilhard, ocupándose de la cuestión relativa al 
imperio de las leyes penales, dice : "Las leyes francesas 
no rijen sobre el que vive en país extranjero ; se dice que 
un francés en el extranjero se halla sometido á las leyes 
francesas en lo que concierne á su persona ; este princi- 
pio es verdadero en cuanto á las capacidades civiles, es 
falso respecto de las acciones y delitos. Bajo de este res- 
pecto, cada individuo no se halla sometido sino á las le- 
yes del país en el cual se encuentra. La potencia á la 
cual corresponde castigarlo es aquella en la cual ha tur- 
bado el orden publico ". 

Beccaría, atribuyendo suma importancia al efecto mo- 
ral del castigo, sin tomar en consideración el derecho 
jurisdiccional, dice : " El suplicio no podría ser inflijido 
sino en el país en el cual se ha cometido el crimen, por- 
que es solamente allí, y no en otra parte, que los hom- 
bres se hallan obligados á prevenir un mal público por 
un mal particular ". 

Bernard, hiere á su vez la cuestión en estos precisos 
términos : " El juez natural de una infracción no es el 
juez nacional, competente ratione personoe, sino el juez 
del lugar de la infracción, competente ratione matertce. 
Por consiguiente, si un extranjero detenido y juzgado en 
el país cuyas leyes ha violado fuese fatalmente rechazado 
cuando pretendiese y reclamase ser juzgado por los majis- 
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trados del lugar de su orijen, { en qué su fuga, su regreso 
al país natal, que no ha efectuado sino para escapar á 
sus jueces naturales pueden modificar su situación y 
crear necesariamente en su favor una competencia ex- 
cepcional, es decir sustituirla competencia personal á la 
competencia territorial? En materia penal, la competencia 
territorial es preeminente á la competencia personal ". 
Pero para demostrar lo contradictorio del fundamento 
que analizamos, y por consiguiente, su falta de lójica, 
apelemos á los hechos mismos que consagran los trata- 
dos. Se niega la extradición del nacional cuando se re- 
fajia en el territorio al cual pertenece, porque no puede 
ser juzgado sino por sus jueces naturales ; y sin embargo, 
cuando la evasión no ha tenido lugar, es la justicia ter- 
ritorial la que lo juzga sin oposición alguna. ¿Por qué la 
nación á la cual pertenece el delincuente consiente esta 
usurpación de competencia, pues tal viene á ser la acción 
de la justicia territorial según la argumentación ex- 
puesta ? De dos cosas una : ó la jurisdicción territorial 
es competente para juzgar al delincuente que se halla en 
su poder, asi como al que se evade, ó no lo es ; si tiene 
jurisdicion para juzgar al primero, es lójico que haya 
de tenerla también sobre el segundo. La evasión no 
puede modificar la condición de derecho. Sostener la 
proposición en sentido inverso es arribar al absurdo, 
á negar todo imperio á la justicia territorial, lo cual es 
inadmisible. 
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Segundo argumento, — No menos insubsistente es la con- 
sideración relativa á la protección que el Estado debe á 
sus nacionales. 

Es innegable que cada nación debe amparo á sus sub- 
ditos, pero, ¿ dentro de qué limites ? Dentro de los actos 
lícitos; su protección no puede extenderse hasta colocar- 
los al abrigo de la justicia por los crímenes que hubiesen 
cometido en el extranjero; si así fuese, el amparo, que 
tiende á la impunidad ó a la aplicación de leyes menos 
rigurosas que aquellas á las cuales está sujeto el delin- 
cuente, revestiría la acción protectora de una solidaridad 
ó tolerancia monstruosa. 

Si el criminal evadido mereciese este amparo { por 
qué no había de merecerlo también aquel que se halla 
bajo el imperio de la justicia extranjera ? Surje aquí la 
deducción final de nuestra refutación anterior. 

M. Billot se expresa al respecto en estos términos : 
*' Los deberes de protección del Estado no tienen la 
extensión que se les pretende atribuir. El Estado debe 
velar porque cada uno de sus nacionales no sea en el 
extranjero víctima de denegación de justicia, de flagran- 
tes iniquidades. Pero, cuando una potencia ofrece una 
organización regular y suficientes garantías de justicia, 
el Estado no falta á sus deberes entregando los culpa- 
bles á la aplicación de las leyes que han violado. Si 
tiene deberes respecto de sus nacionales, tiene también 
otros que llenar para con los Estados vecinos; faltaría á 
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estos Últimos si rehusase su concurso para la represión 
de las infracciones cometidas sobre el territorio extran- 
jero ''. 

Tal es, á nuestro juicio, el verdadero alcance de la 
protección debida á los subditos de cada nación, y tal es, 
también el sentido en que la aceptan las prácticas del 
derecho internacional. 

Tercer argumento. — Reagravación de penalidad y sos- 
pecha de parcialidad de la justicia extranjera. La mera 
enunciacipn del argumento hace su refutación. 

¿ En virtud de qué principio la condición de extranjero 
puede reagravar la penalidad? Si esa condición consti- 
tuyese por sí sola en el derecho positivo una presunción 
de mayor perversidad, la proposición sería admisible; 
mas, como las leyes penales no señalan los castigos con 
relación á la condición personal sino conforme á las 
infracciones, tanto el extranjero como el nacional se ha- 
llan sujetos á su sanción en la medida del crimen per- 
petrado. 

Como en el terreno de las hipótesis todo es permitido, 
M. de Marsangy se coloca en el lado contrario, expre- 
sando que la calidad de extranjero es una circunstancia 
esencialmente atenuante, tanto respecto del delito como 
de la pena: el juez, en su concepto, debe ser, en cierto 
modo, el protector de aquel que separado de sus compa- 
triotas, aislado en un territorio extranjero cuya lengua 
ignora, que sin relaciones, sin protectores, sin recursos, 
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se halla abandonado á todas las seducciones que pueden 
perderlo. 

Separándonos de estos juicios creemos, y este es el 
hecho, que ni las leyes penales pueden alterarse por razón 
de la calidad personal del delincuente para reagravar su 
responsabilidad, ni los jueces deben constituirse en pro- 
tectores del inculpado, sin riesgo de infrinjir los deberes 
de imparcialidad inherentes á su alto ministerio. 

Por lo que hace á las arbitrariedades de la justicia, si 
la sospecha tuviese cabida entre las naciones, las relacio- 
nes de derecho no podrían existir, pues la desconfianza 
sería lejítima de parte de todas. Pero, dejando de lado 
consideraciones conjeturales, para desvirtuar este concep- 
to, baste recordar que la protección del Estado en favor 
de sus subditos, tan invocada por los mismos que adu- 
cen este argumento, tendría en los casos de parcialidad 
ó de injusticia notoria motivo para ejercer lícitamente su 
acción tutelar. 

Examinada la importancia de los argumentos aducidos 
por los partidarios de la excepción de extradición á favor 
de los nacionales, conviene consignar por nuestra parte 
una última consideración. 

¿Cuál es el objeto déla extradición.^ Obtener la entrega 
de un delincuente para imponerle el castigo que merece, 
conforme á la ley que ha violado . Negada la extradición 
de nacionales el ñn de la extradición queda falseado ; en 
efecto, en la hipótesis de que el nacional fuese sometido 
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álos Tribunales de la nación á que pertenece y en laque 
ha buscado un refujio seguro, resultan estas tres anoma- 
lías é injusticias : i' el delincuente es juzgado por una 
ley que no ha violado, dejando sin sanción la que fué 
violada ; 2* la ley nacional puede ser más grave ó menos 
grave que aquella que rije en el territorio en el cual se co- 
metió el crimen, en cuyo caso, ó la pena que se inflije es 
mayor de la merecida ó menor que la que en rigor debe 
aplicarse ; 3^ que el ejercicio de la acción penal por los 
tribunales nacionales importa la usurpación de las atri- 
buciones que corresponden á la jurisdicion territorial. 

El derecho penal internacional no puede consagrar esta 
arbitraria subversión de la justicia y de los derechos de 
soberanía de cada Estado. 

El Congreso de Jurisconsultos que se reunió en Lima 
en 1878 formulaba en su proyecto de extradición la si- 
guiente regla: *'Si el reo fuese ciudadano del país en que 
se ha refujiado y se solicitase su extradición para que su- 
fra la pena impuesta por sentencia ejecutoriada, se entre- 
gará con sujeción á lo dispuesto en los artículos 5'', 6^ y 
7° ; pero si la extradición se pidiese por causa de enjui- 
ciamiento, el Gobierno no estará obligado á concederla si 
el reo prefiriese ser juzgado por los tribunales de su país, 
y en este caso, con los antecedentes recojidos en el punto 
donde se hubiese cometido el delito, se entenderán los 
Tribunales de una y otra Nación, expidiéndose los ex- 
hortos que fuesen necesarios en el curso de la causa". 
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El artículo 5<> que es el pertinente en cuanto á su fondo, 
establece que cuando la pena del crimen 6 delito que mo- 
tiva la extradición no sea igual en la nación reclamante 
y en la de refujio, sufrirá el delincuente la menor, y en 
ningún caso se le impondrá la de muerte. 

No podría redactarse una disposición que engendre 
más graves consecuencias, como es fácil demostrarlo : 

I*» Ella entraña respecto de los sentenciados la atenua- 
ción de la pena y la eliminación de la de muerte, sin otro 
fundamento que el de la evasión, que en rigor reagrava, 
lejos de amenguar, la culpabilidad del delincuente. De 
aquí resulta que el evadido goza de un privilejio atenuante 
que no corresponde al que ha carecido de habilidad para 
sustraerse á la acción de la justicia territorial; á este se 
le castiga con todo el rigor de la ley, se le ahorca ó se le 
fusila, conforme á la misma ; á aquel se le aplica la pena 
menos rigorosa y se le otorga el derecho de vivir. La 
parcialidad en la aplicación de las leyes penales no puede 
ser más monstruosa según los términos del artículo; 

2^ En los casos de enjuiciamiento se deja al delincuente 
la elección del tribunal que haya de juzgarlo. 

Tres consecuencias surgen de este precepto : por una 
parte el inculpado es evidente que preferirá someterse 
á la jurisdicción del país en el cual las penas sean menos 
severas, lo cual es inequitativo ; por otra, se atribuye al 
mismo el derecho de elección de justicia, otorgándole 
una facultad superior al derecho privativo de cada juris- 

T I 
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dicción, con mengua de la justicia territorial, que queda 
subordinada á la voluntad del delincuente desprendién- 
dose de sus atribuciones é imperio propio ; finalmente^ 
el proceso, arrancado desús jueces naturales (jurisdic- 
ción territorial) tiene que sustanciarse lejos del lugar del 
crimen é instruirse por medio de exhortos, que, por su 
carácter, no pueden ofrecer siempre una prueba com- 
pleta, conduciendo á los jueces á cometer errores en 
bien ó en daño del inculpado. 

El precepto adoptado por el Congreso, tentando un 
sistema ecléctico, creaba mayores inconvenientes que 
los que se proponía resolver ; todo esto, sin duda, por falta 
de entereza ó de convicción suficiente en sus miembros 
para romper la vieja preocupación del privilejio acordado 
á la nacionalidad del delincuente. 

Afortunadamente esta preocupación, que no reposa en 
ningún fundamento jurídico, ha sido rota por dos de las 
potencias cuya lejislacion é instituciones ejercen una in- 
fluencia muy poderosa en la América latina : por la In- 
glaterra y por los Estados Unidos. La primera, ha es- 
cluido de su lejislacion toda excepción en favor de sus 
nacionales, llevando su rigorismo hasta acordar la extra- 
dición de estos aún sin condiciones de reciprocidad» 
como aparece de la convención anglo-española de 1878, 
según la cual la Inglaterra entrega sus nacionales y la 
segunda nó. Es cierto que antes de ese pacto había 
adoptado aquella la base de la reciprocidad, pero la Co- 
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misión Real Inglesa, en presencia de los escándalos que 
tal sistema producía, concluyó por dictaminar en el 
mismo año citado : 

I" El abandono puro y simple del principio de recipro- 
cidad en materia de extradición ; 

2° La omisión en los tratados futuros de toda cláusula 
prohibitiva de la extradición de sus nacionales y la mo- 
dificación en este sentido de los pactos existentes, reglas 
á las cuales ha sujetado todos sus actos. 

En cuanto á los Estados Unidos su proceder ha sidoá 
este respecto invariable y uniforme, respetando siempre 
la jurisdicción territorial. 

Otra cuestión harto controvertida por razón de la con- 
dición de las personas ha sido la referente á la entrega 
de los refujiados de una tercera potencia en el territorio 
del Estado requerido. ¿ Deberá este otorgar la extradi- 
ción á la nación requirente ? Algunas prácticas han 
adoptado el medio de otorgar la extradición, dando aviso 
al Estado á cuya nacionalidad pertenece el delincuente, 
considerando este proceder como un deber de cortesía, 
á la vez que como ocasión para dar márjen á la protec- 
ción que aquel debe á sus subditos. 

Dudley-Field en su Proyecto de Código Internacional^ 
aceptando tal práctica, estatuye el artículo siguiente : 

"Si la persona cuya extradición se reclama es miem- 
bro de una tercera nación, su extradición puede ser di- 
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ferida hasta que dicha nación haya sido informada de la 
jestion de extradición é invitada á hacer valer sus obje- 
ciones á la extradición, si ella procede. 

'*En tal caso, si existe materia de extradición, la na- 
ción á la cual se ha hecho la demanda puede entregar 
el individuo acusado, sea á su propia nación, sea á la que 
ha deducido la solicitud. " 

Refutar el anterior artículo es refutar toda la doctrina 
sostenida sobre el particular. 

Aceptado el precepto consignado, surgen las siguien- 
tes consecuencias : 

I" El aplazamiento de la extradición y consulta previa 
á la tercera potencia, sujeta á la nación requerida al jui- 
cio de ésta, en cuyo caso la lojica indica que la extradi- 
ción debería solicitarse al Estado al cual pertenece el 
delincuente, para que, en su caso, la otorgue el Estado 
que presta el asilo. En el uno como en el otro caso el rol 
de la tercera potencia menoscaba la soberanía del Es- 
tado requerido y subordina el otorgamiento del asilo 
á las decisiones de una soberanía estraña ; 

2* La entrega del delincuente al país de origen entraña 
la anulación del recurso de extradición por el Estado re- 
querido, haciendo continjente ó imposible su proceden- 
cia cuando el inculpado se encuentra bajo la jurisdicción 
de la nación á que pertenece, pues si esta rechazase la 
extradición de sus nacionales, ella sería inefectiva. 

De esto se deduce que el sistema propuesto traerla por 
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consecuencia, en muchos casos, la imposibilidad de la 
extradición de los criminales que pertenezcan á una 
tercera potencia, lo cual es inaceptable. 

Bombri y Gilbrin, ocupándose de esta cuestión, dicen 
con mucha propiedad: *' Nunca el Estado requerido se 
encuentra ligado hacia la tercera potencia ; se encuentra 
siempre libre para proceder como mejor le plazca, salvo 
evitando siempre las justas susceptibilidades de un Estado 
cuyas observaciones rechaza. El país de refujio no debe 
abdicar su independencia; el derecho de entregar el incul- 
pado al Estado qu2 lo persigue no puede ser restrinjido. 

'* El derecho del país requirente para reclamar la ex- 
tradición por una infracción cometida sobre su territorio, 
aún cuando el criminal no sea su subdito, se justifica 
fácilmente. Es la ley territorial que ha sido violada, la 
ley cuyo respeto debe asegurar el Estado; por consi- 
guiente, es este Estado el que tiene interés más directo 
en la represión, y sus derechos no deben ser menosca- 
bados por la fuga del culpable. Si este es detenido en el 
momento de la perpetración de la infracción, la justicia 
local es competente. ¿Deberá dejar de serlo si el culpable 
logra ganar un territorio extranjero? Son, se dice, las 
buenas relaciones existentes entre los Estados, las que 
han contribuido á hacer adoptar esta regla, más estricta- 
mente impuesta cuando es objeto de una cláusula especial. 
Pero, ¿por qué admitir que el Estado requerido haya de 
dar un aviso que no se le exijiria si el culpable hubiese 
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sido detenido sobre el territorio cuyas leyes ha violado? 
Agregaremos, por nuestra parte, que ni el Estado 
requirente ni el Estado requerido, tienen por qué preocu- 
parse ni tomar en cuenta. la nacionalidad del delincuente, 
pues ella carece de toda influencia jurídica para deter- 
minar la extradición. 

Se ha procurado, finalmente, excluir de la extradición 
á los refujiados por causa de fuerza mayor, á los milita- 
res por delitos cometidos en el servicio y á los deser- 
tores. Pero estas excepciones no han llegado á constituir 
regla fija y uniforme, dependiendo su adopción, ya de 
las estipulaciones especiales de los tratados, ya del cri- 
terio de cada nación. 

Consideramos, por nuestra parte, faltas de todo fun- 
damento tales excepciones, y por tanto, más perniciosas 
que justas en la esfera del derecho internacional penal. 

En efecto, respecto de los refujiados por fuerza mayor, 
los Gobiernos no tienen por qué tomar en cuenta los 
acontecimientos ó causas que arrojan sobre su territorio 
individuos perseguidos por la justicia extranjera. Si el 
crimen que un malhechor ha cometido autoriza la extra- 
dición, ¿las circunstancias casuales que lo han colocado 
en un territorio que haga posible su aprehensión podrán 
anular sus efectos ? El Estado requerido no puede entrar 
en estas apreciaciones ni considerarlas como una inmu- 
nidad que vendría á ser impuesta por el acaso y nó por 
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razones legales; el Estado, como señor del territorio, 
bajo de cuya jurisdicción se encuentran todos cuantos 
arriban á él, lo que necesita conocer es la condición de 
cada extranjero en razón de sus responsabilidades mo- 
rales para deteminar si merece ó nó la protección que le 
presta el beneficio del asilo. Las causas variables de su 
ingreso en el territorio no modifican esa condición, y por 
la tanto, la excepción es insostenible. 

Por lo que hace á los delitos militares y extradición 
de desertores, el derecho internacional no puede esta- 
blecer reglas restrictivas, pues corresponde á cada nación 
apreciar el grado de criminalidad que atribuye á tales in- 
fracciones. Un delito en el servicio militar de un país pue- 
de revestir en él caracteres más graves de criminalidad 
que en otro, según circunstancias y causas que no es po- 
sible preveery sobre las cuales seria aventurado lejislar. 

El ejercicio de la extradición dependerá, según esto, 
del grado de responsabilidad que cada Estado atribuya 
á la clase militar ; si dentro de los límites de penalidad 
que autorizan la extradición ella es procedente, habrá 
de surtir sus efectos en los casos en que sea solicitada. 
Solo al Estado requirente corresponde usar ó renunciar 
á este derecho. 

En conclusión, de lo expuesto resulta que nuestro ar- 
tículo, tomando por base el imperio que corresponde á la 
justicia territorial, no acepta excepción alguna en el ejer- 
cicio de la extradición. 



l68 REGLAS 



ARTICULO 33 

Los hechos que autorizan la extradición, son : 
/° Respecto de los sindicados y procesados, las injr acciones 
que según la ley penal de la nación requirente se hallen su- 
jetas d una pena de dos daños de prisión para adelante ; 

20 Respecto de los sentenciados, las que sean castigadas 
con un año de prisión como mínimum. 

Habiendo la extradición revestido hasta ahora un ca- 
rácter meramente correccional, la determinación de las 
infracciones que la autorizan varía según la extensión 
que se ha dado á ella en los tratados internacionales ; 
obsérvase, por tanto, al estudiarse estos en su conjunto, 
una completa falta de método de clasificación ó de una 
base fija que salve los vacíos que deja la enumeración 
de los crímenes y delitos. 

Algunos publicistas consideran que los pactos de 
extradición son tanto más completos cuanto más prolija 
es la especificación de aquellos, condición que creen ne- 
cesaria, especialmente cuando se trata de reglamentar la 
extradición entre Estados vecinos, en los cuales, por ra- 
zón de la constante comunicación, las evasiones son 
más frecuentes. Así, pues, juzgan que, ó la enumeración 
aunque fastidiosa, es útil y necesaria, ó bien que en los 
tratados deberían establecerse categorías de crímenes y 
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delitos entre naciones cuya lejislacion penal fuere poco 
más ó menos idéntica. 

Uno de los pactos que en este orden se ha considerado 
como el más completo, como el tipo que mejor satisface 
los fines de la extradición, es el tratado celebrado éntrela 
Francia y la Bélgica en 1874. En este pacto se enumeran 
nada menos que treinta y nueve infracciones, éntrelas 
cuales se señalan no solo los crímenes consumados 
sino también las simples tentativas. Pero, preguntamos 
^ se hallan comprendidos en esa enumeración todos los 
crímenes y delitos que pueden motivar la extradición ? 
Desde luego puede afirmarse que no, pasándose en silen- 
cio infracciones que no siempre es posible préveer, ó que 
poseyendo un carácter determinado se modifican ó revis- 
ten de otro según las circunstancias que las constituyan. 

Entretanto, la extradición, para su ejercicio, debe par- 
tir de bases fijas, no accidentales, determinándose el mí- 
nimum de su alcance. La Francia lo comprendió asi, y 
separándose de la rutina que caracteriza todos los pac- 
tos de extradición, adoptó en el proyecto de ley sancio- 
nado por el Senado en 1880, la'siguiente base. Los hechos 
que dan lugar á la extradición, ya se trate de deman- 
darla ó de acordarla son: 1° todos los castigados por las 
leyes francesas con penas criminales ; 2° los hechos cas- 
tigados con penas correccionales cuando el mínimum 
sea mayor de dos años de prisión. 

M. Deloume, comentando dicha ley, agrega que en 
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esta última categoría debiera establecerse la siguiente 
diferencia : dos años para los inculpados ; un año para 
los condenados, cuando la pena pronunciada se eleva á 
más de un año de prisión. Al fundar esta modificación 
se expresa en los términos siguientes, que consignamos 
en apoyo de nuestro artículo : 

"Admitir, dice, el mismo grado de penalidad para 
los inculpados y para los condenados es establecer una 
igualdad del todo irracional entre lo que no es más que 
una simple eventualidad y lo que es una realidad ad- 
quirida. El inculpado amenazado con dos años de prisión 
no debería ser colocado en el mismo pié que el conde- 
nado al cual han sido ya inflijidos, pues, el inculpado 
puede ser absuelto, ó condenado de una manera insig- 
nificante, y sobre esta simple duda se le trata con tanta 
severidad como si la certeza hubiese sido establecida 
á su respecto por un juicio. Si la amenaza de dos años 
de prisión debe alguna vez parecer suficiente para mo- 
tivar la extradición de un inculpado, es necesario para 
restablecer las proporciones rebajar á un año el alcance 
de la pena para el condenado. La situación de un con- 
denado que se evade es siempre más grave que la de 
un inculpado sobre el cual no pesan algunas veces mas 
que vagas sospechas y al que se le persigue quizá con 
hesitación. Es necesario tener en cuenta estas diferen- 
cias en la determinación de las penas que fijan á su res- 
pecto la posibilidad de la extradición. Ademas de esto, 
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la condenación á más de un año de prisión constituye 
en la práctica una gradación que produce efectos espj- 
ciales, lo cual justifica la elección de esta pena como base 
de determinación en la circunstancia actual." 

La reforma indicada por el autor que citamos se refiere 
tan solo á las infracciones que según las leyes francesas 
son castigadas con penas correccionales. ¿Porqué no 
adoptar esta base como punto de partida para fijar todos 
los alcances de la extradición? ¿Con qué objeto consignar 
que los crímenes señalados con penas rigorosas auto- 
rizan el recurso, cuando los delitos que se castigan con 
penas menos severas caen bajo de su imperio ? Como 
medio seguro de determinación basta tomar por base : 

I® La pena que se impone á la infracción : 

2*» El mínimum de la pena que autoriza la extradición. 
Dados estos términos es claro que todos los crímenes 
ó delitos que lleguen á ese límite ó que excedan de él 
caen bajo el imperio de aquella. 

El Congreso de Jurisconsultos de Lima adoptó en su 
proyecto de extradición la base que proponemos, si bien 
consignando especificaciones innecesarias, que queda- 
ban comprendidas dentro del limite señalado para la 
procedencia del recurso. 

La ley de extradición de la República Argentina de 25 
de Agosto de 1885, siguiendo el método anterior, deter- 
mina como mínimun para autorizar la extradición las in- 
fracciones que, según sus leyes, sean castigadas con un 
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año de prisión, sin establecer distinción ninguna entre 
los delincuentes y a sentenciados y los inculpados, distin- 
ción que como lo demuestra M. Deloume, entraña una 
evidente inequidad. 

Tanto la ley francesa como la argentina autorizan la 
extradición bajo la condición de reciprocidad. Vahemos 
manifestado anteriormente que en el estado actual de las 
relaciones internacionales la reciprocidad en su carácter 
jeneral no puede ser la única base de la extradición, por 
cuanto ella, desnudándose de su condicicion sinalagmá- 
tica se impone, no en virtud de un contrato sino como 
una obligación á que están sujetos todos los Estados. En 
su carácter especial la reciprocidad es contraria á la in- 
dependencia juridico-penal de cada nación, lo cual la 
hace inaceptable. En efecto, hasta el presente, tanto los 
pactos internacionales cuanto las leyes reglamentarias de 
la extradición establecen que la entrega de los criminales 
se otorgará recíprocamente en todos los casos en los que 
las leyes de los Estados contratantes castiguen las infrac- 
ciones enumeradas en su lejislacion especial. La condi- 
ción produce estos efectos : i^ Que si la lejislacion penal 
de un Estado no ha previsto una infracción, 6 esta no ha 
sido enumerada en los tratados, la extradición es im- 
procedente ; 2° Que la acción aprehensiva, que consti- 
tituye ese recurso se halla subordinada recíprocamente 
en su acción exterior. En uno y otro caso se consuma 
un menoscabo de soberanía, por cuanto la acción penal 
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de un Estado se halla sujeta á condiciones accidentales 
que la limitan ó la anulan. 

Entretanto, el derecho internacional ni en laesfera de las 
relaciones de carácter privado ni en las de carácterpúblico 
tiene atribución para alterar, modificar ó restrinjir las leyes 
que sirven de réjimen á cada soberanía. El derecho penal, 
por lo mismo que sirve de garantía y medio de defensa 
á cada agrupación política, no puede ser limitado en su 
acción exterior sin producir una funesta alteración en 
los elementos que le prestan esa garantía y seguridad. 

En este concepto, nuestro artículo desechando en 
detalle el principio de reciprocidad que hemos desechado 
también en general en su condición sinalagmática, tiene 
por objeto: i'* Hacer que la ley penal de cada Estado 
ejerza en su acción extradicional los mismos efectos que 
produce en el réjimen interno, sin limitación alguna ; y 
2° establecer una regla fija é invariable que sirva de base 
para determinar todas las infracciones que autorizan el 
recurso. 

ARTÍCULO 34 

No son susceptibles de extradición los delincuentes por 
infracciones de carácter político. 

Pero, si dichas infracciones tuvieren conexión con críme- 
nes ó delitos comunes, la extradición procede solamente por 
tales crímenes ó delitos, rijiéndose según los preceptos gene- 
rales que la autorizan. 
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El articulo que establecemos no es mas que la ratifica- 
ción del principio consagrado en el artículo 24. Ha- 
biendo expuesto en la sección respectiva los fundamen- 
tos del primer inciso, consideramos innecesario aducir 
extensas consideraciones para fundar sus términos. Sin 
embargo, no creemos fuera de lugar consignar que no 
faltan publicistas que juzgando los delitos políticos bajo 
el punto de vista de las instituciones constitucionales 
sostienen la afirmativa en lo referente a la extradición. 
Mr. Mailfer, uno de los adeptos á esta teoría, se expresa 
como sigue: ''En derecho democrático consideramos á 
los pueblos tan solidarios los unos de los otros contra 
los atentados á la vida humana y á la propiedad privada 
como contra los atentados á la soberanía popular, por- 
que consideramos la vida humana, la propiedad privada 
y la soberanía popular como derechos que emanan 
igualmente de la ley natural. La extradición debe ser 
adoptada en el derecho democrático, y si no lo es toda- 
vía, es porque el derecho democrático aún no ha sido 
uniformemente adoptado, porque los crímenes políticos 
para los que la extradición es uniformemente rehusada 
por los Estados de Europa, no son crímenes cometidos 
contra la soberanía popular, cuyo derecho es universal, 
sino contra la soberanía monárquica cuyo derecho es 
local". 

Conceptuamos poco fundada la opinión que trascribi- 
mos ; las formas de gobierno en nada pueden influir para 
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que, según ellas, proceda ó sea inadmisible el recurso de 
extradición. Siendo cadaEstado independiente paraadop- 
tar la forma que mejor convenga á sus intereses, según 
su índole, su tradición, su estado social, ningún otro tiene 
derecho á intervenir en la estabilidad ó modificación de 
su réjimen propio. La argumentación de Mailfer parece 
que tuviera por objeto arribará este resultado: que para 
garantizar la estabilidad del sistema democrático los Es- 
tados que pertenecen al mismo réjimen se hallan en el 
deber de prestarse mutuo apoyo, mediante la negativa 
del asilo á los que atacan ya sea sus instituciones ó bien 
situaciones políticas determinadas. Aceptada semejante 
doctrina la independencia nacional hallaríase coartada 
por la acción exterior, y los despotismos irresponsables, 
que fr^ícuentemente se entronizan en el poder á la sombra 
de la soberanía popular encontrarían un sólido apoyo en 
el auxilio de los Estados vecinos, quienes entregarían al 
verdugo á los apóstoles de las más nobles causas. 

Lo que ha hecho y hace que los delincuentes políticos 
no sean pasibles de extradición es la dificultad, por no de- 
cir la imposibilidad, de determinar el carácter criminal 
de la infracción ; así por ejemplo : un gobierno legalmente 
constituido es derrocado por el caudillaje militar ; los 
vencidos, que han defendido las instituciones de su país 
y que se han refujiado en el extranjero ¿ habrán de ser 
entregados á la zana del vencedor por haber cumplido 
su deber .^ Si después esos mismos vencidos se levantan 
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contra la usurpación y combaten un gobierno despótico 
que ultrajados derechos populares ¿ habrán de ser, igual- 
mente, librados á las venganzas de aquel por haber de- 
fendido las libertades públicas ? ¿ De parte de quién está la 
acción criminal justiciable ?¿De la del déspota ó de la de 
los que lo combaten? ^ Cuál es el juez que puede señalar 
con seguridad quien es el delincuente? ^ La nación reque- 
rida? En este caso la suerte de los Estados quedaría li- 
brada al capricho de la alianza de los partidos políticos 
de estos, derribándose todos los principios de la demo- 
cracia y de la soberanía nacional por medio de confabu- 
laciones inicuas. 

Esta duda, esta incertidumbre, este peligro, han im- 
puesto la excepción que consignamos, pues en rigor, po- 
demos decir con M. Durand, que en muchos casos los 
crímenes políticos no son tales crímenes sino porque los 
que aparecen como culpables son tan solo los que no 
han tenido la suerte de ser los más fuertes. 

No colocamos en las mismas condiciones los crímenes 
conexos porque ellos revisten un carácter distinto, cuya 
impunidad enjendra las más funestas consecuencias. 
Diversos tratados hacen extensiva la inmunidad acor- 
dada á los delitos políticos á esta clase de infracciones ; 
pero, no es menos cierto que en vista de los resultados 
de esa indebida tolerancia se ha pronunciado un impor- 
tante movimiento de reacción, considerando hoy dia emi- 
nentes publicistas necesaria la abolición del privilejio. 
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La razón fundamental aducida para colocar tales infrac- 
ciones fuera del alcance de la extradición ha sido que 
es bien difícil deslindar el elemento constitutivo del 
delito político y el del crimen común que puede entrañar 
un mismo acto ; pero, el derecho criminal ha vencido 
esta dificultad tomando por base la preponderancia de 
uno de esos elementos para determinar su carácter. En 
la esfera del derecho internacional se ha indicado que la 
regla debe ser esta : otorgar la extradición por delitos 
complejos á condición de que el delincuente haya de ser 
juzgado tan solo por los crímenes comunes que tuviesen 
conexión con los delitos políticos, regla que aceptamos 
por nuestra parte sin vacilación alguna. 

M. Teichmann formula la siguiente proposición: '* La 
extradición tendrá lugar siempre que los hechos contra 
las personas, contra las propiedades ó contra la cosa 
pública, cuando se cometen en una lucha política interior 
ó en una guerra civil, ;sean ilegítimos (criminales), aún 
cuando el que los ha cometido esté en su derecho ". A 
su vez el Instituto de Derecho internacional de Francia 
adoptó en 1880 las siguientes reglas sobre esta delicada 
materia : 

''La extradición no puede tener lugar por delitos polí- 
ticos ; el Estado requerido aprecia soberanamente, según 
las circunstancias, si el hecho en razón del cual se re- 
clama la extradición entraña ó no una de las dos ideas 
siguientes: Los hechos que reúnan todos los caracteres 

)2 
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de crímenes de derecho común no deben ser exceptua- 
dos de la extradición por la sola razón de la intención 
política de sus autores r Para apreciar los hechos come- 
tidos en el curso de una rebelión política, de una insur- 
rección, ó de una guerra civil, es necesario verificar si 
(tales hechos) serian ó no escusados por los usos de la 
guerra. " 

La fórmula del Instituto, exacta en su fondo, adolece, 
sin embargo, de un defecto: confiere al Estado requerido 
una facultad ilimitada y absoluta para apreciar la natu- 
raleza de la infracción que motiva la demanda de extra- 
dición. No aceptamos por nuestra parte este tempera- 
mento : 1° Porque el Estado requerido al otorgar la 
extradición no lo hace ni puede hacerlo arbitrariamente : 
le es necesario tomar en consideración los documentos 
en que esta se funda y de ios cuales debe resultar la 
criminalidad del ájente ; si ellos acreditan la consuma- 
ción de un crimen común, aunque vinculado á un delito 
político, la extradición no puede ser rehusada sin afec- 
tar los derechos de la potencia requirente; 2° La apre- 
ciación del delito solo puede hacerse por el Estado en 
en cual se perpetró la infracción, porque es dentro de él 
que se ha producido el daño, dentro de él que se hallan 
los elementos probatorios, y son sus leyes las que han 
sido violadas, no las del Estado requerido. Toda la 
acción de este debe reducirse, por consiguiente, á exa- 
minar si el caso de extradición es procedente por su 
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naturaleza criminal y por la pena que le es aplicable. 
Lo contrario importaría librar á lo arbitrario el ejercicio 
de un recurso que debe rejirse por reglas fijas para no 
burlar el imperio de las leyes penales de cada país. 

Por lo demás, la doctrina de excepción aceptada en 
los tratados, sufre incesantes modificaciones en vista de 
los atentados perpetrados á la sombra de una inmunidad 
netamente absurda, que ha prestado amparo al asesinato 
político y á los más nefandos crímenes contra los inte- 
reses particulares, contra los intereses públicos y contra 
la patria misma en los casos de traición conexos con 
movimientos políticos. Cerraremos por nuestra parte 
estas rápidas consideraciones reproduciéndolas siguien- 
tes fundadísimas apreciaciones de M. Dupin sobre esta 
trascendental cuestión: *'A favor de una insurrección 
política todos los crímenes serian permitidos. La ban- 
dera de la insurrección, semejante al pabellón que cubre 
la mercancía, protejería la mezcla de todos los crímenes 
accesorios, de todas las atrocidades, tales como las 
venganzas privadas, el fusilamiento de prisioneros, el 
homicidio, las torturas, las mutilaciones, etc. Si un par- 
tido declara la guerra á la sociedad, si por sus tenden- 
cias y la naturaleza de su programa no pudiese cambiar 
ni descender á la arena sin tener por auxiliares impro- 
visados á todos los malhechores, á todos los condenados 
por la justicia, estos, confundidos con los hombres polí- 
ticos, podrían aliar el fusil de la insurrección con el 
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puñal del asesino. Todo quedaría de este modo escusado 
en nombre de la política ". 



ARTÍCULO 35 

Ninguna acción civil ó comercial que se relacione con el 
sindicado, ó que en el terrilorio de asilo sea una emerjencia 
de la infracción que se persigue podrá impedir la extradición 
en ningún caso. 

La presente disposición tiene por objeto establecer 
explícitamente que el recurso de extradición no puede 
ser impedido ni trabado por causa de acciones civiles 
ó comerciales que tengan relación con el inculpado, á 
fin de que el ejercicio de aquel pueda desenvolverse en 
toda la plenitud que corresponde á la acción criminal. 
En el proyecto de extradición formulado por el Con- 
greso de Jurisconsultos de Lima se consignó esta regla 
en los siguientes términos, reproduciendo lo establecido 
en diversos tratados: '* En los casos en que el reo cuya 
entrega se pida hubiese contraído obligaciones que no 
pueda cumplir á causa de la extradición, esta se llevará 
siempre á efecto, quedando la parte interesada en liber- 
tad de gestionar sus derechos ante la autoridad com- 
petente '\ 

Por nuestra parte hemos establecido un precepto 
general y no circunscrito, como el que dejamos trascrito; 
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las obligaciones civiles de un inculpado pueden no solo 
proceder de relaciones de derecho independientes de 
la acción criminal, sino que ellas pueden ser una emer- 
jencia de la misma infracción, como por ejemplo las 
resultantes de una falsificación, de una estafa, etc., etc., 
cuyo ejercicio pudiera entorpecer el recurso. Para evitar 
toda interpretación al respecto, aún cuando es evidente 
que toda acción civil se halla subordinada al ejercicio 
de la justicia penal, hemos creido conveniente adoptar 
la regla establecida por el Congreso, dándole toda la 
latitud que es necesaria. 

Respecto á la salvedad consignada por este, en cuanto 
al ejercicio de tales acciones ante la autoridad compe- 
tente, juzgamos innecesario establecer como precepto 
lo que constituye un derecho perfecto que no puede ser 
restrinjido ni desvirtuado por el réjimen de la extra- 
dición. 



ARTÍCULO 36 

La extradición no podrá ser acordada : 

7^ Cuando el delincuente que se reclama se hallare sujeto 
á la acción judicial repj'esiva del Estado requerido^ rntefi- 
tras el juicio, pena ó absolución no hubiesen surtido todos 
sus ejectos ; 

2® Si por razón del delito que motiva el requerimiento, 
el delincuente hubiese sido penado por la nación requerida 
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con pena mayor que la que hubiese de aplicar el Eslado 
requirente ; 

;?° Cuando la acción que corresponda al Eslado requi- 
renle, ó la pena que hubiese de aplicar^ se hallen prescritas 
con anterioridad á la demanda de extradición . 

El primer inciso de nuestro artículo no es más que la 
ratificación de la regla general por la cual se establece la 
acción prevaleciente de la jurisdicción territorial ó de 
aquella que ha obtenido la aprehensión del delincuente. 
Como sobre este particular no se han suscitado dudas, 
aceptamos la regla tal como ella se ha impuesto por el 
derecho jurisdiccional y la práctica. 

£n cuanto al segundo, la excepción no es más que la 
consecuencia del precepto establecido en nuestro artículo 
10, conducente á evitar una doble penalidad por causa 
de una misma infracción. Si, pues, por causa de esta 
concurren dos jurisdicciones, y si en la aplicación de las 
leyes penales rije el principio de la imputación, la extra- 
dición se hace innecesaria cuando el castigo que haya 
de aplicar el Estado requirente es inferior á la pena ya 
sufrida; propiamente, la acción penal queda extinguida, 
viniendo á ser improcedente la extradición. 

Por lo que hace á lo tercero, siendo la prescripción un 
medio extintivo de las acciones penales, la extradición, 
como medida de carácter ejecutivo caduca de hecho, 
pues la justicia pierde los derechos que la infracción 
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habia creado respecto de la persona y bienes del delin- 
cuente. 

*'¿Cómo podria, dice Weiss, concebirse que la extra- 
dición de un malhechor refujiado en un territorio pudie- 
se ser reclamada por razón de una infracción prescrita de 
conformidad á las leyes del Estado requirente ? De dos 
cosas una : ó la potencia requerida rehusará acojer 
semejante demanda, fundándose en que los jueces del 
Estado requirente carecen de competencia para conocer 
del delito, ó al contrario, ella acordará la extradición ; 
pero en este caso son los tribunales del Estado requirente 
los que rehusarán pronunciar contra el repatriado una 
pena que la ley prohibe inflijir. " 

Cuál sea la ley que debarejir la prescripción, lo hemos 
ya estatuido en nuestro articulo 22, no obstante lo cual 
ampliaremos más adelante las consideraciones á que se 
presta la materia bajo su faz extradicional. 



ARTÍCULO 37 

Lx extradición se otorga bajo la base de que la acción 
judicial del Estado requirente ha de limitarse al hecho que 
motiva el reclamo. 

Sin embargo, las acciones que correspondiesen á aquel 
por delitos cuyo conocimiento hubiese sido adquirido después 
de otorgada la extradición ó no mencionados al solicitarse 
ésta, procederán : 
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i^ Después de haberse comunicado al Estado requerido 
las causas que motivan el nuevo ó nuevos juicios y acompa- 
ñádose testimonio de algunas de las piezas que autorizarian 
la entrega^ según lo establecido en los articulas ji y 4^ ; 

2^ Cuando el delincuente que hubiese cumplido lu pena 
impuesta por el juicio que motivó la extradición fuese habido 
dentro del territorio jurisdiccional treinta dias después de 
haber obtenido su libertad. 

Todas las convenciones internacionales sobre extradi- 
ción han consagrado como regla invariable el principio 
general establecido en nuestro artículo; mas no ha 
sucedido lo propio respecto de las escepciones consigna- 
das en el mismo. En efecto, algunos publicistas consi- 
deran que el delincuente que ha sido extraído queda 
sujeto al imperio absoluto de la jurisdicción á la cual ha 
sido entregado, pudiendo ser juzgado por infracciones 
que no hayan motivado la demanda; otros niegan tal 
facultad estableciendo como condición previa el consen- 
timiento del Estado requerido para el ejercicio de una 
acción distinta de la que motivó la extradición. 

La tendencia de esta restricción no es otra que la de 
evitar los abusos á que se prestaría este recurso si su 
ejercicio no fuese limitado por el Estado que prestó el 
asilo. Sin embargo, diversos pactos establecen que 
la promoción de nuevos juicios puede tener lugar, me- 
diante el consentimiento del Estado que otorgó la extra- 
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dicion, pero no establecen las circunstancias en que 
deba manifestarse este asentimiento. ¿ Será puramente 
arbitrario, bastando la denuncia del país requirente, ó 
habrá de apoyarse en algún elemento jurídico? Dado el 
carácter de la extradición, y admitida la regla general 
por la cual la acción del Estado requirente debe limi- 
tarse al hecho que motivó aquella, es lójico establecer 
que para el ejercicio de nuevas acciones por causa de 
distintos delitos sea necesario acreditar ante el Estado 
requerido la procedencia de éstas, exhibiendo la prueba 
de la culpabilidad del delincuente y evidenciando la 
procedencia del recurso, circunstancias sin las cuales no 
habria, en su caso, surtido efecto cualquier reclamo. 

La condición consignada en el inciso i^ de nuestro 
artículo no es mas que un medio reglamentario de acre- 
ditar la competencia del Estado requirente sobre el in- 
culpado que le ha sido entregado, siendo ella aceptada 
con diferencia de forma en los pactos internacionales. 
Mas, surje otra cuestión incidental, que ha motivado 
largas discusiones. ¿ Guando la criminalidad de un incul- 
pado extraído aparece bajo de un carácter distinto de 
aquel que sirvió de base á la extradición, procede la 
acción judicial del Estado requirente.^ Mr. Deloume se 
pronuncia por la negativa en estos términos, sosteniendo 
la reforma del artículo 4° del Proyecto de ley de extra- 
dición de Francia : 

" Cuando nuevas circunstancias vienen, después de 
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otorgada la extradición, á atenuar ó á agravar la penali_ 
dad, sin cambiar la criminalidad, el pais requirente per- 
manece dueño de la persecución. Pero si la incriminación 
ha cambiado de nombre ó de carácter, no puede suceder 
lo mismo; se ha demandado, por ejemplo, la extradi- 
ción por asesinato, el hecho no es mas que un homicidio 
por imprudencia ; esa violación en la demanda, viene á 
ser un simple atentado contra el pudor ; era un hecho 
consumado, no aparece mas que una tentativa. Aún 
cuando autoridades considerables se pronuncian contra 
nuestra solución, nos parece del más alto interés que 
ella sea adoptada é impuesta por los términos de la ley. 
Hay en esto una cuestión que se liga con el principio 
esencial, y podríamos decir sagrado de la especialidad 
de la extradición. Si el hecho transformado no se halla 
previsto en el tratado de extradición, ¿el pais de refujio 
no podría quejarse que se le había arrebatado por medio 
de una falsa calificación un inculpado cuya extradición 
hubiese sido rehusada? Y aún cuando el hecho tras- 
formado constase entre los que se hallan previstos en 
los tratados, el pais de refujio puede tener un grande 
interés en ser consultado de nuevo. Es posible, por 
ejemplo, que la infracción primitiva, degenerando de 
crimen á delito, sea prescrita según las leyes del pais 
requerido aún cuando el crimen por el cual la extradición 
hubiese sido obtenida no se halle prescrito. La nueva 
inculpación puede tomar un carácter político, y sabemos 
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que á este respecto el pais de refujio debe permanecer 
dueño absoluto de sus actos. En caso de tentativa, 
sustituyéndose al delito, pueden aplicarse nuevas reglas 
según la ley del país de refujio : la mayor parte de los 
tratados contienen disposiciones particulares sobre 
tentativa. 

** Pasando ahora al juicio, se arrebata al pais reque- 
rido la posibilidad de pronunciarse acerca de todos estos 
puntos sobre los cuales debería mantener normalmente 
su atención. El pais requirente puede ser sospechoso 
de haber recargado fácilmente la prevención para obte- 
ner más fácilmente aún la extradición ; es necesario que 
se ponga al abrigo de toda sospecha de esta naturaleza; 
esta es la condición sine qiia non de las buenas relaciones 
internacionales. " 

En oposición á la teoría que antecede las prácticas de 
los Estados Unidos é Inglaterra han establecido lo con- 
trario : si un inculpado reclamado por un crimen aparece 
como autor de un delito, es decir, por una infracción de 
carácter distinto de aquella que dio oríjen á la extradi- 
ción, la competencia del Estado requirente no desapa- 
rece por tal circunstancia, siempre que la naturaleza de 
la infracción cayese bajo el imperio de dicho recurso. La 
teoría expuesta por Deloume traería esta consecuencia : 
que las modificaciones que puedan aparecer en el curso 
de un juicio al apreciar el carácter de una infracción, ha- 
cen ilusorios los efectos de la extradición. 
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Mr. Durand estudiando esta cuestión, aprecia en estos 
términos la innovación anteriormente indicada : " La ex- 
tradición no es un acto por el cual el gobierno requerido 
otorgue competencia á un tribunal extranjero para juz- 
gar un hecho especial ; la competencia existe sin el con- 
curso del gobierno requerido, solamente que el tribunal 
competente no puede ir á apresar al culpable en el terri- 
torio extranjero; he ahí por qué se solicita al pais de re- 
fu jio la entrega del refujiado ". 

'* El pais requerido puede imponer á esta extradición 
las condiciones que le plazca ; puede declarar que no con- 
sentirá en una detención por meras presunciones ó por 
una acusación de delito mínimo. El Estado requerido 
tiene el deber de suministrar la prueba que acredite que 
los cargos contra el refujiado son bastante graves para 
que las medidas que necesita la extradición, sean adop- 
tadas. Pero, efectuada la extradición, el Estado requerido 
no tiene porqué preocuparse desu persecución, salvo el 
caso de que sea necesario constatar la sinceridad de las 
persecuciones que han motivado la extradición. 

'* Es evidente que la entrega que haya hecho es nula si 
se ha verificado por causas supuestas y si el Estado requi- 
rente se ha entregado á maniobras fraudulentas para en- 
gañarlo. Pero si el Estado requirente ha solicitado since- 
ramente la extradición por un hecho que debía motivarla, 
su justicia es válidamente ejercida sobre el culpable y pue- 
de pedirle cuenta de todos los cargos que pesan sobre él. " 
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A estas consideraciones generales conviene agregar, 
colocándonos en las diversas hipótesis formuladas por 
Mr. Deloume : i® Que si la calificación del crimen que 
autorizó la extradición fuese no de crimen sino de delito, 
la penalidad será aplicada conforme á dicha calificación ; 
2° Si fuese un delito que resultase encontrarse al amparo 
de la prescripción, procederá la liberación ; 3° Si fuese, 
no un hecho consumado, sino una tentativa no suscep- 
tible de extradición, los efectos de esta quedarán anulados 
de hecho. Corresponde al tribunal que conoce de la in- 
fracción que dio acceso al recurso de extradición juzgar el 
caso según el carácter de ella. El Estado que hizo la en- 
trega, careciendo de toda intervención jurisdiccional so- 
bre el hecho que motivó aquella, no puede constituirse en 
fiscal de los procederes de una jurisdicción extr'aña para 
determinarlos efectos que la extradición haya de produ- 
cir según las modificaciones que puedan presentarse en el 
curso de una causa criminal ; toda la acción que le sería 
permitida es esta : conocer si el nuevo juicio, después de 
la entrega del delincuente, procede según los preceptos 
que autorizan la extradición. 

Las anteriores consideraciones han pesado en nuestro 
ánimo para omitir toda reglamentación sobre casos que 
deben ser rejidos por el principio fundamental de nues- 
tro artículo. 

Por lo que concierne al segundo inciso, adoptamos la 
prescripción jeneralmente establecida en los tratados, 
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que concilia á la vez el derecho del Estado interesado en 
la aprehensión de un inculpado y la inmunidad acciden- 
tal que le otorga el beneficio del asilo después de la san- 
ción de un primer juicio. 

ARTÍCULO 38 

Siempre que por razón de un mismo cielito concurriesen dos 
ó mas jestiones de extradición, el Estado que presta el asilo 
la otorgará preferentemente á la nación dentro de la cual se 
perpetró la infracción. 

Respecto de las demás, la entrega se acordará en el orden 
en que se hubiesen presentado las demandas. Si las jestiones 
fuesen de una misma fecha el pais requerido determinará el 
orden de entrega. 



ARTICULO 39 

Cuando las jestiones de extradición tuviesen por orijen di- 
[érenles delitos la entrega se otorgará en primer lugar al 
Estado en el cual la infracción fuese más grave. En iguala 
dad de circunstancias rije la regla establecida en la segunda 
parte del articulo anterior. 

Las dos disposiciones que anteceden son de carácter 
puramente reglamentario, determinándose en ellas el or- 
den que corresponde adoptar en la entrega de un incul- 
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pado, partiéndose de la base de la jurisdicción territorial, 
y en su caso, de la gravedad del delito ; no entrañando 
ninguno de ellos cuestiones de fondo, consideramos in- 
necesario comentar su espíritu meramente dispositivo. 



ARTÍCULO 40 

Corresponde á la jurisdicción territorial de refujio acordar 
la reextradicion de un inculpado que hubiese sido entregado 
á un Estado, en los casos que ella procediese á favor de otro. 

Los artículos 38 y 39 se refieren á los casos de extradi- 
ción procedentes de un mismo delito ó de infracciones 
distintas cuando el delincuente se encuentra dentro de la 
jurisdicción territorial de refujio; pero cuando el incul- 
pado ha sido entregado á una potencia y procede con pos- 
¿erioridadla extradición á favor de otra por distinta infrac- 
ción, ¿ qué jurisdicción habrá de decidir sobre su entrega ? 

El artícijo VIII de la ley arjentina establece que "si 
después de obtenido (por el gobierno arjentino) la extra- 
dición de un extranjero le fuese requerido por otro Es- 
tado, á causa de otro delito, no se concederá la extradi- 
ción si hubiere lugar á ella sino previo consentimiento 
del gobierno del país que lo hubiere entregado". Esta 
disposición no es más que la reproducción, un tanto mo- 
dificada, del artículo 9 del proyecto de ley de extradi- 
ción de Francia. 
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Analizando su espíritu se observa sin esfuerzo que el 
otorgamiento de la extradición á favorde una tercera po- 
tencia queda librado á la jurisdicción territorial de refu- 
jio, sin cuyo consentimiento el Estado en cuyo poder se 
encuentra el delincuente no podrá ser entregado. Por 
nuestra parte, eliminando la intervención jurisdiccional 
de este, que en realidad es meramente pasiva, establece- 
mos una fórmula más concreta, de procedimiento más 
rápido y que tiene una base jurídica manifiesta. 

{ Cuál es la jurisdicción que deba conocer de esta se- 
gunda jestion extradicional ? Indudablemente la que ser- 
vía de refujio al inculpado al tiempo de ser otorgada la 
primera extradición, pues se presume que es en ella 
donde se encuentra situado su domicilio legal. La resi- 
dencia del mismo en el Estado que obtuvo su entrega no 
puede constituir tal domicilio por cuanto ella es conse- 
cuencia de un acto extraño á su voluntad, cual es la pri- 
sión y retención por la fuerza. Dedúcese, por tanto, que 
el conocimiento de la nueva jestion corresponde á la ju- 
risdicción dentro de la cual el inculpado tenía su residen- 
cia ó domicilio voluntario, perteneciendo á aquella en 
cuyo poder se encuentra, el mero hecho de la entrega, 
una vez que su acción penal haya quedado extinguida. 
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ARTÍCULO 41 

Los efectos de la extradición se anulan siempre que ella 
se hubiese otorgado en contravención á los principios esta- 
blecidos en estas Reglas, 

Sin embargo^ procede la acción judicial si después de 
irascwridos treinta dias de la anulación, el inculpado fuese 
habido dentro del Estado que obtuvo la entrega. 



ARTICULO 42 

El conocimiento y declaración de la nulidad que afecte 
la extradición corresponde al Tribunal bajo cuya jurisdicción 
represiva se encuentre el delincuente. 

Las dos disposiciones anteriores son tomadas del 
Proyecto de ley de extradición de Francia, cuyo texto es 
el siguiente : 

''Artículo 5».— La extradición obtenida por el gobierno 
francés es nula si ella se efectúa en contravención á las 
disposiciones de la presente ley. La nulidad se pronun- 
cia por los tribunales encargados del enjuiciamiento del 
acusado. " 

** Artículo 70. — En el caso en que la extradición fuese 
anulada, si el prevenido ó acusado no fuese reclamado 
por el gobierno requerido será puesto en libertad y no 
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podrá ser apresado sino después de los treinta dias si- 
guientes al otorgamiento de aquella, siempre que fuese 
detenido en el territorio francés. " 

La inserción de estas disposiciones en el Proyecto de 
ley francesa importa una verdadera innovación en el 
réjimen extradicional, pues que raro ó ninguno de los 
tratados internacionales consigna clausulas á este res- 
pecto. Varios jurisconsultos sostienen que el inculpado 
sujeto á extradición no puede ni atacar dicho recurso 
cuando se lleva á cabo fuera de los casos previstos en 
los tratados, ni prevalerse de los vicios de procedimiento, 
ni solicitar ser juzgado tan solo por los hechos deter- 
minados en el acto de la extradición. En suma, niégase 
al sindicado el derecho de invocar los preceptos á cuyo 
imperio se halla sometido. El proyecto de que hacemos 
mérito rompe con esta teoría que implica limitar la 
defensa y hacer ilusorias las garantías que ofrecen las 
reglas relativas á la extradición. 

La jurisprudencia francesa habia establecido, en varios 
casos que el extraído no podía observar ante los tribu- 
nales la extradición de que era objeto ni demandar la 
nulidad en cuanto al fondo ó á la forma. Sin embargo, 
esta doctrina admitía dos excepciones : i* En los casos 
relativos á la cuestión de fondo, en los que era indis- 
pensable resolver previamente la excepción concerniente 
á la interpretación de la convención diplomática ó al 
valor del acto administrativo, los tribunales podían 
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sobreseer en el juicio hasta que el punto fuese resuelto 
por la autoridad competente ; 2" Cuando el extraído no 
atacaba ni el acto administrativo ni la aplicación ó inter- 
pretación de la convención, las observaciones que pu- 
diese aducir con motivo de la inobservancia de las reglas 
legales eran susceptibles de ser juzgadas por los tribu- 
nales. En tal condición se encontraría, por ejemplo, el 
caso en que se pretendiese juzgar al extraído por crí- 
menes distintos de los que motivaron la extradición, en 
contravención á lo dispuesto en estas Reglas. 

Las disposiciones del Proyecto francés, que dejamos 
transcritas, tienden á reconocer el derecho del inculpado 
en lo concerniente á exigir el cumplimiento de las con- 
diciones que hacen procedente la extradición y que ni 
el Estado requirente ni el Estado requerido pueden alte- 
rar sin desvirtuar la naturaleza del recurso. Penetrados 
del espíritu de justicia que entrañan tales disposiciones 
las hemos aceptado por nuestra parte, conceptuando 
que ellas pueden servir de freno á la arbitrariedad ó ál 
abuso. 

Por lo demás, en lo concerniente á la competencia, 
como la nulidad solo puede deducirse después de verifi- 
cada la extradición, el conocimiento de la excepción 
corresponde al Tribunal que conoce del juicio que dio 
oríjen al recurso y en cuyo poder obran los antecedentes 
que acreditan el vicio de que adolece. 
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ARTICULO 43 

La prescripción de las acciones penales que corresponden 
al Estado requirente, prescribe también la acción de 
extradición , 

La prescripción de la acción de extradición no es mas 
que el efecto de la prescripción de las acciones penales ; 
esto no necesita demostración. Pero sur je ahora la tan 
controvertida cuestión de determinar la ley que rije la 
prescripción en materia de extradición. El derecho con- 
vencional admite que la prescripción aplicable es la del 
pais de refujio, de donde se sigue que este podrá rehusar 
la extradición cuando la acción se halle prescrita según 
su lejislacion, aún cuando no lo esté según la lejislacion 
del Estado requirente. 

Se han aducido en apoyo de esta doctrina argumentos 
más especiosos que jurídicos, estimándose como elemen- 
tos inherentes á la prescripción las circunstancias de 
tiempo, de lugar, de medios probatorios etc., etc. Pero, 
basta colocarse en el terreno de la apreciación legal para 
convencerse de lo erróneo de tal doctrina ; para deter- 
minar la regla que haya de rejir la prescripción basta in- 
terrogar qué ley ha violado la infracción y bajo la acción 
de qué ley se halla el delincuente por razón de aquella. 
Si la ley violada ha sido la del Estado requirente, si dentro 
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deesa jurisdicción ha tenido nacimiento la acción repre- 
siva ¿habrá de aplicarse una ley distinta y extraña para 
declarar extinguida dicha acción ? 

** Admitiendo esta estrecha dependencia, dice Garnot, 
llegaría forzosamente á concluirse que el Estado reque- 
rido decidiría que los plazos de la prescripción (que él 
admite por razones de orden público indispensable al 
mantenimiento de su constituccion social), son igual- 
mente adecuados y suficientes para medir el tiempo de la 
prescripción en cualquier otro Estado. Esta conclusión 
absurda se refuta por sí misma. La organización de la 
vida social de los Estados contemporáneos se halla le- 
jos de poseer una tal similitud que pueda pretender la 
existencia abstracta de un orden público absoluto é idén- 
tico en todas partes. 

** Sea de ello lo que fuere, es una regla poco más ó 
menos constante que el Estado requerido no entregfirá 
un individuo reclamado si se halla amparado por la pres- 
cripción de la ley local. Una anomalía jurídica se des- 
prende de esta doctrina en el caso en el que la infracción 
tenga una calificación diferente en los dos Estados. En 
este caso un individuo reclamado por un hecho califi- 
cado como crimen beneficiará de la prescripción atribuida 
al mismo hecho calificado como delito en el Estado 
requerido. " 

Otra anomalía, agregamos nosotros, no menos mons- 
truosa surje de la diferencia de las leyes que se aceptan 
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como regla de la prescripción : un mismo delito perpe- 
trado por distintos ajentes extingue la acción penal de 
distinto modo según que la ley que haya de rejir la pres- 
cripción sea la del lugar de la infracción ó la del lugar 
del asilo. 

Teniendo en consideración las desigualdades de pena- 
lidad que la doctrina expuesta pretende establecer en la 
esfera del derecho internacional, y el menoscabo que 
trae respecto de cada soberanía, hemos establecido en 
nuestro artículo 22 que la prescripción se rije por la ley 
bajo cuya jurisdicción se encuentra ó á que pertenece el 
delincuente por razón del delito, principio que, como 
una consecuencia lójica, mantenemos igualmente en la 
prescripción de la acción extradicional. 



ARTICULO 44 

Corresponde al Estado requerido el conocimiento de la 
acción prescriptiva, y en su caso, al Tribunal d cuya juris- 
dicción hubiese sido entregado el delincuente . 

Una de las causas que anulan los efectos de la extra- 
dición es la prescripción de la acción ó de la pena, 
según lo que dejamos preceptuado en el artículo ante- 
rior. La apreciación de la excepción corresponde, desde 
luego, al Estado requerido, que es quien, negando el 
beneficio del asilo, aprehende al inculpado y lo entrega 






I 
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al Estado requirente. En este caso, así como en todos 
los demás que imposibilitan la extradición, el Estado 
requerido obra en virtud de su propia jurisdicción, del 
derecho que le asiste para acordaré negar la extradición 
conforme á los preceptos establecidos por el derecho 
internacional. 

Mas, puede acontecer que el inculpado sea entregado 
á la justicia que lo reclama, porque el pais de refujio 
conceptúe no cumplida la prescripción ; en este caso el 
inculpado tiene derecho de aducir la excepción como 
medio de defensa ante el Tribunal competente. 

Según esto, nuestro artículo tiene dos distintos efectos: 
uno externo, inherente á los derechos del país de 
refujio, que se relaciona con las reglas que determinan 
el ejercicio de la extradición ; otro interno, procedente 
de la lejislacion penal del Estado requirente y que se 
halla vinculado al derecho del inculpado. En uno y 
otro caso la procedencia de la competencia establecida 
es de evidencia manifiesta. 
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SECCIÓN SEGUNDA 

DEL PROCEDIMIENTO (l) 

ARTÍCULO 45 

La demanda de extradición será introducida por la via 
diplomática debiendo hacerse constar en ella las circunstan- 
cias enumeradas en el articulo 31 y acompañarse los si- 
guientes documentos: 

1° Copia legalizada de la ley penal aplicable á la infrac- 
ción que motiva el pedido; 

2® Testimonio en forma, según el caso: 

a) Del auto de detención dictado por autoridad compe- 
tente, cuando se trate de un inculpado ; 

b) Pruebas, ó principio de prueba y auto de prisión, 
cuando se trate de un procesado ; 

c) La sentencia condenatoria definitiva, cuando se trate 
de un delincuente que hubiese sido juzgado. 

ARTÍCULO 46 

La jestion y documentos que la acompañen serán pasados 
por la Cancillería del Estado requerido al Ministro de Jus- 

(i) Atenta la trabazón íntima que entrañan las disposiciones de la 
presente sección, creemos necesario hacer el comentario de ellas, no 
parcialmente sino en su conjunto, lo cual verifícamos al final déla misma. 
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iicia, al cual corresponde declarar, mediante dictamen del 
Ministerio fiscal : 

JO Si la demanda es procedente por hallarse conjorme con 
las prescripciones establecidas en los articulas 31 y 4$, 

2° Si es improcedente por dejectos de forma, en cuyo caso 
deberá especificar los vicios de que adolezca . 



ARTICULO 47 

Si la resolución Juese negativa, los documentos serán 
devueltos por Cancillería al Gobierno requirente, expresán- 
dose la causa y defectos que impiden la sustanciacion del 
recurso. 

Si fuese afirmativa el Ministro de Justicia remitirá los 
obrados al Juez del Crimen de la circunscripción en la cual 
resida el reclamado, el que, en vista de los obrados, orde- 
nará la inmediata detención de este y procederá á verificar 
su identidad. 

Si esta no se acreditase el detenido será puesto en li- 
bertad. 

ARTÍCULO 48 

No es permitido poner en cuestión la validez intrínseca 
de los documentos producidos por el Gobiei'no requirente ; 
pero en el juicio de identidad justificada podrá el detenido 
objetar dentro del término de seis dias : 
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/•* Los defectos extrínsecos de que adolezcan los docu 
mentos presentados; 

2" La improcedencia ó extinción de la acción extradicio- 
nal, según lo estatuido en los artículos 34 y y6. 



ARTÍCULO 49 

En la sustanciacion del recurso de extradición el Minis- 
terio fiscal ejerce la representación del Estado requerido. 

El Estado requirente podrá constituir un representante 
especial á los efectos del juicio. Pero la falta de este no 
impedirá en ningún caso el curso regular de la sustan- 
ciacion. 

ARTÍCULO 50 

En los casos en quejuese necesaria la comprobado?! de 
las excepciones alegadas se abrirá la causa á prueba, ri- 
jiendo respecto de ella y de sus términos las prescripciones 
de la ley procesal del Estado requerido. 



ARTÍCULO 51 

Producida la prueba el Juez fallará en el término de 
diez dias declarando si hay ó no lugar á la extradición. 
La resolución será apelable dentro del término de tres 
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dios para ante el Tribunal de última instancia^ competente 
en materia criminal. 



ARTÍCULO 52 

Deducida la apelación los obrados se elevarán á dicho 
Tribunal para la ratificación ó revocatoria del fallo de pri- 
mera instancia^ siendo su resolución irrevocable, 

ARTÍCULO 53 

Si la sentencia Juese confirmada^ el Ministro de Justicia, 
al cual se elevarán los obrados, recabará el exequátur de 
extradición, mediante decreto suscrito por el Jeje del 
Estado, 

En caso de revocatoria el Juez del Crimen acordará la 
inmediata libertad del detenido, comunicándose la decisión 
al Ministro de Justicia para que, por el órgano respectivo, 
se haga saber al Gobierno requirente la negativa de la 
extradición y causa en que se funda. 

ARTÍCULO 54 

Siempre que el detenido renunciase á la sustanciacion 
del recurso el Juez labrará acta de los términos en que se 
hiciese aquella y declarará sin mas trámite la procedencia 
de la exti'adicion. Los obrados se remitirán al Ministro 
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de Justicia á efecto de que sea expedido el exequátur 
respectivo. 

ARTÍCULO 55 

Todos los objetos y valores concernientes al crimen ó 
delito que motiva la extradición serán remitidos al Estado 
que obtuvo la entrega, sin perjuicio de tercero^ aún cuando 
esta no se hubiese llevado á cabo por causa de muerte ó fuga 
del delincuente. 



ARTÍCULO 56 

Los gastos que ocasione la remisión del inculpado hasta 
lajrontera del Estado requirente son de cargo del Estado 
que otorga la extradición. 



ARTÍCULO 57 

Cuando la extradición fuese acordada y se tratase de un 
inculpado, el Gobierno que la hubiese obtenido comunicará 
al que la concedió la sentencia definitiva recaida en la 
causa que motivó aquella. 

Varios han sido hasta el presente los sistemas adop- 
tados en el procedimiento extradicional, revistiendo 
ellos formas diferentes establecidas por los pactos con- 
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^menciónales, sin sujeción á principios fijos y uniformes; 
sin embargo, tomando por base de examen los tratados 
que han servido de norma, tales sistemas pueden clasi- 
ficarse en cuatro modelos jenerales, que, salvo pequeñas 
variaciones, constituyen la estructura procesal de todas 
las convenciones internacionales. 

Juzgamos de entera necesidad consignar aquí esas 
formas matrices á fin de que pueda ser mejor apreciada 
la reglamentación que por nuestra parte hemos estable- 
cido en la presente sección. 

Los sistemas de que hacemos mérito, siguiendo la 
clasificación señalada por varios tratadistas, son: el 
francés, el inglés, el belga y el suizo. El primero tiene 
por base el réjimen administrativo : el segundo el ju- 
dicial; el tercero es mixto, y el cuarto contencioso. 

Sistema francés, — Hasta 1870 en que el Senado de 
Francia sancionó el proyecto de Ley de extradición que 
establece nuevas formas de tramitación, el proceder 
adoptado era el siguiente : El Ministro de Relaciones 
Exteriores recibía la solicitud de extradición y la tras- 
mitía, en caso de procedencia, al Ministro de Justicia. 
Si este conceptuaba la jestion conforme á los tratados, 
preparaba sin demora un decreto de entrega del recla- 
mado, decreto que era sometido á la firma del Presi- 
dente de la República. Dicha resolución se trasmitía 
al Ministro del Interior, quien dictaba las medidas ne- 
cesarias para asegurar su ejecución. Según este proce- 
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dimiento el gobierno resolvia la extradición antes de 
que el detenido pudiese suministrar datos ó explicado- 
nes referentes al caso, y aún sin la comprobación de 
su identidad. 

La circular de 12 de octubre de 1875 procuró salvar los 
inconvenientes anexos á tal proceder, estableciendo que 
ningún decreto de extradición fuese propuesto antes del 
arresto del reclamado. Según dicha disposición la 
solicitud es examinada por el Ministro de Justicia, y 
si la considera admisible por hallarse en condiciones 
regulares, trasmite al Ministerio del Interior los docu- 
mentos en que se funda á fin de que se proceda á la 
detención del reclamado. En el curso de la jestion se 
otorga conocimiento á la autoridad judicial, que antes 
de dicha época no tomaba participación ninguna en el 
ejercicio de este recurso. Una vez realizada la detención 
el sindicado es conducido ante el fiscal de la circuns- 
cripción en la cual se ha verificado aquella, y el que, en 
vista de los documentos en que se apoya la solicitud de 
extradición, procede al interrogatorio á fin de verificar 
la identidad del detenido. Si este alega la nacionalidad 
francesa, ü opone que la solicitud se refiere á otra per- 
sona, invoca un hecho conducente á acreditar su ino- 
cencia, ó finalmente, si ataca la extradición por no ser 
la infracción de que se le acusa susceptible de ella 
según lo establecido en los tratados, el fiscal procede á 
verificar la exactitud de tales excepciones. 
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Labrada el acta relativa al interrogatorio y demás 
dilijencias, el fiscal expide dictamen fundado, el cual se 
somete al juicio del Procurador General de la República, 
y con las observaciones de este, se eleva al Ministro de 
Justicia. Envista délos obrados producidos el Guarda- 
sellos propone, en el caso de procedencia, el decreto de 
extradición que debe suscribir el Presidente de la Re- 
pública. Cuando el reclamado se halla sometido á juicio 
por infracciones cometidas en el territorio francés la 
extradición se concede solo después que la justicia 
francesa ha quedado satisfecha. 

Se ha objetado con mucha razón que este procedi- 
miento, aunque atenúa los inconvenientes del secreto á 
que estaba sujeto el sistema anterior á la reforma intro- 
ducida por la circular de 1875, ^^ "^^i hecho desaparecer 
sus defectos, pues en realidad el Poder Ejecutivo es 
quien resuelve sobre el otorgamiento de la extradición, 
conservando el recurso un carácter estrictamente admi- 
nistrativo. 

Por lo que hace al Proyecto de 1870, de que hacemos 
mérito, el procedimiento es este : 

La demanda de extradición, acompañada de los justi- 
ficativos necesarios para establecer la identidad del re- 
clamado, naturaleza de la infracción, y ley que la rije, 
es introducida por la vía diplomática. El Ministro de 
Relaciones Estertores trasmite al de Justicia la jestion y 
documentos, el cual, en caso de procedencia, envía los 
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obrados al del Interior para que se adopten las medidas 
conducentes á la detención del culpable. 

Verificada aquella y trasmitidas al Fiscal general las 
piezas relativas á la demanda de extradición, se notifica 
al detenido la causa de su arresto en el término de 
veinte y cuatro horas. 

En el mismo término el Fiscal procede á verificar la 
identidad del detenido mediante interrogatorio actuado. 
Si este renuncia al trámite sucesivo del recurso el 
Fiscal eleva los antecedentes al Ministerio de Justicia, 
espidiéndose el decreto de extradición en forma. 

Si la renuncia no tiene lugar, el interrogatorio se 
remite á la Cámara de acusación del distrito donde se 
verificó la detención, la cual procede á un nuevo interro- 
gatorio, que solo es reservado en el caso en que así lo 
solicite el detenido. Escuchados los alegatos del Minis- 
terio fiscal y del detenido, la Cámara espide su dic- 
tamen fundado sobre la solicitud de extradición, el cual 
se eleva al Ministro de Justicia, á quien corresponde 
proponer el decreto de extradición. 

Observaciones. — i' La intervención que se otorga al 
Ministerio del Interior para la detención del culpable, 
es anti-jurídica y arbitraria ; dicha medida corresponde 
á la Justicia Criminal, competente para establecer la 
identidad del reclamado en vista de los obrados que 
establezcan la legitimidad de la aprehensión. 2* La 
participación que se confiere á la justicia es meramente 
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consultiva y no decisiva, como debiera serlo, pues, solo 
ella es competente para apreciar la procedencia ó impro- 
cedencia de la extradición según el mérito de los docu- 
mentos referentes al reclamado y pruebas de excepción 
aducidas. Según el proyecto, se conserva el antiguo 
sistema que atribuye facultad decisoria á la autoridad 
administrativa en asuntos de carácter netamente judi- 
cial. Entretanto, por su naturaleza intrínseca la decisión 
debe ser de la incumbencia de los Tribunales, corres- 
pondiendo al Poder Ejecutivo su mera ejecución, atenta 
la calidad internacional del recurso. 

Sistema inglés, — El procedimiento^adoptado data de 
1870, pudiendo conceptuarse el tratado de 1876 esti- 
pulado entre la Gran Bretaña y Francia, como la con- 
densación de este sistema, cuyo mecanismo es el si- 
guiente : 

La demanda de extradición se introduce por la via 
diplomática acompañándose los documentos judiciales 
relativos á la culpabilidad del reclamado, mandato de 
prisión, ley aplicable, etc. etc., que acrediten la proce- 
dencia del recurso. El Ministro de Negocios extranjeros 
remite los obrados al Ministerio del Interior, quien co- 
munica á un majistrado de policía la demanda deducida, 
requiriendo, en caso de procedencia, la expedición del 
auto de prisión respectivo contra el reclamado. 

El majistrado de policía, en vista de la orden trasmi- 
tida y de las pruebas acompañadas, que en su opinión 

14 
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justifiquen que la resolución de arresto sería procedente 
en igualdad de condiciones en el territorio del Reino- 
Unido, dicta el mandato de aprehensión. Vereficada esta 
el refugiado es conducido ante dicho funcionario, ó bien 
ante otro de igual categoría. Si la prueba producida e& 
de tal naturaleza que autorice, según la ley inglesa, el 
juzgamiento del detenido en el caso de que el hecho de^ 
nunciado se hubiese producido en Inglaterra, el Majis- 
trado lo envía á la cárcel, remitiendo al Ministro de Es- 
tado competente la atestación del apresamiento, precedida 
de un informe relativo al asunto. Dentro de un termina 
que no puede exceder de quince dias el Ministo decreta 
la extradición del detenido, el cual es entregado á la per- 
sona autorizada para recibirlo. 

Cuando la extradición no se refiere á un acusado sino á 
un sentenciado se establece esta sola diferencia : en la re- 
clamación deberá enunciarse claramente el hecho en vir- 
tud del cual el reclamado haya sido condenado, mencio- 
nándose el lugar y fecha del juicio. En este caso la prueba 
debe ser tal que, según la ley inglesa, el detenido puede 
ser condenado por la infracción que dá origen al reclamo. 

Mientras se dicta el decreto de extradición el detenido 
tiene el derecho de interponer el recurso de hateas co7'pus ; 
si este fuere deducido, la extradición es diferida hasta 
que la Corte respectiva pronuncie su decisión al respecto. 

Resuelto el incidente, la Corte podrá ordenar, ya sea la 
inmediata entrega del detenido, sin esperar el decreta 
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de extradición, ya mantenerlo en prisión hasta que este 
se produzca, ó en su caso, mandar se le ponga en libertad. 

Los condenados en rebeldía ó contumacia son, bajo el 
punto de vista de la extradición, considerados como acu- 
sados y entregados como tales. 

Por lo que hace á la detención provisoria, el recla- 
mado puede ser arrestado en virtud de orden espedida 
por cualquier magistrado de policía, juez de paz ü otra 
autoridad competente, quienes tienen facultad de decre- 
tar el arresto en virtud de queja, prueba ó cualquier otro 
acto de procedimiento que, en opinión del que haya 
espedido el mandato, sería procedente en el Estado en 
que se verifica la aprehensión. 

Observaciones, — !• La base del sistema reposa sobre 
la condición de reciprocidad, pues el procedimiento de 
extradición solo tiene lugar cuando las infracciones que 
la motivan son punidas según las leyes inglesas. A este 
respecto ya hemos expuesto las razones que condenan y 
hacen inadmisible tal condición, contraría á la legisla- 
ción especial de cada país y atentatoria de los derechos 
de soberanía que corresponden á cada Estado. Nuestros 
comentarios anteriores acerca de este punto hacen inne- 
cesarios nuevos desarrollos. 2* El procedimiento auto- 
rizando al magistrado á cuyo juicio se somete la decisión 
del recurso para conocer del mérito de las pruebas pro- 
ducidas y fallar sobre el fondo del delito que le ha dado 
origen, entraña una verdadera usurpación de las atribu- 
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Clones que competen al Estado requirente, sujetándolas 
decisiones de los tribunales extranjeros á una fiscalización 
deprimente que hace preponderar el imperio de las leyes 
inglesas sobre las de aquellos y somete la extradición á 
decisiones extrañas, que amparan la impunidad cuando 
no existe analojía en la lejislacion penal. 

Examinando atentamente el trámite expuesto se com' 
prende en efecto sin grande esfuerzo, que los tribunales 
ingleses no se limitan á verificar la identidad del incul- 
pado (punto capital que determina la extradición), sino que 
llegan hasta organizar una verdadera instrucción criminal 
con el objeto de comprobar la culpabilidad del reclamado, 
no según las leyes del Estado dentro del cual se ha pro- 
ducido la infracción, sino de conformidad alas prescrip- 
ciones represivas del Estado que sirve de refujio. En la 
esfera de las relaciones internacionales de derecho penal 
esto entraña una manifiesta usurpación de atribuciones 
y de facultades, una delegación jurisdiccional de todo 
punto inaceptable. 

Sistema belga. — Después de recibidas las piezas en 
las cuales se funda el pedido de extradición, y que acre- 
diten, sea la culpabilidad del reclamado ó el auto de pri- 
sión dictado por autoridad competente, el Gobierno 
remite los obrados á la Cámara de i» Instancia del dis- 
trito dentro del cual se encuentra el reclamado. Notifi- 
cado este de la causa que motiva su detención se ventila 
el juicio de verificación en el cual son oídos el detenido y 
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« 

el Ministerio público, prestando la Cámara dictamen 
fundado que se eleva al Ministro de Justicia. La compe- 
tencia consultiva de aquellos no es decisiva. La Cámara 
no tiene derecho de fallar sobre la culpabilidad del dete- 
nido ó sobre si las presunciones de delincuencia son ó nó 
fundadas ; se limita á apreciar si la solicitud de extradi- 
ción es regular y procedente por hallarse conforme con 
lo estipulado en los tratados y si se ha opuesto alguna 
excepción por el reclamado. En suma, se concreta á 
reunir todos los antecedentes relativos al caso proce- 
dentes del Estado requirentey alegatos del detenido 
para elevarlos al Ministro de Justicia, que es quien re- 
suelve en definitiva el acuerdo ó negativa de la extradi- 
ción. 

Cuando se trata de una detencit)n provisoria, el arres- 
tado puede solicitar su libertad con igual carácter, co- 
rrespondiendo á la Cámara del distrito el conocimiento 
déla solicitud, siendo su decisión apelable para ante la 
Cámara de acusación. 

Por lo demás, la ley de 1874, ^^^ ^s la que determina 
la forma del procedimiento, se halla también basada en 
el principio de reciprocidad ; el recurso se introduce por 
la vía diplomática, siendo la autoridad judicial la encar- 
gada de la aprehensión y no la administrativa. 

Observaciones, — i' El defecto de reciprocidad, de que 
adolecen los anteriores sistemas. 2' Que el recurso, en 
rigor, es de carácter estrictamente administrativo por 
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cuanto el acuerdo ó negativa de la extradición se veri- 
fican por el Ministerio de Justicia, aún cuando sea con- 
trario al dictamen de la Cámara. La misión de esta, sien- 
do puramente consultiva y no decisiva, obra como ele- 
mento de información, que el Poder Ejecutivo estima 6 
desestima sin que la opinión de aquella ejerza influencia 
directa en la resolución ñnal. 

Se ha considerado por algunos autores que este pro- 
cedimiento es una transición entre el sistema francés é 
inglés : pero atento el rol pasivo que desempeña la auto- 
ridad judicial, puede considerarse como perteneciente 
al primero marcadamente. 

Sistema zuiso, — Guardando similitud con las formas 
anteriores el proceder establecido, según las disposicio- 
nes especiales sobre extradición y leyes de organización 
judicial que le son referentes, es el que sigue : El Consejo 
Federal ejecutivo recibe la demanda de extradicoin, pres- 
cribe las medidas de seguridad necesarias, acuerda ó re- 
husa la entrega del reclamado y ejecuta las decisiones 
adoptadas. En el curso de las diligencias puede aquel 
objetar y discutir la aplicabilidad del tratado de extradi- 
ción en su relación con el hecho que se le imputa, facul- 
tad que se le acuerda á fin de provocar el control del po- 
der judicial con relación al modo de aplicación del pacto 
que autoriza la extradición y sin que el reclamado pueda 
invocar derecho alguno por razón de tal pacta Si dicha 
oposición se deduce, el incidente se somete al conocí- 
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miento del Tribunal federal, que es quien decide sobre la 
admisión ó rechazo del pedido. 

Observaciones, — Dos autoridades aparecen revestidas 
de facultad para acordarla extradición; la administrativa 
y la judicial : la primera pronuncia su decisión cuando 
no se ha objetado la aplicación del pacto extradicional; 
la segunda se ejecuta cuando se produce esta oposición . 
Esta dualidad de competencias presenta el sistema bajo 
de un carácter inarmónico, adoleciendo á la vez de los 
defectos inherentes, ya sea el sistema puramente admi- 
nistrativo ó bien el esclusivamente judicial. 

Consideramos conveniente exponer aquí dos de los 
sistemas más conocidos en América, en materia de ex- 
tradición, uno de los cuales constituye una ley que se 
halla actualmente en vijencia. 

Proyecto Dudley-Field. — Este autor en su proyecto de 
Código Internacional, al reglamentar el procedimiento de 
la extradición, establece por regla general que el trámite 
que haya de seguirse, tanto cuando se trata del arresto 
de un individuo que se presume se ha sustraído á la jus- 
ticia, cuanto para el examen judicial de la acusación, 
debe ser el que, para semejantes procedimientos, rija 
ante las Cortes y magistrados del Estado requerido en 
los casos en que se tratase de una persona acusada de 
igual delito en dicho territorio (art. 219). 

Al propio tiempo, se establece que el arresto del recla- 
mado debe ser ordenado por el representante del Poder 
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Ejecutivo del Estado requerido, quien lo someterá á la 
autoridad judicial para ser interrogado (art. 216). La 
extradición tiene lugar solo cuando la infracción se halla 
establecida de modo que, según las leyes del país que 
otórgala extradición, el arresto ó el juicio fuesen proce- 
dentes si aquella se hubiese perpetrado dentro de su te- 
rritorio (art. 22 1 J. Finalmente, se establece que antes de 
entregarse ó ser arrestado un individuo que se presume 
sujeto ala acción de la justicia, la nación á la cual se ha 
dirijido la demanda, puede ordenar por sí misma una 
investigación preliminar á efecto de averiguar si se ha 
acreditado, según presunciones, que la persona acusada 
ha cometido el delito que se le imputa ó es acreedora al 
castigo que se le trata de aplicar (art. 218). 

No consigna el proyecto ninguna otra disposición re- 
glamentaria de procedimiento, salvo prescripciones de 
carácter secundario, algunas de las cuales entrañan ver- 
daderas arbitrariedades, como la que consigna el artí- 
culo 217 (i). 

Observaciones. — i' El autor toma por base el procedi- 
miento judicial del Estado requerido, y sin embargo, 
confiere el derecho de arresto á la autoridad administra- 
tiva, medida que jenuinamente corresponde al Juez res- 
pectivo ; tampoco determina si es aquella ó la judicial la 
que debeacordarla extradición, pues el artículo 229, único 

(i) Véase el Proyecto en el Apéndice. 
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referente al caso, solo establece la autoridad que debe 
hacer la remisión del inculpado ; 2» Se mantiene el sis- 
tema erróneo de la reciprocidad ; y La jestion y docu- 
mentos del Estado requirente, según el sistema, carecen 
de veracidad y eficacia para ante el Estado requerido, 
otorgándose á este el derecho de averiguar previamente 
y por sí mismo la exactitud de las aserciones formula- 
das por el primero, en la esfera del derecho internacio- 
nal y de la fé que merecen las naciones ; esto es positiva- 
mente monstruoso. 

Procedimiento argentino. — Según lo estatuido por la ley 
de 1885 el trámite en lo sustancial reviste carácter judi- 
cial bien definido. Introducida la demanda, el Ministro de 
Relaciones Exteriores examina si se han llenado los re- 
quisitos exijidos por la ley. Si después de ese examen 
conceptúa que la extradición es improcedente, somete 
sus observaciones al juicio del Presidente de la República 
y acuerdo general de Ministros, decidiendo aquel el punto 
observado. Si la extradición es rechazada la resolución 
se comunica al Agente diplomático por intermedio del 
cual se ha deducido la demanda. 

Cuando el recurso es procedente, el Jefe de la Cancille- 
ría comunica aviso al Ministro del Interior áfin de que se 
proceda á laaprehension del reclamado. Una vez efectuada 
esta se remiten los antecedentes al Juez de Sección den- 
tro de cuya jurisdicción se hubiere verificado el arresto, 
el cual procede á verificar la identidad del detenido. 
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Durante la verificación este goza del derecho de de- 
fensa, pudiendo objetar las formas extrínsecas de los do- 
cumentos en que se apoya la demanda é invocar las 
excepciones establecidas por la ley. Sustanciado el inci- 
dente el Juez falla declarando la procedencia ó improce- 
dencia de la extradición. 

Cuando la resolución es negativa, se comunica el resul- 
tado al Estado requirente á efecto de que sean salvados 
los vicios de que adolece la demanda, otorgándose la li- 
bertad al detenido siempre, que la subsanacion no se haya 
efectuado en los términos marcados por la ley. Si fuese 
afirmativa el detenido tiene derecho de apelación para 
ante la Corte Suprema, la cual decide en definitiva. En 
vista de la resolución de esta el Poder Ejecutivo dicta el 
decreto de extradición. 

Observaciones. — El procedimiento expuesto es induda- 
blemente el que mejor concilia los derechos del Estado 
requerido y los del reclamado, pero adolece de estos 
tres defectos : i*^ El examen de las piezas en que se funda 
la demanda de extradición, tratándose de un sistema ca- 
racterizadamente judicial, no debia corresponder al Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores sino al de Justicia; 2° La 
consulta que se hace al Jefe del Estado en el caso de que 
la demanda sea deficiente por falta de documentos es 
innecesaria tratándose, no de resolver la extradición, sino 
de diligencias previas cuyo conocimiento y decisión debe 
corresponder al Ministerio respectivo; 3° La intervención 
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que se dá al Ministerio del Interior para la aprehensión 
del reclamado es anti-juridica ; dicha medida pertenece 
al Juez que haya de verificar la identidad del reclamado, 
conocer de la sustanciacion del recurso y decidir su pro- 
cedencia ó improcedencia. 

Expuestas las distintas formas establecidas en los tra- 
tados y leyes de que hacemos referencia, aduciremos las 
consideraciones en las cuales se apoya el procedimiento 
establecido en las reglas que dejamos insertas. 

El sistema que adoptamos en nuestro proyecto es este: 
someter al conocimiento y decisión de los Tribunales la 
concesión ó rechazo de la extradición, correspondiendo 
al Poder Ejecutivo dictar el exequátur necesario para que 
la resolución de aquellos produzca sus efectos en la esfe- 
ra internacional. 

Harto debatida ha sido la cuestión relativa á la deter- 
minación del poder público al cual corresponda la com- 
petencia en materia extradicional. El sistema que ha 
prevalecido es el que atribuye al Poder Ejecutivo de cada 
Estado la facultad de acordar ó negar el recurso y de 
adoptar todas las medidas conducentes á la aprehensión 
del reclamado. Háse aducido como fundamento que la 
extradición es un acto de soberanía y que por consi- 
guiente su ejercicio corresponde á la autoridad adminis- 
trativa. La Inglaterra y los Estados Unidos se han sepa- 
rado de este criterio y han adoptado el réjimen judicial, 
conceptuando que solo los Tribunales tienen compe- 
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tencia lejítima para autorizar una medida tan grave como 
es la referente á la negativa del asilo al refugiado en un 
territorio, y la consiguiente privación de la libertad 
individual por la acción de las leyes estranjeras. 

El primer sistema que reviste todos los caracteres de 
su oríjen histórico, en rigor no es más que el antiguo mé- 
todo autoritario, basado en las facultades omnímodas de 
la monarquía, en cuyas manos iban á reunirse los hilos 
de la administración pública en todas sus ramas. Como lo 
ha observado un reputado internacionalista, el sistema, 
á pesar de las modificaciones operadas desde principio 
del siglo, reviste tadavía las viejas formas de procedi- 
miento del siglo XIV. El publicismo moderno apreciando 
juiciosamente su condición arbitraria lo ha combatido 
con bastante fundamento expresando que '* atribuir al 
Poder Ejecutivo la facultad de apreciar el valor de la 
demanda (de extradición) deducida por un gobierno ex- 
tranjero, autorizarlo á ordenar el arresto del individuo 
reclamado y entregarlo á la justicia extranjera, es hacer 
la más grande confusión de los derechos y deberes de la 
soberanía y consumar la violación más flagrante de la 
libertad humana" (Fiore). 

M. Garnot, apreciando las consecuencias prácticas de 
tal procedimiento, dice con bastante exactitud: **¿Qué 
acontece cuando la extradición es un acto puramente 
gubernativo ? Que el detenido no puede elevar protesta 
alguna ni contra las formas del procedimiento seguido 



DE DERECHO INTERNACIONAL PENAL 221 

ni contra la lejitimidad de la medida de que es objeto. La 
justicia de sus relaciones no será acojida, si tal es la vo- 
luntad del gobierno requirente. Además, es dudoso que 
el Estado, después de haber reclamado un individuo 
por tal ó cual causa, se preocupe de la legalidad de la 
entrega en cuanto al fondo y á la forma. " M. Bernard, 
saliendo de la esfera de las garantías individuales á que 
se refiere la opinión anterior, va todavía más lejos y con- 
sidera que la competencia acordada al Poder Ejecutivo, 
es un peligro tanto para el individuo que es objeto de 
extradición cuanto para el mantenimiento de las buenas 
relaciones internacionales. '*Es precisamente, dice, por- 
que la mayor parte de los Estados se hallan expuestos á 
luchas intestinas y violentas que es necesario colocar la 
extradición, como la justicia misma, fuera de las manos 
del Poder Ejecutivo, siempre mutable, siempre expuesto 
á hacer prevalecería política sobre la justicia, y confiarla 
á un poder estable, esclusivamente preocupado de la 
aplicación de las leyes internacionales, de la igualdad de 
los estranjeros ante la ley penal, sin excepción de nacio- 
nalidad ni de partido, independiente de toda influencia 
y consagrado solo al culto de la justicia universal". 

** El Poder Ejecutivo, no se halla sometido á ninguna 
responsabilidad efectiva. En las monarquías absolutas 
el Ministro no procede sino del príncipe. Si en las mo- 
narquías constitucionales ó en los Estados democráticos 
se halla sujeto al poder del parlamento, este es un yugo 
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muy fácil de sacudirse para los ministros que saben ha- 
cerse necesarios al partido del gobierno, como es igual- 
mente un yugo imperioso si se dejan imponer por los 
leaders del partido del cual dependen ". De esta relativa 
sumisión ó despotismo deduce el autor la inseguridad 
del recurso de extradición, considerando que las recla- 
maciones de un extranjero, si no tienen por apoyo un 
potentado temible, serán eludidas ó eliminadas dando 
lugar á todo jénero de abusos y de arbitrariedades. 
'*¿Qué necesidad existe, agrega, en considerar los tra- 
tados como contratos celebrados entre soberanos y de 
hacer intervenir á cada instante á los principes y á los 
Ministros para interpretar, como lo harían dos simples 
ciudadanos, las cláusulas del contrato ? No se vé que la 
interpretación dá lugar á negociaciones difíciles, estrava- 
gantes, según las circunstancias políticas en que se com- 
prometen por causa de incidentes de toda especie, y así 
como una cuestión de muro medianero enciende entre 
dos vecinospdios inextinguibles, lo mismo una cuestión 
de extradición puede dar lugar, si la situación se enve- 
nena, á los más terribles conflictos entre dos pueblos". 
Las opiniones que anteceden combaten la conípeten- 
cia extradicional atribuida al Poder Ejecutivo, mas bien 
por sus efectos que por su naturaleza y fines de la extra- 
dición. Mientras tanto basta conocer lo que es aquella y 
los objetos que tiene que llenar para convencerse de que 
la sustanciacion del recurso es por su carácter judicial, 
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esencialmente judicial en cuanto se relaciona con la per- 
sona del reclamado, la causa que motiva el reclamo, y 
sobre si debe ó no ser entregado á la justicia extranjera; 
al Poder Ejecutivo corresponde el mero acto internacio- 
nal de la entrega, pero solo cuando la autoridad compe- 
tente declara que el refujiado no se halla bajo la protec- 
ción del asilo. Desenvolvamos un tanto más esta idea. 

¿ En qué consiste el recurso de extradición ? Sencilla- 
mente en procurar la entrega de un delincuente que ha 
escapado á la acción de las leyes que ha violado ; para 
lograr esta aprehensión en ajeno territorio, dentro de 
otra soberanía que ofrece la inmunidad por el hecho de 
la residencia, es menester justificar la delincuencia del 
refujiado, comprobar|su identidad, verificar su aprehen- 
sión, acreditar que la pena que se le debe aplicar corres- 
ponde al delito que se le imputa y que este delito hace 
susceptible la entrega. Estas diversas circunstancias, to- 
das del resorte de la justicia, ¿ podrían ser acertadamente 
apreciadas por el Poder Ejecutivo ? ¿ No habría en esta 
atribución extraña á sus funciones una palpable subver- 
cion de competencia otorgando á aquel facultades que 
no Iq pertenecen y que, por sus medios de acción pue- 
den ocasionar en muchos casos la violación de las leyes 
del mismo país de refujio que ofrecen asilo á cuantos 
penetran en el territorio mediante la garantía que ellas 
prometen ? Es necesario no olvidar, que en el ejercicio 
de la extradición entran en juego las instituciones cons- 
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titucionales. y penales de dos Estados : el Estado reqiii- 
rente invoca la sanción de sus leyes violadas ; el Estado 
requerido, no puede alterar las suyas en ningún caso y 
para suspender sus efectos protectores precisa que se 
acredite la necesidad y justicia de esa supresión. ¿ Quién 
podrá apreciar con más exactitud esta dualidad de pre- 
ceptos cuyos fines son tan distintos ? ¿ El Poder Ejecutivo, 
cuyas funciones son puramente administrativas ó el Po- 
der Judicial al cual compete el conocimiento y aplicación 
de las leyes ? Indudablemente al segundo, única autori- 
dad que puede, ajena á toda influencia extraña, decidir 
acerca de una medida que se vincula con tres intereses 
de diverso orden, cada uno de los cuales invoca su dere- 
cho : la acción aprehensiva del Estado requirente, la ac- 
ción protectora del Estado requerido, y finalmente, el 
derecho defensivo del reclamado. 

Los adeptos del viejo sistema extradicional juzgan que 
la intervención de la justicia importa una usurpación 
de los derechos del poder judicial extranjero. El ar- 
gumento seria exacto si en efecto los tribunales del 
país requerido hubiesen de conocer acerca del fondo de 
la causa que motiva el reclamo; pero, como la interven- 
ción que se les atribuye en el método que proponemos 
es únicamente limitada al acto extradicional y nó á la 
punición del hecho que lo motiva, la observación carece 
de fundamento en este caso. El sistema judiciario inglés 
tiene, en efecto, el vicio que indicamos, fundadamente 
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censurado ; mas no es esa la base adoptada por nuestra 
parte, según se desprende del texto de los artículos que 
dejamos insertos , acerca de cuyo alcance vamos á con- 
signar algunas observaciones, limitándolas tan solo á 
aquellas reglas que demanden algún comentario, aten- 
to su carácter discutible. 

Los partidarios del sistema judicial, exajerando su na- 
turaleza y condiciones pretenden establecer en cuanto al 
procedimiento la jestion directa entre las autoridades del 
Estado requirente y las del Estado requerido, suprimien- 
do la intervención diplomática. A nuestro juicio una re- 
lación semejante sería totalmente irregular ; la extradi- 
ción, en cuanto á sus efectos ejecutivos es propiamente 
un acto de soberanía. ¿Cómo podría entonces negarse 
la intervención que corresponde al Ministerio encargado 
de las relaciones exteriores ? ¿ Ni cómo podría tampoco 
introducirse ninguna jestion externa con absoluta pres- 
cindencia de este ? 

Según lo que establecemos en nuestro artículo 45 la 
demanda se introduce por el órgano jenuino de Cancille- 
ría para que esta le dé el curso que le corresponde; esto 
es, verifique la remisión al Ministerio de Justicia, del 
cual depende la sustanciacion del recurso. Recibida la 
solicitud, aquel, después de recabar los dictámenes que 
considere convenientes acerca del mérito de los docu- 
mentos en los cuales se funda el pedido, declara previa- 
mente si hay ó no lugará su admisión. Si los documentos 

15 
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se encuentran en las condiciones del artículo citado, desti- 
nadas ¿¡justificar la procedencia del pedido, y la identidad 
del reclamado, la süstanciacion tiene lugar en la [forma 
establecida por el trámite; pero si no se han llenado tales 
requisitos el pedido es devuelto al gobierno requirente 
para que subsane los defectos observados. 

Tiene por objeto este proceder evitar la adopción de 
una medida tangrave como es la detención inmediata del 
reclamado, que puede ser atentatoria cuando no se apo- 
ya en una documentación que compruebe la necesidad 
de la aprehensión, ó que puede llegar á ser ineficaz más 
tarde á causa de la deficiencia de los medios justificativos. 
El Estado requirente debe colocar á la autoridad judicial 
del Estado requerido en las mismas condiciones en que se 
encontraría el juez territorial á cuya competencia corres- 
ponde el enjuiciamiento del reclamado; ésto es, que por 
los documentos que se exhiben sea procedente é ineludi- 
ble la aprehensión. Ahora bien, para que el procedimien- 
to sea legal y eficiente se hace indispensable que el Minis- 
terio que debe autorizarla süstanciacion del recurso se en- 
cuentre enppsesionde todos los antecedentes que hagan 
posible la suspensión de las leyes que garantizan la inmu-' 
nidad del asilo. Como el examen de las piezas acompa- 
ñadas y la regularizacion del pedido constituye un detalle 
especial, preparatorio y previo, la admisión ó rechazo de 
aquel corresponden lójicamente al Ministerio competente, 
sin que sea necesario que el Jefe del Estado intervenga 
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en la decisión de una dilijencia de mero trámite, que no 
constituye acto de extradición. 

La ley argentina de 1885 establece que cuando el Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores, después de examinar 
los documentos en los cuales se funda el reclamo, con- 
sidera que ellos son contrarios á la extradición, some- 
terá su opinión á la resolución del Presidente de la 
República y acuerdo de Gabinete. Esto importa deci- 
dir sobre el recurso mismo, tomando por base docu- 
mentos que, según la misma ley pueden ser bonificados 
después de verificada la detención del inculpado 
(art. XXII). 

Si dichos documentos son susceptibles de susbsanacion 
¿ por qué no requerir esta antes de autorizar el trámite 
extradicional ? Y si esta subsanacion no entraña una 
decisión absoluta sobre la extradición ¿con qué objeto 
dar intervención al Jefe del Estado en actos prepara- 
torios de orden secundario? Atenta la naturaleza y ca- 
rácter de la extradición la intervención de aquel solo 
es.necesaria en un solo y único caso : cuando se ejerce 
el acto de soberanía, es decir, cuando se expide el de-, 
creto acordando la extradición ; todas las demás resolu- 
ciones y medidas procesales tienen que desenvolverse 
dentro de su esfera propia : el trámite de cancillería y 
el trámite interno concerniente á la identidad. 

El artículo de que hacemos mérito (y sus correlativos 
los artículos 45 y 47), tomando en consideración estas 
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observaciones, entraña un procedimiento que resguarda 
los derechos del Estado requirente, los del Estado re- 
querido y los del reclamado. 

La base del pedido de extradición la constituye la 
documentación que acredita la competencia judicial, la 
infracción cometida, pena aplicable y designación del 
delincuente. Dado el poder de que emana y la soberanía 
que la invoca, su naturaleza intrínseca no puede ser 
materia de discusión ni controversia en el Estado ante 
el cual se exhibe, pues, si así fuese, este entraría á co- 
nocer sobre el fondo y circunstancias de la infracción, 
usurpando una competencia que le es ajena. "Las pie- 
zas producidas, dice Billot, en apoyo de la demanda y 
redactadas en la forma usada en el país requirente ha- 
cen fé en el país requerido, conforme á la regla locus 
regit actum. Las autoridades del país requerido no 
tienen por qué objetar las leyes del país requirente para 
verificar la regularidad de los documentos producidos. 
Al trasmitirlos por la vía diplomática el Gobierno requi- 
rente atestigua de hecho su autenticidad. Su responsabi- 
lidad se encuentra directamente comprometida ; es esta 
una garantía cuya importancia no se puede desdeñar". 

De acuerdo con esta doctrina nuestro artículo 48 tiende 
á resguardar la autoridad de la documentación exhibida, 
pero, otorga al reclamado el derecho de objetar la 
forma de aquella y alegar las excepciones que lo pongan 
á cubierto de una extradición indebida. 
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Respecto á lo primero (forma extrínseca), la irregula- 
ridad de la documentación puede engendrar nulidades 
ü ocasionar errores que invaliden ó hagan peligroso el 
recurso. En cuanto á lo segundo, pueden existir cir- 
cunstancias que hayan producido la extinción de la 
acción extradicional, cuyo conocimiento compete al Es- 
tado que debe hacer la extradición. Estas excepciones 
pueden ser : la cosa juzgada, como por ejemplo, el cas- 
tigo inflijido por el Estado requerido en razón de la 
misma infracción que motiva el reclamo, en los casos en 
que estas Reglas admiten la excepción ; la prescripción 
de la acción ó de la pena ; la competencia por causa del 
lugar dentro del cual se perpetró el delito, y la natura- 
leza de la pena aplicable al hecho que se imputa. 

Estas diversas circunstancias no pueden ser desesti- 
madas, por cuanto el ejercicio de la extradición se enlaza 
directamente con el imperio de las leyes constituciona- 
les y protectoras de cada Estado, así como con los prin- 
cipios de la más estricta justicia. El Estado requerido no 
puede autorizar la extradición sino cuando se halle acre- 
ditada la plenitud del derecho represivo que asiste al Es- 
tado requirente, cuando se haya comprobado que este 
derecho sea tal que haga legal, lícita la negativa del be- 
neficio del asilo al refujiado, y cuando su responsabilidad 
moral se encuentre á cubierto contra las sospechas de la 
parcialidad ó del abuso. 

Según el sistema anglo -americano los jueces á cuya 
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decisión se somete el recurso de extradición exijen que 
se suministre la prueba de lo que afirman los documentos 
en que se apoya el pedido, lo que importa poner en duda 
la autenticidad de aquellos. y la verdad de los hechos á 
que se refieren. El Consejo federal suizo criticando este 
proceder, establecía la siguiente fórmula, admitida como 
regla por el derecho internacional : " Los actos redactados 
en debida forma en un Estado deben encontrar en otro 
el mismo crédito oficial que el que este último puede 
desear para los actos que emanan de su propia autori- 
dad ". Nuestro artículo citado consagra este principio en 
un sentido absoluto en cuanto concierne á la naturaleza 
intrínseca del hecho que motiva la extradición, pero deja 
al propio tiempo, abierto el recurso de oposición al incul- 
pado dentro del límite de lo que corresponde á la juris- 
dicción internacional. Todo lo que saliendo de esta esfera 
se relaciona con la infracción misma, las modificaciones 
que la responsabilidad pudiera sufrir por causa de ate- 
nuación ó agravación, etc., etc., todo esto corresponde á 
la competencia territorial, que es la que conoce del fondo 
del hecho punible. 

** En tesis general, decimos, aceptando las palabras de 
M*" Bernard : el pais requerido no juzga el carácter del 
hecho ; es según la lejislacion del Estado requirente que 
se hace la apreciación de la infracción y es á la justicia 
de este á la cual se encuentra reservada. El sistema con- 
trario conduciría al trastorno de todos los principios en 
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materia de competencia y de soberanía, pues se llegarla 
á colocar en contradicción el juez de la infracción y el 
juez que debe conocer de la validez de la extradición ". 
Ahora bien, poner en duda la documentación emanada 
de una soberanía ó admitir controversia sobre ella en 
cuanto á su valor intrínseco, seria consagrar esta con- 
tradicción y este funesto choque. 

Hemos dicho anteriormente que la intervención del 
jefe del Poder Ejecutivo se limita, según la reglamenta- 
ción que formulamos, á suscribir el decreto de extradi- 
ción, acto que en rigor no es más que la ejecución de la 
resolución dictada por la autoridad competente para co- 
nocer y fallar acerca de la procedencia ó improcedencia 
del recurso. Según el sistema, exclusivamente judicial 
proyectado por M*" Bernard, dicha intervención no 
existe, verificándose la extradición por el Ministerio de 
Justicia, quien comunica directamente la decisión al del 
Estado requirente, acompañando la resolución, cuando 
más, con el sello de la Cancillería por toda fórmula. 

Consideramos que el proceder adolece de un vicio ma- 
nifiesto que no es mas que la consecuencia de la exajera- 
cion á que llega el sistema judicial absoluto. **¿Para qué 
solicitar, dice M*" Bernard, que el Poder Ejecutivo revista 
de la fórmula ejecutoria un acto que está investido de tal 
carácter por sí mismo en virtud del imperium inherente á 
todas las sentencias de la Justicia?" Luego agrega : " La 
autoridad judicial presenta bastantes garantías para que 
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se le delegue el derecho de fallar sobre la demanda de 
ejecución. No se debe enervar su poder subordinando la 
ejecución de sus decisiones al cumplimiento de formali- 
dades inútiles. La intervención del Poder Ejecutivo se 
comprendería si ella pudiese tener por objeto paralizar 
la ejecución, pero no se explica puesto que él no puede 
negarse á ordenarla". 

El autor á que nos referimos no ha tenido en cuenta, sin 
duda, las siguientes consideraciones, en las cuales fun- 
damos por nuestra parte la intervención que acordamos 
al Poder Ejecutivo : 

1 

I* La extradición por sus efectos exteriores es un acto 
de soberanía, y por consiguiente el acto internacional 
que se produce corresponde en su ejecución al poder pú- 
blico que representa aquella en la esfera de la política. En 
la extradición se producen dos actos : uno de carácter 
interno relativo ala identificación del reclamado, conforme 
á la prueba que le es referente, y conducente á resguar- 
dar los preceptos de la lejislacion del Estado requerido 
contra toda alteración que pueda ser producida por una 
acción extraña : otro de carácter externo, impuesto por 
las relaciones internacionales en respeto á los principios 
de justicia universal y en bien del imperio de las institu- 
ciones que cada Estado dicta para su seguridad. El pri- 
mero, como ya lo hemos dejado establecido, corresponde 
á los Tribunales de justicia, encargados de velar por el 
cumplimiento y aplicación de las leyes ; el segundo per- 
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tenece á la autoridad administrativa que se halla encar- 
gada de su ejecución y que ejerce la representación del 
Estado en sus relaciones externas ¿ Cómo, pues, prescin- 
dir en absoluto de la intervención de aquella en un acto 
que por su naturaleza se relaciona con estas ? La exclu- 
sión que se sostiene importa la usurpación de faculta- 
des de uno de los poderes públicos con menoscabo de 
otro, atribuyendo á la autoridad judicial una acción y re- 
presentación exterior de la cual carece. 

2* Las sentencias de los tribunales, tienen, es evidente, 
imperio por si mismas; pero ese imperio es limitado, cir- 
cunscrito, no vá ni puede ir mas allá de los limites juris- 
diccionales en la esfera que le es propia. En cuanto salen 
de este límite sus decisiones caen bajólas prescripciones 
del derecho internacional y para que produzcan efectos 
exteriores es indispensable la intervención del Poder Eje- 
cutivo, como medida de orden y de resguardo de los de- 
rechos de cada soberanía. Cuando los tribunales han de- 
clarado la procedencia de la extradición no han hecho mas 
que constatar que las condiciones impuestas por un pacto 
internacional se hallan cumplidas y que por tanto el dere- 
cho que invoca el Estado requirente es innegable. ¿A 
quién corresponde facilitar el ejercicio de ese derecho 
externo ? Naturalmente, á la autoridad ante la cual se ha 
deducido la demanda, á la que sirve de medio de comu- 
nicación exterior y que desempeña la representación de 
la personalidad moral del Estado. Si el imperio de las 
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resoluciones judiciales tuviese el alcance exterior y el 
ejercicio independiente que le atribuye M. Bernard, arri- 
baríamos á la más completa confusión de jurisdicciones. 

3® Considérase como inútil la intervención del Poder 
Ejecutivo por cuanto él no puede alterarlas decisiones de 
los tribunales. Precisamente esta intervención, después 
de tales decisiones es del todo necesaria y útil. El exeqtia- 
iur del Poder Ejecutivo implica dos cosas : la negativa 
del beneficio del asilo, cuyo goce se halla garantido espe- 
cialmente por dicha autoridad, y la ejecución de la sen- 
tencia extradicional dictada por los tribunales. El exequá- 
tur coloca al reclamado bajo la acción directa de la autori- 
dad administrativa, que por sus medios es más rápida y 
eficaz que la judicial. Asi, por ejemplo, en el caso de eva- 
sión después de dictado aquel, la reaprehension es más 
fácil y segura que lo sería si la autoridad judicial' proce- 
diese aisladamente *, para que esta pudiese obrar en el 
caso propuesto necesitaría requerir el auxilio de aquella 
dando lugar á los medios dilatorios consiguientes átodo 
procedimiento en el cual obran dos autoridades separa- 
damente. Entre tanto, otorgándose al Poder Ejecutivo 
una intervención ejecutiva, la acción de los dos poderes 
que intervienen en el proceso de extradición se solidariza 
y concurre á que el uno haga efectivas las decisiones del 
otro. 

Por lo demás, esta solidaridad solo se produce cuando 
la justicia ha declarado la procedencia de la extradi- 
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cion ; en los casos de improcedencia ella no solo es inú- 
til sino que sería absurda, por cuanto rechazado el recur- 
so no solo no se ejercita acto internacional que afecte el 
derecho de asilo, sino que no existe medida alguna que 
reclame ejecución, siendo en este caso innecesaria la in- 
tervención del jefe del Poder Ejecutivo. 

Tal es el espíritu de las consideraciones en que se halla 
basado nuestro artículo 53. 



SECCIÓN TERCERA 

PRESCRIPCIONES DIVERSAS (l) 

ARTÍCULO 58 

En casos de urjencia el Estado requerido acordará la 
detención provisoria de un inculpado á solicitud, ya sea de 
las autoridades judiciales de otro mediante gestión postal ó 
telegráfica^ ó bien á pedido de un Agente Diplomático, 

Corresponde al Ministerio de Justicia el conocimiento de 
la solicitud^ debiendo verificarse el arresto de conformidad 
á lo estatuido en el inciso 2° del ai'ticulo 47, 

ARTÍCULO 59 

Verificada la aprehensión pi'ovisoria, el detenido podrá ser 
puesto en libertad bajo fianza mientras se deduce la reda- 
mación en forma. 

(i) Véase el comentario inserto al final de esta sección. 
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El conocimiento y decisión de la soliciiud corresponden al 
Juez que hubiese verificado la identidad del reclamado y 
ordenado el arresto j siendo su resolución inapelable. 

ARTÍCULO 6o 

El detenido seta puesto en libertad si el Estado requirerUe 
no dedujese la demanda de extradición en forma en los 
siguientes términos: 

Entre Estados limítrofes d los cincuenta dias después de 
efectuada la detención. 

Entre Estados no limitrojes a los noventa dias de la 
misma. 

ARTÍCULO 6l 

En todos los casos en que, según lo establecido en este 
Titulo, proceda el arresto del refujiado en un territorio, se le 
hará saber en el término de veinticuatro horas la causa que 
motiva su detención. 

Le serán notificadas, igualmente, dentro del mismo tér- 
mino las resoluciones de carácter definitivo concernientes al 
acuerdo ó negativa de la extradición. 

ARTÍCULO 62 

Siempre que un inculpado sujeto á la acción penal del 
Estado requerido fuese pasible de extradición á favor de 
otro, podrá ser entregado á este á los efectos meramente 
procesales que fuesen necesarios y bajo condición de ser de- 
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vuelto á la terminación de las dilijencias que motivaron la 
entrega. 

ARTÍCULO 63 

En los casos de extradición acordada corresponde al Es- 
tado requerido efectuar la traslación del inculpado hasta la 
frontera del Estado requirente ó de la de aquel por cuyo 
territorio hubiese de pasar. 

El Estado requirente podrá, sin embargo, constituir uno ó 
más ajenies de seguridad; pero la intervención de estos 
queda subordinada á la de los ajenies y autoridades del 
territorio de tránsito, 

ARTÍCULO 64 

Cuando para la entrega de un inculpado cuya extradición 
hubiese sido acordada por una nación á favor de otra fuese 
necesario atravesar por el territorio de un Estado neutral, 
el tránsito seta autorizado por éste sin exijirse otro requisito 
que el de la exhibición por la via diplomática del decreto de 
extradición expedido por el Gobierno que otorgó aquella, del 
cual se acompañará testimonio en forma, 

ARTÍCULO 65 

Si el tránsito fuese acordado, las autoridades respectivas 
prestarán sus auxilios á fin de evitar la evasión y Jacilitar la 
conducción del inculpado por el territorio jurisdiccional. 

Los gastos que aquella demande son de cargo del Estado 
requirente. 
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Mucha uniformidad se observa en los pactos interna- 
cionales en lo referente á la detención provisoria de un 
inculpado que haya de ser reclamado mediante extradi- 
ción; sobre este particular puede decirse que no existe 
controversia digna de especial atención. Mas existen 
dos puntos esenciales acerca de los que guardan completo 
silenciólos tratados; estos son: i® La manera de verificar 
la aprehensión ; y 2® La condición á la cual queda sujeto 
el detenido. 

Respecto de lo primero, aún cuando los pactos interna- 
cionales nada determinan, el procedimiento observado ha 
sido impuesto por una práctica casi idéntica, resultante, 
sin duda de la analogía que tienen aquellos entre sí. Ha- 
biendo prevalecido el sistema administrativo en materia de 
extradición la detención provisoria se lleva á cabo por or- 
den del Poder Ejecutivo, obligatoria ó facultativamente, 
según las estipulaciones contenidas en los tratados. 

El ejercicio de la extradición ha evidenciado la conve- 
niencia y ventajas de ejecución de una medida, como la 
indicada, que á primera vista parece arbitraria y violen- 
ta, sobre todo si se tiene en cuenta que ella se consuma 
sin otro elemento justificativo que el de la palabra ofi- 
cial de las autoridades de un Estado. Pero, por venta- 
josa y justificada que ella parezca, conceptuamos que en 
su aplicación debe observarse un procedimiento precau- 
ciona! que concille la gravedad de la medida con los dere- 
chos individuales, que no es lícito sean repentinamente 
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suspendidos sino cuando las responsabilidades penales 
comprobadas producen este efecto imperativo y excep- 
cional. 

Bajo el réjimen administrativo el proceder adolece de 
todos los defectos del sistema; mas no' sucede lo propio 
aplicando á la detención provisoria el régimen general 
que establecemos para el caso regular de extradición. Se- 
gún este, la detención del reclamado se verifica por la au- 
toridad judicial competente (por razón de la residencia), 
la cual procede á verificar su identidad acordándole li- 
bertad inmediata cuando aquella no ha sido acreditada. 
No vemos razón legal que demuestre por qué un indi- 
viduo detenido preventivamente, sobre cuya culpabili- 
dad no se ha producido prueba ninguna haya de encon- 
trarse en peores condiciones que el inculpado que ha 
sido aprehendido en virtud de justificativos que com- 
prueban su delincuencia. Si este tiene por garantía la 
intervención de la justicia, á cuya jurisdicción queda 
sometido desde que se ha verificado la aprehensión, 
aquel con mayor motivo necesita igual garantía tratán- 
dose de un acto que importa la suspensión del beneficio 
de asilo, y consiguientemente, la privación de su libertad 
individual. 

Obedeciendo al mismo orden de ideas, que sirven de 
base á las reglas que establecemos respecto de los casos 
de extradición regular, nuestro artículo 58 coloca el trá- 
mite relativo á la detención preventiva en la esfera judi- 
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cial, á la cual corresponde, y que evita los inconvenien- 
tes que presentan tanto el sistema administrativo cuanto 
aquellos otros que niegan á la justicia la intervención di- 
recta que le pertenece en todos los actos concernientes á 
la extradición. 

Por lo que hace al segundo punto, el Proyecto de ley 
de extradición de Francia consigna la innovación que 
contiene nuestro artículo 59. El artículo 17 de dicho Pro- 
yecto establece que el estranjero que ha sido detenido 
provisoriamente puede solicitar de la Cámara de acusa- 
ción su libertad provisoria en las mismas condiciones 
que si la persecución hubiese sido ejercitada en Francia. 
LaBéljica, en varias decisiones de sus tribunales y en sus 
leyes mismas, ha consagrado este derecho observando 
el siguiente trámite : la solicitud de libertad formulada 
por el detenido se somete á la decisión de la Cámara 
del Consejo : si esta decide sin la comparencia de aquel, 
su decisión es apelable para ante la Cámara de acusa- 
ción, la cual, después de haber subsanado la omisión, re- 
voca ó confirma aquella. 

La libertad provisoria ha estado hasta el presente su- 
jeta á la lejislacion y á la jurisprudencia especial de cada 
Estado, no habiéndose estatuido nada en los pactos in- 
ternacionales, por lo cual podría conceptuarse que no 
existe regla internacional ninguna al respecto. Entre 
tanto, la gravedad de la detención provisoria, los debe- 
res inherentes al derecho de asilo, la libertad individual. 
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que no puede ser restrinjida sin causa lejitima, y las 
buenas relaciones internacionales hacen necesaria la con- 
sagración de un precepto jeneral que concille tan diver- 
sos intereses. 

M. Bernard, combate sin embargo este derecho, fun- 
dándose para ello en que el refujiado en un territorio ex- 
tranjero ** por lo mismo que ha abandonado su domici- 
lio, el centro de sus afecciones y de sus intereses, se ha 
hecho indigno de ser tratado con tanta benevolencia 
como la que merecería si hubiese permanecido á dispo- 
sición de la justicia". Según su criterio, su misma con- 
dición de acusado lo hace sospechoso al gobierno del 
país requerido, que podría espulsarlo y que no tiene 
razón para acordarle la protección que el estatuto perso- 
nal relativo á la libertad individual, reserva á los nacio- 
nales ; el autor considera finalmente, que el refujiado 
que se ha expatriado para evitar la prisión y la expiación 
que merece no solicita su libertad provisoria sino para 
apelará los medios que le facilitan la evasión á otro país. 

El reputado publicista, en la dificultad, sin duda, de 
aducir razones decisivas en apoyo de su doctrina, con- 
cluye por admitir que la libertad provisoria puede acor- 
darse parcimoniosamente y bajo de caución, agregando 
que las reglas que hayan de fijarse al respecto deben tener 
en consideración la situación excepcional del refujiado, 
debiendo ser graduadas según la gravedad de la acusa- 
ción, aplicándose uniformemente por todos los Estados. 

16 
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Consideramos por nuestra parte más especiosas que 
fundadas las objeciones anteriores. En efecto, la fuga de 
un inculpado no puede tomarse por el Estado reque- 
rido como prueba de culpabilidad ni como circunstancia 
agravante de responsabilidad. El refujiado al penetrar 
en el territorio de un Estado queda de hecho amparado 
por el derecho de asilo ; su condición moral no puede ser 
calificada por aquel sino en vista de la prueba que acre- 
dite su delincuencia y del derecho que asiste al Estada 
requirente para apoderarse de su persona con arreglo á 
las prescripciones de la extradición. En segundo lugar» 
¿ cómo podría asegurarse que la libertad provisoria que 
solicita el detenido entrañase siempre el designio de una 
nueva evasión ? ¿ No acontecería en muchos casos que la 
detención recae sobre personas de culpabilidad aparente 
ó respecto de las cuales se haya extinguido la acción ex- 
tradicional por causa de prescripción ü otro fundamento 
legal? ¿Cómo apreciar, estas circunstancias inciertas 
sin base probatoria que las determine? En tercer lugar, 
¿ sería posible y fácil estatuir una reglamentación segura 
y justa acerca de las infracciones susceptibles ó no sus- 
ceptibles de la libertad provisoria ? Tienen los delitos 
tantas y tan variadas modificaciones resultantes de la 
naturaleza misma de la infracción, de la persona y del 
territorio en el cual se ha perpetrado que no es posible 
fijar con seguridad preceptos reglamentarios al respecto 
sin riesgo de incurrir en flagrantes injusticias. 
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La Única manera de resguardar el derecho del Estado 
requirente, los deberes del Estado requerido y las garan- 
tías acordadas al detenido no es otra, á nuestro juicio, 
que la que proponemos en el artículo que motiva este 
comentario, esto es : otorgar la libertad bajo fianza, li- 
brando su apreciación al criterio del juez que verificó la 
identidad, única autoridad que puede apreciar la gravedad 
de la infracción, las condiciones morales del detenido y 
estimar las seguridades que se ofrezca en garantía de 
su libertad provisoria. La justicia local no debe ser 
más rigurosa con el refujiado que lo que está obligada á 
serlo con los que residen dentro de su jurisdicción ; sus 
decisiones deben tomar por base, no la nacionalidad ni 
la condición instable del domicilio, sino la culpabilidad 
del ájente ejercitando su acción con la equidad que los 
sanos principios de justicia establecen. 

De dos modos se verifica la remisión y entrega del in- 
culpado cuya extradición ha sido acordada : ó se efectúa 
por medio de los ajentes de seguridad del Estado que 
otorgóla extradición, ó bien por los que el Estado requi- 
rente constituye con tal objeto. Uno y otro se han im- 
puesto por la práctica, guardando los tratados silencio á 
este respecto. Juzgamos, por nuestra parte, que la re- 
glamentación del derecho internacional debe contener 
una cláusula esplícita que determine la forma de este 
procedimiento para evitar las desarmonías que sobre el 
particular puedan ocurrir por causa de indefinición. 
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Desde luego nos decidimos por el primer medio, acep- 
tado uniformemente por la generalidad de las naciones, 
y rechazamos el segundo, seguido únicamente por In- 
glaterra y Estados Unidos, siendo digno de notarse que 
aquella se ha separado de hecho de su antigua práctica 
en vista de los inconvenientes que ocasionaba la acción 
de ajentes extranjeros dentro de su territorio. Este pro- 
cedimiento entraña en efecto, la anomalía de otorgar 
intervención á tales ajentes en la ejecución de un acto 
de justicia que se lleva á cabo dentro de una jurisdicción 
que les es estraña . 

Su acción independiente, no sujeta á la fiscalización 
de las autoridades locales, puede en muchos casos descen- 
der hasta el abuso sin que sea posible evitarlo ó repri- 
mirlo. 

Según nuestro articulo 63 la ejecución de la extradi- 
ción corresponde á la autoridad administrativa del 
Estado requerido, que es la que dispone de los medios 
necesarios para que la entrega del inculpado pueda ve- 
rificarse con toda regularidad. M. Bernard, considera 
que ella debiera encomendarse al ministerio público ex- 
presándose en estos términos : '* Las medidas relativas 
á la ejecución de la extradición podrían dejarse bajo el 
dominio de la administración. Sería, sin embargo, más 
lójico encomendar al ministerio público el cuidado de 
asegurar el cumplimiento de la decisión que ordena la 
extradición, como si se tratase de un simple manda- 



DE DERECHO INTERNACIONAL PENAL 245 

miento de arresto. En efecto, en principio la adminis- 
tración no interviene sino para asegurar la ejecución de 
la pena. En tanto que la justicia no sea excluida de la 
pesquiza por un decreto negativo es á ella á la que cor- 
responde proveer á la ejecución de medidas de coerción, 
para la cual el Estado pone á su disposición, según el 
caso, oficiales ministeriales ó ajentes de la tuerza pú- 
blica. No siendo la extradición mas que un mandamiento 
de justicia de una naturaleza especial, el ministerio pú- 
blico procurará su ejecución dirijiendo á los ajentes de la 
fuerza pública requisitorias á efecto de conducir al ex- 
traído hasta la frontera". 

Concluye el autor conceptuando que esta acción que 
se confiere al poder judicial facilitará la remisión del ex- 
traído, evitará los abusos á que pudiera dar márjen la 
intervención de ajentes irresponsables, resultando, en 
resumen, que el proceder uniforme de las autoridades 
judiciales de los Estados (requirente y requerido) obra- 
ría como si ellas hicieren parte de una misma soberanía. 

Las consideraciones anteriores son insuficientes á 
nuestro juicio, para acreditar las ventajas del trámite in- 
dicado por M. Bernard, como vamos á verlo. El autor es- 
tablece que la extradición no es mas que un mandamiento 
de justicia de una naturaleza especial, cuya ejecución 
debiera corresponder al ministerio público. Colocada la 
extradición en el carácter que se le atribuye en cuanto á 
sus medios de ejecución, resalta la confusión evidente 
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en la que incurre M. Bernard ; en efecto, en materia de 
justicia procesal existen dos ajentes de ejecución : en la 
esfera civil y comercial los oficiales de justicia encarga- 
dos de cumplir las órdenes procedentes de los tribunales; 
en materia penal los ajentes de la seguridad pública. 
Los primeros dependen de aquellos, los segundos de la 
autoridad administrativa. Para que en el régimen repre- 
sivo la autoridad judicial pueda hacer cumplir sus deci- 
siones necesita requerir el auxilio de la autoridad admi- 
nistrativa, la cual no procede sino después de llenadas 
ciertas formas y por orden de los funcionarios superio- 
res respectivos. Según esto, el trámite indicado en vez de 
simplificar (como lo conceptúa el autor citado) complica 
el procedimiento y lo retarda, pues para que puedan 
ejecutarse las órdenes judiciales es necesario requerir 
previamente la cooperación de una repartición inde- 
pendiente y estraña. 

Siendo la entrega de un inculpado un acto puramente 
ejecutivo á la vez que internacional, es innecesario que la 
autoridad judicial tenga intervención en diligencias que 
no le conciernen y para cuyo cumplimiento precisa obte- 
ner el asentimiento de un poder distinto. Las atribucio- 
nes de los tribunales terminan con la declaración de pro- 
cedencia ó improcedencia déla extradición, según lo de- 
jamos demostrado en nuestro comentario al artículo 47; 
las funciones administrativas empiezan en cuanto aque- 
lla debe ejecutarse. Cada poder ejercita, de este modo, 
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las funciones que le son propias, dando al recurso la 
eficacia que le es necesaria y las seguridades de ejecu- 
ción que la autoridad judicial por sí sola no puede ofre- 
cer ; finalmente, es necesario no olvidar que la entrega de 
un inculpado es una dilijencia en la cual no existe fun- 
ción judicial ninguna que llenar y en la que lo único 
que se consulta es la exactitud de su verificación ¿ quién 
puede asegurar este resultado ? Lójicamente la autori- 
dad administrativa que dispone de mayores medios y 
mayores facilidades para su realización. 

Independientemente de la acción ejecutiva del Estado 
requerido hemos establecido que el Estado requirente 
puede constituir ajentes de seguridad para la conduc- 
ción del inculpado ; esta medida puede ser necesaria 
especialmente, cuando aquel haya de cruzar por el te- 
ri torio de un estado neutral ó por regiones que no 
cuenten con ajentes policiales bastantes para impedir la 
evasión ; en tal caso, como ninguna autoridad estra- 
ña puede ejercer imperio jurisdiccional ni acto admi- 
nistrativo dentro de otra, á fin de conciliar el interés y 
soberanía de cada Estado, hemos establecido la admisión 
de aquellos, pero subordinando su acción á la autoridad 
territorial, sobre la cual pesa la responsabilidad ejecuti- 
va de la extradición. 

Una de las reglas generalmente aceptada en los tra- 
tados internacionales según lo que dejamos expuesto, 
es la que autoriza el tránsito extradicional por el territo- 
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rio de un Estado neutral ; pero para que sea permitido se 
exije la exhibición de documentos que acrediten la pro- 
cedencia de la extradición, partiéndose de la teoría que 
considera el tránsito como una nueva extradición que pue- 
de ó no ser acordada por el Estado intermedio. De aquí 
la necesidad de justificar la delincuencia del inculpado, de 
conformidad á los preceptos establecidos en los tratados. 

Algunos internacionalistas, no satisfechos con la arbi- 
trariedad que entraña tal práctica van todavía más lejos 
como es fácil demostrarlo. El artículo 21, del Proyecto 
de ley de extradición de Francia, que hemos citado va- 
rias veces por considerarlo como uno de los más com- 
pletos sobre la materia, establece que el tránsito sobre 
el territorio francés podrá ser autorizado por el Ministro 
de Justicia, mediante simple producción por la vía di- 
plomática de uno de los actos de procedimiento que 
acrediten (conforme al art. 10), la culpabilidad del con- 
ducido, un mandato de detención, ó auto de prisión, etc., 
etc. M. Deloume, en las reformas que indica deben in- 
troducirse en dicha ley, propone que '*el tránsito no podrá 
ser acordado sino cuando el hecho que lo motiva no 
constituya ni un delito político ni una infracción cubier- 
ta por la prescripción de la acción ó de la pena, ni un 
hecho respecto del cual la ley rehusaría la concesión de 
extradición " . 

En apoyo de esta reforma aduce el siguiente racioci- 
nio : *' El hecho del tránsito, dice, es menos grave que 
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el hecho de la extradición y, he ahí por qué no nos pare- 
ce útil hacer intervenir otro poder que la autoridad eje- 
cutiva ; pero es necesario ser lójico y np prestar apoyo á 
un acto que se considera como contrario al derecho y 
no conceder paso sobre el terrri torio á aquel cuya ex- 
tradición no se acordase. Esta sería una especie de com- 
plicidad á cuyo cumplimiento el gobierno no sabría pres- 
tarse fundadamente. Como el gobierno tienejen sus manos 
los documentos necesarios para ilustrarse, es necesario 
que la ley imponga la obligación y que no preste el con- 
curso de sus agentes y las rutas de su territorio sino para 
actos considerados como justos y lejítimos". 

Por nuestra parte conceptuamos que si la práctica 
seguida hasta el presente es notoriamente errónea, la 
reforma propuesta, que no es sino su ampliación, es de 
todo punto inadmisible. Fundamos nuestra oposición: 

I® En que el tránsito extradicional no puede conside- 
rarse como un acto de extradición por cuanto esta con- 
siste en la entrega por un Estado á otro de un refu- 
jiado en su territorio, que ha estado protejido por el de- 
recho de asilo. El tránsito es una necesidad impuesta 
por la interposición de un territorio entre dos naciones 
entre las cuales debe verificarse el acto extradicional ; 
la presencia del extraído en el territorio neutral no re- 
viste ninguna de las condiciones del refujio, es un acto 
ajeno á su voluntad ; por consiguiente, no se halla bajo 
la protección de las leyes á las cuales no se ha sometido 
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libremente, ni estas pueden prestarle amparo por hallar- 
se bajo el imperio de la jurisdicción del Estado que ha 
obtenido la extradición. Si los intereses de las naciones 
son solidarios, si entre ellas existe la obligación de pres- 
tarse recíproco apoyo, el tránsito (con mucha mayor ra- 
zón que la extradición misma), constituye un deber cuya 
inobservancia ó desconocimiento traería por consecuen- 
cia la inaplicabilidad de las leyes penales cuando para 
su sanción se hace necesario el concurso internacional. 
20 En que la sujeción del tránsito á la condición 
de exhibirse la prueba de procedencia déla extradición 
importa un acto de fiscalización ejercido por el Estado 
neutral sobre las decisiones del Estado que otorgó aque- 
lla á la vez que una entromision jurisdiccional que le es 
agena. ¿ En virtud de qué principio se exije la exhibi- 
ción de tal prueba respecto de un inculpado que no ha 
estado bajo la protección de las leyes del territorio de 
transito ? ¿ En virtud de qué derecho puede constituirse 
la autoridad de este en juez del acto de extradición para 
ratificarlo ó negarlo por su parte ? Pero se dice, el trán- 
sito debe acordarse solo cuando la extradición hubiese 
de ser concedida por el Estado neutral ; si aquella se 
otorga en condiciones contrarias á sus leyes se consu- 
maria una complicidad en caso de que la extradición 
acordada por el Estado requerido fuese contraria á aque- 
llas. Este raciocinio hace surjir inexorablemente esta 
consecuencia : la extradición que haya de otorgarse 
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entre dos Estados no limítrofes se rije por las leyes y 
principios adoptados por el territorio de tránsito, lo que 
importa anular los pactos celebrados entre aquellos con 
menoscabo de su soberanía. En el derecho internacio- 
nal esto es positivamente absurdo. 

Nuestro artículo 64 establece una práctica distinta que, 
respetando los derechos de cada soberanía y facilitando 
los medios de hacer efectiva la solidaridad internacional, 
coloca la extradición en tránsito en su verdadero carác- 
ter de recurso ejecutivo necesario é inevitable. Todo lo 
que el Estado neutral precisa conocer es la resolución que 
otorga la extradición de un inculpado, sin entrar á juzgar 
si ella ha sido bien ó mal acordada y si se encuentra con- 
forme con su lejislacion ó nó. Ni el proceso extradicional 
se ha verificado en su territorio, ni sus leyes han sido 
violadas por ese acto externo, ni posee jurisdicción para 
revisar las decisiones de una soberanía independiente, 
¿ cómo entonces sujetar á su decisión el cumplimiento 
de una medida que solo afecta los derechos del estado 
requirente y los del Estado requerido? 

La solicitud de la extradición en tránsito tiene por 
causa el respeto que se debe á la soberanía territorial por 
la cual tiene que ser conducido el inculpado ; siendo la 
extradición un acto administrativo ejecutado por otra 
soberanía, se hace indispensable que la primera conceda 
á la segunda la permisión de ejecutar el acto de entrega 
salvando su territorio. El Estado neutral, ajeno á todas 



2^2 REGLAS 

las circunstancias en que aquella se ha acordado y á los 
pactos que la autorizan no puede tener otra participación 
que la meramente pasiva y auxiliar que le imponen las 
relaciones y deberes internacionales. 

Por otra parte, es necesario tener en consideración el 
respeto que se debe á las decisiones de cada nación y la 
fé que ellas merecen : de aquí, que prevalezca como re- 
gla la presunción de que cuando un Estado ha decre- 
tado la extradición, esta resolución debe hallarse ro- 
deada de todas las garantías necesarias que evidencien 
su lejitimidad, pues en rigor la responsabilidad de tan 
grave medida solo recae sobre el Estado que la ha otor- 
gado. Ahora bien, si estas consideraciones abonan el pro- 
cedimiento que establecemos bajo el réjimen actual de la 
extradición, con mucho mayor fundamento tiene que 
ser aplicado cuando varios Estados han establecido una 
reglamentación uniforme, que impone condiciones de 
ejecución ineludibles en garantía de derechos comunes 
y solidarios, como acontecería en el caso, por ejemplo, 
de que aquellos adoptasen las reglas que formulamos ü 
otras que estableciesen un trámite armónico y de condi- 
ción solidaria. 

Aún cuando la materia se presta á vastos desarrollos 
creemos que las consideraciones que hemos expuesto 
lacónicamente, bastan para dejar establecido el funda- 
mento de la innovación consignada en el artículo que 
motiva este comentario. 



TÍTULO V 



DE LOS DOCUMENTOS Y DILIJENCIAS INTERNACIONALES 

EN MATERIA CRIMINAL (l) 



ARTÍCULO 66 

Los documentos emanados de un Estado que revistan las 
formas establecidas por su lejis loción merecen plena fé y 
surten ejectos exteriores en materia criminal, de conformidad 
á estas Reglas, siempre que se hallen legalizados conforme 
á las prescripciones establecidas por el Estado en el cual 
hayan de producirse aquellos, 

ARTÍCULO 67 

La comparencia personal de testigos domiciliados ó resi- 
dentes en un Estado, cuyo testimonio Juese necesario en una 
causa criminal seguida en otro, será autorizada a condición 
de inmunidad de aqtéellos respecto de las responsabilidades 

(i) Véase el comentario inserto al final de este título. 
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á que pudieran estar sujetos, sea por causa de condenaciones 
anteriores ó por razón de la complicidad que se les atribuya 
en la infracción que motiva su íUfiniad&4 ¿r/^^¿¿í*r¿C^. 

ARTÍCULO 68 

Cuando en una causa criminal sea necesario verificar actos 
de instrucción ó prueba dentro de una jurisdicción extran- 
jera, dichas dilijencias podrán practicarse por medio de 
comisiones (cartas) rogatorias dirijidas á las autoridades 
judiciales de aquella, siempre que revistan las condiciones 
establecidas en el articulo 66. 

Ij)s gastos que demanden tales dilijencias son de cargo 
del Estado en el cual se verifican. 

ARTÍCULO 69 

Las comisiones rogatorias y verificación de diligencias en 
materia criminal serán autorizadas y cumplidas en todos los 
casos, aún cuando el delito que las motiva no se halle pre- 
visto ni penado por la lejislacion del Estado dentro de cuya 
jurisdicción deban efectuarse, 

ARTÍCULO 70 

En todas las diligencias que hayan de practicarse en un 
Estado á solicitud de otro, rije el procedimiento establecido 
para tales casos en la jurisdicción requerida, siempre que en 
virtud de convenciones especiales no se hubiese prescrito 
entre dichos Estados un trámite especial. 
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ARTÍCULO TRANSITORIO 

Las presentes Reglas, tendrán eficacia entre los Estados 
que las hubieren aceptado mediante convenciones interna- 
cionales expresas. 

Dichas convenciones señalarán el término de su vijencia 
y demás circunstancias relativas á su ejecución. 

La única cuestión que demanda un comentario espe- 
cial en el presente título, es la referente á las comisiones 
ó cartas rogatorias, de cuya naturaleza y alcance pasamos 
á ocuparnos. 

Poca armonía existe en las prácticas internacionales 
acerca de la ejecución que debe darse á las comisiones 
rogatorias conducentes á la producción de pruebas en 
territorio extranjero referentes á las infracciones cometi- 
das en otro. Examinando los tratados, se observa que 
unos rechazan en absoluto las comisiones referentes á 
los delitos políticos, otros, como la Inglaterra, tampoco 
las autorizan si el hecho que motiva la comisión no es 
punible según las leyes del Estado en el cual deban ve- 
rificarse, ó es de carácter puramente fiscal ; otros, final- 
mente, las rechazan cuando la comisión recae sobre una 
infracción perpetrada por el subdito de la nación en que 
deba efectuarse. 

Todas estas excepciones proceden mas bien de la con- 



2;6 REGLAS 

dicion convencional de los tratados que de ningún fun- 
damento jurídico que pueda justificar su lejitimidad. 
Cierto es que todas ellas se resienten de la influencia ejer- 
cida por las doctrinas más ó menos exajeradas que pre- 
dominan en materia de extradición, como por ejemplo 
las relativas á la protección de nacionales : las que acuer- 
dan inmunidades á los delincuentes políticos aún cuando 
se trate de crímenes conexos, y finalmente las relativas 
al imperio exclusivo que se atribuye á la ley territorial 
aún sobre actos que no afectan ni se han producido den- 
tro de la jurisdicción de aquella. 

Un breve examen de la naturaleza de las excepciones 
enumeradas demostrará su improcedencia. 

Delitos políticos. — Esta exclusión está basada, sin duda, 
en el principio general que acuerda la inmunidad á los 
refujiados políticos en lo concerniente á la extradición ; 
pero, si tal es el fundamento, la deducción es totalmente 
errónea ; lo que aquel principio consagra es el beneficio 
del asilo dentro del Estado que sirve de refujio, pero no 
impide ni puede estorbar la acción procesal del Estado 
en el cual se ha perpetrado la infracción y al que corres- 
ponde conocer las circunstancias en que se ha perpe- 
trado el delito y castigar á los cómplices del atentado 
que se encuentren en su poder. Así como la prueba 
puede agravar la responsabilidad de un inculpado, coa- 
tribuye también á disminuirla y aún á evidenciar su ino- 
cencia. Y si los elementos de esar prueba se encuentran 
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en el exterior, siendo los cómplices evadidos los que 
pueden suministrarla, ¿ por qué impedir que ella se pro- 
duzca ? La aceptación de esta doctrina conduciría, ó á la 
mpotencia de la autoridad nacional contra la cual se ha 
delinquido, ó á la autorización de un proceder arbitrario 
ejercido por ésta. 

M. Bernard, de conformidad con M. Billot, apreciando 
con muy recto criterio esta cuestión bajo su aspecto ex- 
tradicional deductivo, dice: '*¿No es bastante que el 
refujiado goce de las inmunidades del derecho de asilo ? 
¿Es necesario proclamar la desconfianza éntrelos go- 
biernos como un dogma político é internacional, decla- 
rar que la justicia no solamente no podrá obtener la en- 
trega de los culpables sino que, además, sus actos serán 
heridos por la sospecha, y que deberá permanecer impo- 
tente y desarmada contra los delitos políticos ? " 

*' Si la prueba de estos delitos depende del testimonio 
que debe recojerse ó de las pesquisas que hayan de ve- 
rificarse en el extranjero esta abstención recíproca de los 
gobiernos puede tener las consecuencias más graves. La 
primera es la de privará la justicia el medio de constatar 
el delito y de permitir, por consiguiente, al refujiado 
regresar á su patria en lugar de sufrir la expiación del 
destierro. La segunda, arrebatar la acción de la justicia 
contra los cómplices y condenarla á la impotencia por 
los delitos de derecho común que tienen conexión cual- 
«quiera con los delitos políticos. Los gobiernos tienen, 

17 
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antes de todo, el derecho de defenderse y no deberían 
llevar la tolerancia respecto de los delincuentes políticos 
hasta condenarse á declarar anticipadamente que la jus- 
ticia, aún procediendo por contumacia, será suspendida 
respecto de aquellos cuando logren la buena suerte de 
tocar el suelo extranjero ". 

Estas consideraciones demuestran suficientemente lo 
infundado y peligroso de una excepción que, falta de base 
jurídica, subordina y menoscaba la autoridad de una so- 
beranía independiente en lo concerniente á su réjimen in- 
terno. Las consecuencias de esta doctrina, puramente 
convencional, aún son de mayor gravedad y trascenden- 
cia cuando las infracciones que motivan la investigación 
se relacionan con crímenes conexos, no susceptibles de 
extradición por diversos Estados, en cuyo caso la acción 
represiva de la nación cuyas leyes han sido violadas se 
hallaría anulada por una soberanía extraña. 

Disconformidad de lejislaciones. — De consecuencias, na 
menos trascendentales es la excepción relativa á las dili- 
jencias concernientes álos delitos no penados por las le- 
yes del Estado dentro del cual deban verificarse. En este 
caso se hace prevalecer la ley territorial ; la negativa del 
Estado requerido llega á adquirir un carácter ilícito de 
tolerancia y de protección á favor del culpable, despres- 
tijia el imperio de la ley violada y coloca al Estado requi- 
rente en una condición tal de inferioridad en la esfera del 
derecho estricto que no puede menos de chocar abierta^ 
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mente con los intereses de la justicia y con los deberes 
que impone la mancomunidad internacional. Apreciando 
en su verdadero alcance la restricción, ella importa sujetar 
la acción de la jurisdicción territorial á lo que las leyes 
de la jurisdicción extranjera hayan ó no previsto, y según 
esto, la prueba que sea necesaria obtener para castigar una 
infracción depende en absoluto de lo que establezcan las 
prescripciones penales del Estado que sirve de refujio. 
Dedúcese de esto que el Estado dentro del cual se ha 
perpetrado la infracción, donde el crimen ha producido 
sus efectos es impotente para reprimirlos, porque á ello 
se oponen leyes de otra soberanía, que no ha soportado 
daño alguno ni cuyas leyes han sido violadas. Admitir 
tal doctrina sería consagrar la subversión de los princi- 
pios que garantizan la acción libre é independiente que 
corresponde á cada Estado. 

Exclusión de nacionales, — A este respecto no podría- 
mos aducir observaciones más fundadas que las que for- 
mula M. Bernard, y que hacemos nuestras : '* Esta dis- 
posición, dice refiriéndose al tratado Franco-bávaro de 
1869 (que establece la negativa de ejecución de las comi- 
siones rogatorias cuando tienen por objeto establecer la 
culpabilidad de uno de los subditos de las naciones sig- 
natarias), esta disposición, felizmente aislada en el dere- 
cho convencional, es una consecuencia singularmente 
exajerada de la regla que prohibe á los soberanos entre- 
gar á sus nacionales (mediante la extradición). Sijella Ue- 
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gase á estenderse contrariando la atracción que impulsa 
los pueblos á unirse estrechamente en todos conceptos, 
y especialmente en sus esfuerzos contra los malhechores, 
señalaría un punto de retardo en el derecho internacio- 
nal, por cuanto no esotra cosa que la negación de la jus- 
ticia. En efecto, el Estado que pretendiese paralizar el 
ejercicio de la jurisdicción extranjera contra sus naciona- 
les, aún en el caso en que no se le pida la entrega de su 
persona, causa un perjuicio directo á la potencia que 
solicitase su concurso. No solamente no le permite esta- 
blecer la prueba del delito á cargo del extranjero que ha 
infrinjido sus leyes y violado su hospitalidad ó que desde 
lejos atenta á su seguridad, sino que debilita su acción 
respecto de sus cómplices. Propagar de este modo la 
hospitalidad es abusar del derecho de soberanía bajo 
pretexto de defenderla " . 

Por nuestra parte haremos notar, en apoyo de la re- 
gla que establecemos sobre el particular, que ella guar- 
da armonía y no es mas que la consecuencia del princi- 
pio que hemos admitido anteriormente, por el cual re- 
chazamos la inmunidad de nacionales ante el derecho 
de extradición, siendo aplicables al presente caso las 
consideraciones expuestas en anteriores comentarios . 

Lo expuesto determina el alcance y el espíritu de nues- 
tro artículo 69, según el cual ninguna nación debe negar 
á otra los elementos probatorios que le sean necesarios 
parala determinación de un hecho punible rejido por 
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las leyes del territorio en el cual se ha producido. Los 
principios que dejamos establecidos en estas Reglas tie- 
nen por base : i° La eficacia que se debe á las leyes de 
cada soberanía ; 2« El derecho represivo que asiste á es- 
tas cuando los efectos de una infracción se han produci- 
do en su territorio : 3® El respeto que cada nación debe 
á otra en el ejercicio de las acciones penales que le con- 
ciernan, siempre que la ejecución de ellas no infiera 
perjuicio ó cause agravio á la independencia de su juris- 
dicción propia. 

Siendo las dilijencias de prueba medios necesarios para 
la investigación de la verdad, su cumplimiento no afec- 
ta la lejislacion del Estado en el cual deban recabarse, 
aún cuando se trate de infracciones no previstas ó no pu- 
nidas por ella, por cuanto los efectos de esa prueba no 
se producen dentro de su jurisdicción sino dentro de 
aquella en la cual las infracciones han sido perpetra- 
das y á la cual asiste un derecho represivo perfecto. 
Una doctrina contraria conduciría á resultados palma- 
riamente adversos á la sanción de las leyes penales. 
Aduzcamos otra vez el ejemplo que hemos propuesto en 
nuestros anteriores comentarios : la lejislacion de un 
Estado no ha previsto el caso de falsificación de mone- 
das extranjeras, respecto del cual el hecho no consti- 
tuye un delito ; el delincuente cae bajo la jurisdicción de 
aquel que lo califica y lo castiga como tal. Para el ejer- 
cicio de la acción penal se hace necesaria la prueba que 
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existe y solo puede suministrarla el Estado dentro del 
cual se ha veriñcado la falsificación ; solicitada esta, 
aquel la niega fundado en que sus leyes no consideran el 
hecho como punible. Consecuencia : el vacío de la ley 
extranjera anula la acción represiva que corresponde 
al Estado damnificado, protejiendo una impunidad evi- 
dente. 

El derecho internacional no puede autorizar estas 
aberraciones, esta subversión de derechos que importa 
la negación del imperio de la justicia cobijada por la de- 
ficiencia de las leyes extranjeras. '* Si las naciones, como 
dice el publicista que venimos citando, quieren sincera- 
mente activar y no embarazar la acción de la justicia so- 
cial, deben abrir libremente sus fronteras á todos los 
mandamientos déla justicia extranjera con la sola con- 
dición de que su autenticidad sea completa, es decir, que 
ellos emanen de majistrados competentes. " Tal es el 
principio que sin excepción alguna aceptamos por nues- 
tra parte. 

Réstanos exponer las consideraciones en las cuales se 
funda nuestro artículo 68, referente á la vía por la cual 
deban introducirse las cartas rogatorias, punto que 
abordamos en seguida. 

La práctica internacional ha adoptado hasta el presente 
la vía diplomática, hallándose admitida esta regla en la 
jeneralidad de los tratados. Sin embargo, en algunas 
convenciones especiales se establece que las autoridades 
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judiciales de un país podrán aceptar cartas rogatorias di- 
rectas procedentes de otro, en casos de urgencia ; esta ex- 
cepción se halla consignada, también, en el proyecto de 
ley de extradición de Francia (art. 20). Reputados inter- 
nacionalistas tienden á constituir la excepción en regla 
absoluta, atenta la morosidad y los inconvenientes de la 
vía diplomática, ó bien sostienen que el órgano por el 
cual hayan de introducirse debe ser el Ministerio de justi- 
cia del Estado en el cual las dilijencias deban prac- 
ticarse. 

Este último proceder tendría, á nuestro juicio, tantos 
inconvenientes como el de la vía diplomática, pues, en 
realidad no se hace más que fijar en otro Ministerio di- 
lijencias de fiscalización que antes estaban encomen- 
dadas al de Relaciones Exteriores ; entre tanto, lo que la 
verificación de las dilijencias internacionales en materia 
criminal demanda es un procedimiento rápido, consul- 
tándose tan solo los medios de autenticidad necesarios 
para que los documentos en los cuales se solicitan pue- 
dan surtir sus efectos inmediatos. Esta tendencia se 
acentúa marcadamente en diversos proyectos de extradi- 
ción de época reciente. 

*' La comunicación directa entre las autoridades judi- 
ciales, dice Bard, practicada todas las veces que los tra- 
tados ó los usos internacionales puedan prestarse á ello, 
parece destinada á prevalecer en su más vasta extensión. 
Se ha propuesto admitirla en casos de urgencia ; esto es 
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en realidad admitirla de una manera jeneral, pues, en 
materia de pesquisas criminales ó correccionales la ur- 
gencia es la regla, siendo pocas las excepciones ". 

** La comunicación directa no afectaría en este caso el 
principio de la comunicación diplomática que hemos 
sostenido en materia de extradición. El empleo de la vía 
diplomática es necesario cuando son los gobiernos los 
llamados á obrar y cuando sus derechos respectivos pue- 
den hallarse en juego. No se podría atribuir esta impor- 
tancia ni este carácter al cange de buenos oficios resultan- 
tes del uso de las comisiones rogatorias. La diplomacia 
no tendría que intervenir sino para resolver las dificul- 
tades que puedan surjir en la práctica y en la aplicación 
de los tratados." 

La opinión que antecede se halla corroborada plena- 
mente por la práctica: en los Estados UnidoS/las comisio- 
nes rogatorias son recibidas y tramitadas por las autori- 
dades judiciales como negocios particulares ordinarios y 
sujetos á las mismas formalidades y gastos que aquellos. 
Su trasmisión no se efectúa por la vía diplomática, 
exijiéndose por todo requisito la legalización respectiva. 

El artículo citado de nuestro proyecto tiende á esta- 
blecer esta práctica, dando tantas facilidades para la ve- 
rificación de dilijencias en materia criminal como las 
que han sido aceptadas en materia civil y comercial. To- 
do lo que los tribunales del país en el cual la prueba haya 
de producirse tienen derecho á exijir es la autenticidad 
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de las cartas rogatorias, autenticidad que se acredita por 
medio de la legalización establecida por sus leyes inter- 
nas. Por lo demás, la apreciación intrínseca de las dili- 
jencias que deban practicarse, en conformidad ó discon- 
formidad con la lejislacion interna, su procedencia ó im- 
procedencia, s^un lo que al respecto determinen los 
pactos internacionales, todas estas circunstancias deben 
ser estimadas por el juez del cual se solicita su ejecución 
haciéndose innecesaria la intervención de las autoridades 
administrativas á quienes ninguna participación eficaz 
puede caber en actos que son del resorte de la justicia. 
Nuestros artículos 66 y 68, fundados en la práctica ob- 
servada en los Estados Unidos, que ha dado resultados 
más eficaces que los de la via diplomática y administra- 
tiva, pesando las ventajas del nuevo procedimiento que 
señala el publicismo, lo aceptan y lo consagran como 
una necesidad y una ventaja evidente para el rápido 
ejercicio de la justicia represiva en la esfera internacional. 



REGLAS 



DE 



DERECHO INTERNACIONAL 



PENAL 

(Texto general) 



TÍTULO I 

DE LA JURISDICCIÓN INTERNACIONAL 
• SECCIÓN PRIMERA 

DE LA JURISDICCIÓN TERRITORIAL 

ARTICULO 1° 

Los crímenes y delitos cometidos dentro de la juris- 
dicción de un Estado, sea por un nacional ó por un ex- 
tranjero, son juzgados y penados por las leyes del terri- 
torio en el cual se ha producido la infracción. 

ARTÍCULO 2» 

A los efectos del artículo anterior, se reputan como 
territorio jurisdiccional todas las posesiones y lugares de 
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ocupación en los cuales ejerce un Estado adntínistra- 
cion directa, ya sea sobre dicho territorio ó sobre los 
residentes en él. 

ARTÍCULO 3° 

Rije el principio establecido en el artículo primero 
respecto de los hechos delictuosos perpetrados en el re- 
cinto de una Legación extranjera, ya sea por miembros 
de su personal ó por individuos que no formen parte 
de ella. 

ARTÍCULO 4® 

La acción represiva que haya lugar contra un Ministro 
extranjero ó un miembro del personal de una Legación, 
solo podrá ejercitarse después de obtenido el desafuero 
del sindicado; pero la autoridad competente podrá adop- 
tar las medidas de seguridad necesarias para hacer efecti- 
va aquella. 

ARTÍCULO 5® 

Los delitos cometidos en el extranjero por los Ajentes 
de un Estado en el desempeño de las funciones y deberes 
del cargo que les esté encomendado se juzgan por la ley 
penal del Estado del cual dependen. 

ARTÍCULO ó*» 

Los crímenes, delitos ó tentativas criminales perpe- 
trados en un Estado contra el crédito, la soberanía y 
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seguridad de otro, ó de los residentes en él, serán juzga- 
dos como si la infracción ó tentativa se hubiese cometido 
en el territorio del Estado cuyas leyes han sido violadas 
desde el extranjero. 

ARTICULO 7® 

Un hecho producido en el territorio de un Estado, que 
no fuese pasible de pena según sus leyes, pero que lo 
fuese en la nación en que el crimen produce sus efectos 
solo podrá ser juzgado por esta cuando el delincuente 
cayese bajo de su jurisdicción. 

ARTÍCULO 8° 

El delincuente que se asilase en la nación á la cual 
pertenece la víctima, que no hubiese sido castigado por 
el Estado dentro del cual se cometió el crimen, y que re- 
querido por aquella no ejercitase ninguna acción re- 
presiva, podrá ser juzgado por la jurisdicción de re- 
fu jio. 

ARTÍCULO 9® 

El juicio pronunciado y pena aplicada por un Estado 
contra un delincuente no impide la acción criminal de 
otro ü otros á quienes corresponda igual represión por 
causa de la infracción que hubiese sido juzgada. 

ARTÍCULO 10 
Siempre que según los casos estatuidos en los artículos 
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6<> y 90, procediese un nuevo juicio y las penas que hubie- 
sen de aplicarse fuesen más graves que las ya sufridas 
por el delincuente, para la aplicación de aquellas se im- 
' putarán las cumplidas en el primer juicio. 

ARTÍCULO 1 1 

Cuando por causa de una misma infracción concurrie- 
sen dos ó más jurisdicciones, la prioridad del juicio co- 
rresponde á aquella bajo cuyo imperio inmediato se en- 
cuentra el sindicado. 



SECCIÓN SEGUNDA 

DE LA JURISDICCIÓN EN AGUAS TERRITORIALES 

ARTÍCULO 12 

Los crímenes y delitos perpetrados á bordo de, los bu- 
ques mercantes, ó por gentes de su tripulación fuera de 
los mismos, son juzgados y penados por la ley del Estado 
en cuyas aguas territoriales se encuentran. 

ARTÍCULO 13 

Los crímenes y delitos perpetrados á bordo de los bu- 
ques de guerra se juzgan por las leyes de la nación á 
que pertenecen. 

Exceptúanse de esta prescripción los. crímenes y delitos 
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cometidos por las gentes de la tripulación de los buques 
fuera de los mismos, rijiendo en este caso lo estatuido en 
el articulo anterior. 

ARTÍCULO 14 

Si el capitán de un buque de guerra ó el Ministro de la 
nación a la cual aquel pertenezca solicitase la protección 
de las autoridades del Estado en cuyas aguas territoria- 
les se encuentre, la intervención de estas no podrá exten- 
derse más allá de la adopción de las medidas conducen- 
tes á la seguridad del culpable, y en su caso, al esclareci- 
miento del hecho producido. 

ARTÍCULO 1 5 

Los crímenes y delitos cometidos desde el recinto de 
un buque de guerra extranjero sobre las costas ó aguas 
territoriales en las que se encuentra se rijen conforme á 
lo dispuesto en el articulo sexto. 

ARTICULO 16 

Los crímenes y delitos cometidos abordo de un buque 
de guerra extranjero por individuos no pertenecientes al 
mismo, se rijen conforme á lo establecido en el artículo 
primero. 

ARTÍCULO 17 

Se declaran aguas territoriales á los efectos de la ju- 
risdicción penal las comprendidas en la extensión de 
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cinco millas desde la costa de tierra firme é islas que 
forman parte del territorio de cada Estado. 

Respecto de los rios y lagos interiores la extensión de 
las aguas territoriales se determina por los límites in- 
ternacionales. 

ARTÍCULO 18 

Los crímenes y delitos cometidos á bordo de los bu- 
ques mercantes en alta mar se juzgan por las leyes del 
Estado al cual pertenece el buque. 

ARTÍCULO 19 

Los crímenes de piratería quedan sujetos á la jurisdic- 
ción del Estado bajo cuyo poder caigan los delin- 
cuentes. 



TÍTULO II 

DE LA REINCIDENCIA Y PRESCRIPCIÓN 

SECCIÓN PRIMERA 

DE LA REINCIDENCIA 

ARTÍCULO 20 

La reincidencia en la esfera internacional produce los 
mismos efectos calificativos que en el derecho común. 
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Pero, ningún crimen ó delito que en el hecho importe 
reincidencia podrá ser juzgado como tal por el Estado 
dentro del cual ha sido perpetrado, mientras la autoridad 
que entiende en el juicio no tenga conocimiento legal de 
la sentencia anterior pronunciada contra el sindicado. 

ARTÍCULO 21 

A los efectos del artículo anterior, así como respecto de 
lo dispuesto en el artículo décimo, se entiende por cono- 
cimiento legal del primer juicio la agregación al nuevo 
proceso del testimonio en forma de la sentencia dictada 
en última instancia por los tribunales del Estado en que 
^quel fué definitivamente fallado. 



SECCIÓN SEGUNDA 



DE LA PRESCRIPCIÓN 



ARTICULO 22 

En todo crimen ó delito rije la prescripción estableci- 
da por la jurisdicción (ó jurisdicciones) á la cual queda 
:su)eto el delincuente. En consecuencia, el juicio promo- 
vido en un Estado no importa la interrupción de la pres- 
cripción de la acción que corresponde á otro ú otros en 

los casos que estas reglas determinan. 

18 
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TÍTULO III 



DEL ASILO Y EXPULSIÓN 



SECCIÓN PRIMERA 



DEL ASILO 



ARTICULO 23 



Ningún delincuente que se asile en el territorio de un 
Estado podrá ser entregado á las autoridades de otro 
sino de conformidad á las reglas que rijenla extradición • 

ARTÍCULO 24 

El asilo es inviolable para los sindicados de delitos po- 
líticos por infracciones no sujetas á extradición, ó que no 
se hallen comprendidas entre los crímenes comunes. 

ARTÍCULO 25 

El delincuente que habiendo cometido una infracción 
en el territorio de un Estado se asilase en el recinto de 
una legación extranjera ó á bordo de un buque mercante 
surto en las aguas territoriales del mismo, podrá ser 
aprehendido en el lugar de refujio por las autoridades 
locales. 
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ARTÍCULO 2Ó 

El delincuente que se asila á bordo de un buque de 
guerra surto enaguas territoriales extranjeras solo podrá 
ser aprehendido por vía de extradición, siempre que 
solicitada su entrega por las autoridades locales fuese 
negada por el Comandante del buque. 

ARTÍCULO 27 

Rife la misma regla respecto de los individuos de la 
tripulación del buque que habiendo cometido una in- 
fracción á bordo se hubiesen refujiado en el territorio del 
Estado en cuyas aguas territoriales se encuentra aquel. 

Exceptúanse de esta regla los acusados de deserción, 
los cuales d-eberán ser entregados por la autoridad local 
mediante reclamación directa del Capitán del buque. 



SECCIÓN SEGUNDA 



DE LA EXPULSIÓN 



ARTÍCULO 28 

La admisión de malhechores y expulsión de crimina- 
les se rije de conformidad á los preceptos constitucio- 
nales y disposiciones administrativas sobre seguridad 
pública de cada Estado. 
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ARriCULO 29 

El derecho de expulsión es igualmente atributiTo de 
los buques de guerra surtos en aguas territoriales extran- 
jeras, debiendo ejerceise de conformidad á lo prescrito 
en el artículo anterior. 

ARTÍCULO ^o 

Quedan sujetos á las dis|x>siciones anteriores los de- 
lincuentes políticos que comprometiesen las relaciones 
exteriores ó el orden interno del Estado que otorga el 
asilo. 



TÍTULO IV 



DE LA EXTRADICIÓN 



SECaOX PRIMERA 



DEL REJIMEN EXTRADICIONAL 



ARTICULO 31 

9 

Toda nadon está obligada á entregar á otra los delin- 
cuentes que serefujien en su territorio, siempre que con 
curran las siguientes circunstancias : 

I* Que la nación que reclama el delincuente tenga ju- 
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risdiccion para conocer y fallar en juicio sobre la infrac- 
ción que motiva el reclamo : 

2* Que la infracción por su naturaleza autorice la en- 
trega ; 

3' Que la demanda de extradición se funde en sen- 
tencia condenatoria, pruebas, principio de prueba ó 
auto de prisión que acrediten : 

a) La perpetración del crimen ó delito ; 

b) El lugar y fecha en que fué cometido ; 

c) La identidad del inculpado. 

ARTÍCULO 32 

La extradición ejerce sus efectos sobre los sindicados, 
los encausados y los sentenciados por hechos punibles, 
sin que en ningún caso pueda impedirla la nacionalidad 

» 

ni las condiciones de fuero del delincuente. 



ARTICULO 33 

Los hechos que autorizan la extradición son : 
I® Respecto de los sindicados y procesados, las infrac- 
ciones que según la ley penal de la nación requirente se 
hallen sujetas á una pena de dos años de prisión para 
adelante ; 

2® Respecto de los sentenciados las que sean castiga- 
das con un año de prisión como mínimun. 
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ARTICULO 34 

No son susceptibles de extradición los delincuentes por 
infracciones de carácter político. 

Pero si dichas infracciones tuviesen conexión con crí- 
menes ó delitos comunes la extradición procede sola- 
mente portales crímenes ó delitos, rijiéndose según los 
preceptos jenerales que la autorizan. 

ARTÍCULO 35 

Ninguna acción civil ó comercial que se relacione con 
el sindicado, ó que en el territorio de asilo sea una emer- 
jenciade la infracción que se persigue, podrá impedir la 
extradición en ningún caso. 

ARTICULO 36 

La extradición no podrá ser acordada : 

I® Cuando el delincuente que se reclama se halle suje- 
to á la acción judicial represiva del Estado requerido, 
mientras el juicio, pena ó absolución no surtan todos sus 
efectos : 

2° Si, por razón del delito que motiva el requerimien- 
to, el delincuente fuese penado por la nación requerida 
con pena mayor que la que hubiese de aplicar el Estado 
requirente ; 

3® Cuando la acción que corresponde al Estado requi- 
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rente ó la pena que hubiese de aplicar se hallen prescritas 
con anterioridad á la demanda de extradición. 



ARTICULO 37 

La extradición se otorga bajo la base de que la acción 
judicial del Estado requirente ha de limitarse al hecho 
que motiva el reclamo. 

Sin embargo, las acciones que correspondiesen á aquel 
por delitos cuyo conocimiento hubiese sido adquirido 
después de otorgada la extradición ó no mencionados al 
solicitarse esta, procederán ; 

I** Después de haberse comunicado al Estado requeri- 
do las causas que motivan el nuevo ó nuevos juicios y 
acompañádose testimonio de alguna de las piezas que 
autorizaron la entrega, según lo establecido en los artí- 
culos treinta y uno y cuarenta y cinco ; 

2" Cuando el delincuente que hubiese cumplido la 
pena impuesta por el juicio que motivó la extradición fue- 
se habido dentro del territorio jurisdiccioiial treinta dias 
después de haber obtenido su libertad. 

ARTÍCULO 38 

Siempre que por razón de un mismo delito concurrie- 
sen dos ó más gestiones de extradición, el Estado que 
presta el asilo la otorgará preferentemente á la nación 
dentro déla cual se perpetró la infracción. 
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Respecto de las demás, la entrega se acordará en el 
orden en que se hubiesen presentado las demandas. 
Si las gestiones fuesen de una misma fecha, el país reque- 
rido determinará el orden de entrega. 

ARTÍCULO 39 

Cuando las gestiones de extradición tuviesen por orí jen 
diferentes delitos la entrega se otorgará en primer lugar 
al Estado en el cual la infracción fuese más grave. En 
igualdad dé circunstancias rije la regla establecida en la 
segunda parte del artículo anterior. 

ARTÍCULO 40 

Corresponde á la jurisdicción territorial de refujio acor- 
dar la reextradicion de un inculpado que hubiese sido 
entregado á un Estado, en los casos que ella procediese 
á favor de otro. 

ARTÍCULO 41 

Los efectos de la extradición se anulan siempre que 
ella se hubiese otorgado en contravención á los princi- 
pios establecidos en estas Reglas. 

Sin embargo, procede la acción judicial si, después de 
trascurridos treinta dias de la anulación, el inculpado 
fuese habido dentro del Estado que obtuvo la en- 
trega . 
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ARTÍCULO 42 

El conocimiento y la declaración de nulidad que afecte 
la extradición corresponde al Tribunal bajo cuya juris- 
dicción se encuentra el delincuente. 

ARTÍCULO 43 

La prescripción de las acciones penales que correspon- 
den al Estado requirente, prescribe también la acción de 
extradición. 

ARTÍCULO 44 

Corresponde al Estado requerido el conocimiento de la 
acción prescriptiva, y en su caso, al Tribunal á cuya 
jurisdicción hubiese sido entregado el delincuente. 



SECCIÓN SEGUNDA 



DEL PROCEDIMIENTO 



ARTÍCULO 45 

La demanda de extradición será introducida por la vía 
diplomática debiendo hacerse constar en ella las circuns- 
tancias enumeradas en el artículo treinta y uno y acom- 
pañarse los siguientes documentos : 
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1^ Copia legalizada de la ley penal aplicable á la in- 
fracción que motiva el pedido ; 
2» Testimonio en forma, según el caso : 

a) Del auto de detención dictado por autoridad compe- 
tente cuando se trate de un inculpado ; 

b) Pruebas, ó principio de prueba y auto de prisión 
cuando se trate de un procesado ; 

c) La sentencia condenatoria definitiva cuando se tra- 
te de un delincuente que hubiese sido juzgado. 

ARTÍCULO 46 

La gestión y documentos que la acompañen serán pa- 
sados por la Cancillería del Estado requerido al Minis- 
tro de Justicia, al cual 'corresponde declarar, mediante 
dictamen del ministerio fiscal : 

I*» Si la demanda es procedente por hallarse conforme 
con las prescripciones establecidas en los artículos 31 

y 45; 

2° Si es improcedente por defectos de forma, en cuyo 
caso deberán especificarse los vicios de que adolezca. 

ARTÍCULO 47 

Si la resolución fuese negativa los documentos serán 
devueltos por Cancillería al gobierno requirente expre- 
sándose la causa y defectos que impiden la sustanciacion 
del recurso. 
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Si fuese afirmativa el Ministerio de Justicia remitirá los 
obrados al Juez del crimen de la circunscripción en la 
cual reside el reclamado, el que, en vista de los obrados 
ordenará la inmediata detención de este y procederá á 
verificar su identidad. 

Si esta no se acreditase el detenido será puesto en li- 
bertad. 

ARTÍCULO 48 

No es permitido poner en cuestión la validez intrínseca 
de los documentos producidos por el gobierno requiren- 
te ; pero, en el juicio de identidad justificada podrá el de- 
tenido objetar dentro del término de seis dias : 

1° Los defectos intrínsecos deque adolezcan los docu- 
mentos presentados : 

2° La improcedencia ó extinción de la acción extradi- 
cional, según lo estatuido en los artículos 34 y 36. 

ARTÍCULO 49 

En la sustanciacion del recurso de extradición el Mi- 
nisterio fiscal ejerce la representación del Estado reque- 
rido. 

El Estado requirente podrá constituir un represen- 
tante especial á los efectos del juicio. Pero la falta de 
este no impedirá, en ningún caso, el curso regular de la 
sustanciacion. 
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ARTICULO 50 

» 

En los casos en que fuese necesaria la comprobación 
de las excepciones alegadas se abrirá el incidente á 
prueba, rijiendo respecto de ella y de sus términos las 
prescripciones de la ley procesal del Estado requerido. 

ARTÍCULO 51 

Producida la prueba el Juez fallará en el término de 
diez dias declarando si hay ó no lugar á la extradición. 

La resolución será apelable dentro del término de tres 
dids para ante el Tribunal de última instancia, compe- 
tente en materia criminal. 

ARTÍCULO 52 

Deducida la apelación los obrados se elevarán á dicho 
Tribunal para la ratificación ó revocatoria del fallo de 
primera instancia, siendo su resolución irrevocable. 

ARTÍCULO 53 

Si la sentencia fuese confirmada el Ministro de Justi- 
cia, al cual se elevarán los obrados, recabará el exequátur 
de extradición mediante decreto suscrito por el Jefe del 
Estado. 

En caso de revocatoria el Juez del Crimen acordará la 
inmediata Ubertad del detenido, comunicando la deci- 
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sion al Ministro de Justicia para que, por el órgano res- 
pectivo, se haga saber al Gobierno requirente la nega- 
tiva de extradición y causa en que se funda. 

ARTÍCULO 54 

Siempre que el detenido renunciase á la sustanciacion 
del recurso el Juez labrará acta de los términos en que 
se hiciese aquella y declarará sin más trámite la proce- 
dencia de la extradición. 

Los obrados se remitirán al Ministerio de Justicia á 
efecto de que sea expedido el exequátur respectivo. 

ARTÍCULO 55 

Todos los objetos y valores concernientes al crimen ó 
dilito que motiva la extradición serán remitidos al Es- 
tado que obtuvo la entrega, sin perjuicio de tercero, 
aun cuando esta no se hubiese llevado á cabo por causa 
de muerte ó fuga del delincuente. 

ARTÍCULO 56 

Los gastos que ocasione la remisión del inculpado has- 
ta la frontera del Estado requirente son de cargo del Es- 
tado que otorga la extradición. 

ARTÍCULO 57 
Cuando la extradición fuese acordada y se tratase de 
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un inculpado, el Gobierno que la hubiese obtenido co- 
municará al que la concedió la sentencia definitiva recaí- 
da en la causa que motivó aquella. 



SECCIÓN TERCERA 

PRESCRIPCIONES DIVERSAS 

ARTÍCULO 58 

En casos de urjencia el Estado requerido acordará la 
detención provisoria de un inculpado á solicitud, ya sea 
de las autoridades judiciales de otro, mediante gestión 
postal ó telegráfica, ó bien á pedido de un Ájente diplo- 
mático. 

Corresponde al Ministerio de Justicia el conocimiento 
de la solicitud, debiendo verificarse el arresto de confor- 
midad á lo estatuido en el inciso 2® del artículo 47. 

ARTÍCULO 5Q 

Verificada la aprehensión provisoria, el detenido po- 
drá ser puesto encubertad bajo fianza mientras se deduce 
la reclamación en forma. 

El conocimiento y la decisión de la solicitud correspon- 
den al Juez que hubiese verificado la identidad del recla- 
mado y ordenado el arresto, siendo su resolución ina- 
pelable. 
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ARTÍCULO 60 

El detenido será puesto en libertad si el Estado requi- 
rente no dedujese la demanda de extradición en forma 
en los siguientes términos : 

Entre Estados limítrofes á los cincuenta dias después 
de efectuada la detención ; 

Entre Estados no limítrofes á los noventa dias de la 
misma. 

ARTÍCULO 61 

En todos los casos en que, según lo establecido en 
este título, proceda el arresto del refujiado en un terri- 
torio, se le hará saber en el término de veinticuatro ho- 
ras la causa que motiva su detención. 

Le serán notificadas, igualmente, dentro del mismo tér- 
mino las resoluciones de carácter definitivo concernien- 
tes al acuerdo ó negativa dé la extradición. 

ARTÍCULO 62 

Siempre que un inculpado sujeto á la acción penal del 
Estado requerido fuese pasible de extradición á favor de 
otro, podrá ser entregado á este á los efectos meramente 
procesales que fuesen necesarios y bajo condición de ser 
devuelto á la terminación de las dilijencias que motiva- 
ron la entrega. 
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ARTÍCULO 63 

En los casos de extradición acordada corresponde al 
Estado requerido efectuar la traslación del inculpado 
hasta la frontera del Estado requirente ó de la de aquel 
por cuyo territorio hubiese de pasar. 

El Estado requirente podrá, sin embargo, constituir 
uno ó más ajentes de seguridad ; pero la intervención de 
estos queda subordinada á la de los ajentes y autorida- 
des del territorio de tránsito. 

ARTÍCULO 64 

Cuando para la entrega de un inculpado cuya extra- 
dición hubiese sido acordada por una nación á favor de 
otra fuese necesario atravesar por el territorio de un Es- 
tado neutral, el tránsito será autorizado por este sin exi- 
jirse otro requisito que el de la exhibición por la vía di- 
plomática del decreto de extradición expedido por el 
Gobierno que otorgó aquella, del cual se acompañará tea- 
timonio en forma. 

ARTÍCULO 65 

Si el tránsito fuese acordado, las autoridades respecti- 
vas prestarán sus auxilios á fin de evitar la evasión y fa- 
cilitar la conducción del inculpado por el territorio juris- 
diccional. 
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Los gastos que aquella demande son de cargo del Es- 
tado requirente. 



TÍTULO V 

DE LOS DOCUMENTOS Y DILIJENCIAS INTERNACIONALES 

EN MATERIA CRIMINAL 



ARTÍCULO 66 

Los documentos emanados de un Estado, que revis- 
tan las formas establecidas por su lejislacion, merecen 
plena fé y surten efectos exteriores en materia criminal 
•de conformidad á estas Reglas, siempre que se hallen le- 
galizados conforme á las prescripciones establecidas por 
■el Estado en el cual deban producirse aquellos. 

ARTÍCULO 67 

La comparencia personal de testigos domiciliados ó re- 
sidentes en un Estado, cuyo testimonio fuese necesario 
•en una causa criminal seguida en otro,[será autorizada 
á condición de inmunidad de aquellos respecto de las 
responsabilidades á que pudieran encontrarse sujetos, 
sea. por causa de condenaciones anteriores ó por razón 
de la complicidad que se les atribuya en la infracción 
•que motiva su atestado. 

19 
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ARTÍCULO 68 

Cuando en una causa criminal fuese necesario verifi- 
car actos de instrucción ó prueba^ dentro de una jurisdic- 
ción extratíjera dichas dilijencias podrán practicarse por 
medio de comisiones (cartas) rogatorias dirijidas á las 
autoridades judiciales de aquella, siempre que revistan 
las condiciones establecidas en el artículo 66. 

Los gastos que demanden tales dilijencias sonde car- 
go del Estado en el cual se verifiquen. 

ARTÍCULO 69 

Las comisiones rogatorias y verificación de dilijencias 
en materia criminal serán autorizadas y cumplidas en 
todos los casos, aún cuando el delito que las motiva no 
se halle previsto ni penado por la Lejislacion del Estado 
dentro de cuya jurisdicción deban efectuarse. 

« 

ARTÍCULO 70 

En todas las dilijencias que hayan de practicarse en un 
Estado á solicitud de otro rije el procedimiento estable- 
cido para tales casos en la jurisdicción requerida siem- 
pre que en virtud de convenciones especiales no se 
hubiese prescrito entre dichos Estados un trámite es- 
pecial. 
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ARTICULO TRANSITORIO 

Las presentes reglas tendrán encada entre los Estados 
que las hubiesen aceptado mediante convenciones inter- 
nacionales expresas. 

Dichas convenciones señalarán el término de su vijen- 
cia y demás circunstancias relativas á su ejecución. 
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FORMULADAS POR EL CONGRESO 
DE JURISCONSULTOS HISPANO-AMERICANOS REUNIDO EN LIMA EN 1 878 

Y POR 

DAVID DUDLEY-FIELD 

EN SU " PROYECTO DE CÓDIGO INTERNACIONAL" PUBLICADO EN I 872 



DECISIONES 



DEL 



CONGRESO DE JURISCONSULTOS 



HISPANO-AMERI CANOS 



TÍTULO QUINTO (i) 



DE LA JURISDICCIÓN NACIONAL SOBRE DELITOS COMETIDOS 

EN PAÍS EXTRANJERO 
Y SOBRE LOS DE FALSIFICACIÓN EN PERJUICIO DE OTROS ESTADOS 



Art. 34. — Los que delinquieren fuera del país, falsificando la 
moneda nacional, billetes de banco de circulación legal, títulos de 
efectos públicos ú otros documentos nacionales, serán juzgados 
por los Tribunales de la República conforme á sus leyes, cuando 
sean aprehendidos en su territorio ó se obtenga su extradición. 
También son competentes los Tribunales Nacionales para juzgar : 
I* A los ciudadanos de la República que hubiesen cometido en 
país estrangero un delito de incendio, asesinato, robo, ó cualquier 
otro que esté sujeto á la extradición, siempre que haya acusación 
de parte ó requerimiento del Gobierno del país en que el delito 
se hubiese cometido ; 

(i) £1 presente Titulo contiene toteas ¿as decisiones sobre derecho internacional pe- 
nal formuladas por el Congreso ea el Proyecto de Tratado sobre derecho internacio- 
nal prÍTado de 9 de Noviembre de 1878. 
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2* A los extranieros que, habiendo cometido los mismos delitos 
contra ciudadanos de la República, vengan á residir en ella, 
siempre que preceda acusación de parte interesada ; 

3* A los piratas. 

Art. 35. — El procedimiento en esos juicios se sujetará á las 
leyes del país. 

Art. 36. — Cuando en el lugar de la perpetración y en el del 
juicio sea diferente la pena que corresponda al delito, se aplicará 
la menos severa. 

Art. 37. — Las disposiciones que preceden no tendrán efecto: 

I* Si el delincuente ha sido juzgado y castigado en el lugar 
de la perpetración del delito ; 

2* Si ha sido juzgado y absuelto ú obtenido remisión de la 
pena ; 

3* Si el delito ó la pena hubiesen prescrito con arreglo á la ley 
del país en que se delinquió. 

Art. 38. — La responsabilidad civil proveniente de delitos ó 
cuasi delitos se rejirá por la ley del lugar en que se hayan veri- 
ficado los hechos que los constituyen. 

Art. 39. — Serán castigados en la República conforme á sus 
leyes, los delitos consistentes en falsificar para la circulación : 

I * Moneda que tenga curso legal en cualquier país ; 

2* Obligaciones ó cupones de la deuda pública ó billetes de 
banco de cualquiera nación, con tal que su emisión esté autori- 
zada por una ley de la misma ; 

3* Obligaciones ú otros títulos emitidos en cualquier país por 
sus Municipalidades 6 establecimientos públicos de toda especie, 
ó cupones de intereses ó de dividendos correspondientes á tales 
títulos ; 

4* Acciones de sociedades anónimas, legalmente constituidas 
en otro país. 
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COMENTARIO 

DE LAS DISPOSICIONES QUE ANTECEDEN, REDACTADO POR EL PRESIDENTE 
DEL CONGRESO, DOCTOR DON ANTONIO ARENAS 



El Congreso de Jurisconsultos ha creído que las Repúblicas 
signatarias deben uniformar también sus lejislaciones sobre los 
casos en que la jurisdicción de las autoridades locales puede esten- 
derse á los delitos perpetrados en un país extranjero. 

El derecho de castigar, dicen ciertos autores, es uno de los atri- 
butos más importantes del poder social ; pero su único objeto es 
prestar una garantía á los elementos que constituyen el orden 
del Estado. Si la sociedad se ve amenazada, la misión de la auto- 
ridad es defenderla ; si algunos individuos impulsados por pasio- 
nes maléficas, atacan el derecho de los particulares, debe acudir 
inmediatamente en auxilio de ese derecho ; si á pesar de su 
vijilancia, los males quedan consumados, debe reparar el desor- 
den por medio de los castigos. Nada tiene que hacer, sin embargo, 
sobre los delitos cometidos en otro territorio, sea cual fuere su 
gravedad y sean sus autores nacionales ó extranjeros. 

En frente de esta doctrina se presenta otra que se funda en un 
principio contrario, y da á la justicia criminal una estension 
inmensa. Según esta teoría, si se ejecuta una acción criminal, 
el autor y el cómplice merecen un castigo. Este es un principio 
absoluto : es el voto de la conciencia universal ; y para que no 
sea ilusoria la autoridad de cada Estado, se aprehende al de- 
lincuente en su territorio, tiene el derecho de juzgarlo y 
castigarlo. 

En la jurisprudencia de Inglaterra y de la Union Norte-Ame- 
ricana se sigue la primera de esas doctrinas radicales. 

En Francia los crímenes atentatorios á la seguridad del Estado, 
la falsificación de sellos, monedas ó documentos nacionales y la 
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de billetes de bancos autorizados por la ley pueden juzgarse por 
las autoridades de Francia, si los delincuentes, sean nacionales 
ó extranjeros, llegan á ser aprehendidos en el territorio francés 
ó se obtiene su extradición ; los franceses que en país extranjero 
han cometido algún delito, también pueden ser juzgados ante las 
mismas autoridades. 

En Bélgica, según la ley de 30 de Diciembre de 1836, los 
belgas serán juzgados y castigados por las autoridades de su 
patria si delinquieren en otro país contra otro belga, y también 
lo serán en el caso de cometer contra cualquier extranjero alguno 
de los crímenes ó delitos indicados en la ley de extradición ; pero, 
con tal que preceda querella de parte legítima ó aviso oficial de 
las autoridades del lugar en que el hecho punible se haya rea- 
lizado. 

En Baviera, Noruega, Hanover y otros pueblos alemanes, son 
juzgados los regnícolas por cualquier delito que cometan en otro 
territorio; y los extranjeros, únicamente por los delitos que per- 
petren contra el Estado ó sus subditos. 

Según Foelix el artículo 9* de la Instrucción criminal de los 
Paises-Bajos, que comenzó á rejir en i* de Octubre de 1838, da 
competencia á las autoridades locales para juzgar á los extranjeros 
que en otro país han cometido contra los subditos del Reino 
asesinatos, incendios, robos con fractura, maltratos con armas ú 
otras circunstancias agravantes. 

En cuanto á la penalidad, todas las naciones no siguen el mismo 
sistema. En Australia, Bélgica y Baviera se juzga al reo según 
la ley del Estado. En el Código general de Prusia, se dispone 
que los extranjeros perseguidos en razón de crímenes ó delitos 
cometidos íuera del Reino sean juzgados con arreglo á la ley 
del lugar de la perpetración; pero que se les aplique la pena 
impuesta por la ley prusiana, si es más dura la pronunciada por 
la ley extranjera. Esta última calidad, emanada tan solo de con- 
sideraciones equitativas y que tiende á templar el escesivo rigor 
de algunas leyes penales, también aparece sancionada en algunos 
otros Códigos europeos. 

El Congreso Americano ha procurado establecer lo más con- 
forme, en su concepto, á la seguridad y al orden de los pueblos. 
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sin plegarse á ninguna teoria extrema. No se han seguido las 
opiniones de los que pretenden ceñir la justicia criminal de un 
Elstado á los actos ejecutados en su territorio ; ni tampoco la pre- 
tensión de los que mirando á la justicia pública como una delega- 
ción de la Justicia del Cielo, quieren que ella castigue los hechos 
inmorales, aunque no lo exija imperiosamente la sociedad : se han 
aceptado, en cuanto no se oponen á las leyes fundamentales de la 
América, las doctrinas de los que han escrito con alguna profun- 
didad sobre este ramo del Derecho Internacional Privado. 

En primer lugar, se ha establecido la competencia de las autori- 
dades de la República para juzgar á los falsificadores de monedas, 
billetes ó documentos nacionales ó billetes de banco autorizados 
por la ley ; lo que está generalmente admitido en otros paises 
y se funda en el derecho que tienen las naciones para reprimir 
á los que por medio de un crimen causan estragos en la riqueza 
pública. 

Aunque algunos Códigos se limitan á prescribir que los sub- 
ditos del Elstado quedan sujetos á la jurisdicción de las autoridades 
locales si delinquiesen contra uno de sus compatriotas y regresa- 
sen á su patria, se ha creido que una ley de esa clase no se pre- 
senta como un verdadero homenaje prestado á la justicia interna- 
cional, sino como un medio de protejer á los hijos del país. Los 
Representantes de las Repúblicas signatarias, en vez de adoptar 
una disposición semejante, han tomado por norma en esta parte 
la instrucción criminal citada por Foelix y de que se ha hecho 
mención. 

En la regla aprobada se comprenden tan solo esos hechos inmo- 
rales que ocupan el primer lugar en la serie de los crímenes ; 
pero no se establece una excepción en perjuicio de los extranjeros 
contra los cuales puede cometerse el hecho criminal. Así, los 
nacionales que en un pais extranjero cometan el delito de robo, 
incendio, asesinato ó cualquier otro de esos delitos por los cuales 
se solicita la extradición, quedarán sometidos á las autoridades 
de la República si regresan á esta y precede acusación de parte 
legítima ó requerimiento del Gobierno cuyo territorio ha sido 
teatro del crimen. 

Se ha creido tanto más indispensable dar á la ley esa liberal 
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amplitud, por cuanto que los nacionales no están sujetos á la 
extradición, según la práctica generalmente observada. No con- 
ceder á los Gobiernos extranjeros el derecho de exijir la extradi- 
ción de los hijos del pais y al mismo tiempo no permitir que 
estos sean juzgados en el territorio de la República, aunque se 
hagan culpables de un gran crimen, sería otorgarles una impu- 
nidad escandalosa, tan opuesta á las leyes del orden moral, como 
á la conveniencia pública. 

Si los extranjeros son los autores ó cómplices del hecho punible, 
también quedarán sujetos á las disposiciones mencionadas en el 
caso de que el delito se haya cometido contra los ciudadanos de 
la República; y se ha prescindido de incluir el caso contrario, 
porque cuando el hecho criminal se ejecuta contra otro Estado ó 
sus subditos, estará espedita la extradición del delincuente y aún 
su expulsión, si las leyes del país no lo prohiben. 

La competencia de las autoridades de la República para juzgar 
á los extranjeros que delinquen contra los nacionales no se opone 
á la verdadera teoría de la lejislacion penal. En el robo, el 
asesinato y otros delitos de esta naturaleza, hay una inmoralidad 
tan patente que no se puede poner en duda. En todas las épocas 
y bajo el imperio de todas las lejislaciones ha recaido el anatema 
del Género Humano sobre esos crímenes que conmueven los fun- 
damentos de la seguridad pública. Se ha predicado contra el 
excesivo rigor de algunas leyes represivas, se ha levantado un 
grito de reprobación contra esas penas que aparecen como una 
crueldad tan refinada como inútil para el bien de la sociedad, se 
ha llegado aún á sostener que el patíbulo no debe levantarse 
ni para los asesinos ; pero siempre se ha reconocido que el robo, 
el asesinato y otros actos de gran perversidad merecen un castigo 
severo. 

Si el culpable, para librarse de la persecución de la justicia, 
logra, pues, ausentarse del lugar de la perpetración; si viene á 
refujiarse en la patria del mismo que ha sido víctima del crimen, 
la autoridad de este país no puede mantenerse impasible : ella 
tiene el deber de protejer á sus nacionales y también el de impe- 
dir que se turbe el sosiego público con la presencia y la impu- 
nidad del delincuente. 
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Hé aquí lo que dice Ortolan: '* Cada Gobierno debe una pro- 
teccioa pública á sus nacionales aún fuera de su territorio. Si 
alguno de ellos ha sido victima de un crimen en pais extranjero, 
es deber del Gobierno y sus ajentes diplomáticos ó consulares, po- 
nerse en movimiento, intervenir cerca de las autoridades locales, 
reclamar, si es necesario, y obtener el castigo del culpable. ^Cómo 
será, pues, posible, que si viene á su propio territorio ese cul- 
pable, trayendo con su presencia el peligro y la alarma, se vea 
reducido á la facultad de conducirle fuera de las fronteras ó en- 
tregarle á un poder que le dejará tal vez impune? Que cada 
Elstado se limite á estas medidas, cuando se trata de crímenes 
cometidos en otro país por un extranjero contra otro extranjero, 
nada más conveniente, pues el interés social no exige entonces 
más. 

'' Pero, tratándose de crímenes graves contra sus nacionales, 
el Estado debe tener un poder más eficaz ; y ese poder es el dere- 
cho de castigar al criminal extranjero, si lo aprehende en su 
territorio. Así para que exista el derecho de castigar á los extran- 
jeros por hechos extraterritoriales, se requiere : i* una alta 
gravedad en los hechos; 2" que esos hechos se hayan cometido 
contra un nacional; porque en otras circunstancias, el derecho 
de expulsar al extranjero ó de someterlo á la extradición bastan 
para la garantía social. " 

Ortolan con su autorizada palabra apoya, pues, la conclusión 
de los Plenipotenciarios Americanos. En el caso á que esa con- 
clusión se refiere, están reunidas, en efecto, las dos condiciones 
indispensables para que la autoridad pública juzgue y castigue 
al autor del delito : se trata de actos que violan las leyes más 
sagradas de la humanidad ; y por otra parte, hay un gran in- 
terés social en reprimirlos. El delincuente tampoco puede decir 
que se le juzga con violencia, que se le condena sin piedad y 
que debe ser castigado con arreglo á la ley del lugar de la per- 
petración, porque se ha resuelto que si la pena es diferente en 
los dos territorios, se le imponga la menos severa. Por lo demás, 
el reo hallará siempre en las fórmulas de la ley, en la serenidad 
y rectitud de los jueces, y aún en el voto público, la protección 
que necesite para defenderse de cualquiera acusación calumniosa. 
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DISPOSICIONES SOBRE EXTRADICIÓN 
(proyecto de tratado) 

La República del Perú, la Argentina, la de Chile, la de Solivia, 
la del Elcuador, la de Estados Unidos de Venezuela, la de Costa 
Rica, la de Guatemala y la Oriental del Uruguay : con el propó- 
sito de facilitar la administración de Justicia en la represión de 
los crímenes y delitos cometidos en su respectiva jurisdicción 
territorial, restrinjiendo convenientemente los casos de refujio, 
han convenido en celebrar un Tratado de Extradición por medio 
de sus respectivos Plenipotenciarios, reunidos por iniciativa del 
Gobierno del Perú en Congreso Americano de Jurisconsultos, 
habiendo nombrado como tales : 

La República del Perú al Señor Doctor Don Antonio Arenas ; 
la República Argentina al Señor Doctor Don José E. Uriburu, 
su Enviado Estraordinario y Ministro Plenipotenciario ; la Re- 
pública de Bolivia al Señor Doctor Don Zoilo Flores, su Enviado 
Estraordinario y Ministro Plenipotenciario ; la República del 
E!cuador al Señor. Doctor Don Miguel Riofrio, su Enviado Estraor- 
dinario y Ministro Plenipotenciario; la República de Estados 
Unidos de Venezuela, al Señor Doctor Don Pedro Naranjo ; la 
República de Costa Rica, al Señor Doctor Don Antonio Arenas ; 
la República de Guatemala, al Señor Doctor Don Tomás Lamas; 
la República Oriental del Uruguay, al Señor Doctor Don Fran- 
cisco de Paula Bravo ; 

Quienes, previa exhibición de sus Plenos Poderes que hallaron 
en debida forma, y después de las conferencias y discusiones del 
caso, han acordado las estipulaciones siguientes: 

Art. i*. — Las Repúblicas signatarias se comprometen á entre- 
garse recíprocamente los reos enjuiciados por los delitos de homi- 
cidio, incendio, robo, piratería, peculado, falsificación de moneda 
ó de instrumentos públicos, defraudación de las rentas públicas, 
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quiebra fraudulenta, falso testimonio, y en general, todos aquellos 
que tengan penas señaladas de muerte, penitenciaria, presidio, 
trabajos forzados ó prisión que no baje de dos años en la Nación 
en que se hubiese cometido, aunque la pena sea menor ó distinta 
en la del refujio. 

Art. 2*. — La pena de dos años de prisión mencionada[en el 
articulo anterior es para señalar la naturaleza de los delitos que 
motivan la extradición, cuando esta se pide durante el enjuicia- 
miento ; pero no limita los efectos del juicio si por circunstancias 
atenuantes ú otros esclarecimientos favorables al reo, fuese este 
sentenciado á sufrir una pena menor. 

Art. 3*. — Cuando la extradición se pidiese en virtud de sen- 
tencia ejecutoriada, el reo será entregado siempre que la pena 
impuesta no baje de un año de prisión, cualquiera que sea la 
imputación legal que haya causado el juicio y la sentencia. 

Art. 4*. — Para los efectos de la extradición se comprenden en 
la jurisdicción nacional las aguas territoriales, los buques mer- 
cantes en alta mar y los de guerra donde quiera que se en- 
cuentren. 

Art. 5*. — Cuando la pena del crimen ó delito que motiva la 
extradición no sea igual en la nación reclamante y en la de 
refujio, sufrirá el delincuente la menor, y en ningún caso se le 
impondrá la de muerte. 

Art. 6*. — El presente Tratado podrá aplicarse á los crímenes 
y delitos cometidos antes de estar en vigor ; pero en tal caso, la 
persona entregada no será perseguida en la nación reclamante 
por ninguna infracción distinta de la que haya motivado la 
extradición. 

Art. 7*. — No se comprenden en las disposiciones del presente 
•Tratado los delitos políticos. 

Corresponde al Gobierno de la República del asilo calificar la 
naturaleza de todo delito de este género, y no concederá la extra- 
dición aunque resulte cometido en conexión con algún crimen 
ó delito que pudiera motivarla. 

Los refujiados que hayan sido entregados por delitos comunes 
no podrán ser juzgados ni castigados por delito político cometido 
antes de la extradición. 
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Art. 8*. — Para la extradición se entenderán entre sí los Go- 
biernos, sea directamente, sea por la via diplomática ó por cual- 
quier funcionario debidamente autorizado. En la reclamación se 
especificará la prueba 6 principio de prueba que por las leyes del 
Estado en que se haya cometido el delito sea bastante para justi- 
ficar la captura y enjuiciamiento del inculpado. 

En caso de fuga del reo después de estar condenado, y antes de 
haber sufrido totalmente la pena, la reclamación espresará esta 
circunstancia é irá acompañada únicamente de la sentencia. 

Art. 9*. — En casos urjentes se podrá solicitar la detención 
provisional del inculpado por medio de comunicación telegráfica ó 
postal dirijida al Ministerio de Relaciones Esteriores directa- 
mente, ó por medio de Ajentes Diplomáticos. El arresto provi- 
sional se verificará en la forma y según las reglas establecidas por 
la lejislacion del pais del asilo; pero cesará si en el término de 
tres meses contados desde que se verificó, no se formalizase la 
reclamación de la manera indicada en el artículo precedente. 

Art. 10. — Si el reo fuese ciudadano del pais en que se ha 
refujiado y se solicitase su extradición para que sufra la pena 
impuesta por sentencia ejecutoriada, se entregará con sujeción á 
lo dispuesto en los artículos 5*, 6* y 7*; p^ro si la extradición 
se pidiere por causa de enjuiciamiento, el Gobierno no estará 
obligado á concederla si el reo prefiriese ser juzgado por los 
tribunales de su país ; y en este caso, con los antecedentes recoji- 
dos en el punto donde se hubiese cometido el delito, se entende- 
rán los tribunales de una y otra Nación, expidiéndose los exhortos 
que fuesen necesarios en el curso de la causa. 

Art. II. — Cuando haya lugar á la extradición todos los ob- 
jetos aprehendidos que tengan relación con el delito y sus autores 
se entregarán, sin perjuicio de- derecho de tercero, á la República 
reclamante. Dicha entrega se verificará también aunque por la 
muerte ó fuga del inculpado no pueda llevarse á efecto Lj\ extra- 
dición. 

Art. 12. — No será concedida la extradición si el reo recla- 
mado hubiese sido ya juzgado y sentenciado por el mismo hecho 
en la República donde reside, ó en otra de las signatarias, ó si 
hubiese trascurrido el tiempo necesario para la prescripción de 
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la acción ó de la pena, conforme á las leyes de la República en 
cuyo territorio se encuentre. 

Art. 13. — Si el reo cuya extradición se solicita estuviese 
acusado ó hubiese sido condenado por crimen ó delito cometido 
en la jurisdicción territorial de la República en que se encuentra, 
no será entregado sino después de haber sido absuelto ó indul- 
tado, y, en caso de condenación, después de haber sufrido la pena. 
En los casos en que el reo cuya entrega se pida hubiese con- 
traido obligaciones que no pudiese cumplir á causa de la extra- 
dición, esta se llevará siempre á efecto, quedando la parte intere- 
sada en libertad de gestionar sus derechos ante la autoridad 
competente. 

Art. 14. — Cuando un reo sea reclamado por dos diversos 
Estados toca al del asilo decidir, según las circ^^nstancias, á cual 
de los reclamantes ha de entregar al reclamado. 

Art. 15. — Los gastos que ocasione el arresto, detención y 
conducción del individuo reclamado serán de cargo de la Repú- 
blica que solicite la entrega. 

Art. 16. — Cuando para cumplirse la extradición solicitada 
por cualquiera de las Repúblicas contratantes hubiese de pasar 
el reo por el territorio de otra de ellas, sus autoridades propor- 
cionarán los medios necesarios para impedir la evasión de aquel 
y la interrupción de su viaje. 

Art. 17. — En cada caso de extradición el Gobierno que la 
hubiese obtenido comunicará al que la concedió la sentencia defi- 
nitiva pronunciada por sus tribunales. 

Art. 18. — El presente Tratado, aprobado que sea por los 
Congresos y ratificado por los Gobiernos de las Repúblicas signa- 
tarias, será cangeado en Lima en el menor tiempo posible. 

Art. 19. — No es indispensable para la observancia de este 

Tratado su aprobación por todas las Naciones signatarias ; la que 

lo aprueb comunicará su ratificación al Gobierno del Perú para 

■ que instruya de ella á las demás Naciones contratantes. Este 

procedimiento hará las veces de cange. 

Art. 20. — Hecho el cange en la forma indicada en el artículo 
anterior, el Tratado quedará en vigor desde ese acto y por tiempo 

indefinido entre las Naciones que lo hubiesen efectuado. 

20 
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Art. 2 1. — Si alguna de las Naciones contratantes creyese 
necesario introducir modificaciones en este Tratado, antes ó des- 
pués de estar en vigor, lo hará saber á las demás ; pero en el 
segundo caso no quedará desligada sino un año después de este 
acto, término en que se procurará llegar á un nuevo acuerdo por 
la vía y en la forma que se crea más conveniente. 

Art. 2 2. — El articulo i8 es estensivo á las Repúblicas que, 
no habiendo concurrido á este Congreso, quisiesen adherirse al 
presente Tratado. 

En fé de lo cual los Plenipotenciarios de las Repúblicas men- 
cionadas lo hemos firmado y sellado en el número de nueve ejem- 
plares, á los veinte y siete dias del mes de Marzo de mil ochocientos 
setenta y nueve. 

Antonio Arenas. — José E. Üriburu. 
Joaquín Godoy. — Zoilo Flores. — 
Miguel Rio/rio. — Pedro Naranjo. 
— Antonio Arenas. — Tomás La- 
ma. — Francisco de Paula Bravo. 
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20$. Ninguna nación está obligada ^ á entregar á un i)oder 
extranjero cualquiera^ una persona sujeta á su jurisdicción esclu- 
siva *, salvo los casos previstos por este Código ó por una 
Convención especial. 

^ Hasta hace poco la obligación de una nación de entregar los 
criminales á solicitud de una nación extranjera ha sido una 
cuestión controvertida ; pero hoy dia la opinión contraria á esta 
obligación parece tener á su favor la mayoría de los autores. 



(i) Los Capítulos que damos á continuación comprenden to¿{o lo relativo al derecho 
internacional penal reglamentado por el autor en su citada obra. 
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Twiss (Law of Nattons), Primera Parte, §221, establece en 
sustancia la misma regla consignada más arriba. Véase también 
Laivrences Wheaton, on International Law, p. 233, é Interna- 
tional Law de Woolsey, § 79. 

Bluntschli (Droit International codifié), § 395, dice que no 
hay obligación de entregar sino en el caso de tratados especiales, 
ó cuando la seguridad general lo exige ; esta última condición 
no existe sino para los crímenes graves y cuando la demanda es 
hecha por una nación donde el sistema penal ofrece garantías 
de imparcialidad y humanidad. Véase también la sección P inti- 
tulada : Extradición de los criminales, del capítulo XVI II : 
Extradición. 

* El derecho de asilo de una nación se extiende no solamente 
á su territorio sino á todos los otros lugares puestos bajo su im- 
perio exclusivo, que serán determinados en seguida. La aplicación 
de las reglas propuestas por el presente Código conduciría á 
resolver de la manera siguiente las difíciles cuestiones surjidas á 
propósito de personas que se refugian en un navio á la costa, 
ó de la costa á bordo de un navio, si tales cuestiones surjiesen 
entre naciones que se hayan adherido al presente Código. 

No se podría obligar á un navio de guerra á entregar un 
fujitivo. 

En cuanto á los navios no armados en guerra y pertenecientes 
sea al Estado, sea á particulares, la nación en cuyas aguas se en- 
contrasen estos navios podría hacer ejecutar sus mandatos de 
arresto á bordo de dichos navios, y se podría en consecuencia 
arrestar allí un desertor ó un criminal, sea para hacerlo procesar 
ante los tribunales del país, sea para entregarlo á otra nación ó 
á los navios de ella. 

En el caso en que las personas de la tripulación desertasen 
y se refujiasen en tierra, se debería dirijir á las autoridades del 
lugar, según las disposiciones del presente título. 

Según las reglas actualmente admitidas, que serían nece- 
sariamente aplicables á las naciones que no se adhiriesen al pre- 
sente Código, una demanda con el objeto de que se entregue una 
persona que se refujió de la costa á bordo de un navio que se 
hallaba en sus aguas, debería ser dirijida á bordo al oficial que 
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comanda el navio. Si él rehusa, y si se trata de un navio de 
guerra, se debe pedir reparación al Gobierno del cual de- 
pende. Si se trata de un navio privado, deberá dirijirse, después 
de la negativa, al cónsul de su nación, ó al navio de guerra de 
su nación estacionado en el puerto; y es solamente cuando 
esta demanda no ha tenido ningún efecto que se puede recurrir 
á la fuerza. Gutde Pratique des Consulats, vol. 2*, p. 171; 
OtioXdiVí^ Regles Int. et Dipl. de la mer, vol. i', p. 301. 

206. Ninguna nación está obligada á prestar asilo á los crimi- 
fíales de fais extranjero ; pertenece á cada gobierno, ó á sus fun- 
cionarios autorizados á este efecto ', determinar los casos y las 
formas con arreglo á las que estas personas deban ser esclutdas 
y expulsadas. 

^ El oficial que comanda un navio de guerra puede expulsar 
un fujitivo sin atender la demanda regular de extradición. Orto- 
lan, Regles Int. y Dep. de la mer, vol. i, p. 299. 

Toda nación tiene el derecho incontestable de entregar los 
fujitivos de otro Estado. Ningún hombre puede decir : "Yo me 
introduciré por la fuerza en vuestro territorio, y vos me prote- 
jereis ". Ministerio público contra Deacon, 10 Serjent and 
Rawles (Pennsilvania) Rep. 125. 

Dana dice que el espiritu jeneral de las decisiones judiciales y 
de los debates politices en los Estados Unidos es contrario al 
derecho de un Gobierno de entregar los criminales fujitivos, á 
falta de Tratados ó de leyes nacionales á este respecto. Dana's 
Wheaton on International Law, § 115, nota 79. 

Una extradición de este género fué no obstante efectuada una 
vez en los Estados Unidos en la causa de Arguelles, gobernador 
de un distrito de Cuba, quien, después de haber vendido como 
esclavos un cierto número de africanos puestos bajo su guarda 
en su calidad de oficial, se había refujiado en Nueva York. No 
habia tratado de extradición entre los Estados Unidos y España : 
pero la prueba de los hechos habiendo sido suministrada á la 
S ecretaria de Estado, y á requerimiento de las autoridades espa- 
ñolas tendente á que Arguelles fuese arrestado y entregado por 
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un acto de favor y de cortesía internacional, no solamente en 
razón de su delito, sino porque su presencia en Cuba era nece- 
saria á los fines de libertar los africanos que él había vendido, 
el Secretario de Estado ordenó, con la sanción del Presidente, y 
como medida emanada de solo el poder ejecutivo, que él fuese 
arrestado y entregado. El Senado (28 de Mayo de 1864) pre- 
guntó al Presidente en virtud de qué ley ó de qué tratado se 
había hecho esto. El Secretario de Estado respondió que, á pesar 
del desaquerdo de los autores sobre la oportunidad de ejecutar 
un acto de cortesía respecto de un gobierno extranjero entre- 
gando á su requisición uno de sus subditos acusado de un crimen 
cometido en la extensión de su jurisdicción, y aún cuando no 
existía ninguna obligación para la nación de proceder en tal sen- 
tido, á menos que ello no sea establecido por un tratado, ó por 
una ley imperativa, una nación, no obstante, no puede estar 
obligada á prestar asilo á criminales peligrosos que han violado 
las leyes de la humanidad ; y añadió, que creía que si un caso 
de cualquier naturaleza podía justificar un acto de cortesía, este 
era seguramente el que había provocado la resolución de que se 
trataba. United States Diplomatic Correspondence^ 1864, parte 
II, 60-74; Congresstonal Globe, 1864. 

Una resolución presentada á la Cámara de Representantes con- 
denando este acto como una violación de la Constitución y una 
derogación del derecho de asilo, fué rechazada por una gran ma- 
yoría y la cuestión se remitió á una Comisión ; pero no hubo 
ningún acto ulterior del Congreso. Una acusación fué formulada 
ante las cortes del Estado contra el oficial de policía que había 
hecho el arresto y allí se denunció este acto como una violación 
de los estatutos por arrebato de un individuo por violencia ; perc 
no se produjo ninguna acción judicial. La cuestión tratada no to- 
caba solamente al derecho de los Estados Udidos, sino también 
al derecho de acción del presidente en ausencia de un estatuto, 
sin que ninguna de las dos cuestiones pueda considerarse como 
resuelta por este precedente. 

2UJ. La persona que use del asilo para /arborecer ó prestar 
auxilio d actos hostiles contra una nación extranjera puede ser 
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perseguida según las leyes de la nación en la cual encontró 
asilo, ó entregada á la nación de procedencia. 

Bluntschli, § 398, dice que la regla es que en caso de abuso 
de asilo la nación que ha dado el asilo está obligada, en razón 
de sus relaciones con una nación amiga, de retirar al refujiado 
el permiso de residir en su territorio, ó imponer á su facultad 
de residencia restricciones de naturaleza á escluir todo daño á 
la nación del refujiado. 

El derecho de un Estado para pedir que sus subditos rebeldes 
no sean dejados en libertad de conspirar contra él en el territorio 
de otro Estado no vá más allá, aunque se estienda á sus últimos 
límites, de la facultad de exijir que el fujitivo sea enviado sano 
y salvo á otro lugar ; y no se puede formular esta exijencia sino 
cuando el Estado ha reconocido ó demostrado su impotencia para 
impedir al fujitivo tramar conspiraciones contra el país de donde 
ha huido. Phillimore's International Law, vol. i, p. 415. 

En el curso de los debates de la Cámara de los Pares de Ingla- 
terra, en marzo de 1853, sobre la cuestión de los refujiados 
extranjeros, el primer ministro delai'ó que el gobierno había 
resuelto en el caso en que surjiese un acontecimiento que diese 
justas razones de queja á un gobierno extranjero contra un indi- 
viduo refujiado en Inglaterra, de tomar á su cargo la persecu- 
ción de este individuo y de no echar el peso de esta persecución 
sobre el ministro extranjero. 

Las principales ocasiones en las cuales esta conducta se ha 
seguido han sido enumeradas como sigue : 

En 1799 dos subditos ingleses fueron perseguidos por haber 
publicado un panfleto difamatorio contra Pablo I, emperador de 
Rusia. Ellos fueron condenados y castigados con multa y prisión. 
State Frial (Proces d'Etat), Howell, vol. XXVII, 627-630. 

En 1803 Juan Peltier, refujiado francés, fué perseguido con 
motivo de un libelo contra Napoleón Bonaparte, entonces primer 
Cónsul de la República Francesa. El fué reconocido culpable, 
pero la guerra que estalló bien luego impidió que fuese enjui- 
ciado. State Friáis (Howell), vol. XXVIII, 530-619. 

Voolsley (International Law), § 79, dice : Una nación tiene 
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el derecho de acojer los refujiados políticos, y ella lo hará á 
menos que su debilidad ó sus simpatías políticas no la determinen 
á seguir otra línea de conducta. Pero no se puede, sin violar las 
obligaciones de amistad que existen entre los Estados, permitir 
á estas personas conspirar contra la persona de su soberano, 6 
contra las instituciones del país de su orí jen. Tales actos son 
delitos y las leyes del país deben reglar la persecución y el cas- 
tigo; pero no resulta de aquí que los acusados puedan ser recla- 
mados por su país de oríjen para ser allí juzgados. Véase tam- 
bién Wildman's International Law^ p. 59, Law Lew, vol. 52, 
p. 42. 

Después de la tentativa de asesinato cometida contra el Empe- 
rador de los Franceses el i 5 de Enero de 1857, ^^ ministro francés 
de negocios extranjeros representó que los complots que tenian 
por objeto el asesinato del emperador habian sido formados en 
Inglaterra y pidió disposiciones para el castigo de este crimen. 
Lord Palmerston, entonces primer ministro, introdujo el 8 de 
febrero un bilí tendente al castigo de las conspiraciones formadas 
en Inglaterra con el objeto de cometer un asesinato fuera de los 
límites del imperio de Su Magestad, pero el bilí fué rechazado, 
y el ministro dio inmediatamente su dimisión. Algunos miembros 
combatieron el bilí por repugnancia á tocar en nada el derecho 
de asilo; pero la razón decisiva del rechazo fué evidentemente el 
sentimiento de que el gobierno francés se habia servido de un 
lenguaje demasiado dictatorial para pedir que esta ley fuese 
votada, Annual Regtster, 1858, p. 5-33,202: Annuaire des 
Deux Mondes 1857-58, p. 32-1 10, 420; citados en Laurence's 
Wheaton, p. 246 nota. 

La misma demanda fué dirijida á l^a Cerdeña y allí se votó 
una ley erijiendo en delito especial el hecho de conspirar contra 
la vida de los soberanos extranjeros, bien que la pena orijinaria- 
mente propuesta en la moción presentada por los ministros habia 
sido mitigada por las Cámaras. Mr. Cavour apoyó la medida, 
á la vez por dos motivos políticos y porque él consideró como 
importante que la Cerdeña en las circustancias en que el hecho 
tuvo lugar no estuviese en oposición con las vistas de la Francia. 
Annuatres des Deux Mondes, 1857-58, p. 216. 
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208. Los condenados ó acusados extranjeros, los pobres, las per- 
sonas que sufren de enagenacion mental ü otras enfermedades que 
les den derecho á la asistencia piíblica, pueden ser remitidos á la 
nación de que son miembros, aunque haga mucho tiempo que 
están bajo la sujeción legal ó bajo la dependencia de esta na- 
ción, en tanto que no hayan adquirido la nacionalidad del pais 
en que están establecidas. 

La declaración firmada entre la Francia y la Villa de Bremen 
el 20 de octubre de 1866 (9, De Clercq, 620) que contiene las 
disposiciones de este género relativamente á los locos, etc., esti- 
pula que cada nación reembolse los gastos de regreso de tales per- 
sonas, así como las espensas ocasionadas por la residencia y el 
tratamiento de sus miembros en los asilos del otro. 

El tratado entre la Francia y la Confederación Suiza de 30 
de junio de 1864 (9? ^^ Clercq, 91) dispone que los miembros 
de una de las naciones establecidos en el territorio de la otra, 
que sean remitidos en virtud de una sentencia legal ó de confor- 
midad á las leyes y reglamentos de policia concernientes á las 
costumbres ó á la mendicidad, serán recibidos en todo tiempo 
con sus familias en el pais de orijen, etc. 

En virtud del tratado entre los Estados Unidos y la Confe- 
deración Suiza, 25 de noviembre de 1850 (i i U. S. Stat. at L., 
587) art. III, cada nación está obligada á recibir sus propios 
miembros con sus mujeres y los hijos lejítimos que han con- 
servado sus derechos conforme á su lejislacion, en el caso que 
ellos quisieran regresar, así como en el caso en que sean 
remitidos en virtud de una decisión judicial, ó por medida de 
policía, conforme á las leyes sobre las costumbres y la mendi- 
cidad. 

2og. Ninguna nación tiene el derecho de introducir por fraude 
ó violencia individuos de las categorías arriba mencionadas, en 
otro pais, ó de ayudarlos y animarlos á emigrar allí. No sola- 
mente los individuos que obran en contravención al presente 
articulo pueden ser remitidos á la nación que viola esta dispo 
sicion á costa de esta última, sino que la nación de procedencia 
tiene derecho á una reparación del jefe por este acto malévolo. 



n 
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Este artículo nos ha sido inspirado por una carta del Dr. Fran- 
cisco Lieber de 4 de setiembre de 1859 al Secretario de Estado 
de los Estados Unidos sobre la introducción forzada ó fraudu- 
lenta de condenados (convicts). Aquel formula sus conclusiones 
como sigue : 

En mi opinión se precisan tres cosas : 

Primeramente, el carácter desleal de un acto semejante de- 
bería ser reconocido y claramente proclamado por el derecho in- 
ternacional, y si esto no se hizo desde ha largo tiempo, es sin 
duda porque nunca antes de ahora, al menos que yo sepa, este mal 
presentó una intensidad tan grande como en nuestra época de emi- 
gración, época que si bien pacíñca recuerda el período de la 
emigración de las naciones en la época guerrera. 

" Nosotros deberiamos convenir con las otras naciones, me- 
diante tratados que serian la inversa de los tratados de extradi- 
ción, que toda tentativa al efecto de importar los condenados 
seria considerada como una infracción grave al derecho interna- 
cional, y un acto malévolo en el más alto grado, apelando á 
serias medidas preventivas ; los escritores del derecho interna- 
cional deberían remarcar en sus obras el sencillo y nobb prin- 
cipio arriba indicado ; es ese uno de los medios por los cuales el 
derecho internacional progresa, y por el que tan admirablemente 
ha progresado en el último siglo. Yo no dejaré jamás de indicar 
este principio en mis cursos sobre esta rama del derecho, la más 
grande de todas. 

" Ello exije en segundo lugar que una ley de los Estados Uni- 
dos declare castigable el hecho de introducir los condenados en 
nuestro territorio sea al capitán del navio que hizo la introduc- 
ción, ó por una fuerte multa á los propietarios de este navio ; 
esta ley debería disponer, además, que los condenados así intro- 
ducidos serán devueltos al Gobierno de la nación de donde pro- 
ceden, á costa de su gobierno. Una moción en este sentido se 
presentó en febrero de 1867 po^ H* í* Raimond, entonces uno 
de nuestros diputados en Nueva York, y él la hizo á sujestion de 
M. Federic Kapp, ciudadano americano, nacido en país extranjero 
y uno de los comisarios de emigración más activos de Nueva 
York. Habiendo sido el bilí presentado sumamente tarde, el 
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fué adoptado solamente en la Cámara de los Representantes. 
'* Seria deseable que una ley de este género que ha sido 
votada, y suponiendo que los tratados de que hemos hablado 
fuesen concluidos, los Estados Unidos proclamasen públicamente 
y declaren á todos los gobiernos amigos que á partir de esc 
momento nuestro Gobierno considerará la tentativa de introducir 
por fuerza ó por fraude condenados, como un acto altamente 
criminal y si los Gobiernos tienen en él alguna parte, apreciándolo 
como un acto malévolo bajo el punto de vista del derecho inter- 
nacional, susceptible de satisfacion." 



CAPITULO XVIII 

EXTRADICIÓN ( I ) 

SECCIÓN PRIMERA 
Extradición de criminales 

210. Toda nación á la cual haya dirijido otra una demanda de 
extradición por el órgano del jefe del poder ejecutivo, y en la 
forma establecida en la presente sección, está obligada á entregar 
á la justicia del Estado requirente, á costa de este último, las 
personas que sean acusadas de haber cometido en el territorio de 
este estado uno de los crímenes enumerados en el artículo 214, 
y que se encuentren en el territorio de la nación requerida. 

211. Salvo los casos previstos en los dos artículos siguientes, 
la demanda de extradición debe ser formulada por el Ministro 
público de la nación requirente, y si este se halla ausente del pai^ 



(1) Nos abstenemos de reproducir los comentarios relativos á este Capitulo, atento 
el escaso interés que entrañan y que los estudiosos pueden consultar en la obra 
del autor. 



3l6 APÉNDICE 

al cual la demanda ha sido dirijida, ó de la sede de su Gobierno, 
por otros ajentes intermediarios de relaciones internacionales, 
ella debe ser dirijida á los funcionarios que, según los términos 
de los artículos 229, 230 7231, tienen el poder de efectuar la 
extradición. 

212. En el caso de un delito cometido en la iurisdjccion de un 
Estado ó de un territorio que hace parte de una nación, situado 
á lo largo de la frontera que separa dos naciones contiguas, el 
requerimiento puede hacerse, sea como se ha dicho en el artículo 
precedente, sea por la autoridad civil superior del Estado ó del 
territorio fronterizo, y cuando por cualquier motivo la autoridad 
civil se halle suspendida en este Estado ó en este territorio, por 
el ofícial que comanda en jefe las fuerzas militares. 

213. En el caso de un delito cometido en la jurisdicción de 
un gobierno colonial, la demanda de extradición puede ser for- 
mulada, sea como se ha dicho en el artículo 211, sea por el 
Gobernador ó el jefe del poder ejecutivo de la colonia. 

214. La persona sujeta á extradición, de conformidad á las 
disposiciones de la presente sección, debe haber sido declarada 
culpable, ó sometida á acusación ante las cortes, tribunales, ó 
jueces criminales de la nación requirente, á causa de uno ó varios 
de los crímenes siguientes, con tal que ellos estén calificados en 
el momento de la demanda por el Código Penal de esta nación : 

Aborto ; 
Incendio ; 
Baratería ; 
Bigamia ; 

Robo de noche con fractura ; 
Falsificación ; 
Crimen contra naturaleza : 
Sustracción de fondos públicos ; 
Falsas declaraciones y falsos testimonios ; 
Falsedad ; 

Plajio de hombres por fuerza ó por fraude (Kidnapping) ; 
Robo castigable, según las leyes de la nación requirente, con 
prisión que pase de un año ; 
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Mutilación ; 

Homicidio ; 

Asesinato ; 

Perjurio ; 

Piratería ; 

Violación ; 

Robo á mano armada con violencia ó amenazas ; 

Tráfico de esclavos ; 

la infracción á una de las disposiciones del presente Código, 
cuya violación es declarada un delito internacional. 

215. Las disposiciones de la presente sección no se apli- 
can absolutamente á los casos que entran en las categorías si- 
guientes : 

1 * Crímenes y delitos de un carácter puramente político ; 

2' Todo delito cometido con objeto de guerra civil, de una 
insurrección ó de un levantamiento político, con tal que ello no 
constituya un crimen, siempre que sea cometido entre beli- 
gerantes ; 

3' Deserción del servicio militar ó naval, ó hecho consistente 
en sustraerse á él ; 

4* Delitos cometidos antes de entrar en vijencia las disposicio- 
nes de la presente sección ; y 

5* Delitos, que por causa de la expiración de ciertos términos, 
ó por alguna otra causa, la nación requirente no pueda penarlos 
legalmente. 

216. El representante del poder ejecutivo de una nación á la 
cual se ha dirijido la demanda á los fines de extradición, con la 
prueba regular de la existencia, sea de una condenación, ó de 
una orden de arresto extranjero, sea de cualquiera otra presunción 
probatoria de la cual resulte que el caso entra en las disposi- 
ciones de la presente sección, debe ordenar el arresto del acu- 
sado para que sea interrogado por la autoridad judicial com- 
petente. 

217. En caso de prueba presuntiva de un delito comprendido 
en las prescripciones de la presente sección los tribunales locales 
que fuesen llamados á conocer de él, si se tratase de un delito 
cometido en la estension de su jurisdicción, pueden hacer arres- 
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tar y detener durante un tiempo razonable la persona acusada, 
para permitir al gobierno extranjero reclamar su extradición. 
Pero la prueba debe ser evidente para justificar un auto de 
acusación, caso que la infracción hubiese sido cometida en la 
ostensión de la jurisdicción local ; el acusado debe ser puesto en 
libertad si no se formula la solicitud en el término de un mes. 

218. Antes de entregar ó de arrestar un individuo que se 
presume haberse sustraido á la acción de la justicia la nación 
ú la cual la demanda ha sido dirijida puede ordenar (por sí 
misma), una investigación preliminar á efecto de averiguar si 
está establecido según presunciones que la persona acusada ha 
cometido el delito que se le imputa, tal cual está precisado por 
el presente Código; ó en caso de un condenado, si él se ha 
sustraido sin derecho á su castigo. 

219. El procedimiento que debe seguirse para el arresto de un 
individuo que se presume haberse sustraido á la justicia y para 
el examen judicial de la acusación, debe proseguirse conforme á 
las reglas establecidas para semejantes procedimientos prelimina- 
res, ante las mismas cortes y majistrados que en el caso en 
que se tratase de una persona acusada de haber cometido igual 
delito en los límites del territorio. 

220. La prueba del crimen cometido por el acusado puede con- 
sistir en todo ó en parte en declaraciones orijinales reproducidas 
en forma auténtica, conforme á las leyes del país en que ellas 
han sido recibidas, de tal suerte que puedan ser acojidas á los mis- 
mos fines por los tribunales ó majistrados de este pais, ó en copias 
exactas de esas declaraciones certificadas por el tribunal ó majis- 
trado extranjero, ó de atestados conforme á las declaraciones 
orijinales, bajo la fé del juramento. 

Estas deposiciones ó copias de deposiciones deben ser certificadas 
además, tal como se prescribe en la sexta parte del presente Có- 
digo, titulada Administración de la Justicia, sea por el ministro 
de justicia ó el jefe supremo del poder ejecutivo de la nación 
requirente, sea por la principal agencia consular ó diplomática de 
la nación á la cual la demanda se dirije, residente en este pais. 
La atestación tiene por objeto establecer que las piezas tengan 
forma auténtica, conforme á las leyes de la nación reqairente, de 
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manera que puedan ser admitidas como pruebas, á los mismos 
fines, por los majistrados y tribunales de esta nación. 

221. La extradición de una persona que se pretende haberse 
sustraido á la acción de la justicia no puede tener lugar por las 
causas determinadas en esta sección sino cuando el hecho de la 
infracción se halla bien establecido para justificar, según las 
leyes del país que hace la extradición, el arresto y la formación de 
juicio contra el inculpado, en el caso en que el delito hubiese 
sido cometido en este país. 

222. En el caso en que se haya pronunciado un juicio, ó una 
sentencia de condenación en el país que hace el pedido, la extra- 
dición no será obligatoria sino mediante la presentación á las 
autoridades de la nación á la cual se dirije la demanda, de la 
sentencia ó del juicio orijinal en forma auténtica que establezca 
la culpabilidad del acusado, ó de una copia certificada conforme 
á dicho juicio, tal como se ha prescrito en el artículo 220. 

225. La nación á la cual se ha dirijido una demanda de extra- 
dición en las condiciones de la presente sección puede salvaguar- 
dar su derecho de asilo no sujetándose solamente al examen de 
las pruebas puramente formales suministradas en apoyo de la 
demanda, sino examinando además, si esta última no tiene real- 
mente en vista un objeto al cual la presente sección sea inapli- 
cable. Si ella se convence que esto es así, puede rehusar la 
demanda. 

224. En el caso en que dos ó más naciones reclamen una 
misma persona por violación de una disposición del presente 
Código, la nación en cuya jurisdicción se ha cometido el delito 
tiene un derecho de preferencia, á menos que el procedimiento 
para la extradición no haya sido iniciado ya por otra nación. 

225. La extradición de una persona reclamada bajo la base 
de las disposiciones de la presente sección, y previamente arres- 
tada por causa de un delito contra las leyes del país en el cual 
se encuentra, ó condenada en este país por un delito semejante, 
puede ser aplazada hasta que haya sido absuelta, ó haya sufrido 
la pena de la infracción. 

226. Si la persona reclamada se halla arrestada en el país 
en el cual ha sido encontrada, por motivo de deudas civiles (ó 
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comerciales), su extradición puede sin embargo tener lugar, pero 
bajo la reserva del derecho del acreedor interesado para ejercer 
sus recursos ante los tribunales competentes. 

227. La nación á la cual se ha dirijido una demanda de extra- 
dición conforme á la presente sección puede subordinarla á con- 
diciones relativas á la manera de tratar á la persona extraída. 

228. Si la persona cuya extradición se reclama es piiembro 
de una tercera nación que se haya adherido al presente Código, 
su extradición puede ser aplazada hasta tanto que su nación haya 
sido informada de la solicitud de extradición é invitada á hacer 
valer sus objeciones á la extradición, si ellas existen. 

En semejante circunstancia, si hubiese lugar á la extradición, 
la na cion á la cual se ha hecho la demanda puede entregar el 
individuo acusado, sea á su propia nación, sea á aquella que ha 
hecho la solicitud. 

229. Salvas las disposiciones de los artículos 23oy23i la 
remisión no puede hacerse más que por orden de un funcionario 
competente, perteneciente al poder ejecutivo de la nación á la 
cual se dirije la demanda. 

230. En el caso en que se trate de personas encontradas en 
un territorio ó en un Estado fronterizo, dependiente de una 
nación determinada, y situado á lo largo de la frontera que se- 
para esta nación de otra, la extradición reclamada por esta última 
ó por el Estado ó territorio fronterizo que le está sujeto, puede 
hacerse, sea de la manera determinada por el artículo precedente, 
sea por la autoridad civil suprema del Estado ó del territorio 
fronterizo. Puede serlo también por las autoridades supremas 
civiles ó judiciales del distrito ó del país contiguo á esta frontera 
que haya sido autorizada á tal efecto por la autoridad civil del 
Estado ó del territorio fronterizo, y en fin, si por una causa 
cualquiera la acción de la autoridad civil está suspendida en este 
territorio, por el funcionario militar que allí ejerce la coman- 
dancia en jefe. 

231. Cuando un individuo se encuentra dentro de la ju- 
risdicción territorial de un gobierno colonial, la extradición puede 
tener lugar sea de la manera prevista en el artículo 229, sea por el 
Gobernador ó por un funcionario del orden ejecutivo de la colonia. 
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Este funcionario puede, ó bien hacer la extradición, ó bien 
elevarla al Gobierno de la nación de que él depende. 

232. Todos los objetos de que se encontraba en posesión el 
prisionero en el momento de su arresto y tomados con él, deben 
ser remitidos cuando tiene lugar la extradición ; esta remisión 
debe comprender no solamente los objetos robados sino todos los 
que puedan probar el crimen. 

233. El otorgamiento de libertad á una persona arrestada 
en ejecución de las disposiciones de la presente sección, no im- 
pide absolutamente una segunda detención por una nueva queja 
relativa al mismo delito, salvo cuando ella queda exonerada de 
la queja en razón de la expiración de los plazos de la prescripción. 

234. Toda persona debidamente designada por la nación que 
demanda la extradición para recibir al prisionero, tiene derecho 
á la protección para el cumplimiento de su cometido en el terri- 
torio de la nación que efectúa la extradición, como el acordado 
por esta nación á sus propios funcionarios para el cumplimiento 
de una comisión semejante; el hecho de oponerse á su acción, y 
el de sustraerse ó pretender sustraerse el prisionero á su guarda, 
son punibles de la misma manera que la oposición hecha á la 
acción de los funcionarios de esta misma nación. 

235. El individuo entregado en ejecución de las disposiciones 
de la presente sección debe ser 'trasportado fuera del país que 
ha consentido la extradición, dentro de los dos meses á contar 
desde su aprehensión, á los fines de la extradición, en defecto de 
lo cual será puesto en libertad. 

236. El tiempo necesario para permitir la intervención de una 
nación á la cual pertenece una colonia (caso del art. 213), ó dé 
aquella á la cual pertenece un estranjero (caso del art. 228), no 
entra absolutamente en el cómputo de los términos establecidos 
en la presente sección para el arresto ó la extradición de un fuji" 
tivo que se presume haberse sustraido á la justicia. 

237. Ningún individuo extraído en ejecución de las disposicio- 
nes de la presente sección será perseguido ó castigado en el 
territorio de la nación á la cual ha sido entregado por causa de 
un delito cualquiera anterior á aquel que hubiera motivado la 

demanda de extradición, ni en razón de un delito cualquiera, no 

' . 21 
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mencionado en el requerimiento, ó de una de las infracciones 
mencionadas en el artículo 2 i 5 cometidas antes de la extradición. 
238. Toda nación que exija una instrucción judicial antes de 
consentir en la extradidion debe organizar lejislativamente el 
proceder judicial necesario para poner en práctica las disposicio- 
nes de la presente sección. 



SECCIÓN SEGUNDA 



Extradición de desertores 



2')C). La presente sección se aplica á todos los que se encuen- 
tran en un navio, sea público, sea privado, de una nación cual- 
quiera que se hubiese adherido al presente Código, con excepción 
de los pasajeros, á quienes no les comprende. 

240. La deserción es el hecho de un individuo que abandona 
un navio y el servicio del mismo, sin permiso ó sin motivos 
legales de justificación, violando sus obligaciones y sin ánimo de 
regresar. 

24 1 . Los majistrados ó tribunales de cada nación ordenarán 
en virtud de la demanda mencionada en el artículo que sigue, el 
arresto de toda persona acusada de deserción, conforme á este 
articulo, y será remitida al cónsul de su nación, á menos que no 
se constate que el acusado era, al tiempo de su embarque, y es 
todavía miembro de la nación á la cual se demanda la extra- 
dición. 

242. La demanda de extradición de desertores debe hacerse 
por escrito por el cónsul de la nación á la que pertenece el navio. 
Se debe anexar allí la prueba, por el registro de á bordo, rol de 
la tripulación, ó cualquier otro documento oficial, ó, si el navio 
está ausente, por medio de copias debidamente certificadas en 
documentos semejantes, de los que conste que la persona recia 
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mada pertenecía al navio. Precisase, además, establecer por 
iuramento la identidad de esta persona. 

243. Las autoridades locales deben prestar el auxilio necesario 
á la pesquisa y arresto de los desertores, y deben, á solicitud y 
á costa del cónsul, hacerles encarcelar hasta que ellos sean de- 
vueltos á su navio, reenviados á su país, ó exonerados de su 
compromiso. 

244. Los desertores pueden ser devueltos por el cónsul al 
navio en que servían si se halla dentro del límite de su juris- 
dicción, ó reenviados al país del cónsul por los navios de otra 
nación cualquiera. 

245. Salvo el caso previsto por el articulo siguiente, la apre- 
hensión de un desertor, conforme á esta sección, no puede pro- 
longarse por más de dos meses á contar desde el dia de su 
arresto ; á la expiración de este término, y prévio]un aviso impar, 
tido tres dias antes al cónsul, el desertor debe ser puesto en liber- 
tad sin que pueda ser arrestado nuevamente por la misma causa. 

246. Cuando un desertor se halla acusado de haber cometido 
un delito de la competencia de las autoridades locales, ellas pueden 
aplazar su extradición hasta que él haya sido absuelto, ó casti- 
gado por su falta. 



CAPITULO XLIX 

PODER JUDICIAL EN MATERIA CRIMINAL 

641. Los miembros de una nación pueden ser perseguidos 
criminalmente ante sus tribunales, no pudiendo serlo ante nin- 
gún otro por razón de las infracciones d sus leyes penales come- 
tidas en el radio de su jurisdicción esclusiva, salvo las excepcio- 
nes establecidas en el presente capitulo. 

Pueden ser perseguidos ante un tribunal por causa de infracciones 
análogas cometidas en el radio de su jurisdicción concurrente, 
siempre que no hayan sido juzgados por motivo de los mismos 
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actos ( I ) y condenados y absueltos por un tribunal competente de 
la nación en cuyo territorio se ha perpetrado el hecho. 

642. La administración de la justicia criminal de una na- 
ción por el órgano de sus tribunales se extiende á los extranjeros 
que se encuentran actualmente en su territorio y que han cometido 
una infracción á su ley criminal, en todo ó en parte (i), sea : 

i. En su territorio; sea: 

2. A bordo de los buques públicos en cualquier lugar que 
fuere; sea: 

y. A bordo de.sus buques particulares que se encuentren en las 
aguas territoriales de una nación cuando el delincuente no lia sido 
perseguido por causa del acto en cuestión y absuelto y condenado 
por un tribunal competente de la nación en cuyo territorio se ha 
Perpetrado el hecho. 

Cuando por un acto consumado en un país se ha causado la 
muerte de una persona en otro, puede ser perseguido en los 
dos. Opinión de Sir Masiott en la recopilación Casses and Opi- 
nions in Constitutional law, por Torsijlh, p. 217. 

Se ha aplicado en la causa del Estado centra Grady, Connecticut 
Rep. I 18, la regla de que ningún Estado puede castigar criminal- 
mente un hecho consumado por entero fuera de su jurisdicción 
territorial ; pero que, si un elemento cualquiera de la infracción se 
ha realizado en su jurisdicción territorial, el delincuente puede ser 
castigado por él si le es posible ejercer de hecho el derecho de 
jurisdicción sobre su persona. 

Los crímenes cometidos en plena mar á bordo de los buques 
públicos ó particulares, se consideran como cometidos sobre el terri- 
torio de la nación á la cual pertenece el buque, sin distinguir si 
el acusado es de la misma nacionalidad ó si es extranjero y 
si el crimen ha sido cometido respecto de un ciudadano de 
esta nación ó de un extranjero. Riquelme, Derecho interna- 
cional, tomo i', pp. 243, 245, citado y aprobado por el Procurador 



(i) 13¡cn que cI acto cometido en el radio de dos jurisdicciones concurrentes pueda 
constituir dos crímenes diferentes según las leyes de cada nación, parece que no fuese 
dosible ó no pudiese pronunciarse doble pena. 
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general ( Attorney- general) Cushing, 8, Opinions ofU. S. Attorn. 
Gen. 77, y Casses and Opin. in Constitutional law, por Torsijlh, 
p. 412. 

Agrégase en la citada obra que cuando el buque á bordo' del 
cual se ha cometido el crimen llega al puerto, el derecho de juris- 
dicción de la nación á la cual pertenece el buque sobre el acusado, 
no cesa por eso. En consecuencia, si el acusado es un subdito de 
la nación extranjera á cuyo puerto arriba el buque no podrá 
menos de ser juzgado por los tribunales del país al cual pertenece 
el buque. Si esta persona llegase á tierra é intentase una acción 
contra el Capitán ante los tribunales de su país, la autoridad loca 
sería incompetente para juzgar al Capitán extranjero en plena 
mar, y porque la parte reclamante se presume se ha sometido, al 
embarcarse sobre este buque, á las leyes del territorio extranjero 
del cual el buque forma parte. 

Comparad 1 8 y 1 9 Vtct^ cap. 9 1 , § 2 i ; La Reine contra López, 
27, Law Journ.y Mag. Casses, 48; Casses and Opinions incons- 
titucional law, por Torsijlh^ p. 238, y actos de los Estados Unidos 
de 1825 sobre los crímenes U. S. Stat. at L. 11$. 

Riquclme, citado más arriba, establece como regla que los críme- 
nes cometidos á bordo de un navio particular, en el radio de la 
jurisdicción territorial de una nación son de la competencia del 
tribunal de esta nación a menos que la infracción viole tan 
solo la disciplina interior del buque sin turbar ó comprometer la 
tranquilidad del puerto, y sin herir á un ciudadano ó á una persona 
que tenga su domicilio ó su residencia en el país ; las autoridades 
locales no tienen para qué intervenir, salvo instancias del cónsul 
para venir en ayuda de la jurisdicción á la cual el buque per- 
tenece. 

Se encontrará una exposición de la controversia que ha surjido 
entre las autoridades, relativamente á esta regla en Bishop, on 
Criminal Law, §§ 595-600. 

64^, La jurisdicción criminal de una nación se extiende: 

I. A los extranjeros que cometen un robo fuera de su territorio 

y que conducen á ella los objetos robados, ó que se encuentran ase- 

gurados en ella ; 
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2. A los extranjeros que se encuentran fuera de su territorio con- 
duciendo una persona por fuerza ó por astucia, en contradicción d 
las leyes del lugar en que el acto ha sido cometido, la envian ó la 
conducen hasta el territorio de la nación y son encouirmdos en ella 
en segruida ; 

y. A los extranjeros que encontrándose fuera del territorio han 
provocado, ayudado, escitado ó inducido á una persona d cometer 
un acto declarado criminal por las leyes del país en el cual se 
ha cumplido, en el que se han hecho culpables de una negligen- 
cia criminal según las leyes de este país y son encontrados en 
seguida en el territorio de la nación. — Código Penal, redactado 
para New, York §15. 

644. La jurisdicción criminal de una nación se es tiende también 
á los extranjeros que se encuentran en su territorio y han come- 
tido en un lugar cualquiera fuera de sus limites territoriales^ 
como autores principales ó accesorios, una de las infracciones 
siguientes : 

i. Un crimen contra su seguridad nacional; 

2. El crimen de falsificación de sellos del Estado, de titulas 
nacionales que tengan curso sobre su territorio, ó billetes de banco 
autorizados por sus leyes. 

Estas disposiciones son tomadas de la ley de i 7 de Junio de 
1 866 que modifica los artículos 5, 6 y 7 del Código penal francés, 
vol. 9, páj. 557. 

64^' Los conductores de emigrantes pueden ser perseguidos y 
castigados ante los tribunales de la nación á la cual los conducen 
por ocasión de todos los abusos que hayan cometido contra un 
emigrante y que constituirian un delito según las leyes penales de 
esta nación^ si ellos han sido cometidos en el radio de su juris- 
dicción exclusiva. 

Según las opiniones espresadas por Sir John Dodson, Sir A. E. 
Cockburn, y Sir John Rosmilli (Torsijlh's Casses and Constitutional 
Law, p. 228J, los tribunales de la Gran Bretaña y de sus colonias 
no tienen actualmente este derecho de jurisdicción en materia 
de infracciones cometidas en plena mas bajo pabellón extranjero. 
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El presente artículo remediaría esta ausencia de justicia . 

646. Las conspiraciones tramadas en el radio de la juris- 
dicción de una nación contra el Gobierno de una nación amiga 
y puestas en ejecución por actos exteriores, pueden ser perse- 
guidas y castigadas por cada una de las dos naciones en el 
territorio de la cual el delincuente sea habido. 

V. la Reine contra Renard. Foster and Finalsons Rep. ; Casses 
and Opinions in Constitutional Law, por Torsijlh, p. 236. 

647. Una nación no puede inflijir penas más graves á un 
extranjero que las que podrian ser aplicadas, según la ley local, 
á un miembro de la nación en caso semejante. 

648. No se puede inflijir á bordo de los buques particu- 
lares de una nación, que se encuentran en las aguas territoriales 
de otra, penas más graves que las autorizadas por las leyes de 
la iiltima, respecto de infracciones análogas cometidas á bordo 
de buques nacionales. 

64^. Las disposiciones del articulo 642 se , aplican aiin á 
los extranjeros que hayan sido conducidos ó que se encuentren 
en el territorio de una nación sin su libre consentimiento. 

La Reine contra López, 7 Coxe's Criminal Casses; S. C. i . 
Dearsley and BelVs Croun Casses^ 525. 

V. People contra Me Leod 25 Wendell (New York) Rep. 602. 
''Es un principio reconocido en derecho internacional que un ex- 
tranjero está obligado á respetar las leyes criminales del país en el 
cual viene á habitar, y toda infracción que comete á sus leyes pued^ 
ser reprimida por los tribunales de este país ... El hecho de 
que el extranjero se haya refujiado en el Canadá no ha borrado el 
delito ni puesto fin á nuestra jurisdicción. Este extranjero habiendo 
sido reaprehendido y estando sometido de hecho á nuestra jurisdic- 
ción, nosotros no tenemos para qué preocuparnos de los me- 
dios por los cuales ha sido conducido bajo el imperio de nues- 
tra justicia y de la manera precisa que él lo ha sido. " Etat contra 
Bresister, 7 VermontRep. 122, 123. 
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''No se viola el derecho de nadie persiguiendo y condenando, si 
es culpable un subdito de un Gobierno extranjero, por causa de 
una violación de nuestras leyes perpetrada en el radio de nues- 
tra jurisdicción ; y si después de haber fugado de nuestro terri- 
torio fuese arrojado sobre él por un accidente, si fuese arrojado 
sobre nuestras costas por un naufrajio, ó si se le hubiese inducido 
por astucia á saltar á tierra con la afirmación falsa de que se 
trata de otro territorio hecho con el objeto de poder perseguirle, 
no bastaría para que fuese eximido de la responsabilidad que le 
incumbe según nuestras leyes. " Etat contra Smith, Batley La^ 
Rep. 2g2. 

V. Exp. Scott, 9 Barnewall and Crerwell's Rep., 446 ; Btshop's 
Criminal Law, § 694. Causa de Britton, 2 City Hall Rec. 
(New York) 119. 

6 so. Las personas culpables de piratería y según la definición 
del Capitulo X (/), titulado de la Pirateria, pueden ser per- 



( I ) lié aquí el texto á que hace referencia el articulo : 

DEFINICIÓN DE LOS PIRATAS 

Articulo 82. Toda persona que hace parte del equipaje de un buque particular que se 
encuentre en alta mar, tal como este se halla definido en el articulo 5^, y que obrando 
voluntariamente y no por su propia defensa : 

1 . Destruye, toma y se apropia por violencia de un buque cualquiera ó de su carga, ó 
de una parte de su cargamento ; ó : 

2. Mata, hiere, roba, ó condena por la fuerza de un hombre cualquiera que se encuen- 
tre en otro buque ; 

Es reputado como pirata. 

El mismo asunto. 

Articulo 83. Cualquiera que, sin autorización del propietario y con la intención de da- 
ñar una persona ó una nación, de molestarla ó de causarle un desagrado : 

I. Arrebata, destruye, desarregla, interrumpe ó deteriora un cable telegráfico oceánico 
que no le pertenece, ó una parte cualquiera, un aparato, ó un accesorio de tal cable, ó 
desprende un hilo : ó, 

3. Destruye ó deteriora un camino de hierro internacional, un canal, un faro, ó cual- 
quier obra cuya neutralidad perpetua ha sido declarada ; 

j. O que, fuera del territorio de una nación cualquiera reduce ó retiene en esclavitud 
una persona cualquiera, transporta ó recibe una persona con la intención de retenerla 
como esclava ; 

Es considerado como pirata. 
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seguidas ante los tribunales de toda nación en el territorio de la 
cual se encuentren y castigadas según las disposiciones de sus 
leyes. 

Todo ser humano, pertenezca d una comunidad civiliza- 
da ó no, y que se encuentre desprendido ó no de los lazos sociales 
políticos, se halla bajo la protecion de la ley; y si no pertenece á 
una nación que posea un gobierno reconocido, todo acto atentatorio 
d su persona ó á sus bienes cometido por un miembro cualquiera 
de una de las naciones que se hayan adherido á este código, debe 
ser considerada como una violación del derecho público, siendo 
punible como acto de piratería. 
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ERRATAS NOTABLES 



(I) 



Pajina 


Linea 


Dice 


Debe decir 


n 


12 


fueren 


fuesen 


23 


>7 


las restringen. 


[\a restringen. 


25 


3 


régimen público 


régimen político 


26 


I 


de las naciones 


en las naciones 


27 


26 


(nota) resultado por 


redactado por 


29 


10 


y otros 


y otras 


32 


4 


expresión de fundamento^ 


exposición de fundamentos 


37 


13 


urisdicciones 


jurisdicciones 


54 


6 


al Ájente 


el Ájente. 


55 


2? 


puede causar, 


pueden causar, 


56 


25 


había de 


habría de 


58 


16 


se agrave de 


se agrava con 


58 


17 y 18 


abrigo de un 


abrigo del 


61 


2 


Boocher 


Brocher 


75 


4 


que le es 


que les es 


77 


7 


ejercitaren 


ejercitasen 


119 


'3 


encuentra en 


encuentran en 


119 


13 


Atentado 


Atentados 


138 


I 


iniquidad 


inequidad 


138 


15 


infectados, 


infestados, 


139 


4 


menoscabaran 


limitarían 


142 


1 1 


hacerlo cesar 


hacerlos cesar 


149 


25 


regirá 


seguirá 



(i) La circunstancia de habernos sido imposible dirijir personalmente la edición de 
esta obra á causa de encontrarnos ausentes de Buenos Aires durante su impresión, ha 
hecho que se deslicen muchos errores de concepto y puntuación, siendo los más nota- 
blesi respecto de los primeros, los que consignamos en esta tabla. — N. del A. 
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ERRATAS NOTABLES 



Pajina 


Linca 


Dice 


Debe decir 


149 


27 


debe poner 


debe poseer 


J51 


I I 


creído establecer 


creído conveniente establecer 


168 


9 


correccional 


convencional, 


170 


I 


debiera 


debería 


191 


3 


ninguno de ellos 


ninguna de ellas 


210 


3 


Vereficada 


Verificada 


210 


12 


Ministo 


Ministro 


214 


26 


de tal parte 


de tal pacto 


215 


7 


se ejecuta 


se ejercita 


215 


10 


el sistema 


al sistema 


ÍI5 


1 1 


el exclusivamente 


al exclusivamente 


220 


• 
1 1 


desde principio 


desde principios 


221 


2 


sus relaciones 


sus reclamaciones 


239 


6 


régimen general 


régimen judicial 


^A'i 


9 


se ofrezca 


se ofrezcan 


247 


7 


la exactitud 


la eficacia 


254 


^ 


su atentado 


su atestado 



